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-De la diputada señora María Angélica Cristi, situación de hacinamiento en campamento Nazur, comuna de Peñalolén. 
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Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
-De los diputados señores Lorenzini, Alessandri, José García, Jarpa, Leal, Juan Pablo Letelier, Mesías, Ortiz, Pareto, Rincón y Rocha, privatización de Empresa de Servicios Sanitarios del Maule S.A. 
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-De los diputados señores Ulloa y Alvarado, traspaso de trabajadores de Asmar a Capredena. 

Ministerio de Obras Públicas
-Cuadro resumen de oficios MOP emitidos en noviembre de 2001.

-De los diputados señores Navarro, Ascencio, Hernández, Felipe Letelier, Mulet, Núñez, Rincón, Riveros, Vega y de la diputada señora Rozas, ataguía de la Central Ralco en construcción. 

-De los diputados señores Ascencio, Krauss, Ojeda y Villouta, caminos provincia de Chiloé. 
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Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
-Del diputado señor Jarpa, cobro de llamadas a teléfonos rurales en la comuna de Chillán. 
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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (105)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Acuña Cisternas, Mario
PDC
IX
52

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alessandri Valdés, Gustavo
RN
RM
20

Alvarado Andrade, Claudio
IND
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
IND
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Arratia Valdebenito, Rafael
PDC
VI
35

Ávila Contreras, Nelson
PPD
V
11

Bartolucci Johnston, Francisco
UDI
V
13

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Rozas Velásquez, María
PDC
RM
17

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
RN
RM
24

Delmastro Naso, Roberto
IND
X
53

Díaz Del Río, Eduardo
DEL SUR
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Elgueta Barrientos, Sergio
PDC
X
57

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Espina Otero, Alberto
RN
RM
21

Fossa Rojas, Haroldo
RN
VIII
46

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García Ruminot, José
RN
IX
50

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UCCP
VI
32

González Román, Rosa
IND
I
1

Gutiérrez Román, Homero
PDC
VII
37

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Saffirio, Miguel
PDC
IX
49

Huenchumilla Jaramillo, Francisco
PDC
IX
50

Ibáñez Santa María, Gonzalo
IND
V
14

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Jiménez Villavicencio, Jaime
PDC
RM
31

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
IND
VIII
41

Martínez Ocamica, Gutenberg
PDC
RM
21

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mesías Lehu, Iván
PRSD
VIII
42

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monge Sánchez, Luis
IND
IX
48

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Naranjo Ortiz, Jaime
PS
VII
39

Núñez Valenzuela, Juan
PDC
VI
34

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Orpis Bouchón, Jaime
UDI
RM
25

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Palma Irarrázaval, Andrés
PDC
RM
25

Palma Irarrázaval, Joaquín
PDC
IV
7

Pareto González, Luis
PDC
RM
20

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PS
VI
32

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Pollarolo Villa, Fanny
PS
II
3

Prochelle Aguilar, Marina
RN
X
55

Prokurica Prokurica, Baldo
RN
III
6

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Reyes Alvarado, Víctor
PDC
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Rocha Manrique, Jaime
PRSD
VIII
46

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
14

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urrutia Cárdenas, Salvador
PPD
I
1

Valenzuela Herrera, Felipe
PS
II
4

Van Rysselberghe Varela, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Vega Vera, Osvaldo
RN
VII
40

Velasco De la Cerda, Sergio
PDC
V
15

Venegas Rubio, Samuel
IND
V
15

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Walker Prieto, Ignacio
PDC
V
10

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Concurrió, también, el senador señor Rafael Moreno.


-Asistieron, además, los ministros de la Secretaría General de Gobierno, señor Heraldo Muñoz, y de Justicia, señor José Antonio Pérez.

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.21 horas.

El señor PARETO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión. 

III. ACTAS

El señor PARETO (Presidente).- El acta de la sesión 14ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 15ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

El señor PARETO (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a la Cuenta. 


-El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.
SALUDOS AL SECRETARIO GENERAL DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS.


El señor PARETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Seguel. 


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, el viernes recién pasado nuestro Secretario General de la Cámara, don Carlos Loyola fue objeto de una operación y su salud está bastante delicada. Por tanto, pido que, en mi nombre y en el de la bancada de la Democracia Cristiana, se le envíe un saludo y el deseo de su pronto restablecimiento.


El señor PARETO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el saludo en nombre de la Cámara de Diputados.


Acordado.

VOTACIÓN DE PROYECTO DE LA TABLA.


El señor PARETO (Presidente).- Antes de entrar en la discusión del primer proyecto del Orden del Día, solicito autorizar a la Mesa para poner en votación, una vez que se reúna el quórum requerido, el proyecto que reemplaza denominaciones de grados superiores del Ejército, puesto que su debate está agotado.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
NOTIFICACIONES A PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD. Tercer trámite constitucional.


El señor PARETO (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde conocer las modificaciones introducidas por el honorable Senado al proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Penal en lo referido a las notificaciones a la persona privada de libertad. 


Tiene la palabra el diputado señor Sergio Elgueta. 


Antecedentes:


-Moción boletín Nº 2306-07, sesión 41ª, en 10 de marzo de 1999. Documentos de la Cuenta Nº 4.


-Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, sesión 14ª, en 6 de julio de 1999. Documentos de la Cuenta    Nº 12.


El señor ELGUETA.- Señor Presidente, este proyecto de ley, iniciado en moción de la diputada señora Pía Guzmán y de los diputados señores Ascencio, Cornejo,   Riveros, Seguel, Ignacio Walker y de quien habla, introduce una modificación al Código de Procedimiento Penal -aun cuando en algunas regiones del país está en funcionamiento el nuevo sistema, este código regirá por muchos años más, pues deben terminar, conforme a sus prescripciones, todos los asuntos actualmente en proceso, como asimismo aquellas causas que se incoen de acuerdo con el Código de Justicia Militar- con el objeto de que las notificaciones a las personas privadas de libertad se efectúen en forma eficiente y expedita, lo que permitirá disminuir la carga de trabajo de Gendarmería. Actualmente esta diligencia se cumple trasladando en furgones hasta los tribunales, a través de una o de varias ciudades, a los detenidos procesados y condenados, entre los cuales puede haber personas inocentes. Según un informe de Gendarmería, en esos viajes sólo en la zona Metropolitana, de ida y vuelta, se transportan diariamente 700 personas, número que, mediante este proyecto, se reducirá a alrededor de 250. 


Por otro lado, la carencia de mayor cantidad de medios de transporte origina hacinamiento en los vehículos de Gendarmería, que realizan viajes de largo recorrido, incentiva las tentativas de fuga y los atentados contra los gendarmes, los demás presos y hasta contra los propios jueces o funcionarios, en los tribunales.


El Senado de la República introdujo algunas modificaciones que, como autor del proyecto, comparto plenamente. Establece una regla general, en cuanto a que las notificaciones al privado de libertad que no tuviere defensor o mandatario constituido en el respectivo proceso, deberán hacérsele personalmente en el recinto de reclusión y no en el tribunal. El secretario del tribunal comunicará al encargado de ese recinto, de inmediato y por el medio más rápido posible, los datos individuales del detenido o preso, el número del proceso, la fecha y la resolución dictada, dejando testimonio en el expediente de todo lo actuado. Incluso, en ese momento, el notificado podrá apelar de la resolución que se dicte y el encargado del recinto deberá informar de este hecho al secretario del tribunal, de inmediato y por el medio más rápido posible.


Ahora, si las personas privadas de libertad tuvieren abogado o mandatario constituido en el proceso, se notificarán también a ellos las resoluciones por el estado diario; pero el auto de procesamiento, el auto acusatorio y la sentencia de primera instancia se notificarán por cédula al abogado o al mandatario. Sin embargo, la resolución que deniegue la libertad, la que someta a proceso al imputado, el auto acusatorio, la sentencia definitiva de primera instancia y el cúmplase de la sentencia de segunda instancia, deberán ser notificados personalmente al detenido o preso en la forma señalada en los incisos precedentes.


Solamente por resolución fundada y de manera excepcional, el juez podrá disponer que la notificación de aquellas resoluciones que deban comunicarse personalmente al privado de libertad sea practicada en el tribunal por el secretario del mismo. En el caso de que el detenido o preso se encontrare en el tribunal al momento de dictarse la resolución, ésta deberá notificarse en ese momento, por excepción, como señala la enmienda del Senado.


En seguida, se detalla la forma en que se debe notificar el auto de procesamiento al imputado preso y al imputado libre. 


En consecuencia, aquí hay una verdadera reglamentación tendiente a facilitar las notificaciones y a hacerlas en el recinto donde estuviere detenida o presa la persona y no en el tribunal.


También se modifica la forma de notificación de sentencias. La de primera instancia y el cúmplase de la de segunda 
se notificarán a quien esté privado de libertad, en la forma reseñada en el artículo 66, es decir, por el encargado del recinto, en caso de que el procesado no tuviere mandatario, conforme a las indicaciones que le comunicará el secretario del tribunal. En caso de que lo tuviere, se notificará, además, por cédula -según se trate de la resolución que he descrito- al mandatario o procurador.


Al procesado que se encontrare en libertad, se le notificará personalmente la sentencia de primera instancia aun cuando tuviere defensor o mandatario constituido en el proceso. El tribunal deberá adoptar las medidas pertinentes para que la notificación se realice a la mayor brevedad.


El cúmplase de la sentencia de segunda instancia podrá notificarse personalmente al condenado que se encontrare en libertad o, por cédula, a su defensor o mandatario judicial, indistintamente. En el primer caso, junto con notificarse el cúmplase, se dará al condenado copia íntegra del fallo de segunda instancia, debiendo, además, leérsele en el evento de ser analfabeto. Por último, se le informará que la sentencia queda ejecutoriada y que no procede recurso alguno en su contra.


Conforme con estas explicaciones, a mi parecer deben aprobarse las reformas efectuadas por el Senado porque perfeccionan la idea esencial de evitar los traslados inoficiosos de personas privadas de libertad a los distintos tribunales del territorio jurisdiccional respectivo para notificárseles determinadas resoluciones. Insisto en que, haciéndolo en el propio recinto carcelario, se evitan, a lo menos en la Región Metropolitana, la mitad de los viajes. En otras zonas, la disminución de estos viajes es mucho mayor. En consecuencia, se trata de facilitar este procedimiento y de no entorpecer o dar lugar a situaciones de fuga o a otros hechos complejos que he descrito.


Me parece que el proyecto debiera aprobarse tal como viene del Senado.


He dicho.


El señor PARETO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Pía Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, este proyecto, aunque pequeño, tiene mucha incidencia en la seguridad ciudadana.


Como dijo el diputado señor Elgueta, aproximadamente 700 reclusos son trasladados desde la Penitenciaría o de otros lugares de detención a los tribunales del crimen para ser notificados, muchas veces de resoluciones de menor importancia. Esto ha permitido que se produzcan situaciones como la de Valparaíso, hace varios años, en que se fugaron reclusos que dispararon contra un vehículo en la avenida Libertad, mataron a una madre de familia e hirieron a su hijo, quien iba en el asiento posterior. También esto ha sucedido en los nuevos tribunales de avenida España, en Santiago, donde ha habido muchas huidas de reclusos.


Varias de estas resoluciones no son importantes y perfectamente pueden ser notificadas en forma directa en los lugares de detención.


Aquí no se cambian las normas, sino que lo general se vuelve excepcional y lo excepcional, general. Por lo tanto, la idea es que todas las personas presas sean notificadas, ya sea por un secretario o por cualquier funcionario judicial nombrado por el tribunal, directamente en el establecimiento penal donde se hallen recluidas, aunque éste se encuentre fuera del territorio jurisdiccional. La excepción para los casos más importantes, por ejemplo para los autos de procesamiento, es que sean llevadas al tribunal, donde el secretario les notificará directamente.


El Senado ha mejorado el proyecto. Hizo una serie de precisiones relativas a si el recluido tiene defensor o mandatario judicial, lo cual es muy importante, porque en ese evento se debe notificar directamente por cédula a dicho abogado o mandatario. Ahora, si no lo tiene, se aplica la norma general que propusimos como Cámara de Diputados.


En el caso de que el procesado se encontrare en libertad y tuviere apoderado, cosa que no se consideró en la Cámara de Diputados, se notificará por cédula al apoderado; de lo contrario, se arbitrarán las medidas para su notificación personal.


Esta materia es realmente importante. Aunque el proyecto no parece tener mayor relevancia, significa que el traslado de 700 reclusos, que se efectúa diariamente en carros celulares -quienes tienen la posibilidad cierta de huir-, disminuye a aproximadamente 250. Por lo tanto, el Estado puede manejar en forma más eficiente la notificación de los procesados, muchas veces delincuentes profesionales, quienes constituyen un problema para la justicia.


Voy a apoyar, junto con los diputados de Renovación Nacional, esta modificación.


He dicho.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, el objetivo que se busca con el proyecto de ley ha quedado claramente expuesto por el diputado señor Elgueta y por la diputada señora María Pía Guzmán, con quienes hemos copatrocinado la iniciativa.


Las modificaciones del Senado no cambian la finalidad central de la iniciativa, cual es hacer más expedita la notificación a las personas privadas de libertad para evitar una serie de problemas que se suscitan hoy al existir la obligación de que esas personas concurran ante los magistrados o funcionarios judiciales para imponerse de las respectivas notificaciones. Eso, a todas luces, ha provocado situaciones de hecho, algunas muy lamentables, sobre todo cuando los tribunales de justicia están bastante alejados de los recintos carcelarios o ubicados en sectores densamente poblados.


Por ello, estimo conveniente acoger las modificaciones que el Senado introdujo al proyecto de la Cámara. Con su aprobación, quedará en condiciones de ser promulgado y publicado para regir como ley de la República.


He dicho.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación las modificaciones del Senado.


Si le parece a la Sala, se aprobarán, dejándose constancia de que se reunió el quórum necesario.


Aprobadas.

El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra el diputado señor Prokurica para plantear un asunto reglamentario.


El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pido que, aplicando el mismo procedimiento anterior, recabe la unanimidad de la Sala para tratar dos proyectos que quedaron pendientes en la última sesión y que sólo falta votarlos.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Señor diputado, para adoptar ese acuerdo hay que contar con la cantidad de votos necesaria. Cuando ello ocurra, se procederá de la manera solicitada.

CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA A SACERDOTE ANTONIO CASARIN MANZÁN. Segundo trámite constitucional.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote italiano Antonio Casarin Manzán.


Diputado informante de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía es el señor Sergio Ojeda.


Antecedentes:


-Proyecto del Senado, boletín Nº 2412-07 (S), sesión 1ª, en 6 de junio de 2000. Documentos de la Cuenta Nº 17.


-Informe de la Comisión de Derechos Humanos, sesión 35ª, en 11 de septiembre de 2001. Documentos de la Cuenta Nº 10.

El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra el señor diputado informante.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, me asiste el honor de informar sobre este proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote italiano Antonio Casarin Manzán. Lo digo y lo siento así: su obra es tan vasta y humana, que la Comisión de Derechos Humanos no ha tenido ninguna duda en aprobarlo por la unanimidad de sus miembros presentes.


El proyecto tuvo su origen en el Senado, en virtud de una moción del honorable senador señor Rafael Moreno Rojas.


Las obras de este sacerdote italiano son numerosas y las voy a detallar. Aun así, muchas de ellas han quedado fuera de contexto para no abultar este informe y porque, en verdad, son conocidas ya por la comunidad, tanto a nivel local como nacional.

Las innumerables obras de bien público y de bienestar social del religioso don Antonio Casarin Manzán están descritas con pormenores en la moción.


El sacerdote nació en Italia, en la localidad de Visdanello, el 27 de septiembre de 1935. Sus padres fueron don Guerrino y doña Ángela, y fue el sexto de siete hermanos.


Sus estudios los inició en Alejandría, en un colegio gratuito de Don Orione. A los 19 años, después de un año de noviciado, ingresó a la Congregación de Don Orione, donde terminó sus estudios de filosofía. Luego, fue enviado a Navarra, en España, para desempeñarse como paradocente en el Seminario de Dicastillo.


Más tarde, volvió a Italia y se ordenó sacerdote el 14 de marzo de 1964, desde donde regresó a Navarra como prefecto de disciplina del Seminario.


En 1973 llegó a Chile para asumir la administración del Pequeño Cottolengo de Los Cerrillos, un hogar para niños con discapacidad profunda. Durante su dirección se construyeron los pabellones para menores y los servicios generales respectivos y se empezó a edificar la parroquia Nuestra Señora de la Reconciliación, en Villa México, comuna de Los Cerrillos.


Durante el régimen militar, ayudó a personas con problemas políticos, derivándolos al Comité Pro Paz de calle Santa Mónica o facilitándoles el exilio.


Asumió la tarea de recolectar alimentos y verduras. Recorrió huertos e industrias de Los Cerrillos para proveer los “Comedores Fraternales Divino Maestro”, de Villa México.


En 1979, después de haber asistido a cursos para perfeccionarse en la atención de los discapacitados, fue enviado a Los Ángeles como director del hogar de ancianos, función en la que consiguió ampliar de 16 a 110 la capacidad de ancianos internos, como asimismo construir un policlínico y un comedor para indigentes.


En el ámbito pastoral, se desempeñó como párroco de Santa María Madre de la Iglesia, vicepárroco del Perpetuo Socorro y consejero presbiterial de la diócesis de Santa María de los Ángeles. Asimismo, amplió a 140 cupos el comedor fraternal de la parroquia.


El alcalde de Los Ángeles señor Ricardo Acuña señaló que el padre Casarin logró salvar una joya arquitectónica con la restauración total de la iglesia del Perpetuo Socorro, al evitar su demolición ordenada por la municipalidad después del terremoto de 1960. En dicha labor fue ayudado por la comunidad local y por la organización    Adveniat, de Alemania, devolviéndole al edificio su antiguo esplendor colonial.


A requerimiento del gobernador señor Jaime García creó un hogar para niños abandonados con una sala cuna que permitió recibir a más de 300 menores.


Cuando se incendió la población El Tránsito, que afectó a más de trescientas familias, abrió las dependencias de su parroquia para acoger a sesenta de ellas, hasta que fueron ubicadas definitivamente.


En 1987 se hizo cargo de la Fundación Betzayda, dentro del Departamento Social de la Obra Don Orione, orientada principalmente a la capacitación de los campesinos. Para el efecto, adquirió una parcela donde se fomentó la creación de huertos familiares, la sanidad animal, la poda y la extracción de agua tendientes a mejorar la calidad de vida y evitar la migración hacia la ciudad. En dicho predio, la casa patronal se utilizó como centro de capacitación y de retiros, donde incluso se han efectuado eventos de profesores universitarios y un encuentro de los obispos del Cono Sur.


Instituciones como Misereor, Pan para el Mundo, Centralstelle, de Alemania, y Faed, de Bélgica, que fueron visitadas personalmente por el padre Casarin, le otorgaron financiamiento para proyectos que permitieron la creación de una escuela taller mecánico, una imprenta, un taller de desabollo y pintura y un hogar universitario.


También creó talleres de formación de líderes juveniles para las colonias infantiles y promovió la instalación de botiquines sectoriales. Formó cinco cooperativas de campesinos que se agrupan actualmente en la sociedad gremial de pequeños agricultores.


Para resolver los problemas de aislamiento, obtuvo la instalación de siete bases de radio para emergencia y coordinación de actividades gremiales.


En lo relacionado con su trabajo misionero, construyó tres capillas multiusos en los sectores Paraguay, San Gerardo y Pitremaitén; con aportes de la intendencia y de la gobernación de Cachapoal terminó la capilla de la Resurrección, situada en la Aldea de la Caridad, y la capilla Santa Julia, en cuya construcción le cooperó Caritas Ambro-siana.


La intendencia de la Octava Región lo condecoró en 1986, y la ilustre municipalidad de Los Ángeles le otorgó, en 1990, una medalla de reconocimiento. En ese mismo año, sus superiores le encargaron la dirección del Hogar Pequeño Cottolengo, de Rancagua. En el desempeño de su cometido, inició un programa de mejoramiento del hogar y con la ayuda del embajador de la Comunidad Europea señor Vittorio Allocco construyó once hogares con sus respectivas dependencias. Además, edificó el colegio especial Fray Ave María para niños con discapacidad profunda y obtuvo, para su profesorado, cursos de perfeccionamiento en Europa, Cuba y Argentina.


En 1994, la ilustre municipalidad de Rancagua le otorgó, por servicios distinguidos, dos condecoraciones: la medalla Santa Cruz de Triana y la medalla Fundación de Rancagua.


El autor de la moción -senador Moreno- señala que en la historia de nuestro país la nacionalización por gracia se ha concedido a personas de gran notoriedad nacional e internacional. En apoyo a su proposición, sostiene que los méritos para obtener esta forma de nacionalización se encuentran también en aquellas personas que trabajan silenciosa y modestamente, con gran renuncia de sus aspiraciones personales. Ese es el caso del sacerdote italiano Antonio Casarin, quien ha desarrollado una magnífica labor misionera y una importante obra humana y benéfica para el país.


El proyecto está fundado en las disposiciones constitucionales contenidas en el artículo 10, cuyo número 5º señala que son chilenos “los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley”, y en el artículo 60, en el cual se indican las materias que son objeto de ley, cuyo número 5 dice: “Las que regulen honores públicos a los grandes servidores;”.


Todos estos antecedentes dan motivo para tener la convicción más profunda de que el sacerdote italiano don Antonio Casarin Manzán es acreedor al otorgamiento del beneficio que el Estado entrega a aquellas personas que han realizado grandes aportes al país, y, en verdad, este sacerdote sí lo ha hecho de la manera señalada.


Para los efectos reglamentarios, se deja constancia de que el proyecto en análisis no contiene normas de carácter orgánico-constitucional o de quórum calificado, y no necesita ser conocido por la Comisión de Hacienda.


El proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión. Concurrieron con su voto favorable don Gabriel Ascencio, presidente; don Guillermo Ceroni, don Antonio Leal, don Iván Mesías, don Sergio Ojeda, la señora María Rozas y don Carlos Abel Jarpa Wevar.


Por todos estos antecedentes, someto el proyecto a consideración de la honorable Cámara y solicito su aprobación en los términos ya indicados.


He dicho.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra el diputado señor Alejando García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, ante el informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía sobre el proyecto, iniciado en moción del honorable senador señor Rafael Moreno, que otorga la nacionalidad chilena al padre Antonio Casarin Manzán, no puedo menos que sumarme a destacar su gran labor haciendo una pequeña pero importante reseña de lo que ha sido su vida.


El padre Antonio nació en Italia en 1935, y fue el sexto de siete hermanos. A los 19 años abandonó el seno familiar y luego de un año de noviciado ingresó a la Congregación de Don Orione, donde concluyó sus estudios de filosofía. Posteriormente es enviado a España con el objeto de desempeñarse como educador en el Seminario de Dicastillo. Regresó a su país y se ordenó como sacerdote el 14 de marzo de 1964.


En 1973 llegó a Chile para asumir la dirección de la Fundación Pequeño Cottolengo, ubicada en Los Cerrillos, a fin de atender a menores con discapacidad profunda, muchas veces olvidados por nuestra sociedad.


Dentro de la gran responsabilidad asumida y su capacidad de servicio público y en el marco de muchas otras acciones, destacó en la recolección de alimentos, a fin de proveer a los comedores fraternales Divino Maestro, de villa México. También asistió a cursos de perfeccionamiento para la atención de los discapacitados.


Entre sus múltiples actividades, ayudó a personas con problemas de índole política, a quienes derivó al Comité Pro Paz o les facilitó el exilio.


Se desempeñó también como director del Hogar de Ancianos, en Los Ángeles, donde su organizada gestión le permitió ampliar la capacidad de atención, construir un policlínico y un comedor para los indigentes.


Cierto es que sus méritos no concluyen ahí, pues tras doce años de labor en mi ciudad, Rancagua, a cargo de la grande y maravillosa obra del Hogar del Pequeño Cottolengo, y por su gran carisma y amor por aquellos niños, logró conquistar, con creces, el afecto y admiración de la Sexta Región, y posibilitar un compromiso real con esta magna obra. Hoy en día, el Pequeño Cottolengo es uno de los orgullos sociales de la Sexta Región y, específicamente, de la comuna de Rancagua.


Es importante destacar, también, que en 1994 el padre Antonio Casarin fue condecorado, como bien dijo el diputado presidente de la Comisión de Derechos Humanos, por la ilustre municipalidad de Rancagua, que le otorgó la medalla Santa Cruz de Triana y la medalla Fundación de Rancagua, por servicios distinguidos a nuestra comunidad. El reconocimiento se entregó por su trabajo y dedicación por los más necesitados. En estos días se ha comunicado al padre Antonio su traslado a Los Ángeles.


Podríamos continuar enumerando sus grandes obras, pero no lo haré ya que el diputado señor Ojeda las ha descrito claramente. Su labor la ha desarrollado en forma silenciosa e incluso le ha llevado, en pro de los demás, a renunciar a sus aspiraciones personales.


Por ello, en atención a que nuestra Constitución Política permite conceder por ley la nacionalidad chilena por especial gracia a todas aquellas personas que han brindado importantes y destacados servicios a nuestro país, solicito a la honorable Cámara aprobar el proyecto. Anuncio mi voto favorable y el de la bancada de la Unión Demócrata Independiente.


He dicho.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Pablo Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, quiero consignar, muy brevemente, que la acción de conceder nuestra nacionalidad a ciudadanos extranjeros por su grande y desinteresado aporte a nuestra sociedad, manifestado no sólo en valores y principios -sin duda lo más fundamental que podemos hacer en la vida-, sino, además, en su entrega en obras, es lo que hace grande a una nación. Que un país sea capaz de reconocer a quienes vienen a esta tierra para hacerla suya y entregarle lo mejor de sí -mejor incluso que sus nacionales-, es algo que nos debe hacer reflexionar respecto del tema de la nacionalidad. Esperamos que pronto el Congreso Nacional pueda considerar un proyecto de ley sobre nacionalización -su incorporación en la Constitución Política se encuentra pendiente- de aquellos hijos de chilenos que nacen fuera de nuestras fronteras, con lo que tendríamos una visión más amplia en este tópico.


En lo que respecta a la situación del padre Antonio Casarin, se trata de un hombre fuera de serie, que lleva más de 30 años viviendo en nuestro país y que fue parte de la generación de sacerdotes italianos que emigraron a Chile con el fin de entregar lo mejor de sí. 


Después de realizar sus estudios en Alejandría en un colegio gratuito de Don Orione, que fue lo que marcó su vocación, llegó como sacerdote en un año muy conflictivo para Chile. Desde 1973 ha demostrado cómo su capacidad de trabajo se plasma en el compromiso contraído para con las personas más necesitadas.


Su vocación se ha centrado esencialmente en tres ámbitos durante todo este tiempo. Primero, con los discapacitados, conociendo el drama desde la reacción de las familias y de la sociedad para con éstos. Segundo, con los discapacitados graves, y tercero, con la discapacidad profunda.


Asumió la administración del Pequeño Cottolengo en Cerrillos, y hoy culmina una etapa con el Pequeño Cottolengo de Rancagua. Ha demostrado con acciones cómo se integra y ama en la diversidad, y cómo se quiere y cuida a quienes sufren de discapacidad profunda.


Durante su dirección no sólo se levantó una capilla en la villa México de la comuna de Los Cerrillos, sino que también, en esos tiempos difíciles -junto con atender a los discapacitados-, fue un hombre que demostró un tremendo compromiso social, inmerso en una comuna popular en tiempos de graves conflictos políticos en nuestra sociedad. Asimismo, fue uno de aquellos que no dudó en ayudar a los perseguidos políticos derivándolos al Comité Pro Paz para facilitar el exilio de muchos que querían emigrar a Italia, y tendiéndoles una mano a aquellos que no tenían cómo alimentarse.


En 1979 se fue a Los Ángeles como director de un hogar de ancianos. Allí desarrolló un hermoso trabajo que constituyó su segunda faceta. Muchos que hoy son profesionales recuerdan su labor de entonces al crear un hogar estudiantil para quienes estudiaban en la universidad en esos tiempos, también difíciles, que vivió nuestro país.


En estos últimos años, en Rancagua ha estado a cargo del Pequeño Cottolengo y de un hogar de ancianos, entregando siempre una palabra de aliento al campesinado, que ha constituido su más grande preocupación.


Cuando uno habla con él -y con esto quiero cumplir mi palabra- y ve el trabajo que realiza la organización que dirige con los discapacitados y gente con discapacidad profunda, nos percatamos de un error de que adolece nuestra legislación: de cómo el Sename califica a las personas con discapacidad profunda y, a partir de ello, decide el monto de la subvención a que la institución respectiva tiene derecho para atender a dichas personas. A lo anterior se suma el hecho de que sea un extranjero quien levante la bandera del error que cometemos en nuestra sociedad.


Considero que no sólo debemos agradecerle su comprensión en términos de que los dispacitados, primero, no son enfermos en el sentido que algunos puedan entender, sino personas distintas que el Estado tiene la responsabilidad de proteger, pero no de la misma forma que al niño que está en un hogar de cuidados o en otra institución similar, cuya subvención es menor.


Por tanto, necesitamos revisar en particular las políticas de protección y de integración que el Sename aplica a aquellos que sufren de discapacidad profunda. Ésta es la bandera que ha levantado el padre Antonio, no pensando en él, sino en los cientos de niños que recibe, aparte de otros centenares que no logran ingresar en su institución, porque no cuenta con financiamiento ni con capacidad para acogerlos.


No me quiero alargar dando a conocer las múltiples obras y organizaciones que ha impulsado, como tampoco las condecoraciones que ha recibido en reconocimiento de su obra en la Sexta Región, especialmente en la provincia de Cachapoal, sino sólo destacar que mi Región ha sido muy bendecida por su presencia. 


Por tanto, esta distinción de concederle la nacionalidad por especial gracia no es más que hacer justicia a un hombre que se siente chileno por vocación y entrega desde hace mucho tiempo. Hoy es el momento de reconocerle el valioso aporte que ha hecho en Rancagua y en otras ciudades, que próximamente volverá a repetir en Los Ángeles.


Esta iniciativa surgió de las mismas organizaciones de Rancagua, de personas que trabajaron con el Consejo comunal de la Discapacidad, que en ese tiempo coordinaba Carlos Arellano Baeza, actual gobernador de la provincia de Cachapoal, iniciativa que posteriormente recogió el senador Rafael Moreno y que hemos hecho nuestra todas las bancadas de parlamentarios de la Sexta Región. Consecuentemente, votaremos a favor del proyecto en discusión.


He dicho.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra el diputado señor Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, para mí constituye algo muy especial intervenir en el debate de este proyecto, que tiene por objeto conceder la nacionalidad por gracia al padre Antonio Casarin. Digo esto porque tengo la fortuna de considerarme su amigo. He compartido con él muchas de sus alegrías y también sus penas, y puedo dar fe de que lo expresado por los colegas García-Huidobro y Juan Pablo Letelier, diputados de la Sexta Región, se ajusta exactamente a la verdad y realidad.


Toda la tremenda obra que el padre    Antonio Casarin ha realizado no sólo en Rancagua, sino en todo el país, ha tenido un sello muy especial: lo ha hecho en forma anónima, silenciosa, humilde, alejado de la publicidad, lo que -por cierto- tiene un enorme valor. 


Más allá de su hermosa obra material, hoy me gustaría rescatar del padre Antonio Casarin su inmensa calidad humana como persona, plasmada en sencillez, humildad y generosidad, ser piadoso, estar siempre dispuesto a tender su mano abierta a quien se lo solicitara. Su ayuda siempre ha estado dirigida a los sectores que la inmensa mayoría de la sociedad rechaza. A quien nadie ayuda, allí ha estado la palabra, el afecto y el cariño del padre Casarin. Por ello, al otorgarle esta distinción, estamos, ni más ni menos, haciendo un reconocimiento que ha pedido no sólo Rancagua, sino todo el país.


Como parlamentario por Rancagua, quiero expresar que constituye una enorme alegría aprobar este proyecto de ley que otorga la nacionalidad chilena por gracia al padre Antonio Casarin.


Señor Presidente, para no alargarme más, sólo quiero testimoniar mi reconocimiento al senador señor Rafael Moreno por promover esta iniciativa, que, creo, la Cámara de Diputados va a aprobar en esta oportunidad por unanimidad.


Muchas gracias.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Núñez.


El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, se han vertido muchas palabras de elogio por la actividad desarrollada por el padre Antonio Casarin en distintas ciudades, y ahora en Rancagua. 


Como se informó hace algunos días, el padre Casarin deberá volver, por instrucciones superiores de su Orden, a la ciudad de Los Ángeles.


Me cuesta encontrar las palabras para definir lo que significa un discapacitado profundo, por lo cual es necesario ver la obra realizada por el padre Casarin con estas personas, que muchos rechazan. Este hombre, con bondad enorme de sacerdote, se ha dedicado, con familias notables de Rancagua y de otras ciudades, a organizar hogares destinados a atender enfermos y a prodigarles un lugar en la vida. 


El actual gobernador de la provincia de Cachapoal señor Carlos Arellano Baeza, estimulado por la obra del padre Casarin, ayudó a organizar el Consejo comunal de la Discapacidad en Rancagua, que ha realizado una gran labor para sensibilizar a la opinión pública en relación con esta actividad tan humana, hermosa y profunda.


Quiero, entonces, anunciar el voto favorable de la Democracia Cristiana a esta gran iniciativa del senador señor Rafael Moreno, de nuestro partido, para otorgar por gracia la nacionalidad chilena al padre Casarin. Y me permito señalar, con el mayor respeto, que se puede definir al padre Casarin como un hombre de Dios en la vida terrenal.


Muchas gracias.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación.


Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto por unanimidad.


Aprobado.
CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA A SACERDOTE JUAN BAUTISTA      LUCARINI STRANI. Segundo trámite constitucional.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- A continuación, corresponde conocer el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad por gracia al sacerdote italiano señor Juan Bautista Lucarini Strani.


Diputado informante de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía es el señor Sergio Ojeda.


Antecedentes:


-Proyecto del Senado, boletín Nº 2451-07 (S), sesión 1ª, en 6 de junio de 2000. Documentos de la Cuenta Nº 18.


-Informe de la Comisión de Derechos Humanos, sesión 35ª, en 11 de septiembre de 2001. Documentos de la Cuenta Nº 11.

El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra el señor diputado informante.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, informo sobre el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga por especial gracia la nacionalidad chilena al sacerdote italiano don Juan Bautista Lucarini Strani.


Este proyecto tuvo su origen en una moción de los honorables senadores señores Carlos Bombal, Augusto Parra, Mario Ríos, Enrique Silva Cimma y Beltrán Urenda, quienes han fundamentado la moción en las distintas obras que el sacerdote ha realizado en el país y en la íntima convicción de que sus antecedentes ameritan el otorgamiento de la nacionalidad chilena, lo que no le hace perder su nacionalidad de origen. Se trata de un reconocimiento a todo el bien que ha entregado el referido sacerdote a nuestra comunidad. 


¿Cuál es la obra de este sacerdote? 


Nació el 1 de mayo de 1915 y ha desempeñado su labor misional y social por espacio de más de cuarenta y dos años en nuestro país. Llegó a Santiago en abril de 1948; pertenece a la Congregación de Don Orione, a través de cuyas misiones o casas religiosas se ha desempeñado en el territorio nacional en el trabajo de asistencia y protección a los desvalidos, especialmente a los niños. Ha entregado su vida a la causa de los discapacitados mentales y de los pobres de la tercera edad. Sus primeras acciones o labores misionales las cumplió en la comuna de Los Cerrillos, en un pequeño hogar para niños de extrema pobreza, para quienes logró la construcción del primer pabellón para internos. Con la colaboración del padre Gerardo   Valdés fundó la actual Escuela Industrial Don Orione. 


También es obra debida a su empeño, a su mística, a su esfuerzo y a su visión de hombre orientado a trabajar por la gente, la construcción, en 1953, de la capilla de Nuestra Señora de Loreto frente al aeródromo de Los Cerrillos, en la comuna del mismo nombre.


En 1955 impulsó la construcción de la actual iglesia parroquial San José Benito Cottolengo, inaugurada en 1957 con la presencia de la Primera Dama de la época, señora Graciela Letelier de Ibáñez. 


En 1961 fue condecorado por el Gobierno de Chile con la Orden al Mérito Bernardo O’Higgins, la máxima distinción que otorga a los hombres que han entregado su servicio a la Patria.


Luego de una breve ausencia -porque fue enviado a Madrid para fundar al primer  Cottolengo de España-, regresó a Chile en 1973 y llegó a Rancagua, donde creó el nuevo Pequeño Cottolengo de esa ciudad. Le sirvió de sede el antiguo Seminario Diocesano, que debió ser reconstruido, bajo su dirección, debido al mal estado en que se encontraba. Esta obra fue inaugurada, en su primera fase, en 1975. 


La municipalidad de Rancagua, conocedora de su trayectoria de bien social, le otorgó un galvano que lo reconoce como ciudadano ilustre de esa ciudad. 


De regreso a Santiago en 1981 -para hacerse cargo del Pequeño Cottolengo-, logró aumentar la construcción de los cinco pabellones que albergaban a 160 niños en cinco más para atender a 180 menores. Creó el pabellón Paz y Amor para niños postrados, levantó la iglesia interna del Cottolengo, construyó la escuela especial diferencial, edificó una moderna residencia para 50 ancianos y el pabellón San José, para otros 50 ancianos.


A su esfuerzo se debe la edificación del nuevo Cottolengo de Quintero para 30 niños discapacitados; la ampliación de la policlínica con piscina y locales para rehabilitación física; la casona colonial de Pirque para 50 jóvenes discapacitados; la reconstrucción completa de la iglesia de Pirque, que había sido destruida por el terremoto de 1985, y la edificación denominada Gruta de Lourdes para 350 niños internos.


La obra del padre Lucarini, al igual que la del sacerdote italiano Antonio Casarin Manzán, cuya nacionalidad por gracia acabamos de aprobar, ha sido realizada en forma silenciosa y muy abnegada, con extraordinaria efectividad y beneficio, de lo que son testigos los grupos sociales entre los cuales la ha desarrollado.


Desde su cargo de provincial de la obra del Pequeño Cottolengo, el padre Lucarini ha impreso un sello de amor y cariño por nuestro país, particularmente destacable, porque ha favorecido a gente humilde y desamparada en diversas regiones de Chile.


El Estado chileno, reconociendo su labor, desea favorecerlo con esta especial gracia de nacionalización, porque él se siente chileno y posesionado de la visión de nuestro país y de su gente.


La descripción precedente, que no comprende la totalidad de la obra del sacerdote Juan Bautista Lucarini Strani, a juicio de la Comisión de Derechos Humanos fue considerada antecedente que lo hace merecedor de la nacionalización por especial gracia que nuestra Carta Fundamental permite conferir por ley a quienes han prestado los valiosos servicios a que se refiere el número 5º de su artículo 10, que prescribe que serán chilenos “Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley”, y el número 5) del artículo 60 de la Constitución Política, que indica que sólo son materias de ley “Las que regulen honores públicos a los grandes servidores;”. En verdad, don Juan Bautista Lucarini Strani ha sido un gran servidor de la República, porque le ha dedicado su tiempo y por cuanto su preocupación e inquietud han estado dirigidas a concretar obras que favorezcan a las personas que no siempre cuentan con la ayuda de instituciones de la sociedad, a quienes la mano amiga del padre Lucarini se ha extendido para favorecerlas.


Por ello, la Comisión de Derechos Huma-nos estima que el padre Juan Bautista Lucarini debe ser beneficiado por el Estado chileno con la nacionalidad por gracia.


Los senadores y los diputados tenemos el privilegio y el honor de solicitar la concesión de este beneficio de acuerdo con nuestra competencia.


Para los efectos reglamentarios, se deja constancia de que el proyecto en análisis no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado y no necesita ser conocido por la Comisión de Ha-cienda.


Los miembros de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, diputados señores Gabriel Ascencio Mancilla, presidente; Guillermo Ceroni, Antonio Leal, Iván Mesías, quien les habla, la señora María Rozas y el señor Carlos Abel Jarpa aprobaron por unanimidad el proyecto en informe.


Por las consideraciones expuestas, solicito a la Sala aprobar el proyecto.


He dicho.


El señor PARETO (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto.


Aprobado.

Se suspende la sesión.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:
REEMPLAZO DE DENOMINACIONES DE GRADOS SUPERIORES DEL EJÉRCITO. Primer trámite constitucional. (Continuación).


El señor PARETO (Presidente).- Se reanuda la sesión.


Corresponde votar, en general y en particular, el proyecto de ley que reemplaza las expresiones “Teniente General” por “General de Ejército”, “Mayor General” por “General de División” y “Brigadier General” por “General de Brigada”.


Si le parece a la Sala, se aprobará.


Aprobado en general y en particular.


Se deja constancia de que el artículo 1º fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto a favor de los más de 69 señores diputados presentes.

CALIFICACIÓN DE PRODUCCIÓN CINEMATOGRÁFICA. Primer trámite constitucional. (Continuación).


El señor PARETO (Presidente).- Corresponde votar, en general y en particular, el proyecto sobre calificación de la producción cinematográfica, con excepción de los artículos 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 18, 25, 26, 27, 28, 29 y 32 permanentes, y del 1º transitorio, que han sido calificados por la Comisión como orgánicos constitucionales.


En votación.


Si le parece a la Sala, se aprobará.


Aprobado.

Tiene la palabra la diputada señora Pía Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, se ha presentado una indicación a fin de incorporar ciertos aspectos que no estaban en el proyecto original.


Por tanto, pido la unanimidad de la Sala para debatir la indicación.


El señor PARETO (Presidente).- Señora diputada, en su momento la Sala tomará conocimiento de la proposición.


En votación los artículos 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 18, 25, 26, 27, 28, 29 y 32 permanentes, y 1º transitorio.


¿Habría acuerdo para aprobarlos?


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Con mi abstención.


El señor PARETO (Presidente).- Aprobados con la abstención del diputado señor René Manuel García.


Se deja constancia de que los artículos mencionados fueron aprobados, tanto en general como en particular, con el voto a favor de los más de 70 señores diputados presentes en la Sala.


Se va a dar lectura a la indicación de la diputada señora Pía Guzmán.


El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Indicación de la diputada señora Pía Guzmán y de los diputados señores Luksic y Walker, don Ignacio, para incorporar al proyecto los siguientes artículos nuevos:


“Modifícase la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, en la forma que a continuación se indica:


“1) Agrégase en el inciso segundo del artículo 12, después de las palabras “transmisión de programas”, las expresiones “y películas”.


“2) Sustitúyese el inciso final del artículo 13 por el siguiente:


“Se prohíbe la transmisión o exhibición a través de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, de películas calificadas de “inconvenientes” por el Consejo de Calificación Cinematográfica. En los casos de los servicios limitados de televisión, estas películas sólo podrán ser transmitidas o exhibidas entre las 0.00 y las 6.00 horas y con control parental.”.


El señor PARETO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Pía Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, todos estamos de acuerdo en que el término de la censura es un elemento muy importante para la libertad de expresión. Una norma transitoria estableció que ello iba a empezar a regir una vez que se hubiera tratado el proyecto de calificación cinematográfica. Éste fue enviado por el Ejecutivo, incorporando en él una parte muy importante de la moción presentada con anterioridad por el diputado señor Ignacio Walker y por la diputada que habla.


La moción fue vista en ese momento por la presidenta del Consejo Nacional de Televisión doña Pilar Armanet y por representantes de distintas distribuidoras de televisión pagada, así como también por directores de televisión abierta.


En general, a las películas exhibidas en los cines accede un número muy limitado de personas, de manera que la masividad para ver las mismas películas se refleja específicamente en la televisión abierta.


A través de la indicación, pretendemos que el Consejo Nacional de Televisión tenga la facultad de limitar o de prohibir, en ciertos casos, la transmisión de películas “inconvenientes”, expresión usada en el proyecto original, pero que debería adecuarse a la del texto actual cuando el proyecto se discuta en el Senado.


¿Cuál es el tema de fondo? Los niños pueden ver la televisión abierta en cualquier momento y sin ningún control de los padres. Sin embargo, hay bienes jurídicos que se contraponen respecto de la protección de nuestros niños. Por un lado, está la libertad de expresión y, por otro, su protección psicológica, moral y afectiva. El problema está en que la juventud ha adquirido un alto grado de violencia y con las películas que ahora se exhiben se les ocasiona un grave daño.


Por eso se propone, en el caso de la televisión abierta, prohibir la difusión de ciertas películas calificadas de “inconvenientes” por el Consejo de Calificación Cinematográfica, y en el caso de la televisión por cable, directa o satelital, autorizar su exhibición en horarios limitados, entre las 24.00 y las 6.00 horas, lo cual se puede perfeccionar en la Comisión de Educación.


También es necesario que exista un control parental, es decir, un elemento que determine una limitación para el canal que presenta películas pornográficas o de violencia excesiva.


Aun cuando esta indicación es pequeña, es de gran trascendencia en lo que tiene que ver con la educación de nuestros hijos.


Por eso solicito su rápida aprobación, de acuerdo con el trámite reglamentario que corresponda.


He dicho.


El señor PARETO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Andrés Palma.


El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, coincido con la intención de la diputada señora Pía Guzmán.


Sin embargo, el texto de la indicación tiene varias inconsistencias. La primera la reconoció la propia colega, ya que hace referencia a una moción que se aparta del tema en discusión.


De las definiciones utilizadas por ella, la única que contiene el proyecto dice relación con el aspecto pornográfico, ya que la película inconveniente no está definida en la ley. Por lo tanto, creo que no procede incorporar este elemento.


En segundo lugar, todos quienes somos padres debemos ser responsables de lo que ocurre al interior de nuestros hogares, porque en el sistema televisivo el control parental es una restricción económica. Esto obliga a los usuarios a tomar un compromiso, pero la ley no tiene por qué obligarlos. No se puede poner una obligación económica en la transacción de un servicio como éste para que pueda haber ciudadanos de mejor o peor categoría en función de sus restricciones económicas en el acceso a la televisión.


Ahora, si se quiere plantear que en la televisión abierta haya un horario restringido para la emisión de un determinado tipo de programa, me parece razonable porque actualmente existe. Aún más, no se puede pasar propaganda de alcoholes en un determinado horario; tampoco, películas que tengan calificación para mayores de 18 años. En este sentido, poner una restricción horaria mayor para las películas que sean calificadas con contenido pornográfico en la televisión abierta -repito- me parece razonable. Si ése fuera el contenido de la indicación, la apoyaría; pero, por la explicación que dio la diputada señora Guzmán, me parece que el alcance es mucho más restrictivo, además de imponer limitaciones económicas en los hogares. 


Por lo tanto, me parecería un mecanismo prudente, si fuera posible, que la indicación volviera a la Comisión para ser revisada. De lo contrario, me vería en la obligación de votar en contra para que la estudiara el Senado por las inconveniencias que he señalado, aun cuando la idea me parece razonable de ser analizada en esta Cámara.


He dicho.


El señor PARETO (Presidente).- Señor diputado, el proyecto no puede volver a la Comisión porque tiene “suma” urgencia y hay que votarlo hoy.


Tiene la palabra el diputado señor Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, objetamos el contenido de la indicación. Si no pudiera volver a la Comisión, tendríamos que intentar llegar a algún acuerdo ahora. 


En primer lugar, en el artículo 11 del proyecto se señala -no sé si hay un vacío; espero que se aclare- que “el procedimiento de calificación se iniciará a petición del interesado”.


Toda producción cinematográfica que sea objeto de calificación, será incluida en alguna de las siguientes categorías:

a)
Todo espectador.

b)
Mayores de 14 años.

c)
Mayores de 18 años, y

d)
Aquí aparece un espacio en blanco. No sé si queda al arbitrio o a la sugerencia que pueda hacer alguien o a la espontaneidad en ese momento del Consejo de Calificación.


En segundo lugar, se encuentra vigente otra disposición en la ley que señala que los canales de televisión abierta pueden transmitir películas o cintas calificadas por el Consejo para mayores de 18 años a partir de las 22 horas. No tendría problema en ser más restrictivo en ese horario y dejarlo a partir de las 24 horas, teniendo en vista que un canal -que no quiero nombrar, porque no es el punto-, a partir de las 23 horas exhibe, y con bastante éxito dicen los entendidos, películas con sexo explícito, que no son necesariamente pornográficas.


En el fondo, queremos señalar dos cosas. Primero, en el artículo 11 no está claro si hay una categoría aún más restrictiva de calificación para mayores de 18 años, porque no sé si hay un error tipográfico o de otra naturaleza. Y segundo, lo que se está haciendo con la calificación de cintas inadecuadas es algo que no figura en el artículo 11. Por lo tanto, queremos ser menos restrictivos, pero más de lo que hoy existe. Hay que establecer una restricción en los canales de televisión abierta para que películas calificadas para mayores de 18 años no se puedan transmitir hasta después de las 24 horas y mantener la misma restricción para los canales del cable. 


Señor Presidente, no sé si será posible votar los otros proyectos y dejar algunos minutos para ver una mejor redacción de esta indicación; de lo contrario, le pido que suspenda la sesión por cinco minutos para ponernos de acuerdo en la redacción y así votarla hoy.


Muchas gracias.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, sólo para ampliar la información entregada por la diputada señora Guzmán, en el sentido de que este proyecto tuvo su base no sólo por una iniciativa presentada por la diputada señora Guzmán y el diputado señor Ignacio Walker, sino también por los diputados señores Víctor Jeame Barrueto, Antonio Leal y Andrés Palma. La Comisión de Educación también tuvo a la vista proyectos importantes e interesantes presentados por estos otros señores diputados.


Por otra parte, para señalar que en el artículo 11 están las tres calificaciones que mencionó el diputado señor Aguiló; pero en el artículo 12 se plantea al Consejo de Calificación Cinematográfica, dentro de su función orientadora, la calificación en tres tipos de películas, que se agrega a las anteriores: las de contenido educativo, las inconvenientes para menores de siete años y las de contenido pornográfico o de violencia excesiva.

Ahora, las películas comprendidas en el acápite c) del artículo 12 sólo pueden ser exhibidas en salas especiales. No estuve de acuerdo con ello, pero mi posición se perdió en la Comisión. Al estar estipulado en el artículo 13 que esas películas con calificación de contenido pornográfico o de violencia excesiva sólo pueden ser exhibidas en esas salas, queda entendido que, con mayor razón, no pueden ser programadas en los canales de televisión, a no ser que exista otro tipo de calificación.


Ahora, si lo que está proponiendo el diputado señor Ignacio Walker y la diputada señora Guzmán es una calificación que no está dentro de las atribuciones del Consejo, a lo mejor se podría establecer una para las películas de mayores de 18 años que no estén en el rubro de contenido pornográfico o de violencia excesiva. 


Por lo tanto, siendo interesante la propuesta, aún no está claro a qué película exactamente se refiere. De lo contrario, habría que establecer otro tipo de calificación, porque ya las de contenido pornográfico o de violencia excesiva sólo pueden ser exhibidas en estas salas especiales.


Me parece importante lo que señala la diputada señora Guzmán, en el sentido de que no en todas las familias existe el control de los padres. Ojalá esa misma reflexión fuera dada cuando se plantea el tema de la educación sexual en los colegios, donde muchas veces no se ha podido avanzar, porque algunos sectores hablan de que son los padres los absolutamente responsables de esta orientación.


No sé si se podrá aplicar lo indicado, porque dentro del proyecto no existe una forma de calificar estas películas que irían en horario indirecto, ante lo cual el Consejo de Televisión tendría que hacer una calificación propia, cosa que no corresponde.


He dicho.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Por último, tiene la palabra el diputado señor Ignacio Walker.


El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, la idea que estamos proponiendo es muy sencilla. Ningún padre o madre de familia en nuestro país, ninguno de nosotros, quiere que en un canal de televisión de recepción abierta se exhiba a las 15 horas una película con contenido pornográfico. Ésa es una materia que no está resuelta en este proyecto de ley.


En definitiva, debe contemplarse una disposición que impida que las películas con el contenido consignado en la letra c) del artículo 12 -cuya redacción deberá ser revisada-, pornográfico o de violencia excesiva  -así clasificadas por el Consejo de Calificación Cinematográfica-, puedan exhibirse en televisión de recepción abierta, porque obviamente lo que le interesa a la sociedad al otorgarles esa calificación es restringir su exhibición. En el caso de los cines no hay problema, porque, como dispone el artículo 13, esas producciones deben ser exhibidas en una sala especialmente habilitada para ese efecto. Sin embargo, en el caso del gran medio que es la televisión, especialmente la abierta o de libre recepción, es donde creo que mayormente interesa a la sociedad chilena, a los que somos padres de familia, que se pueda impedir la exhibición de esas películas.


En segundo lugar, el avance de la tecnología afortunadamente nos permite un mayor control para ver esas películas. En la actualidad se habla de control parental, porque existen los codificadores y los decodificadores, los que se utilizan en la televisión por cable. En ese caso, creo que el diputado señor Andrés Palma tiene razón respecto de que tal vez la redacción puede no ser muy feliz, en el sentido de que con control parental, mediante la utilización en la televisión por cable del avance tecnológico de un decodificador, esas películas sólo se puedan exhibir en un horario determinado.


Comprendo la premura por el despacho de este proyecto de ley, pues incluso tenemos un conflicto internacional con el estatuto jurídico que regula esas materias en el país, ya que no puede entrar a regir en Chile el fin de la censura cinematográfica mientras no se apruebe el proyecto de ley sobre calificación de la producción cinematográfica. Ésas fueron las condiciones para aprobar la reforma constitucional que elimina la censura cinematográfica en nuestro país.


La unanimidad de pareceres, tanto de esta Sala como de la Comisión respectiva, fue la de perfeccionar el sistema de calificación. En lo personal, creo que la única solución, tal como lo conversé con el ministro secretario general de Gobierno, es que en el Senado se introduzca una indicación sobre la materia, redactada en forma adecuada, porque desgraciadamente por la urgencia que tiene la iniciativa no podrá volver a Comisión.


Sin embargo, quiero insistir en un tema de fondo. Así como estamos despachando esta iniciativa, hay un vacío, porque de acuerdo con lo establecido en la letra c) del artículo 12, las películas de contenido pornográfico o de violencia excesiva, así clasificadas por el Consejo de Calificación Cinematográfica, podrían ser exhibidas en cualquier horario en televisión abierta. Eso obviamente es un absurdo, pues creo que nadie aquí en la Cámara lo desea.


He dicho.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Tiene la palabra el diputado señor Ulloa, por un minuto.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, sólo para señalar que esta materia fue previamente conversada en la Comisión, a raíz de lo cual definitivamente la autoridad y los consultados en el momento oportuno señalaron que el tema de la televisión abierta estaba cubierto por un cuerpo legal distinto.


En consecuencia, si esta honorable Corporación quiere, en términos reales, recoger la idea que están planteando los señores diputados, habría que hacerlo en otra normativa: en aquella que define lo que corresponde a la televisión. En ese sentido, lo único que está claro es que si la preocupación consiste definitivamente en incorporar la prohibición de la letra c) del artículo 12 de este proyecto para la televisión abierta, habrá que hacerlo en un cuerpo legal distinto, no en éste. En todo caso, si de todos modos se desea efectuar dicha modificación, habría que hacerlo en el Senado y de ninguna manera hoy en la Cámara.


He dicho.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- En votación la indicación, cuya aprobación requiere de 61 votos.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 10 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Rechazada la indicación.


Despachado el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alessandri, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Bertolino, Rozas (doña María), Ceroni, Cornejo (don Aldo), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Elgueta, Encina, Errázuriz, Fossa, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Jaramillo, Jeame Barrueto, Jiménez, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Luksic, Martínez (don Rosauro), Martínez (don  Gutenberg), Melero, Molina, Muñoz (doña Adriana), Orpis, Palma (don Osvaldo), Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Prokurica, Recondo, Rojas, Salas, Silva, Ulloa, Urrutia, Vargas, Velasco, Vilches, Villouta y Walker (don Patricio).


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Leal, León, Monge, Ojeda, Ortiz, Seguel y Valenzuela.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Aguiló, Saa (doña María Antonieta) y Walker (don Ignacio).


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- Ha concluido el Orden del Día.


Quedaron pendientes los proyectos 6 y 7 de la Tabla, por los cuales se modifica la ley general de Cooperativas y se crea el Registro Nacional de Transporte de Carga Terrestre.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO
CREACIÓN DE REGISTRO NACIONAL DE CONTRATISTAS Y EMPRESAS PRESTADORAS DE SERVICIOS.


El señor VALENZUELA (Vicepresi-dente).- El señor Secretario accidental va a dar lectura al proyecto de acuerdo Nº 623.


El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Proyecto de acuerdo Nº 623, de los señores Mesías, Venegas, Ceroni, Urrutia, Rocha, Ávila y Lorenzini.


“Teniendo presente:

1.
Que la alta tasa de cesantía que aún presentan diversos sectores de la producción nacional, y que ella se ve aumentada en zonas agrícolas durante las épocas en que las labores de cosecha o siembra no se llevan a cabo, mantiene a un número importante de trabajadores y trabajadoras, principalmente jefes y jefas de hogar, dependiendo de trabajos esporádicos y eventuales.

2.
Que el país enfrenta hoy en día la adecuación de su sistema laboral a las modificaciones introducidas por la reforma a la legislación del ramo, particularmente en cuanto dicho estatuto jurídico se orienta a la protección de los derechos de los trabajadores y de las trabajadoras.

3.
Que si bien el Gobierno ha previsto medidas concretas frente a los abusos a que son sometidos los trabajadores de nuestro país, como lo es el aumento de la planta de fiscalizadores de la Dirección del Trabajo, dichas medidas y las referidas reformas laborales serán implementadas en forma gradual y “didáctica”, como lo han señalado algunos secretarios de Estado.

4.
Que es posible observar que en la totalidad de los sectores productivos de nuestra economía los empresarios optan por la contratación de contratistas o empresas prestadoras de servicios, particularmente mano de obra, con el objeto de evitar la contratación directa de personal, generando un fenómeno multiplicador de pequeños empresarios cuyo rubro consiste en disponer de trabajadores para terceros, por un período determinado de tiempo y para determinadas obras o faenas, sin que se produzca un mayor nexo en el tiempo ni con los trabajadores ni con la zona o comuna donde prestan sus servicios, dificultando enormemente la fiscalización de sus obligaciones laborales y previsionales, principalmente.

5.
Que es de normal ocurrencia que estos contratistas abandonen a sus trabajadores, y que no les paguen sueldos ni respondan por sus derechos previsionales.

6.
Que esta situación se repite con mayor frecuencia respecto de nuestros trabajadores y trabajadoras agrícolas, quienes se encuentran a merced de inescrupulosos que cobran grandes sumas de dinero por los trabajos por ellos realizados para luego desaparecer y dirigirse a otra zona del país para repetir sus artimañas.


La Cámara de Diputados acuerda oficiar a su Excelencia el Presidente de la República, solicitándole la creación de un registro nacional de contratistas y empresas prestadoras de servicios, especialmente de dotación de personal o mano de obra, con el objeto de que la fiscalización del cumplimiento de sus obligaciones se lleve a efecto sobre antecedentes públicos, que incorporen datos que permitan identificar a sus propietarios o dueños y accionistas, en su caso, y en definitiva segregar o distinguir a quienes cumplen con la normativa legal vigente de quienes se dedican a evitar a ultranza su cumplimiento en desmedro de los trabajadores de nuestro país”.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para impugnarlo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 12 votos; por la negativa, 0 votos. Hubo 1 abstención.

El señor SEGUEL (Vicepresidente).- No hay quórum.


Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 13 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.

El señor SEGUEL (Vicepresidente).- No hay quórum.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 17 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.

El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Queda pendiente la votación para la próxima sesión ordinaria.

VII. INCIDENTES
INVESTIGACIONES Y AUDITORÍAS EN MUNICIPALIDADES DE PUERTO MONTT Y DE CALBUCO. Oficios.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido Socialista.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


El turno siguiente corresponde al Comité del Partido Demócrata Cristiano.


Tiene la palabra el diputado señor Sergio Elgueta.


El señor ELGUETA.- Señor Presidente, solicito que se envíen dos oficios: uno al contralor general de la República, y el otro, al ministro del Interior.


El primero, con el objeto de que se efectúen investigaciones y auditorías en las municipalidades de Puerto Montt y de Calbuco.


El segundo, con el fin de que el ministro del Interior remita informe sobre los siguientes asuntos:

1.
Contratos acordados y pagos efectuados en materia de relaciones públicas, comunicaciones y publicidad con radios, diario “El Llanquihue” y televisión, especialmente con la empresa VTR.

2.
Nómina de personal, honorarios y remuneraciones de contratados desde diciembre de 2000 a la fecha, con indicación de si su ingreso se hizo mediante concurso y de sus títulos.

3.
Obras contratadas con licitación o sin ella, en ejecución o ejecutadas, montos convenidos y pagados.

4.
Antecedentes sobre contratos de extracción de basura, empresas que realizan esa labor e individualización de sus representantes.

5.
Gastos de locomoción, bencina y bitácora de los vehículos durante 2001.

6.
Montos entregados a instituciones como subvenciones o aportes en 2001.

7.
Aportes y subvenciones a clubes deportivos e instituciones de la tercera edad en 2001.

8.
En ambos casos, si el concejo fue informado de todo lo anterior y aprobó esas decisiones.

9.
Gastos de representación y viajes dentro del país y fuera de éste del alcalde y concejales.

10. Convenios celebrados con otras municipalidades del país o con gobiernos locales o extranjeros, remitiéndose copia de dichos convenios.


He dicho.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo indiquen.


HOMENAJE AL DIRECTOR Y ACTOR DE TEATRO DON ANDRÉS PÉREZ ARAYA.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Velasco.


El señor VELASCO (de pie).- Señor Presidente, San Antonio difícilmente habría sido tan conocida si no hubiese existido la famosa obra teatral “La Negra Ester”, basada en las décimas de Roberto Parra, ambientada en uno de los burdeles más característicos de esa ciudad, llamado Luces del Puerto, ubicado en Sargento Aldea 124. Esa obra ha traslucido un mundo que existe y que toda la gente reconoce, pero que desgraciadamente nuestra sociedad, pacata en muchas oportunidades, pretende esconder.


Si no hubiese existido alguien que la llevara a las tablas, al teatro, la obra no habría sido tan conocida. Pero emergió la figura de Andrés Pérez, hombre multifacético que fue capaz de renovar el teatro nacional. Su intervención fue particularmente trascendente para los habitantes de San Antonio. Andrés Pérez puso en escena, con una osadía gigantesca, la obra de Roberto Parra, que muestra un mundo difícil y complejo: el ambiente que se vive en las casas de prostitución, como se las llama.


El director Andrés Pérez ha fallecido. Su obra inmortal no es sólo “La Negra Ester”, sino, más bien, las acciones y actitudes de añoranzas, de sueños, de planes, de vivencias, tanto en lo personal como en lo teatral, en conjunto con una familia que constituyó con su distinguida esposa, la actriz Rosa Ramírez, familia que, a pesar de durar sólo un par de años constituida formalmente, extendió su lazo igualmente hasta la muerte, pues Rosa Ramírez lo acompañó en el lecho de su despedida. El hijo de ambos, fruto de esta unión, llamado igual que su padre y nacido el 11 de septiembre de 1973, sigue los mismos pasos -calcados- de su progenitor. 


Muchos intentaron ocultar la enfermedad que lo afectaba y que lo llevó a separarse de este mundo terrenal; pero tanto su patología, el sida, como su homosexualidad, no fueron impedimentos para que él -ni lo será para nadie- trascendiera como director de teatro. Rompió todos los esquemas en la dirección y creación de obras que probablemente jamás se hubieran podido presentar si no hubiese sido por este motor, por este hombre de empuje, por este señor de las tablas que logró revitalizar el teatro chileno implementando innovadoramente el gran circo teatro, influencia callejera que Pérez adquirió en su estadía por más de cinco años en Francia. 


San Antonio le debe mucho a Andrés Pérez, porque éste le dio mucho a San Antonio. 


Sin duda, aquellas personas que construyen cultura en nuestro país y en el mundo deben ser reconocidas, deben ser recordadas independientemente de sus características personales, pues nadie puede apuntar con el dedo a personas diferentes a uno o a los demás. Cada cual es como es y de los actos que en vida realizamos, únicamente se rinde cuenta ante Dios.


Por estas consideraciones me permito solicitar a nuestra comunidad de la provincia de San Antonio que hagamos un esfuerzo por recordar en forma especial, en un centro cultural, en una calle o en una plaza, a este hombre que permitió que San Antonio cruzara las fronteras y también llegara a tantos puntos del país con la carpa circo con que inició la presentación de “La Negra Ester”.


Por eso el mundo teatral -los artistas, los intelectuales, la gente que vive de ese sueño y alegría, de esa viva gama de colores y sonidos rimbombantes que Pérez incluyó en cada una de sus obras, y de ese mundo de glamour, de saltimbanquis y zancos- siempre estará de duelo.


Muchas gracias. 


-Aplausos.

CONSTRUCCIÓN DE PASARELA PEATONAL SOBRE DOBLE VÍA EN OSORNO. Oficios.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda. 


El señor OJEDA.- Señor Presidente, la construcción de la doble vía desde Temuco hacia el sur y su inauguración hace unas semanas ha colocado la infraestructura vial de nuestro país en un lugar privilegiado. La doble vía es espectacular y ha dado mayor fluidez al tránsito. 


Además, los accidentes de tránsito han disminuido según los datos estadísticos recientemente dados a conocer. Creemos que uno de los factores que influyó en ese hecho es esa doble vía. Además, para los conductores es muy cómodo circular por ella.


Sin embargo, el progreso también trae algunos inconvenientes. Este adelanto ha provocado ciertas dificultades que han perjudicado a muchos vecinos, pobladores y campesinos: se ha aislado a muchos sectores. Como en esta vida todo tiene solución, creemos posible rectificar los errores que pudieron haberse cometido. Ya hubo un período de recolección de inquietudes para hacerlas llegar a la Dirección de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, pero, a lo mejor, por falta de conocimiento no se actuó en el debido momento.


Me refiero a un lugar que queda cerca del trébol central de entrada a la ciudad de Osorno, el camino que conduce de la universidad a la calle Chuyaca. En la parte norte de ese trébol está la villa El Mirador, del camino Barro Blanco, donde habitan más de 500 familias, las que para ir o volver a la ciudad de Osorno deben dar una vuelta de dos o tres kilómetros hacia arriba o hacia abajo. Para no perder tanto tiempo, la gente y los niños, sobre todo, traspasan las barreras de la doble vía, con evidente peligro para su integridad física y su vida. 


Por eso, a través de la Cámara pido que se oficie al ministro de Obras Públicas con el objeto de solicitar la construcción de una pasarela peatonal precisamente donde desemboca el camino Barro Blanco en la parte norte del trébol central de entrada a la ciudad. 


Si no fuera posible acceder a esta petición a través del Ministerio de Obras Públicas -había un compromiso de esa Cartera para construirla, pero no se ha concretado-, solicito que este oficio se envíe también al Departamento de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, con el objeto de que la empresa concesionaria dé cumplimiento al compromiso de instalar dicha pasarela.


Este problema ha creado gran inquietud, dada a conocer a través de los medios de comunicación, porque pueden producirse accidentes con pérdida de vidas o con daño a la integridad física de las personas. 


Por eso, para prevenir estos accidentes    -sobre todo de los niños que deben ir a la escuela que está al otro lado de la doble vía- solicito la construcción de esta pasarela peatonal.


He dicho. 


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo indiquen.

RECONOCIMIENTO A EX MINISTROS DE ESTADO. Oficios.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor José   Miguel Ortiz. 


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, honorables colegas: ¡Año nuevo, vida nueva! 


Hemos terminado un proceso eleccionario que, como todo acto electoral, conlleva mucha fuerza y pasión. Se plantean eslóganes y temas importantes para la ciudadanía; después del recuento de votos, obviamente llega la calma. Se sabe quién tiene o no tiene respaldo y se vuelve a la realidad del día a día.


Cada vez creo más en la esencia de la democracia: el voto popular. Cada día entiendo y comprendo que no hay nada mejor, hasta este instante, que la democracia que permite, a través de una elección, que la gente opine en forma secreta si un diputado en ejercicio lo hizo mal, más o menos o bien. Los resultados están a la vista. 


¿Por qué comienzo con esto? Soy un hombre agradecido de la vida, de las personas, de mi ciudad de Concepción y de las comunas que creamos: Chiguayante y San Pedro de La Paz. En consecuencia, reitero mis agradecimientos a los hombres y mujeres de Chiguayante, ya que un candidato democratacristiano nunca había sacado en esa comuna más de 10 mil votos, que equivalen casi al 50 por ciento de los electores.


En esta ocasión quiero enviar el primer mensaje al nuevo ministro de Obras Públicas don Javier Etcheberry, todavía director del Servicio de Impuestos Internos, quien, según entiendo, jura hoy porque estaba fuera del país hasta hace unas pocas horas.


Con el ministro Carlos Cruz tuvimos las mejores relaciones. Los representantes populares debemos reconocer que siempre se preocupó de mejorar la infraestructura del país.


Con el objeto de expresarles nuestro reconocimiento, solicito oficiar a la ministra Alejandra Krauss y a los ministros Carlos Cruz, Claudio Huepe y Álvaro García, quienes dieron lo mejor por el país y por el proyecto de la Concertación -en el cual creo más que nunca-, pues prestaron un gran servicio a la patria a través de su gestión ministerial.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo indiquen.

TERMINACIÓN DE ESTUDIOS PARA CONTINUACIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE COSTANERA DE CONCEPCIÓN. Oficio.


El señor ORTIZ.- En segundo lugar, solicito oficiar al actual ministro de Obras Públicas señor Javier Etcheberry, con el objeto de que continúen los estudios para la construcción de la costanera desde el Puente Viejo hasta Chiguayante, a fin de hacer realidad una gran obra que unirá Concepción, Chiguayante y Hualqui y que permitirá ganar muchos espacios para el desarrollo inmobiliario en ese sector.


La proposición hecha por escrito por algunos particulares, hijos de la zona, permite realizar los rellenos necesarios para la construcción de la costanera, pues como única compensación solicitan los terrenos que ellos puedan recuperar, es decir, las obras tienen costo cero para el Estado.


Como ya están calmados los ánimos, creo que se pueden terminar los estudios pertinentes, que comenzaron gracias a la buena voluntad y disposición del ex ministro Carlos Cruz y de mi camarada y amigo Juan Carlos Latorre, actual subsecretario de Obras Públicas, para que de aquí a treinta días se tome una decisión, se busque la salida legal y comiencen los rellenos para la construcción de la citada costanera.


He dicho.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los señores diputados que así lo indiquen.

INVESTIGACIÓN DE EVENTUAL COHECHO EN VOTACIÓN DE DISTRITO 20 Y ENVÍO DE ANTECEDENTES AL TRIBUNAL ELECTORAL. Oficios.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Gustavo Alessandri.


El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, la clase política de nuestro país está cada día más desprestigiada, y quienes formamos parte de ella tenemos la obligación de esforzarnos por redimirla.


Vemos que la abstención en las elecciones aumenta, que los jóvenes no se inscriben en los registros electorales, que el país está desencantado y que se observa un hálito de tristeza generalizada.


Nuestros vecinos argentinos fueron más “rápidos” que nosotros y ahí están sus resultados.


¿Qué hacer, señor Presidente? Tenemos mucho que hacer, y quienes resultaron electos parlamentarios aún mucho más.


No debemos permitir que nuevamente las campañas electorales se transformen en un carnaval del dinero, donde se gasta y se corrompe a una sociedad sumida en el desempleo y la pobreza.


Las campañas deben ser cortas, de no más de noventa días, probablemente sesenta, y sus gastos regulados por ley. Sin duda, la libertad es un bien invaluable, pero el libertinaje es el peor cáncer que puede asolar a un conglomerado humano.


Algunas candidaturas no sólo hicieron uso y abuso de las posibilidades que entregaba el dinero, sino que hubo cohecho, cubierto o encubierto, por parte de algunas autoridades, no sólo dependientes del Gobierno central, sino de municipalidades, como la de Maipú, que cuenta con un presupuesto de 27 mil millones de pesos, uno de los seis mayores del país. De esa suma, 11 mil millones se los proporciona la planta de agua potable Smapa, de la cual es su única dueña, y entrega este líquido elemento a Maipú, Cerrillos y Estación Central.


Como sabe la honorable Cámara, hace algunos días aprobamos un proyecto que se concretó en la ley Nº 19.780, publicada en el Diario Oficial del 30 de noviembre recién pasado, que en su artículo 8º dice: “Facúlta-se, por una sola vez, a las municipalidades que administren servicios municipales de agua potable y alcantarillado para condonar, total o parcialmente, previo acuerdo del concejo, las deudas contraídas por los usuarios de dichos servicios y que se encuentren en mora al 31 de octubre del año 2001, incluidas las multas, intereses y reajustes devengados a la misma fecha”.


Noten los señores diputados que en la República existe una sola municipalidad que cuenta con una planta de agua potable. O sea, esta disposición tiene nombre y apellido.


Los parlamentarios actuamos de buena fe, sin imaginar siquiera que alguna autoridad edilicia iba a emplear esta disposición para comprar alevosamente los votos del electorado y así efectuar el mayor cohecho que recuerde nuestra historia.


El caso es que, publicada la ley         Nº 19.780, los esbirros de quien manda en la municipalidad de Maipú, única dueña de la planta de agua potable, empezaron a recorrer casa a casa, con listas computacionales en la mano, donde se señalaba el nombre, la dirección y la suma adeudada por consumo de agua de cada uno de los usuarios del sector, algunas de las cuales llegaban a 1.700.000 pesos, con excepción de dos o tres casos que excedían esta suma, a quienes les decían que si apoyaban a un determinado candidato del distrito Nº 20, él les cancelaría la deuda, y en consecuencia, los vecinos podrían olvidarse de este trago amargo y borrar dicha inquietud de sus preocupaciones.


Tengo en mi mano el certificado de la empresa de agua potable en el cual se señala que 42.120 deudores particulares obtendrían este beneficio y que la suma total adeudada por ellos sobrepasa los 3 mil millones de pesos.


Por lo tanto, el cohecho efectuado con dineros municipales en las comunas de Maipú, Cerrillos y Estación Central es el más cuantioso de que se tenga recuerdo en nuestra vida republicana.


Hay un viejo dicho que señala: “No critiques la paja en el ojo ajeno cuando no observas la viga en el propio”. Comprenderán los señores diputados que me estoy refiriendo a acusaciones de trenes fantasmas y otras que jamás se acercaron a los 3 mil millones de pesos en un solo distrito electoral.


Este cohecho monstruoso se desarrolló en los quince días anteriores a la reciente elección de parlamentarios y fue el broche de oro con el que un candidato culminó su muy discutida campaña en el distrito Nº 20, y así obtuvo el triunfo.


Me informan que esta aberrante situación ya había sido denunciada en la televisión por el presidente del PPD, distinguido diputado señor Guido Girardi. En consecuencia, me sumo a su denuncia y la amplío en los términos que he señalados.


Solicito que se envíe oficio a la Contraloría General de la República para que investigue los hechos denunciados y comunique a la Cámara el resultado pormenorizado de dicha investigación.


Asimismo, que se oficie al Tribunal Electoral para que tenga presente esta situación antes de proclamar el resultado definitivo de la elección de diputados en el distrito Nº 20.


Pero como los desmentidos no corren, sino que vuelan, daré lectura sólo a una declaración jurada, de las múltiples que obran en mi poder, efectuada ante notario y que se explica por sí sola.


“Yo, Ana María Zamudio Donoso C.I.  Nº 10.125.870-K domiciliada en Avda. Las Naciones 1783 Comuna de Maipú, declaro bajo juramento que en el reciente mes de Diciembre me visitó en mi domicilio el Sr. Roberto Sepúlveda - Alcalde de la Comuna y me solicitó que retirara el letrero de propaganda de Gustavo Alessandri y en cambio votara por Mario Varela porque él le iba a cancelar la cuenta de Agua Potable. Respondí que NO”.


También solicito que este documento se inserte en el boletín de sesiones correspondiente. Podríamos insertar muchos más, pero para muestra creo que basta con un botón.


Agradezco la atención de los señores diputados. Termino mis observaciones formulando votos por que el próximo Parlamento legisle sobre estas y otras materias, con el objeto de devolver el prestigio a nuestro Poder Legislativo.


He dicho.


-Aplausos.

El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de las bancadas del Partido Socialista, del Partido por la Democracia, de la Democracia Cristiana, del Partido Radical y de Renovación Nacional.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.

ALCANCES SOBRE NOMBRAMIENTOS DE INTENDENTES Y GOBERNADORES. Oficios.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Tribunal Constitucional y a la Contraloría General de la República para que el Ministerio del Interior explique al país y a esta Corporación por qué ha transgredido gravemente la Constitución Política. Hace pocos días fuimos testigos de la nueva designación de intendentes y gobernadores, en la que se pasó a llevar completa y gravemente el artículo 113 de la Constitución, cuyo inciso primero señala en forma expresa: “Para ser designado intendente o gobernador y para ser elegido miembro del consejo regional o concejal, se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la ley señale y residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su designación o elección”.


Esta norma, al igual que las demás, no debe ser vulnerada, menos aún por el Gobierno.


A mi juicio, varios de los nombramientos de señoras o señores intendentes y señoras o señores gobernadores adolecen de esa gravísima infracción constitucional.


Solicito investigar esta situación y que el ministro del Interior, que hasta hace poco se encontraba en la Sala, explique las razones por las cuales se ha transgredido la Constitución Política.


De las distintas respuestas, dependerá el camino por seguir. Hemos constatado dicha transgresión en el nombramiento de tres o cuatro intendentes o gobernadores.


Me parece una aberración que el Gobierno del señor Lagos nombre como intendentes o gobernadores a jefes de servicios de Santiago para ejercer en provincias o regiones. En la práctica, ello constituye un verdadero pago por servicios prestados.


Por otro lado, he tomado conocimiento de personas que han venido del extranjero a ha-
cerse cargo de intendencias o gobernaciones.


Por ello, solicito que tanto la Contraloría General de la República como el Tribunal Constitucional investiguen esta situación y que el ministro del Interior dé respuesta a esta serie de observaciones, porque se trata de graves lesiones al ordenamiento constitucional chileno.


He dicho.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indiquen.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


RECONOCIMIENTO A DIPUTADOS NO REELECTOS.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, a veces la hora de Incidentes nos permite ciertas licencias a quienes enfrentamos el juicio público. La permanencia en este hemiciclo conlleva la representación y la confianza de muchos.


La reciente elección parlamentaria de nuevo resultó ser un ejercicio cívico ejemplar. El pueblo de Chile, en orden y con un alto sentido de responsabilidad, concurrió a las urnas y renovó o terminó los mandatos de representación que había entregado hace cuatro años.


No discuto lo que acaba de manifestar en un discurso muy interesante el honorable diputado señor Gustavo Alessandri, pues las excepciones existen. Para quienes hemos recorrido parte importante de esta corta carrera llamada vida, nos es más fácil entender las gratitudes que las ingratitudes.


Lamentablemente, en algunas oportunidades, fruto de factores externos que nada tienen que ver con el desempeño parlamentario, el pueblo cambia su adhesión y preferencia y deja fuera de este hemiciclo a grandes servidores públicos. Hoy, en el tiempo del marketing político, de la componenda y de acuerdos de corto alcance, en el esquema de un mal sistema binominal, esta Sala perderá, a contar de marzo próximo, a prominentes legisladores a cuyas trayectorias y contribución este servidor público quiere rendir homenaje.


Destaco la figura señera de mi querido amigo Felipe Valenzuela, abogado y educador, quien ha representado con orgullo durante más de un decenio a su querida ciudad de Antofagasta. Él ha sido mi compañero de banco durante estos cuatro años.


Felipe pertenece a esa clase de chilenos hechos a sí mismos con esfuerzo y trabajo, capaces de dejar de lado legítimas aspiraciones de lucro y figuración personal por el servicio en favor de los desposeídos. En el Parlamento ha destacado por su compromiso con la educación y el magisterio, del que ha sido prominente representante en este hemiciclo.


Quiero también referirme a mi querido amigo y compañero de bancada, el ilustre médico Salvador Urrutia, impulsor de iniciativas legales en favor del progreso de las provincias de Arica y Parinacota. En el caso de Salvador, fue justamente este perverso sistema binominal el que lo dejó fuera del Parlamento, lo cual -creo- todos lamentamos, más aún porque sabemos que perderemos a un hombre ponderado y prudente, con una sabiduría que alumbraba los espíritus de sus colegas y compañeros de Sala.


Pérdida que siento en el alma es la de un hombre que sólo conocí en esta Sala, lo cual ha constituido un privilegio. Me refiero al diputado que acaba de hacer uso de la palabra, caballero a carta cabal, hombre que lleva impregnado en su actuar el espíritu republicano, tan de capa caída en el último decenio. Se trata del colega Gustavo Alessandri Valdés, orador de fuste, fino, pero no por ello menos efectivo en su oratoria; verdadero tribuno de la República.


Nos deja un Alessandri en el Parlamento -espero que momentáneamente-, donde 
siempre prestaron un destacado aporte a la patria, a este suelo chileno.


Son tantos los que nos dejan, quienes han constituido un aporte a este Parlamento, entre los cuales incluyo a aquellos que llevarán sus luces a la Cámara Alta, pero que seguirán conservando nuestro aprecio y admiración permanentes.


Hay mucho que decir de aquellos jóvenes inteligentes y capaces de las distintas bancadas que hoy nos dejan. Espero que la reflexión que deben hacer ante el juicio público sea para bien de los que queremos seguir viviendo en democracia.


Quisiera decir mucho más en relación con tantas señoras, jóvenes y caballeros que no participarán en el próximo período parlamentario. Sólo quiero señalar que soy un servidor público agradecido de haberlos conocido y de haber recibido de muchos de ellos luces que, a lo mejor, modestamente he logrado entregar en un distrito lejano del sur de Chile.


He dicho.


El señor SEGUEL (Vicepresidente).- Por haberse cumplido con el objeto de esta sesión, se levanta.


-Se levantó la sesión a las 13.55 horas.
JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que modifica el régimen de Jornada Escolar Completa diurna y otros cuerpos legales. (boletín Nº 2853-04)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en proponer un proyecto de ley que tiene por objeto fundamental, modificar ciertos aspectos del Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna.

I. ANTECEDENTES.

La reforma educacional que se ha venido implementando desde 1990, ha buscado asegurar una educación de calidad equitativamente distribuida. Uno de sus pilares ha sido la creación del régimen de Jornada Escolar Completa (JEC) Diurna.


Si bien la implementación de este nuevo régimen educacional ha sido exitosa y masiva, se ha estimado necesario ampliar el plazo para que los establecimientos ingresen a este nuevo régimen. Como consecuencia de ello, es preciso perfeccionar tanto el sistema de ingreso como el de financiamiento de las inversiones en infraestructura, necesarias para la incorporación al régimen de JEC diurna, para hacerlo más expedito y así garantizar de mejor manera el cumplimiento de los objetivos perseguidos, esto es, que todos los niños tengan acceso a una educación de mejor calidad.

II. IDEAS CENTRALES.

Para concretar lo anterior, el Gobierno ha elaborado el siguiente proyecto de ley, cuyas ideas centrales son las siguientes:

1.
Atendido que aún falta que un número importante de establecimientos educacionales ingrese al régimen de JEC diurna y siendo interés del Estado que todos ellos se incorporen al nuevo sistema, se hace imprescindible ampliar el plazo inicialmente previsto para ese efecto por la ley Nº 19.532.

2.
La experiencia acumulada en los concursos sobre aporte suplementario por costo de capital adicional, que son necesarios para realizar las obras de infraestructura indispensables para ingresar a ese régimen, ha demostrado la necesidad de ajustar todas aquellas materias que dicen relación con los mecanismos de inversión de los recursos. 


Por esta razón, se establecen nuevos tipos de intervenciones en infraestructura y una mayor flexibilidad para determinar los valores máximos de aporte a entregar por alumno, de tal manera de disponer de herramientas adecuadas que permitan el financiamiento de la totalidad de la infraestructura necesaria para que, aquellos establecimientos que tienen derecho a acceder al aporte, cuenten con esos recursos y puedan ingresar a la JEC.

3.
De conformidad con la ley Nº 18.962 (Orgánica Constitucional de Enseñanza), las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación son las encargadas de otorgar el reconocimiento oficial del Estado a los establecimientos educacionales, contando para ello con el personal adecuado para verificar el cumplimiento de todos los requisitos exigidos para el otorgamiento de dicho reconocimiento. Dado que los requisitos para ingresar a la JEC son muy similares, es más razonable que sean revisados, igualmente, por la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente.

4.
Se ha estimado necesario ampliar el ámbito de aplicación de los reglamentos internos de los establecimientos, en lo relativo a la protección al derecho a la educación, introduciendo algunas modificaciones a las actuales disposiciones contempladas en la ley de subvenciones.

III. OBJETIVOS DEL PROYECTO.

El objeto fundamental del proyecto de ley es ampliar el plazo para funcionar en JEC diurna, hasta el inicio del año escolar 2007, ya que, conforme al actual ritmo de inversión pública, es posible que en dicho plazo el Estado entregue la totalidad de los recursos necesarios para que en los establecimientos educacionales se puedan realizar las obras de infraestructura indispensables para ingresar a la JEC diurna, sin disminuir su número de alumnos.

1.
Cambio de fechas.


En concordancia con lo anterior, en primer lugar, se propone una modificación a la norma que permite a determinados establecimientos excepcionarse de ingresar al régimen de jornada completa, cambiándose las fechas que se considerarán respecto de las pruebas nacionales de medición de calidad de la educación que se rindan hasta el año 2006.

2.
Obligación de ingreso.


En segundo lugar, se ha estimado como absolutamente necesario para el éxito del programa y de las políticas educacionales del gobierno que, a contar del año 2003, los nuevos establecimientos subvencionados que se creen funcionen, obligatoriamente, en el régimen de JEC diurna.

3.
Perfeccionamiento en mecanismos de inversión.


En tercer lugar, el proyecto tiene por objeto perfeccionar los mecanismos de inversión de los recursos, para beneficiar efectivamente a todos los alumnos por los que no se dispone de la infraestructura necesaria para ingresar a la JEC diurna. Por eso, se ha estimado necesario hacer extensiva la figura que permite crear establecimientos educacionales en comunas o localidades en que la capacidad de los establecimientos existentes sea insuficiente para atender a la población en edad escolar, a la instalación de nuevos niveles educacionales respecto de establecimientos ya existentes.

4.
Garantía en favor del Fisco.


En cuarto lugar, y dada la experiencia acumulada en los cuatro concursos que se han desarrollado a la fecha, se ha visto la necesidad de establecer algunas mejoras que consideren todas las posibles situaciones que afectan a los inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales, de manera tal de perfeccionar la garantía a favor del Fisco constituida sobre ellos, para hacer procedente la entrega del aporte suplementario por costo de capital adicional. En el mismo orden de ideas, y considerando que la infraestructura escolar tiene una vida útil de 30 años, se rebaja el plazo máximo por el cual deben constituirse la hipoteca y prohibición a 30 años.


5.
Apoyo del Ministerio de Educación.


En quinto lugar, el proyecto persigue que el Ministerio de Educación cuente con herramientas adecuadas para otorgar asistencia técnica para la preparación de los proyectos de infraestructura que postulen al aporte, de tal manera que esa asistencia técnica se entregue a quienes efectivamente la necesiten.

6.
Desconcentración.


En sexto lugar, se busca hacer más eficiente el procedimiento de ingreso de los establecimientos al régimen de JEC diurna mediante la radicación de éste en las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación, en términos de que sea más coherente la revisión del cumplimiento de los requisitos para otorgar el reconocimiento oficial y de aquellos necesarios para ingresar a la JEC diurna.

7.
Participación.


En séptimo lugar, se establece que la cuenta sobre gestión educativa del establecimiento que debe rendir el director, sea por escrito y esté dirigida a toda la comunidad escolar, no sólo a los centros de padres y apoderados. Además, se deberá dejar constancia de las observaciones presentadas por esa comunidad, las que quedarán a disposición de los interesados en un registro público.

8.
Amplicación de sujetos beneficiados con financiamiento.


En octavo lugar, se reconoce la necesidad de financiar la infraestructura necesaria para que los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, puedan ingresar al régimen de JEC diurna.

9.
Subvención para adultos.


En noveno lugar, se establece una subvención de apoyo al mantenimiento para la educación de adultos que se imparta en establecimientos reconocidos oficialmente, a contar del año 2003.

10. Protección del derecho a la educación.


Finalmente, para proteger de manera más eficaz el derecho a la educación, se establecen prohibiciones, cuya transgresión implica una sanción por infracción a la ley sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO.

Para el logro de los objetivos anteriores, el proyecto modifica cuatro cuerpos legales.

1.
Modificaciones a la ley Nº 19.532, que estableció el régimen de JEC. 


En primer lugar, se modifica la ley de la Jornada Escolar Completa en los siguientes aspectos:

a)
Se prorroga el plazo establecido para funcionar en JEC diurna, hasta el inicio del año escolar 2007. Además, se deroga el plazo del año 2003 para funcionar en ese régimen, para aquellos establecimientos que no soliciten el aporte suplementario por costo de capital adicional, quedando, en consecuencia, todos los establecimientos educacionales obligados a funcionar en JEC diurna a contar de una misma fecha.

b)
Se modifica, enseguida, el artículo 1º de la ley de manera tal que, para que los establecimientos educacionales puedan eximirse del régimen de JEC diurna, se consideren las pruebas nacionales de medición de la calidad de la educación que se rindan hasta el año 2006.

c)
Se introduce, también, un artículo 3º bis que dispone que, a los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, cuya infraestructura sea insuficiente para incorporarse al régimen de JEC con la totalidad de sus alumnos, el Ministerio de Educación podrá asignarles recursos hasta el año 2006 para superar ese déficit. Los recursos deberán incorporarse en la ley de Presupuestos de cada año y la forma de entregarlos se regulará por decreto supremo.

d)
Se modifica, asimismo, el artículo 4º del siguiente modo:

i.
Se incorpora la recuperación como intervención en infraestructura, pero limitada a los casos y por las condiciones que se señalen en el reglamento. Asimismo, se      reemplaza la intervención de adecuación por normalización, permitiendo optimizar los recintos existentes.

ii.
Se disminuye el plazo máximo de cincuenta años por el que debe garantizarse el funcionamiento de los establecimientos educacionales que reciben el aporte, a un máximo de treinta años.

iii. Se hace equivalente el período por el que debe otorgarse la autorización de uso, con aquel por el que debe constituirse la garantía para la entrega del aporte y el período por el que debe funcionar el establecimiento. Por otra parte, se elimina la necesidad de contar con una autorización de uso en el caso de los establecimientos municipales que funcionen en inmuebles fiscales.

iv.
Se permite calcular el aporte sobre un techo más alto, pues se hará, también, en función de la ubicación geográfica, el tipo de enseñanza que imparte el establecimiento y las dificultades topográficas del terreno.

v.
Se dispone la inembargabilidad del aporte entregado respecto de terceros acreedores del sostenedor, con excepción del Ministerio de Educación.

vi.
Se establece que la fecha que debe considerarse para determinar la matrícula que debe ingresar a JEC, se fije en las bases de cada concurso, de forma que sea lo más próxima a la fecha en que se efectúe la postulación de proyectos de infraestructura por parte de los sostenedores.

e)
Se incorpora un nuevo artículo 4º bis, de manera de precisar que el Ministerio de Educación no entregará más recursos que el aporte adjudicado y que la disminución del costo total del proyecto adjudicado, significará la disminución del aporte a entregar en la misma proporción.

f)
Se incorpora un artículo 5º bis, que regula la creación de nuevos establecimientos educacionales en comunas o localidades en que la capacidad de los establecimientos existentes sea insuficiente para atender a la población en edad escolar correspondiente, materia que se encontraba regulada en el inciso quinto del artículo 5º de la ley Nº 19.532. Asimismo, se agrega la posibilidad de crear un nuevo nivel en establecimientos ya reconocidos, si es que existe el déficit antes señalado. Se establece la participación de las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación y de Planificación en la determinación dichos déficit.

g)
Se modifica el artículo 8º del siguiente modo:

i.
Se sustituye la obligación de reducir a escritura pública el convenio que debe suscribirse para acceder a la entrega del aporte, por la protocolización del mismo, otorgándosele el carácter de instrumento público y de título ejecutivo respecto de las obligaciones del adjudicatario. 


Con ello, se busca reducir los costos y tiempos de los trámites que deben verificarse. También se otorga al Ministerio de Educación la facultad de calificar las circunstancias para permitir al sostenedor efectuar este trámite después de los plazos fijados en las bases del respectivo concurso.

ii.
Se incorpora la posibilidad de no constituir los gravámenes sobre la totalidad de los inmuebles en que funciona un establecimiento educacional, en los casos calificados que establecerá el reglamento.

iii.
Se incorpora el derecho a que el sostenedor dueño del inmueble en que funciona el establecimiento a intervenir, pueda ofrecer otro inmueble para garantizar el aporte, si el inmueble en que funciona el establecimiento ya se encuentra gravado o prohibido.

iv.
Se exime a los sostenedores del sector municipal (municipios y corporaciones municipales) de constituir hipoteca, cuando el inmueble en que funciona el establecimiento educacional es de dominio municipal, manteniéndose la obligación de constituir prohibición a favor del Fisco, la que se inscribirá con el solo mérito de copia autorizada del convenio protocolizado y aprobado por resolución ministerial. Asimismo, si el establecimiento funciona en un inmueble fiscal, los sostenedores de ese sector quedarán exentos, además, de constituir prohibición.

v.
Se establece que los años de uso del establecimiento educacional, que deben considerarse para el descuento que deba efectuarse al valor a devolver del aporte, se contarán desde el funcionamiento efectivo del establecimiento en el régimen de JEC y no desde la fecha de recepción del aporte.

vi.
Se suprime la palabra sostenedor en el tipo penal que contiene este artículo, de manera tal que el sujeto activo sea indeterminado, abarcando a todas las personas que pueden ser adjudicatarias del aporte.

vii. Se mejora la tipificación de los delitos establecidos. En primer lugar, se aclara que el sujeto activo puede ser cualquier funcionario municipal, ya que el término sostenedor municipal es inductivo a error; en segundo lugar, respecto de las conductas tipificadas, la norma se remite para ese efecto a las establecidas en el Código Penal; por último, se determinan las sanciones a aplicar.

h)
Se agrega un artículo 8º bis, que establece que no hay obligación de respetar el arrendamiento inscrito que se haya otorgado al sostenedor para cumplir con la autorización de uso exigida por la ley Nº 19.532, por parte del adjudicatario del inmueble en subasta pública realizada en razón de la ejecución de la hipoteca constituida a favor del Ministerio de Educación para garantizar la entrega del aporte.

i)
Se reemplaza el actual artículo 9º por otro que establece que, para facilitar las inversiones del aporte suplementario por costo de capital adicional, el Ministerio de Educación puede celebrar convenios con instituciones públicas o privadas para otorgar asistencia técnica para ese fin.

j)
Se reemplaza el actual artículo 11 por uno que establece que el informe de gestión educativa del establecimiento que deben entregar los directores, deberá ser escrito y dirigido a toda la comunidad escolar, no sólo a los centros de padres y apoderados. Este informe debe rendirse al término del segundo semestre de cada año escolar y antes del inicio del próximo año escolar. Copia del informe y de las observaciones escritas y presentadas por la comunidad escolar, deberán quedar en un registro público que llevará el establecimiento.

k)
Se modifica el plazo de vigencia del actual artículo 13 de la ley, en el sentido de que éste regirá hasta el término del año escolar 2004.

l)
Se reemplazan los incisos primero y segundo del artículo 3º transitorio, estableciéndose que el proyecto de jornada escolar completa diurna deberá presentarse ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Educación. En concordancia con lo anterior, se establece que la apelación que se presente por rechazo de dicho proyecto deberá ser resuelta por el subsecretario de Educación.

2.
Modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 2, de Educación, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.


La segunda ley que se modifica, es la de subvenciones educacionales.

a)
En primer lugar, se modifica el artículo 6º, del siguiente modo:

i.
Se dispone que el reglamento interno de los establecimientos educacionales, deberá regir las relaciones entre dicho establecimiento, los alumnos y también los padres y apoderados, el que deberá señalar normas de convivencia, sanciones y reconocimientos que originen su infracción o destacado cumplimiento; los procedimientos aplicables para determinar dichas infracciones o destacado cumplimiento; y las instancias de revisión.


Los reglamentos deberán ser notificados a los padres y apoderados al momento de su matrícula o la renovación de su pago, dejándose constancia escrita de ello. 


Sólo se podrán aplicar las sanciones establecidas en el reglamento interno, el que no podrá contraponerse a normas legales o reglamentarias generales. 


Se señala expresamente que el embarazo, la lactancia o paternidad no pueden ser causales de exclusión o de medidas que restrinjan o impidan el ingreso o permanencia en el establecimiento. El incumplimiento de estas obligaciones será sancionado como infracción grave.

ii.
Se prohíbe sancionar a los alumnos por los incumplimientos económicos de los apoderados, sin perjuicio de otros derechos que pueda ejercer el establecimiento para lograr el cumplimiento de las obligaciones económicas.

iii.
Se establece que se entenderán como horas de trabajo escolar, las comprendidas en los planes y programas de estudios oficiales propios o elaborados por el Ministerio de Educación, así como aquellas complementarias a dicho plan que cada establecimiento defina como de asistencia obligatoria, sujetas a evaluación, pero sin incidencia en la promoción.

iv.
Se dispone que, a contar del año 2003, los establecimientos que por primera vez impetren la subvención por todos sus niveles o por un nuevo nivel o modalidad de enseñanza, deberán funcionar en JEC. En todo caso, se podrá eximir al establecimiento educacional del cumplimiento de ese requisito, cuando su exigencia impida de manera insalvable el acceso a la educación de alumnos que carezcan de cobertura escolar.

b)
Se modifica el artículo 37, de la siguiente manera:

i.
Se crea una subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumnos de educación de adultos, respecto de establecimientos educacionales reconocidos oficialmente. Se precisa que siempre se pagará el cien por ciento de esta subvención, independientemente del régimen en que el establecimiento atienda a los demás alumnos.

ii.
Se hace explícita la forma de pagar la subvención de mantenimiento, en el caso de que el establecimiento funcione en más de una jornada escolar. Además, se establece que la subvención de apoyo al mantenimiento por alumno interno siempre se pagará completa.

3.
Modificaciones a la ley Nº 19.715, que otorga un mejoramiento especial de remuneraciones para los profesionales de la educación.


Enseguida, se modifica la ley Nº 19.715.

a)
En primer lugar, se modifica el artículo 8º, de modo de hacer extensiva la infracción grave que allí se establece a los establecimientos particulares subvencionados y no sólo a los municipales, cuando los sostenedores no aplican los aumentos de subvención a las situaciones contempladas en la ley.

b)
Se incorpora a los docentes que se desempeñan en establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, a la “Red Maestros de Maestros”.

4.
Modificaciones al Estatuto Docente.


El último cuerpo legal que se modifica es el Estatuto Docente, a contar del 1 de marzo de 2003, agregándose un inciso tercero al artículo 80 estableciéndose que los docentes que se desempeñan en establecimientos particulares subvencionados, tendrán los mismos beneficios que aquellos que se desempeñan en el sector municipal, respecto de una hora no lectiva adicional.

5.
Incremento de la subvención.


Se establece un incremento de la subvención establecida en el artículo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 2, de Educación, de 1998, para aquellos establecimientos que se encuentran funcionando en el régimen de JEC, con el objeto de financiar la hora no lectiva adicional para los docentes con 38 o más horas semanales de contrato.

6.
Vigencia subvención para adultos.


Finalmente, se dispone que la subvención de apoyo al mantenimiento por alumnos de Educación de Adultos, que se crea en esta ley, se pagará a contar del año 2003.


Con este proyecto, en suma, el Gobierno espera continuar con el objetivo de asegurar una educación de calidad equitativamente distribuida.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.532:

1)
En el artículo 1º:

a)
Sustitúyese, en el inciso primero, el guarismo “2002” por “2007”.

b)
Sustitúyese, en el inciso tercero, el guarismo “2001” por “2006”.

c)
Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “año 2002” por “inicio del año escolar 2007”.

2)
Agrégase, a continuación del artículo 3º, el siguiente artículo 3º bis, nuevo:


“Artículo 3º bis.- A aquellos establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, cuya infraestructura sea insuficiente para incorporarse al régimen de jornada escolar completa diurna con la totalidad de sus alumnos en razón de la disponibilidad de aulas, talleres, servicios básicos y mobiliario, el Ministerio de Educación podrá asignarles recursos para superar dicho déficit hasta el año 2006. Con todo, el mobiliario que se adquiera y la infraestructura que se construya o adquiera con dichos recursos, será de propiedad del Fisco, y quedarán sujetos al mismo régimen de administración de los demás bienes entregados con motivo de los convenios de administración ya suscritos.


Por decreto supremo del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el ministro de Hacienda, se regulará la forma en que se asignarán estos recursos.”.

3)
En el artículo 4º:

a)
Sustitúyase el inciso primero por el siguiente:


“Los sostenedores de establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 1º, cuya planta física resulte insuficiente para incorporarse con la totalidad de sus alumnos al régimen de jornada escolar completa diurna entre el inicio del año escolar de 1998 y hasta el término del año escolar de 2006, podrán percibir, a partir del primero del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, un aporte suplementario por costo de capital adicional. Dicho aporte consistirá en un monto de recursos que se entregará en una o más cuotas, dependiendo del monto del mismo, durante un período de hasta quince años. El aporte deberá ser destinado a los siguientes tipos de intervenciones: construcción de nuevos establecimientos, recuperación de establecimientos existentes en los casos y condiciones que el reglamento señale, habilitación, normalización o ampliación, a la adquisición de inmuebles construidos o a la adquisición de equipamiento y mobiliario. El aporte no podrá ser utilizado para la adquisición o arriendo de terrenos.”.

b)
Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “cincuenta” por “treinta”.

c)
Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Para acceder a la entrega del aporte, los sostenedores que no sean propietarios del inmueble en que funciona el establecimiento educacional, deberán acompañar el instrumento público correspondiente, debidamente inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, que lo habilita para destinarlo a dicho uso por un período equivalente a aquel por el que se deba constituir la hipoteca y prohibición a que se refiere el artículo 8º de esta ley. En el caso de establecimientos del sector municipal (municipalidades y corporaciones municipales) que funcionen en inmuebles fiscales, no será necesaria dicha autorización.”.

d)
Sustitúyase el inciso quinto por el siguiente:


“Dichos valores máximos serán fijados en el reglamento, de acuerdo con el número de alumnos que no puedan ser atendidos en jornada escolar completa diurna en los establecimientos en situación deficitaria, el tipo de intervención requerida, la modalidad de adquisición de inmuebles construidos, la ubicación geográfica, el tipo de enseñanza que imparte, las características topográficas del terreno y la modalidad de entrega del aporte, el cual será fijado en unidades tributarias mensuales a la fecha que establezcan las bases de cada concurso.”.

e)
Incorpórase, a continuación del inciso quinto, el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando los actuales sexto a noveno a ser séptimo a décimo, respectivamente:


“Los recursos correspondientes al aporte suplementario por costo de capital adicional que se entreguen a los sostenedores de conformidad con esta ley, no serán embargables. Sin embargo, esta inembargabilidad no regirá respecto de los juicios seguidos por el Ministerio de Educación por incumplimiento de las obligaciones derivadas de dicha entrega.”.


f)
Sustitúyese el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, por el siguiente:


“Para efectos de la determinación de este aporte, se entenderá que un establecimiento educacional se encuentra en situación deficitaria, cuando la totalidad de sus alumnos matriculados entre tercer año de educación general básica y cuarto año de educación media, al mes que se señale en las bases del respectivo concurso, no pueda ser atendido bajo el régimen de jornada escolar completa diurna en razón de la disponibilidad de aulas, servicios básicos o mobiliario. El mes a que se refiere este inciso deberá, en todo caso, ser anterior a la fecha del llamado a dicho concurso.”.

4)
Agrégase, a continuación del artículo 4º, el siguiente artículo 4º bis, nuevo:


“Artículo 4º bis.- El Ministerio de Educación, en ningún caso, podrá entregar más recursos que el aporte adjudicado en los concursos a que se refiere esta ley. Toda disminución del costo total del proyecto presentado por el sostenedor y considerado para su adjudicación en un determinado concurso, significará la disminución del aporte en la misma proporción en que disminuya el costo total del proyecto.”.

5)
Deróganse los incisos cuarto y quinto del artículo 5º.

6)
Agrégase, a continuación del artículo 5º, el siguiente artículo 5º bis, nuevo:


“Artículo 5 bis.- Podrán, de la misma forma, postular al aporte suplementario por costo de capital adicional, los sostenedores que proyecten crear y sostener nuevos establecimientos subvencionados bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, hasta el inicio del año escolar 2006, en comunas o localidades en que la capacidad de la infraestructura de los establecimientos educacionales existentes sea insuficiente para atender a la población en edad escolar correspondiente. Las personas adjudicatarias deberán ser las sostenedoras de los establecimientos cuya creación se financie conforme a este artículo.


Asimismo, podrán postular al aporte suplementario por costo de capital adicional los sostenedores de establecimientos reconocidos oficialmente para incorporar un nuevo nivel completo de enseñanza (básica o media), siempre que se cumplan los requisitos y plazos señalados en el inciso anterior.


Los valores máximos y condiciones de financiamiento, al igual que la forma de determinar la existencia de déficit de infraestructura, en los casos señalados en los dos incisos anteriores, se establecerá en el reglamento, el que deberá considerar, en todo caso, la participación de las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación y de Planificación en la determinación de dichos déficit. En todo caso, el aporte suplementario por costo de capital adicional no podrá exceder del 50% de las intervenciones que se pueden financiar conforme a esta ley, de acuerdo a los valores máximos que fije el reglamento. A los establecimientos que se instalen de conformidad a esta norma y que funcionen en el régimen de financiamiento compartido, les serán aplicables los descuentos por ese concepto de conformidad al inciso final del artículo quinto y a la regla del artículo sexto de esta ley.”.

7)
En el artículo 8º:

a)
Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Para acceder al aporte, el sostenedor que haya sido declarado adjudicatario en virtud del concurso que se indica en el artículo anterior, deberá suscribir un convenio con el Ministerio de Educación, que se aprobará por resolución de esta Secretaría de Estado. En dicho convenio se establecerán los derechos y obligaciones de las partes, y deberá ser protocolizado por el sostenedor, a su costa. Para todos los efectos legales, el convenio debidamente protocolizado tendrá valor de instrumento público y constituirá título ejecutivo respecto de las obligaciones del adjudicatario. La no suscripción del convenio dentro del plazo establecido en las bases, hará caducar de pleno derecho el aporte obtenido, salvo circunstancias que no le sean imputables al sostenedor y que calificará el Ministerio de Educación en única instancia.”.

b)
Elimínase en el inciso segundo la expresión “o arriendo”.

c)
Reemplázase el inciso quinto por el siguiente:


“Conjuntamente con la hipoteca, el convenio exigirá la constitución de una prohibición de enajenar, gravar y ejecutar actos y celebrar contratos sobre el inmueble en que funciona el establecimiento educacional. Si el establecimiento funciona en más de un inmueble, el Ministerio de Educación, en los casos calificados que establezca el reglamento y siempre que se garantice la recuperación por el Fisco del aporte entregado, podrá autorizar que la hipoteca y prohibición no se constituyan sobre todos los inmuebles. Tanto la hipoteca como la prohibición deberán inscribirse conjuntamente en el Conservador de Bienes Raíces por un plazo de treinta años, en el caso de las adquisiciones y construcciones de locales escolares, y de hasta treinta años, en el caso de ampliaciones, habilitaciones, recuperaciones y normalizaciones, dependiendo del monto del aporte.”.

d)
Agrégase, a continuación del punto final (.) del inciso séptimo, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “El mismo derecho y en las mismas condiciones podrán ejercerlo los sostenedores dueños del inmueble en que funciona el establecimiento educacional, cuando dicho inmueble se encuentre hipotecado y/o se haya constituido a su respecto prohibición de gravar y enajenar y/o de celebrar actos y contratos.”.

e)
Intercálase, a continuación del inciso séptimo, el siguiente inciso octavo, nuevo, pasando los actuales incisos octavo a decimoquinto a ser noveno a decimosexto, respectivamente:


“A los sostenedores del sector municipal (municipalidades y corporaciones municipales), no les será exigible la constitución de hipoteca respecto de los inmuebles de dominio municipal; y la prohibición a que se refiere el inciso quinto de este artículo, se constituirá mediante su inscripción en el registro respectivo del Conservador de Bienes Raíces, la que se practicará con el solo mérito de copia autorizada del convenio en que se consigna, notarialmente protocolizado y previamente aprobado por resolución ministerial. Asimismo, los sostenedores de dicho sector, cuyos proyectos de infraestructura correspondan a establecimientos educacionales que funcionan en inmuebles de dominio del Fisco, estarán exentos de constituir prohibición, salvo que con posterioridad adquieran el bien raíz. Desde ese momento estarán obligados a constituir una prohibición o hipoteca y prohibición, según corresponda, por el plazo de funcionamiento pendiente a esa fecha.”.

f)
Reemplázase el actual inciso duodécimo, que ha pasado a ser decimotercero, por el siguiente:


“Al valor a devolver se le deducirá una trigésima parte de los fondos recibidos por cada año de uso del establecimiento para fines educacionales, contados desde la fecha de funcionamiento efectivo del establecimiento en jornada escolar completa diurna, o la fracción que corresponda si el plazo del gravamen es menor a treinta años”.

g)
Reemplázase el actual inciso decimotercero, que ha pasado a ser decimocuarto, por el siguiente:


“El que proporcionare antecedentes falsos o adulterados con el propósito de obtener el aporte suplementario por costo de capital adicional a que se refiere esta ley, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.”.


h)
Reemplázase el actual inciso decimocuarto, que ha pasado a ser decimoquinto, por el siguiente:


“El funcionario municipal que administre los recursos del aporte suplementario por costo de capital adicional, y que incurra respecto de estos recursos en la conducta tipificada en el artículo 236 del Código Penal, será sancionado con las penas que allí se indican, aumentadas en un grado. Si en las operaciones en que interviniere ese funcionario municipal en razón de la administración de dichos recursos o en razón de su cargo, incurriere en alguna de las conductas tipificadas en el artículo 239 del Código Penal, será sancionado con las penas que allí se indican, aumentadas en un grado.”.

8)
Agrégase, a continuación del artículo 8º, el siguiente artículo 8º bis, nuevo:


“Artículo 8º bis.- Si el inmueble en que funciona el establecimiento educacional se encuentra dado en arrendamiento al sostenedor y es subastado en razón de una hipoteca constituida a favor del Ministerio de Educación para garantizar la entrega del aporte suplementario por costo de capital adicional, el subastador no estará obligado a respetar dicho arriendo aun en el caso que se hubiese otorgado por escritura pública inscrita en el Registro respectivo del Conservador de Bienes Raíces correspondiente, con anterioridad a la hipoteca.”.

9)
Reemplázase el artículo 9º por el siguiente:


“Artículo 9º.- Para facilitar las inversiones del aporte suplementario por costo de capital adicional en la infraestructura requerida para incorporar a los establecimientos educacionales al régimen de jornada escolar completa diurna, el Ministerio de Educación podrá celebrar convenios con instituciones públicas y/o privadas, con el objeto de otorgar asistencia técnica, para los fines señalados.”.

10) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Al término del segundo semestre de cada año escolar y antes del inicio del próximo año escolar, los directores de los establecimientos educacionales subvencionados deberán presentar a la comunidad escolar un informe escrito de la gestión educativa del establecimiento correspondiente a ese mismo año escolar.


Copia del informe y de las observaciones que hayan presentado por escrito los miembros de la comunidad escolar, quedarán a disposición de los interesados en un registro público que llevará el establecimiento.


En la misma oportunidad, los directores deberán dar cuenta por escrito del uso dado a la subvención de mantenimiento recibida el mes de enero del año por el cual se rinde cuenta. Copia de este informe deberá remitirse al Ministerio de Educación.


Las infracciones a este artículo serán sancionadas de conformidad con la letra a), del artículo 45, del decreto con fuerza de ley Nº 2, de Educación, de 1998.”.

11) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 13, las expresión “dentro del plazo de un año, a contar de la publicación de esta ley,” por la siguiente: “hasta el término del año escolar 2004,”.

12) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 3º transitorio, por los siguientes:


“Los proyectos deberán presentarse ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Educación, donde se certificará la fecha de recepción.


Si dicha presentación no se resolviera dentro de los 90 días posteriores a su entrega, el proyecto se tendrá por aprobado y, si hubiese sido rechazado, el sostenedor podrá apelar al subsecretario de Educación dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación del rechazo. La apelación deberá presentarse en la Secretaría Regional Ministerial de Educación que corresponda. El subsecretario de Educación resolverá en única instancia en un plazo máximo de quince días hábiles, contados desde la recepción del recurso en la Subsecretaría.”.

13) Derógase el artículo 6º transitorio.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguiente modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998:

1)
En el artículo 6º:

a)
Reemplázase el literal d) por el siguiente:


“d) Que cuenten con un reglamento interno que rija las relaciones entre el establecimiento, los alumnos y los padres y apoderados. En dicho reglamento se deberán señalar las normas de convivencia en el establecimiento; las sanciones y reconocimientos que origina su infracción o destacado cumplimiento; los procedimientos por los cuales se determinarán las conductas que las ameritan; y las instancias de revisión correspondientes.


Los reglamentos internos deberán ser informados y notificados a los padres y apoderados al momento de la matrícula o de la renovación anual de su pago, dejándose constancia escrita de ello, mediante la firma del padre o apoderado correspondiente.


Sólo podrán aplicarse sanciones o medidas disciplinarias contenidas en el reglamento interno. Las disposiciones del reglamento interno que se contrapongan con normas legales o reglamentarias, se tendrán por no escritas y no podrán servir de fundamento para la aplicación de medidas por parte del establecimiento o conductas de los miembros de la comunidad educativa.


Durante la vigencia del respectivo año escolar, los sostenedores y/o directores de los establecimientos no podrán cancelar la matrícula o suspender o expulsar alumnos por causales que se deriven, exclusivamente, de la situación socioeconómica o del rendimiento académico de éstos.


El embarazo, la lactancia o la paternidad no podrán ser causal para la aplicación de medidas que excluyan, restrinjan o impidan el ingreso o permanencia en el establecimiento.


La infracción de cualquiera de las disposiciones de este literal, será sancionada como infracción grave.”.

b)
Agréguese el siguiente inciso final al literal e):


“El no pago de compromisos económicos contraídos por el alumno o el padre o apoderado con motivo del contrato de matrícula u otros con el establecimiento, no podrá servir de fundamento para la aplicación de ningún tipo de sanción a los alumnos ni la retención de documentación académica, sin perjuicio del ejercicio de otros derechos por parte del establecimiento.”.

c)
Reemplázase el inciso segundo de la letra g), por el siguiente:


“Para todos los efectos, se entenderán como horas de trabajo escolar tanto aquellas comprendidas en los planes y programas de estudios oficiales, propios o elaborados por el Ministerio de Educación, como aquéllas que, de manera complementaria a dicho plan y de acuerdo con su proyecto educativo, defina cada establecimiento como de asistencia obligatoria y sujetas a evaluación sin incidencia en la promoción. Dichas horas serán de 45 minutos, tanto para la enseñanza básica como media.”.

d)
Agréganse los siguientes incisos penúltimo y último, nuevos:


“Los establecimientos educacionales que a contar del año 2003 impetren por primera vez la subvención educacional, por todos sus niveles o por un nuevo nivel o modalidad de enseñanza, para tener derecho a ella, deberán funcionar en el régimen de jornada escolar completa diurna por los alumnos correspondientes a los niveles de enseñanza de 3º hasta 8º año de educación general básica y de 1º hasta 4º año de educación media. En todo caso, los alumnos atendidos en jornada escolar completa diurna no podrán ser atendidos con posterioridad en un régimen distinto.


Excepcionalmente, por resolución fundada del respectivo secretario regional ministerial de Educación, se podrá eximir a un establecimiento educacional del cumplimiento de lo señalado en el inciso precedente, cuando por aplicación de dichas normas se impida de manera insalvable el acceso a la educación de alumnos que carezcan de cobertura escolar.”.

2)
En el artículo 37:

a)
Incorpórase, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Se pagará una subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumnos de Educación de Adultos, que será de 0,1362 unidades de subvención educacional (U.S.E.) para la Educación General Básica; 0,3103 U.S.E. para la Educación Media hasta 25 horas semanales presenciales de clases; y 0,3999 U.S.E. para la Educación Media con más de 25 horas semanales presenciales de clases. Esta subvención sólo se pagará cuando este tipo de educación se preste en establecimientos educacionales reconocidos oficialmente. En este caso, siempre se pagará el 100% de la subvención que corresponda, independientemente de la que se deba pagar por los alumnos que cursen los otros tipos de enseñanza que pueda impartir el establecimiento y no le será aplicable lo dispuesto en el inciso octavo de este artículo.”.

b)
Reemplázase, en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, la expresión “al inciso primero” por “a los incisos primero y segundo”.

c)
Reemplázase, en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la expresión “inciso segundo” por “inciso tercero”.

d)
Reemplázase el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, por el siguiente:


“Aquellos establecimientos que atiendan alumnos en doble jornada percibirán, respecto de estos alumnos, sólo el 50% de la subvención a que se refiere este artículo. Asimismo, si en un mismo local escolar funciona en jornada diurna más de un establecimiento del mismo o diferentes sostenedores, cada uno de ellos percibirá este porcentaje. La subvención de mantenimiento por alumno interno se pagará siempre completa.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.715:

1)
Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 8º, la expresión “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.

2)
Agrégase, al número tres del inciso segundo del artículo 16, a continuación del punto final (.), que se reemplaza por una coma (,) la siguiente oración: “o desempeñarse en iguales condiciones en los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980.”.


Artículo 4º.- Introdúcese, a contar del 1 de marzo de 2003, en el artículo 80 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de Educación, de 1996, que aprobó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando a ser cuarto, quinto y sexto los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“La docencia de aula semanal, para los docentes que se desempeñen en establecimientos educacionales que estén afectos al régimen de jornada escolar completa diurna, no podrá exceder de las 32 horas con 15 minutos excluidos los recreos, cuando la jornada contratada fuere igual a 44 horas semanales. El horario restante será destinado a actividades curriculares no lectivas. Cuando la jornada contratada fuere inferior a 44 horas semanales e igual o superior a 38 horas semanales, el máximo de clases quedará determinado por la proporción respectiva.”.


Artículo 5º.- A contar del primero 1 de marzo del año 2002, se pagará a los sostenedores de los establecimientos educacionales subvencionados, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de Educación, de 1998, que se encuentren afectos al régimen de jornada escolar completa diurna, un aumento de la subvención del artículo 9º de dicho cuerpo legal, de acuerdo a la siguiente tabla, expresada en unidades de subvención educacional (U.S.E.):

	Nivel y Modalidad de Enseñanza que imparte el Establecimiento Educacional
	Aumento de la subvención 

en U.S.E.

	Educación General Básica (3º a 8º)
	0,0327

	Educación General Básica Especial Diferencial
	0,0994

	Educación Media Humanístico-Científica
	0,0361

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola y Marítima
	0,0361

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	0,0361

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	0,0361



Aquellos establecimientos que estén afectos al régimen de jornada escolar completa diurna por sus alumnos de 1º y 2º años de Educación General Básica, percibirán por estos alumnos el mismo incremento a la subvención establecido para la Educación General Básica de 3º a 8º años.


Los sostenedores de los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º de la presente ley, percibirán este aumento a contar del 1 de marzo del año 2003.


Artículo 6º.- La subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumnos de Educación de Adultos que se crea por el literal a), del número 2, del artículo segundo de esta ley, se pagará a contar del año 2003.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2002 la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104, de la Partida Presupuestaria Tesoro Público y al presupuesto del Ministerio de Educación.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIANA      AYLWIN OYARZÚN, Ministra de Educación; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN,  Ministro de Hacienda”.


INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL RÉGIMEN 

DE JORNADA ESCOLAR COMPLETA DIURNA Y OTROS CUERPOS LEGALES

Mensaje Nº 158-345
1.
El número 2) del artículo 1º, establece que el Ministerio de Educación podrá asignar recursos a los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, destinados a crear la infraestructura educacional que permita incorporar a sus alumnos a la jornada escolar completa diurna. En la ley de Presupuestos de cada año se determinará el monto de recursos que se destinará para este objeto, por lo que esta disposición no representa un mayor gasto fiscal durante el año 2002.

2.
El número 2) del artículo 2º, crea a contar del año 2003 la subvención anual de apoyo al mantenimiento de los alumnos de educación de adultos en los establecimientos subvencionados.


Lo anterior representa un mayor gasto fiscal anual de $ 350 millones, considerando una matrícula de 116.623 alumnos (a junio del año 2001).

3.
El artículo 69 del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto del Estatuto de los Profesionales de la Educación, establece la hora curricular no lectiva adicional para las jornadas contratadas de docentes con 38 y más horas semanales, que se desempeñen en establecimientos educacionales con régimen de jornada escolar diurna en el sector municipal. En el artículo 4º del presente proyecto de ley, dicha disposición se hace obligatoria para el sector particular subvencionado a contar del mes de marzo del año 2003.


Con el objeto de contribuir al financiamiento de dicha modificación, el artículo 5º del proyecto de ley en comento establece un incremento de la subvención escolar de los establecimientos afectos al régimen de jornada escolar completa diurna, a contar de marzo del año 2002 para el sector municipal y a contar del mes de marzo del año 2003 para el sector particular subvencionado.


Para el año 2002, la aplicación de esta norma representará un mayor gasto fiscal estimado de $ 3.214 millones, con una matrícula en jornada escolar completa diurna proyectada de 809.515 en el sector de educación municipal subvencionado.


Para el año 2003, dicho gasto fiscal se estima en $ 7.369 millones, correspondiente a la suma de los sectores de educación municipal y particular subvencionado, con una matrícula en jornada escolar completa diurna proyectada de 1.599.192 alumnos.


El mayor gasto fiscal por el presente incremento de la subvención escolar, al momento en que se incorporen todos los alumnos a la jornada escolar completa diurna, será del orden de los $ 13.900 millones anuales, considerando una matrícula de 2.700.000 alumnos.

4.
En resumen, el proyecto de ley representa el siguiente mayor gasto fiscal:

	
	
	Millones de $ 

	a)
	Para el año 2002
	3.214

	
	Incremento de la subvención escolar que se financiará con el presupuesto vigente del Programa Subvención a Establecimientos Educacionales del Ministerio de Educación y en lo que no alcanzare, con la Provisión para Financiamientos Comprometidos de la Partida Tesoro Público.
	

	b)
	Para el año 2003
	7.719

	
	$ 7.369 millones por incremento de la subvención escolar.
	

	
	$ 350 millones por subvención anual de apoyo al mantenimiento en la educación de adultos subvencionada.
	

	c)
	En régimen, a contar del año 2007
	14.250

	
	$ 13.900 millones por incremento de la subvención escolar.
	

	
	$ 350 millones por subvención anual de apoyo al mantenimiento en la educación de adultos subvencionada.
	



(Fdo.): MARIO MARCEL CULLEL, Director de Presupuestos”.

2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que declara feriado legal y regula los días de realización de censos oficiales. (boletín Nº 2854-06)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto decretar feriado legal y regular los días de realización de los censos oficiales.

I. ANTECEDENTES.
1.
Próximo Censo Nacional de Población y Vivienda 2002.


Como es de vuestro conocimiento, mediante decreto Nº 685 de 2000, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, se ordenó el levantamiento del XVII Censo Nacional de Población y VI de Vivienda, para todo el país, durante el año 2002. 


Con tal objeto, mediante decreto Nº 235 de 2001, del mismo Ministerio, se procedió a la creación de la correspondiente Comisión Nacional, encargada de coordinar la participación de los diversos organismos públicos y privados que deban intervenir en el levantamiento de los Censos. A su vez, mediante Decreto Nº 236 del mismo año y del ya citado Ministerio, se dictó el reglamento general del Censo.


Seguidamente y basado en el primero de los decretos mencionados en el párrafo anterior, el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas dictó la Resolución Exenta Nº 1086 de 2001, publicada en el Diario Oficial del día 2 de octubre de 2001, fijando el día 24 de abril de 2002 para el levantamiento del XVII Censo Nacional de Población y VI de Vivienda.

2.
Día del censo.


Se estimó oportuno fijar el día miércoles 24 de abril de 2002 como día de los Censos, considerando, por una parte, que los trabajos de Precenso y recuento previo de vivienda y personas que incluyen la actualización de la cartografía tanto urbana como rural, se han efectuado en el transcurso del año 2001, vale decir, con la mayor cercanía a la fecha del levantamiento; y por otra parte, que la elección de un día miércoles tiene por finalidad minimizar al máximo la movilidad de la población.


Sobre la base de esta última consideración, se observa que resulta necesaria la adopción y regulación de ciertas medidas relativas al día del levantamiento censal y que aparecen como exigencias indispensables para su eficiente y ordenado desarrollo, coadyuvando indiscutiblemente al éxito y fidelidad de sus resultados.


La más fundamental de aquellas medidas está constituida, sin duda, por la declaración del día de realización del censo como feriado nacional, pues sólo así se garantiza la más amplia disponibilidad de los funcionarios y encuestadores participantes en el mismo, como asimismo la necesaria permanencia de los encuestados en sus hogares.


Otras medidas accesorias, tendientes a esta misma finalidad, dicen relación con la suspensión de eventos o actividades y del funcionamiento de ciertos tipos de comercio, que suponen o conllevan la concurrencia de público, así como con la obligatoriedad del cumplimiento de las funciones que se encomienden a los funcionarios que deban participar en el levantamiento censal.

3.
Legislación vigente.


La legislación vigente, y en especial la ley Nº 17.374, que fija el texto refundido, coordinado y actualizado del D.F.L Nº 313 de 1960, que aprobara la ley Orgánica de la Dirección de Estadística y Censo, y crea el Instituto Nacional de Estadísticas, no contiene, sin embargo, disposición alguna que otorgue este carácter de día feriado a aquél en que deba procederse a la realización los censos oficiales, así como tampoco contempla otras medidas tendientes a las finalidades antes señaladas.


Ello ha obligado a la dictación de normativas legales puntuales, con vigencia para cada levantamiento censal en particular, como es el caso de la ley Nº 19.116, de 1992, que declaró feriado legal el día 22 de abril de ese mismo año, fecha de realización del XVI Censo Nacional de Población y V de Vivienda, fijando asimismo otras medidas necesarias para su correcto desarrollo. 

II. IMPORTANCIA DEL CENSO.

De más está señalar que la realización, cada diez años, de un Censo Nacional de Población y Vivienda, resulta de vital importancia para el país, pues sus resultados permitirán alcanzar diagnósticos certeros y, por consiguiente, implementar políticas públicas adecuadas en los más diversos ámbitos de la actividad del Estado, sean éstos sociales, económicos, culturales o demográficos. A su vez el sector privado necesita información adecuada, actualizada y cierta para las decisiones de inversión en el país en sus diversos niveles territoriales. De ahí surge la necesidad imprescindible de obtener datos fidedignos, lo que sólo es posible alcanzar con la participación, directa o indirecta, de todos sus habitantes.


La actividad directa censal implica la participación de más de cuatrocientas mil personas, muchas de las cuales serán estudiantes secundarios, Profesores de Estado y funcionarios públicos, quienes visitarán los hogares encuestando a los moradores.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO.
1.
Declaración de feriado legal.


Constituyendo el objetivo principal del proyecto de ley, y mediante la modificación de la normativa legal pertinente, se otorga el carácter de feriado legal a los días en que deba procederse a la realización de los censos oficiales.


2.
Medidas anexas para asegurar la correcta realización del censo.


Paralelamente a lo anterior, se establecen dos tipos de medidas accesorias destinadas, asimismo, a facilitar el mejor desarrollo de los procesos censales.


En primer lugar, se impone la prohibición de realizar todo tipo de actividades, espectáculos y reuniones públicas, tanto en recintos abiertos como cerrados, así como funciones teatrales o cinematográficas, competencias deportivas y afines, entre las 6 y las 18 horas del día de realización del censo.


Esta prohibición, en los mismos términos ya reseñados, se hace igualmente extensiva al funcionamiento de restaurantes, supermercados, rotiserías, panaderías, bares, clubes, y, en general, a todo comercio de venta de artículos alimenticios y de bebidas.


En segundo término, se establece la obligación de los funcionarios y personal de la Administración del Estado, que de manera directa o indirecta tengan alguna participación en el censo, de cumplir con las funciones que les sean encomendadas para tal efecto. 

3.
Protección de estudiantes secundarios.


A objeto de otorgar la debida protección a los estudiantes secundarios que participen en el próximo levantamiento censal nacional del año 2002, se declara que éstos, en dicha oportunidad y no obstante tratarse de un día feriado, quedarán igualmente cubiertos por el seguro escolar que los protege.


Finalmente, cabe tener presente que este proyecto de ley no irroga gasto alguno al erario nacional.


En mérito de lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Modifícase la ley Nº 17.374, de 1970, que fija el texto refundido, coordinado y actualizado del D.F.L. Nº 313 de 1960, que aprobara la ley Orgánica de la Dirección de Estadística y Censos, y crea el Instituto Nacional de Estadísticas, incorporando los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 43.- Tendrá el carácter de feriado legal el día en que deba procederse al levantamiento de los censos oficiales.


La fecha del censo será determinada por resolución del Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas.


Artículo 44.- Quedan prohibidas, desde las 6 hasta las 18 horas del día mencionado en el artículo anterior, las actividades, espectáculos y reuniones públicas al aire libre o en recintos cubiertos, las funciones teatrales, exhibiciones cinematográficas, competencias deportivas y eventos similares a los indicados.


La misma prohibición se extenderá al funcionamiento de los restaurantes, supermercados, rotiserías, panaderías, bares, clubes, y, en general, a todo comercio de venta de artículos alimenticios y de bebidas, todos los cuales deberán permanecer cerrados hasta la hora indicada.


Artículo 45.- Todos los funcionarios y personal de los órganos de la Administración del Estado, que directa o indirectamente tengan alguna participación en el levantamiento censal, estarán obligados a cumplir con las funciones que le sean encomendadas para tal efecto.”.


Artículo Transitorio.- Declárase que los estudiantes secundarios que efectuarán labores censales el día en que se realizará el próximo levantamiento censal del año 2002, estarán cubiertos por el seguro escolar que los protege, no obstante tratarse de un día feriado.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; JOSÉ MIGUEL  INSULZA SALINAS, Ministro del Interior; JORGE RODRÍGUEZ GROSSI, Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción”.

3.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba la Convención Interamericana contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados y su anexo, adoptada en Washington, el 14 de noviembre de 1997. (boletín Nº 2855-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados y su Anexo, adoptados en Washington el 14 de noviembre de 1997.

I. ANTECEDENTES.

Con posterioridad a la guerra fría comenzó a prestarse particular atención a una serie de problemas de violencia de origen privado, que afectaban más la seguridad de las personas que la de los Estados. El recrudecimiento de la delincuencia común, el mayor comercio de drogas ilícitas, la acción creciente del crimen organizado y el terrorismo más allá de las fronteras nacionales, constituyen datos de una realidad, cada vez más frecuente en nuestras sociedades.


La acumulación y proliferación de armas pequeñas y ligeras -concepto que abarca a las armas de fuego, municiones y explosivos- siendo per se un problema muy serio y delicado, se presenta, por regla general, unido a los fenómenos delictivos antes esbozados, que agrava y multiplica en sus perniciosas consecuencias.


Es reconocido también que el término del conflicto Este-Oeste generó, con una virulencia inusitada, el resurgimiento del nacionalismo en diversas regiones del orbe y de conflictos bélicos internos, en los que las armas pequeñas fueron el principal armamento usado. Su tráfico, diseminación y circulación exacerbaron tales disputas, aumentando el grado y duración de las hostilidades. La disolución de varios Estados significó, por su parte, que los arsenales de armas destinados a la seguridad pública o a la defensa, fuesen canalizados al mercado negro.


Numerosas investigaciones y estudios estadísticos ratifican que el empleo de las armas pequeñas y ligeras provocan el mayor número de pérdidas humanas. Así, hay estadísticas de las Naciones Unidas que dan cuenta de que un 90% de las muertes y heridos producidos en conflictos, son el fruto de la utilización de dicho armamento.


Los esfuerzos aislados, puramente nacionales, no son hoy suficientes para encarar y resolver eficazmente cualquiera de tales retos delictivos, en particular el negocio ilícito de armas. Nuestra región no conoce conflictos armados como son los que acusan otras zonas o países, por lo que dicho comercio tiene un impacto en el crimen transnacional organizado, terrorismo y narcotráfico. Afortunadamente hay conciencia en el hemisferio de que la única vía válida para acometer con éxito desafíos de la magnitud de los bosquejados es la cooperación y el diálogo.

II. GÉNESIS DE LA CONVENCIÓN.

El espíritu de colaboración hoy predominante en América explica la rápida adopción de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados, tratado cuyo antecedente más remoto lo encontramos en el compromiso asumido por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en la I Cumbre de las Américas, de 1994, en Miami.


Otros hitos en la evolución histórica de la adopción del instrumento en análisis son los siguientes: la primera versión fue presentada en la X Cumbre del Grupo de Río, celebrada en Cochabamba, en septiembre de 1996, por el Presidente de México don Ernesto Zedillo, quien propuso una acción firme y unificada contra la proliferación de armas pequeñas, idea que fue acogida inmediatamente por los demás Mandatarios. Un paso trascendente se dio en esta reunión, al establecerse un Grupo de Expertos destinado a elaborar un anteproyecto de Convención. El trabajo fue concluido a principios de 1997. Luego, los miembros del Grupo decidieron transmitir a la OEA ese anteproyecto para su consideración, cuyo Consejo Permanente, en sesión celebrada el 21 de marzo de 1997, decidió establecer un Grupo de Trabajo encargado de analizar y estudiar el referido texto. Tras tres sesiones especiales del citado Grupo, la versión final fue presentada al Consejo, órgano que acordó convocar a un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, para aprobar y abrir a la firma el citado tratado.


El 14 de noviembre de 1997, en Washington, en una ceremonia solemne que contó con la asistencia de los Presidentes de los Estados Unidos de América y México, 29 Estados del hemisferio (Chile, entre ellos), a través de altos representantes gubernamentales, suscribieron la Convención individualizada arriba, la que entró en vigencia internacional el 1 de julio de 1998.


La Convención ha tenido proyección a nivel continental y global. En 1998, por ejemplo, en la II Conferencia Regional de San Salvador sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad en seguimiento de la Conferencia de Santiago, que tuvo lugar en El Salvador, en febrero, se la consigna expresamente, al decirse que su pronta ratificación y entrada en vigor, “contribuirá a profundizar la confianza, la seguridad y la cooperación entre los Estados para combatir este grave problema”. En abril del mismo año, los Jefes de Estado y Gobierno americanos la recogieron en el Plan de Acción de la II Cumbre de las Américas, al comprometerse a promover su pronta ratificación y otro tanto ocurrió en la Tercera Conferencia de ministros de Defensa, al reconocerse su importancia en la Declaración de Cartagena, adoptada en diciembre de 1998.


En el marco subregional amerita citarse la Declaración Presidencial de los países del Mercosur, más Bolivia y Chile, en Santiago, abril de 1998, sobre el “Combate a la Fabricación y al Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Materiales Relacionados”, cuya fuente principal es la Convención.


A la fecha, la Convención ha sido suscrita por 33 Estados miembros de la OEA y han sido depositados los instrumentos de ratificación de Argentina, Bahamas, Belice, Bolivia, Brasil, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú y Uruguay.

III. CARACTERÍSTICAS PRINCIPALES DE LA CONVENCIÓN.

La Convención fue, en la época en que se adoptó, una iniciativa jurídica sin precedentes en el concierto internacional. En efecto, se trató de una propuesta pionera, que puso a nuestra región a la vanguardia de la lucha contra el tráfico de armas. Así, y tal como ocurrió con la Convención contra la Corrupción, adoptada en 1996, en Caracas, nuestro continente aprobaba una reglamentación multilateral inédita en este campo. Después, otras subregiones como el África Occidental, por ejemplo, acordarían también un instrumento convencional.


Otra singularidad del proceso de adopción, en contraste con otros textos jurídicos de reciente data, fue la participación exclusiva de representantes gubernamentales.


La Convención no menciona al mundo no gubernamental en general ni a la sociedad civil en particular, pese a que la cuestión sobre proliferación de las armas pequeñas y ligeras ha llegado a ser también una preocupación de los sectores no oficiales, los que han abogado por la puesta en vigor de acciones más estrictas en el combate estatal e interestatal a la proliferación de las armas pequeñas, aunque todavía no con el vigor que mostraran las ONG respecto de la prohibición de las minas antipersonal. En todo caso, y para graficar el impacto que esta materia ha ido adquiriendo en la agenda internacional, conviene consignar las reuniones sostenidas en agosto y octubre de 1998, en Canadá y Bélgica, respectivamente, por diversas organizaciones no gubernamentales para acordar cursos de acción más eficaces. Fruto de estos eventos ha sido la constitución del organismo denominado Iansa, por su sigla en inglés: International NGO Acción Network on Small Arms.


Por último, merecen destacarse los mecanismos de seguimiento y evaluación del funcionamiento y aplicación de la Convención, como son el Comité Consultivo y la Conferencia de los Estados Partes, de que tratan, como veremos más adelante, los artículos 20 y 28, respectivamente. En realidad, no era frecuente consagrar procedimientos de verificación de los compromisos que los Estados asumían, en virtud de un tratado. De esta forma, las obligaciones dejan de ser meras recomendaciones o disposiciones puramente retóricas.

IV. CONTENIDO DE LA CONVENCIÓN.

La Convención se estructura sobre la base de un Preámbulo y treinta artículos.

1.
Preámbulo.


El Preámbulo de la Convención contiene una serie de ideas y principios ilustrativos de la filosofía y propósitos que tuvieron en mente los redactores, los cuales servirán de valiosos elementos de interpretación en el evento de que surja una controversia acerca del sentido y alcance de alguna norma convencional.


La Convención fue concebida y diseñada para regular y sancionar la manufactura y el comercio ilícito de armas de fuego y, de esta forma, coadyuvar a la acción internacional preventiva y represiva de actividades criminales como, entre otras, el narcotráfico, el terrorismo, la delincuencia transnacional organizada, las actividades mercenarias, con las cuales acusa una trabazón innegable. Este aserto se ve corroborado por las numerosas referencias preambulares.


Finalmente, se reafirma la observancia de principios jurídico-políticos muy caros a la historia interamericana, como son la soberanía, no intervención e igualdad jurídica de los Estados.

2.
Definiciones.


En el artículo I, como es corriente en un tratado que tipifica conductas ilícitas, se definen una serie de términos. En la especie, se conceptualizan los del título de la Convención, “fabricación ilícita”, “tráfico ilícito”, “armas de fuego” y “otros materiales relacionados”.


Se agrega sí una definición no conectada con la denominación del tratado, que es la de “entrega vigilada”, técnica consistente en el transporte de remesas ilícitas o sospechosas de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, con el conocimiento y supervisión de las autoridades competentes, para identificar a las personas involucradas en la comisión de los delitos mencionados en el artículo cuarto.

3.
Propósito.


La Convención tiene, de acuerdo al art. II, dos propósitos:

a.
Impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados y,

b.
Promover y facilitar entre los Estados Partes la cooperación y el intercambio de información y de experiencia para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de estos artefactos.

4.
Soberanía.


El artículo III, en su primer párrafo, establece que las obligaciones resultantes de la Convención deberán cumplirse respetando los principios de igualdad soberana, integridad territorial y no intervención en los asuntos internos de otros Estados.


Por su parte, el párrafo segundo indica que ningún Estado puede ejercer en el territorio de otro Estado, jurisdicción ni funciones reservadas exclusivamente a las autoridades nacionales.

5.
Compromisos en el ámbito legislativo.


El artículo IV exhorta a los Estados que no han tomado medidas legislativas adecuadas, para que las realicen, con el objeto de establecer o tipificar delitos relacionados con la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.


La descripción penal abarca la participación en la comisión, la asociación y la confabulación, así como la tentativa, asistencia, incitación, facilitación o el asesoramiento en relación con la perpetración de esos delitos. No estamos frente a una norma self-executing, por lo que se demanda a los Estados que ratifican un desarrollo legislativo ulterior, que consiste básicamente en incorporar estas conductas a su reglamentación interna y establecer las penas correlativas. Sobre este punto, es importante recordar que únicamente los delitos aquí contemplados son extraditables, según dispone el artículo XIX.


En el caso de Chile, mediante la ley Nº 17.798, sobre control de armas, se da cumplimiento a la cláusula convencional citada, lo que facilitará, entre otras consideraciones, nuestra ratificación.

6.
Competencia.


El artículo V, dispone que los Estados Partes deberán adoptar las medidas necesarias para declararse competente respecto de los delitos tipificados a propósito de esta Convención cuando el delito se cometa en su territorio, o por sus nacionales o una persona que tenga residencia habitual en su territorio, o en el caso en que el presunto delincuente se encuentre en su territorio y no lo extradite por motivos de nacionalidad.


El precepto permite cualquier otra regla de jurisdicción penal que un Estado establezca en virtud de su legislación nacional. De esta manera, puede concluirse que las reglas de jurisdicción penal establecidas en el Código Orgánico de Tribunales, Código de Procedimiento Penal y otras leyes especiales en Chile serían plenamente aplicables y legítimas.

7.
Marcaje de armas de fuego.


Para los efectos de identificación y rastreo de las armas de fuego, el artículo VI reglamenta el marcaje de éstas. Este procedimiento puede efectuarse en la fabricación, importación, decomiso o confiscación. En los dos últimos casos sólo cuando el arma de fuego decomisada o confiscada se destine a uso oficial. Asimismo, se indica, para cada caso, las menciones y características que debe tener el marcaje.

8.
Confiscación o decomiso y medidas de seguridad.


El artículo VII establece en su primer párrafo el compromiso de los Estados Partes de confiscar y decomisar las armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que hayan sido objeto de fabricación o tráfico ilícitos.


El inciso segundo, por su parte, estipula que los Estados deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar que el armamento incautado, confiscado o decomisado lleguen a manos de particulares o del comercio por la vía de la subasta, venta u otros medios. Igualmente, las Partes deberán evitar que las armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que se importen, exporten o estén en tránsito en sus respectivos territorios, se pierdan o desvíen (Art. VIII).

9.
Medidas de control.


El artículo IX obliga a mantener un sistema eficaz de licencias o autorizaciones de exportación, importación y tránsito internacional para las transferencias de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados. En esta dirección, se inserta la obligación de los Estados involucrados en una transferencia (exportador, importador y de tránsito), a disponer previamente al acto de transferencia, de los correspondientes permisos o autorizaciones para dicho tránsito, exportación e importación. Finalmente, se permite que el Estado importador pueda informar al exportador que lo solicite, la recepción de estos embarques.


En virtud del artículo X, las Partes deberán tomar las medidas que puedan ser necesarias para reforzar los controles de los puntos de exportación de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, con el fin de detectar e impedir su tráfico ilícitos, y, a su vez, el artículo XI establece la obligación de los Estados Partes de mantener el rastreo y la identificación de Armas de Fuego que han sido fabricadas o traficadas ilícitamente.

10. Normas sobre información.


El artículo XII dice relación con la obligación de cada Estado Parte de garantizar la confidencialidad de toda información que reciba, cuando así lo solicite otro Estado Parte. En caso de que por razones legales no se pudiera mantener esta confidencialidad, el Estado que suministró la información deberá ser notificado antes que se divulgue.


El artículo XIII trata del intercambio de información, que se hará conforme a las respectivas legislaciones internas y tratados aplicables y sobre las siguientes materias: productores, comerciantes, importadores y transportistas autorizados de armas de fuego, municiones, explosivos, y otros materiales relacionados; medios utilizados para ocultar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego y las maneras de detectarlos; rutas habitualmente utilizadas para el tráfico por organizaciones delictivas; experiencias y medidas legislativas para prevenir, combatir y erradicar el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; las técnicas, prácticas y legislación aplicable al lavado de dinero relacionado con la fabricación y el tráfico ilícitos de estos artefactos.


El inciso segundo consagra la obligación de proporcionar e intercambiar información de carácter científica y tecnológica, con vistas al mejor cumplimiento de la ley y, especialmente, para castigar eficazmente el delito de tráfico de armas; en tanto que el tercero obliga a cooperar en el rastreo de este tipo de armamentos que pudieran haber sido fabricados o traficados ilícitamente. Dicha cooperación incluye dar respuesta pronta y precisa a las solicitudes de rastreo.

11. Normas sobre cooperación entre las Partes.


La implementación de la cooperación e intercambio de la información se facilitará, según lo previsto en el inciso segundo del artículo XIV, mediante la determinación de una Entidad nacional o punto técnico que actúe como enlace entre los Estados Partes, así como entre ellos y el Comité Consultivo.


El artículo XV establece la obligación de cooperar mediante la formulación de programas de intercambio de experiencias y capacitación entre funcionarios y facilitar el acceso a equipos y tecnologías relativas a la aplicación de la presente Convención. Por su parte, el XVI versa sobre la asistencia técnica.

12. Asistencia jurídica mutua.


La asistencia jurídica mutua, regulada en el artículo XVII, trata de la respuesta oportuna a las solicitudes de autoridades de otros Estados Partes que intervengan en la investigación o procesamiento de actividades ilícitas descritas en la Convención, especialmente cuando van dirigidas a la obtención de pruebas. A estos efectos, puede designarse una autoridad central que canalice esta asistencia y pueda comunicarse directamente con otras autoridades centrales.


Cabe precisar, que debe distinguirse la asistencia técnica del art. XVI de la asistencia jurídica mutua descrita en el referido art. XVII, a cargo de una autoridad central. Nada impide, por cierto, que de acuerdo al derecho interno del respectivo Estado, se designe una autoridad con las facultades de que tratan ambos artículos.


Sobre la materia, cabe destacar que con el fin de dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos XIII y XVII, los Estados Partes, según lo dispuesto en el artículo XI, “mantendrán, por un tiempo razonable, la información necesaria para permitir el rastreo y la identificación de armas de fuego que han sido fabricadas o traficadas ilícitamente”.

13. Entrega vigilada.


Como anticipamos, el artículo XVIII desarrolla el concepto de “entrega vigilada”, posibilidad admitida solamente si los ordenamientos jurídicos de los Estados Partes lo autorizan, para descubrir a las personas involucradas en los delitos mencionados en el artículo cuarto y entablar las acciones legales correspondientes.


Las decisiones sobre la aplicación de este mecanismo serán determinadas caso por caso y se requerirá el consentimiento de los Estados interesados para interceptar o autorizar continuar intactas o con cambios, las remesas de dinero ilícitas.

14. Extradición.


El artículo XIX, por su lado, prescribe que son extraditables los delitos de fabricación y tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados. Estos se considerarán incluidos en los tratados de extradición vigentes entre las partes involucradas. Aún más, y como es común en esta clase de instrumentos convencionales, se señala que de no existir tratado de extradición entre las partes interesadas, podrá tomarse esta Convención como fundamento jurídico para proceder a la extradición.


Sin embargo, respecto de las condiciones y motivos para denegar la extradición, habrá que sujetarse a los tratados internacionales vigentes o la legislación del Estado Parte requerido. Continúa este artículo refiriéndose al caso en que un país rechace la extradición por consideraciones exclusivamente basadas en la nacionalidad, hipótesis en la que el requerido deberá presentar, ante las autoridades nacionales competentes, a la persona involucrada para su enjuiciamiento “según los criterios, leyes y procedimientos aplicables por el Estado requerido...”.

15. Institucionalidad.


Para lograr el cumplimiento de los objetivos de la Convención, el artículo XX crea el Comité Consultivo, el cual tendrá, entre otras funciones, la de facilitar y promover el intercambio de información, fomentar la cooperación, la capacitación y la asistencia técnica.


Las decisiones del Comité no son vinculantes. La información que reciba gozará de la garantía de confidencialidad, en tanto así lo solicite.


En cuanto a su estructura y funcionamiento, tendrá un representante por cada Estado Parte. Habrá una Secretaría pro témpore que hará las veces de órgano ejecutivo, la que será ejercida por el Estado anfitrión de cada reunión ordinaria hasta la próxima reunión ordinaria que acuerden la Partes. La Secretaría convocará a reuniones ordinarias y extraordinarias del Comité, elaborará el proyecto de temario, preparará los informes y actas de las reuniones. El Comité tendrá un reglamento interno, que se adoptará por mayoría absoluta.

16. Disposiciones finales.


Las reservas están permitidas a condición de que sean compatibles con el objeto y fin del tratado y versen sobre una o más disposiciones específicas según reza el art. XXIV.


La rápida entrada en vigor internacional de la Convención, en menos de un año, se vio favorecida porque se requirió para ello tan sólo el depósito de dos instrumentos de ratificación (Art. XXV).


El artículo XXVII establece que ninguna de sus normas podrá ser interpretada de manera tal que impida la colaboración entre los Estados en virtud de otros acuerdos internacionales. Además dispone que las Partes pueden adoptar medidas más estrictas que las dispuestas en la Convención para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.


El artículo XXVIII estipula que transcurridos 5 años desde la entrada en vigor, el depositario, la Secretaría General de la OEA conforme al art. 30, convocará a una Conferencia de los Estados Partes para examinar el funcionamiento y la aplicación del tratado.


Los Estados Partes deberán solucionar las controversias que surjan con ocasión de la aplicación o interpretación de la misma, por la vía diplomática, y en su defecto por cualquier otro medio de solución pacífica que ellas acuerden (XXIX).

17. Anexo.


El anexo de la Convención enumera una serie de elementos, dispositivos, líquidos y sustancias -v.g. luces de bengala, granadas de humo, extintores de incendios, fuegos artificiales-, los que excluye del término “explosivo” definido en el art. I.


En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse la “Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados” y su Anexo, adoptados en Washington, el 14 de noviembre de 1997.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro de Defensa Nacional”.

CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA FABRICACIÓN Y 

EL TRÁFICO ILÍCITOS DE ARMAS DE FUEGO, MUNICIONES, 

EXPLOSIVOS Y OTROS MATERIALES RELACIONADOS

Los Estados Partes.


Conscientes de la necesidad urgente de impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, debido a los efectos nocivos de estas actividades para la seguridad de cada Estado y de la región en su conjunto, que ponen en riesgo el bienestar de los pueblos, su desarrollo social y económico y su derecho a vivir en paz;


Preocupados por el incremento, a nivel internacional, de la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados y por la gravedad de los problemas de éstos ocasionan;


Reafirmando la prioridad para los Estados Partes de impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, dada su vinculación con el narcotráfico, el terrorismo, la delincuencia transnacional organizada, las actividades mercenarias y otras conductas criminales;


Preocupados por la fabricación ilícita de explosivos empleando sustancias y artículos que en sí mismos no son explosivos -y que no están cubiertos por esta Convención debido a sus otros usos lícitos- para actividades relacionadas con el narcotráfico, el terrorismo, la delincuencia transnacional organizada, las actividades mercenarias y otras conductas criminales;


Considerando la urgencia de que todos los Estados, en especial aquellos que producen, exportan e importan armas, tomen las medidas necesarias para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados;


Convencidos de que la lucha contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados requiere la cooperación internacional, el intercambio de información y otras medidas apropiadas a nivel nacional, regional e internacional y deseando sentar un precedente en la materia para la comunidad internacional;


Resaltando la necesidad de que en los procesos de pacificación y en las situaciones postconflicto se realice un control eficaz de las armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, a fin de prevenir su introducción en el mercado ilícito;


Teniendo presentes las resoluciones pertinentes de la Asamblea General de las Naciones Unidas relativas a las medidas para erradicar las transferencias ilícitas de armas convencionales y la necesidad de todos los Estados de garantizar su seguridad, así como los trabajos desarrollados en el marco de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (Cicad);


Reconociendo la importancia de fortalecer los mecanismos internacionales existentes de apoyo a la aplicación de la ley, tales como el Sistema Internacional de Rastreo de Armas y Explosivos de la Organización Internacional de Policía Criminal (Interpol), para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados;


Reconociendo que el comercio internacional de armas de fuego es particularmente vulnerable a abusos por elementos criminales y que una política de “conozca a su cliente” para quienes producen, comercian, exportan o importan armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados es crucial para combatir este flagelo;


Reconociendo que los Estados han desarrollado diferentes costumbres y tradiciones con respecto al uso de armas de fuego y que el propósito de mejorar la cooperación internacional para erradicar el tráfico ilícito transnacional de armas de fuego no pretende desalentar o disminuir actividades lícitas de recreación o esparcimiento, tales como viajes o turismo para tiro deportivo o caza, ni otras formas de propiedad y usos legales reconocidos por los Estados Partes;


Recordando que los Estados Partes tienen legislaciones y reglamentos internos sobre armas de fuego, municiones y otros materiales relacionados, y reconociendo que esta Convención no compromete a los Estados Partes a adoptar legislaciones o reglamentos sobre la propiedad, tenencia o comercialización de armas de fuego de carácter exclusivamente interno y reconociendo que los Estados Partes aplicarán sus leyes y reglamentos respectivos en consonancia con esta Convención;


Reafirmando los principios de soberanía, no intervención e igualdad jurídica de los Estados,


Han decidido adoptar la presente convención interamericana contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados:

Artículo I

Definiciones

A los efectos de la presente Convención, se entenderá por:

1.
“Fabricación ilícita”: la fabricación o el ensamblaje de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados:

a.
a partir de componentes o partes ilícitamente traficados; o

b.
sin licencia de una autoridad gubernamental competente del Estado Parte donde se fabriquen o ensamblen; o

c.
cuando las armas de fuego que lo requieran no sean marcadas en el momento de fabricación.

2.
“Tráfico ilícito”: la importación, exportación, adquisición, venta, entrega, traslado o transferencia de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados desde o a través del territorio de un Estado Parte al de otro Estado Parte si cualquier Estado Parte concernido no lo autoriza.

3.
“Armas de fuego”:

a.
cualquier arma que conste de por lo menos un cañón por el cual una bala o proyectil puede ser descargado por la acción de un explosivo y que haya sido diseñada para ello o pueda convertirse fácilmente para tal efecto, excepto las armas antiguas fabricadas antes del siglo XX o sus réplicas; o

b.
cualquier otra arma o dispositivo destructivo tal como bomba explosiva, incendiaria o de gas, granada, cohete, lanzacohetes, misil, sistema de misiles y minas.

4.
“Municiones”: el cartucho completo o sus componentes, incluyendo cápsula, fulminante, carga propulsora, proyectil o bala que se utilizan en las armas de fuego.

5.
“Explosivos”: toda aquella sustancia o artículo que se hace, se fabrica o se utiliza para producir una explosión, detonación, propulsión o efecto pirotécnico, excepto:

a.
sustancias y artículos que no son en sí mismos explosivos; o

b.
sustancias y artículos mencionados en el anexo de la presente Convención.

6.
“Otros materiales relacionados”: cualquier componente, parte o repuesto de un arma de fuego o accesorio que pueda ser acoplado a un arma de fuego.

7.
“Entrega vigilada”: técnica consistente en dejar que remesas ilícitas o sospechosas de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entre en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de identificar a las personas involucradas en la comisión de delitos mencionados en el Artículo IV de esta Convención.

Artículo II

Propósito

El propósito de la presente Convención es:


impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados;


promover y facilitar entre los Estados Partes la cooperación y el intercambio de información y de experiencias para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

Artículo III

Soberanía
1.
Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que se derivan de la presente Convención de conformidad con los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los Estados y de no intervención en los asuntos internos de otros Estados.

2.
Un Estado Parte no ejercerá en el territorio de otro Estado Parte jurisdicción ni funciones reservadas exclusivamente a las autoridades de este otro Estado Parte por su derecho interno.

Artículo IV

Medidas legislativas
1.
Los Estados Partes que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas legislativas o de otro carácter que sean necesarias para tipificar como delitos en su derecho interno la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

2.
A reserva de los respectivos principios constitucionales y conceptos fundamentales de los ordenamientos jurídicos de los Estados Partes, los delitos que se tipifiquen conforme al párrafo anterior incluirán la participación en la comisión de alguno de dichos delitos, la asociación y la confabulación para cometerlos, la tentativa de cometerlos y la asistencia, la incitación, la facilitación o el asesoramiento en relación con su comisión.

Artículo V

Competencia
1.
Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el delito se cometa en su territorio.

2.
Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona que tenga residencia habitual en su territorio.

3.
Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y no lo extradite a otro país por motivo de la nacionalidad del presunto delincuente.

4.
La presente convención no excluye la aplicación de cualquier otra regla de jurisdicción penal establecida por un Estado Parte en virtud de su legislación nacional.

Artículo VI

Marcaje de armas de fuego
1.
A los efectos de la identificación y el rastreo de las armas de fuego a que se refiere el artículo 1.3.a, los Estados Partes deberán:

a.
requerir que al fabricarse se marquen de manera adecuada el nombre del fabricante, el lugar de fabricación y el número de serie;

b.
requerir el marcaje adecuado en las armas de fuego importadas de manera que permita identificar el nombre y la dirección del importador; y

c.
requerir el marcaje adecuado de cualquier arma de fuego confiscada o decomisada de conformidad con el artículo VII.1 que se destinen para uso oficial.

2.
Las armas de fuego a que se refiere el artículo I.3.b) deberán marcarse de manera adecuada en el momento de su fabricación, de ser posible.

Artículo VII

Confiscación o decomiso
1.
Los Estados Partes se comprometen a confiscar o decomisar las armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que hayan sido objeto de fabricación o tráfico ilícitos.

2.
Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para asegurarse de que todas las armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que hayan sido incautados, confiscados o decomisados como consecuencia de su fabricación o tráfico ilícitos no lleguen a manos de particulares o del comercio por la vía de subasta, venta u otros medios.


Artículo VIII

Medidas de seguridad

Los Estados Partes, a los efectos de eliminar pérdidas o desviaciones, se comprometen a tomar las medidas necesarias para garantizar la seguridad de las armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que se importen, exporten o estén en tránsito en sus respectivos territorios.

Artículo IX

Autorizaciones o licencias de exportación, importación y tránsito
1.
Los Estados Partes establecerán o mantendrán un sistema eficaz de licencias o autorizaciones de exportación, importación y tránsito internacional para las transferencias de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

2.
Los Estados Partes no permitirán el tránsito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados hasta que el Estado Parte receptor expida la licencia o autorización correspondiente.

3.
Los Estados Partes, antes de autorizar los embarques de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados para su exportación, deberán asegurarse de que los países importadores y de tránsito han otorgado las licencias o autorizaciones necesarias.

4.
El Estado Parte importador informará al Estado Parte exportador que lo solicite de la recepción de los embarques de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

Artículo X

Fortalecimiento de los controles en los puntos de exportación

Cada Estado Parte adoptará las medidas que puedan ser necesarias para detectar e impedir el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados entre su territorio y el de otros Estados Partes, mediante el fortalecimiento de los controles en los puntos de exportación.

Artículo XI

Mantenimiento de información

Los Estados Partes mantendrán, por un tiempo razonable, la información necesaria para permitir el rastreo y la identificación de armas de fuego que han sido fabricadas o traficadas ilícitamente, para permitirles cumplir con las obligaciones estipuladas en los artículos XIII y XVII.

Artículo XII

Confidencialidad

A reserva de las obligaciones impuestas por sus Constituciones o por cualquier acuerdo internacional, los Estados Partes garantizarán la confidencialidad de toda información que reciban cuando así lo solicite el Estado Parte que suministre la información. Si por razones legales no se pudiera mantener dicha confidencialidad, el Estado Parte que suministró la información deberá ser notificado antes de su divulgación.


Artículo XIII

Intercambio de información
1.
Los Estados Partes intercambiarán entre sí, de conformidad con sus respectivas legislaciones internas y los tratados aplicables, información pertinente sobre cuestiones tales como:

a.
productores, comerciantes, importadores, exportadores y, cuando sea posible, transportistas autorizados de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados;

b.
los medios utilizados para ocultar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados y las maneras de detectarlos;

c.
las rutas que habitualmente utilizan las organizaciones de delincuentes que participan en el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados;

d.
experiencias, prácticas y medidas de carácter legislativo para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; y

e.
técnicas, prácticas y legislación contra el lavado de dinero relacionado con la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

2.
Los Estados Partes proporcionarán e intercambiarán, según corresponda, información científica y tecnológica pertinente para hacer cumplir la ley y mejorar la capacidad de cada uno para prevenir, detectar e investigar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados y para procesar penalmente a los responsables.

3.
Los Estados Partes cooperarán en el rastro de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que pudieran haber sido fabricados o traficados ilícitamente. Dicha cooperación incluirá dar respuesta pronta y precisa a las solicitudes de rastreo.

Artículo XIV

Cooperación
1.
Los Estados Partes cooperarán en el plano bilateral, regional e internacional para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

2.
Los Estados Partes identificarán una entidad nacional o un punto único de contacto que actúe como enlace entre los Estados Partes, así como entre ellos y el Comité Consultivo establecido en el artículo XX, para fines de cooperación e intercambio de información.

Artículo XV

Intercambio de experiencias y capacitación
1.
Los Estados Partes cooperarán en la formulación de programas de intercambio de experiencias y capacitación entre funcionarios competentes y colaborarán entre sí para facilitarse el acceso a equipos o tecnología que hubieren demostrado ser eficaces en la aplicación de la presente Convención.

2.
Los Estados Partes colaborarán entre sí y con los organismos internacionales pertinentes, según proceda, para cerciorarse de que exista en sus territorios capacitación adecuada para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados. Dicha capacitación incluirá, entre otras cosas:

a.
la identificación y el rastreo de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados;

b.
la recopilación de información de inteligencia, en particular la relativa a la identificación de los responsables de la fabricación y el tráfico ilícitos y a los métodos de transporte y las técnicas de ocultamiento de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; y

c.
el mejoramiento de la eficiencia del personal responsable de la búsqueda y detección, en los puntos convencionales y no convencionales de entrada y salida, de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados traficados ilícitamente.

Artículo XVI

Asistencia técnica

Los Estados Partes cooperarán entre sí y con los organismos internacionales pertinentes, según proceda, a fin de que aquellos Estados Partes que lo soliciten reciban la asistencia técnica necesaria para fortalecer su capacidad para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, incluida la asistencia técnica en los temas identificados en el artículo XV.2.

Artículo XVII

Asistencia jurídica mutua
1.
Los Estados Partes se prestarán la más amplia asistencia jurídica mutua, de conformidad con sus leyes y los tratados aplicables, dando curso y respondiendo en forma oportuna y precisa a las solicitudes emanadas de las autoridades que, de acuerdo con su derecho interno, tengan facultades para la investigación o procesamiento de las actividades ilícitas descritas en la presente Convención, a fin de obtener pruebas y tomar otras medidas necesarias para facilitar los procedimientos y actuaciones referentes a dicha investigación o procesamiento.

2.
A los fines de la asistencia jurídica mutua prevista en este artículo, cada Estado Parte podrá designar una autoridad central o podrá recurrir a autoridades centrales según se estipula en los tratados pertinentes u otros acuerdos. Las autoridades centrales tendrán la responsabilidad de formular y recibir solicitudes de asistencia en el marco de este artículo, y se comunicarán directamente unas con otras a los efectos de este artículo.

Artículo XVIII

Entrega vigilada
1.
Cuando sus respectivos ordenamientos jurídicos internos lo permitan, los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias, dentro de sus posibilidades, para que se pueda utilizar de forma adecuada, en el plano internacional, la técnica de entrega vigilada, de conformidad con acuerdos o arreglos mutuamente convenidos, con el fin de descubrir a las personas implicadas en delitos mencionados en el artículo IV y de entablar acciones legales contra ellas.

2.
Las decisiones de los Estados Partes de recurrir a la entrega vigilada se adoptarán caso por caso y podrán, cuando sea necesario, tener en cuenta arreglos financieros y los relativos al ejercicio de su competencia por los Estados Partes interesados.

3.
Con el consentimiento de los Estados Partes interesados, las remesas ilícitas sujetas a entrega vigilada podrán ser interceptadas y autorizadas a proseguir intactas o habiéndose retirado o sustituido total o parcialmente las armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

Artículo XIX

Extradición
1.
El presente artículo se aplicará a los delitos que se mencionan en el artículo IV de esta Convención.

2.
Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los delitos que den lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados Partes. Los Estados Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición que concierten entre sí.

3.
Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte, con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el presente artículo.

4.
Los Estados Partes que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellos.

5.
La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación del Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos por los que se puede denegar la extradición.

6.
Si la extradición solicitada por un delito al que se aplica el presente artículo se deniega en razón únicamente de la nacionalidad de la persona objeto de la solicitud, el Estado Parte requerido presentará el caso ante sus autoridades competentes para su enjuiciamiento según los criterios, leyes y procedimientos aplicables por el Estado requerido a esos delitos cuando son cometidos en su territorio. El Estado Parte requerido y el Estado Parte podrán, de conformidad con sus legislaciones nacionales, convenir de otra manera con respecto a cualquier enjuiciamiento a que se refiere este párrafo.

Artículo XX

Establecimiento y funciones del Comité Consultivo
1.
Con el propósito de lograr los objetivos de esta Convención, los Estados Partes establecerán un Comité Consultivo encargado de:

a.
promover el intercambio de información a que se refiere esta Convención;

b.
facilitar el intercambio de información sobre legislaciones nacionales y procedimientos administrativos de los Estados Partes;

c.
fomentar la cooperación entre las dependencias nacionales de enlace a fin de detectar exportaciones e importaciones presuntamente ilícitas de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados;

d.
promover la capacitación, el intercambio de conocimientos y experiencias entre los Estados Partes, la asistencia técnica entre ellos y las organizaciones internacionales pertinentes, así como los estudios académicos;

e.
solicitar a otros Estados no Partes, cuando corresponda, información sobre la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; y

f.
promover medidas que faciliten la aplicación de esta Convención.

2.
Las decisiones del Comité Consultivo serán de naturaleza recomendatoria.

3.
El Comité Consultivo deberá mantener la confidencialidad de cualquier información que reciba en el cumplimiento de sus funciones, si así se le solicitare.

Artículo XXI

Estructura y reuniones del Comité Consultivo
1.
El Comité Consultivo estará integrado por un representante de cada Estado Parte.

2.
El Comité Consultivo celebrará una reunión ordinaria anual y las reuniones extraordinarias que sean necesarias.

3.
La primera reunión ordinaria del Comité Consultivo se celebrará dentro de los 90 días siguientes al depósito del décimo instrumento de ratificación de esta Convención. Esta reunión se celebrará en la sede de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, a menos que un Estado Parte ofrezca la sede.

4.
Las reuniones del Comité Consultivo se celebrarán en el lugar que acuerden los Estados Partes en la reunión ordinaria anterior. De no haber ofrecimiento de sede, el Comité Consultivo se reunirá en la sede de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

5.
El Estado Parte anfitrión de cada reunión ordinaria ejercerá la Secretaría pro témpore del Comité Consultivo hasta la siguiente reunión ordinaria. Cuando la reunión ordinaria se celebre en la sede de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, en ella se elegirá el Estado Parte que ejercerá la Secretaría pro témpore.

6.
En consulta con los Estados Partes, la Secretaría pro témpore tendrá a su cargo las siguientes funciones:

a.
convocar las reuniones ordinarias y extraordinarias del Comité Consultivo;

b.
elaborar el proyecto de temario de las reuniones; y

c.
preparar los proyectos de informes y actas de las reuniones.

7.
El Comité Consultivo elaborará su reglamento interno y lo adoptará por mayoría absoluta.

Artículo XXII

Firma

La presente Convención está abierta a la firma de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo XXIII

Ratificación

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.


Artículo XXIV

Reservas

Los Estados Partes podrán formular reservas a la presente Convención al momento de aprobarla, firmarla o ratificarla siempre que no sean incompatibles con el objeto y los propósitos de la Convención y versen sobre una o más disposiciones específicas.

Artículo XXV

Entrada en vigor

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. Para cada Estado que ratifique la Convención después de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación.

Artículo XXVI

Denuncia
1.
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualesquiera de los Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurridos seis meses a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante y permanecerá en vigor para los demás Estados Partes.

2.
La denuncia no afectará las solicitudes de información o asistencia formuladas durante la vigencia de la Convención para el Estado denunciante.

Artículo XXVII

Otros acuerdos o prácticas
1.
Ninguna de las normas de la presente Convención será interpretada en el sentido de impedir que los Estados Partes se presten recíprocamente cooperación al amparo de lo previsto en otros acuerdos internacionales, bilaterales o multilaterales, vigentes o que se celebren entre ellos, o de cualquier otro acuerdo o práctica aplicable.

2.
Los Estados Partes podrán adoptar medidas más estrictas que las previstas en la presente Convención si, a su juicio, tales medidas son convenientes para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

Artículo XXVIII

Conferencia de los Estados Partes

Cinco años después de entrada en vigor la presente Convención, el depositario convocará una Conferencia de los Estados Partes para examinar el funcionamiento y la aplicación de esta Convención. Cada Conferencia decidirá la fecha en que habrá de celebrarse la siguiente.

Artículo XXIX

Solución de controversias

Las controversias que puedan surgir en torno a la aplicación o interpretación de la Convención serán resueltas por la vía diplomática o, en su defecto, por cualquier otro medio de solución pacífica que acuerden los Estados Partes involucrados.

Artículo XXX

Depósito

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia certificada del texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organización las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación y denuncia, así como las reservas que hubiere.

Anexo

El término “explosivos” no incluye gases comprimidos; líquidos inflamables; dispositivos activados por explosivos tales como bolsas de aire de seguridad (air bags) y extinguidores de incendio; dispositivos activados por propulsores tales como cartuchos para disparar clavos; fuegos artificiales adecuados para usos por parte del público y diseñados principalmente para producir efectos visibles o audibles por combustión, que contienen compuestos pirotécnicos y que no proyectan ni dispersan fragmentos peligrosos como metal, vidrio o plástico quebradizo; fulminante de papel o de plástico para pistolas de juguete; dispositivos propulsores de juguete que consisten en pequeños tubos fabricados de papel o de material compuesto o envases que contienen una pequeña carga de pólvora propulsora de combustión lenta que al funcionar no estallan ni producen una llamarada externa excepto a través de la boquilla o escape; y velas de humo, balizas, granadas de humo, señales de humo, luces de bengala, dispositivos para señales manuales y cartuchos de pistola de señales tipo “Very”, diseñadas para producir efectos visibles para fines de señalización que contienen compuestos de humo y cargas no deflagrantes.


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIANO FERNÁNDEZ AMUNÁTEGUI, Subsecretario de Relaciones Exteriores”.

Organización de los Estados Americanos 

Washington, D.C.

Certifico que el documento adjunto es copia fiel y exacta de los textos auténticos en español, inglés, portugués y francés de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados, suscrito en la ciudad de Washington, D.C., el 14 de noviembre de mil novecientos noventa y siete, en el vigésimo cuarto período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, y que los textos firmados de dicho original se encuentran depositados en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Se expide la presente certificación a solicitud de la Misión Permanente de Chile ante la    Organización de los Estados Americanos.


28 de mayo de 1998.


(Fdo.): JEAN MICHEL ARRIGHI, Director Departamento de Derecho Internacional”.

4.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados, y sus protocolos I, II (enmendado), III y IV. (boletín      Nº 2856-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a la aprobación de vuestras Señorías la “Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados”, adoptada en Ginebra el 10 de octubre de 1980, y sus IV Protocolos Adicionales.

I. ANTECEDENTES SOBRE LA CONVENCIÓN.

La Convención sobre “Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados”, tiene como antecedentes históricos las declaraciones de San Petersburgo de 1868 y de La Haya de 1899.


Ambos textos tenían la intención de humanizar la guerra, pero su limitación a sólo los Estados Partes restringió la aplicación de las normas acordadas. Asimismo, recogieron su espíritu las Conferencias de la Paz Internacional, celebradas en la Haya en 1899 y 1907. En ellas se reafirmó el principio de que las armas que causaban daños superiores a su utilidad militar, e incluso aquellas que demostraron ser eficaces, por su carácter eminentemente crueles y repulsivas, estaban prohibidas.


En estas Conferencias, que limitaban distintos tipos de armas, entre ellas las que tuvieran por objeto esparcir gases asfixiantes o deletéreos, se encuentra la idea precursora de las prohibiciones subsiguientes relacionadas con la guerra química y biológica.


En la línea de pensamiento relatado se insertan los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, destinados a la protección de las víctimas de guerra. En 1977 éstos se vieron complementados mediante dos protocolos adicionales. Tanto los Convenios como los Protocolos no restringen o prohíben el empleo de ningún arma en particular.


La falta de una regulación específica motivó que durante el decenio de los 70, a la luz de la evolución de los armamentos, se discutieran más activamente disposiciones más concretas. En 1973, la Organización de Naciones Unidas invitó a una Conferencia diplomática sobre la afirmación y el desarrollo del derecho internacional humanitario aplicable en los conflictos armados.


La Conferencia estableció un Comité Especial de Armas Convencionales para que se encargara de las cuestiones específicas y celebró cuatro períodos de sesiones en Ginebra de 1974 a 1977. El resultado de estas labores fue la realización de una Conferencia Preparatoria que convocó la Conferencia de las Naciones Unidas de 1979 y 1980, lo que condujo a la elaboración de la Convención que nos ocupa.


Fue así entonces que en 1979 se logró convocar a una Conferencia Especial de las Naciones Unidas para tratar el tema de las armas convencionales excesivamente nocivas y de efectos indiscriminados. Esta negociación concluyó en Ginebra el 10 de octubre de 1980, y la “Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados” fue abierta a la firma en Nueva York el 10 de abril de 1981, entrando en vigor el 2 de diciembre de 1983.

II. LA CONVENCIÓN.

Se trata de un instrumento singular, en atención a que, por una parte, cae dentro del ámbito del derecho humanitario aplicable en caso de conflictos armados y, por otra, pertenece al mismo tiempo, a la esfera de los tratados de desarme.


La Convención de 1980 tiene por finalidad codificar y desarrollar normas específicas sobre el empleo de armas, ya sea prohibiendo totalmente el empleo de ciertas armas o regulando su uso, de manera que los principios consuetudinarios del derecho internacional humanitario sobre el uso de armas tome una expresión concreta en forma de Tratado.


Además del texto principal, la Convención está compuesta por varios protocolos adicionales:


-Protocolo sobre Fragmentos no Localizables (Protocolo I);


-Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Minas, Armas Trampas y otros Artefactos (Protocolo II);


-Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Armas Incendiarias” (Protocolo III); y,


-Protocolo sobre Armas Láser Cegadoras” (Protocolo IV).


El Protocolo II recién aludido fue modificado en 1996. La modificación originó un nuevo protocolo denominado “Protocolo II Enmendado” o “Protocolo II Modificado”, que reemplaza al anterior y que constituyó un gran avance en la materia, especialmente en el tratamiento de las Minas Terrestres Antipersonal (M.T.A.). 

1.
Objetivo Fundamental.


Tanto la Convención como sus Protocolos Anexos tienen por objetivo fundamental restringir o prohibir, en algunos casos, el uso de ciertas armas que causan excesivo e indiscriminado daño a la población civil.


En aquellas situaciones en que se autoriza la utilización de armamentos regulados por sus disposiciones, la Convención y sus Protocolos establecen una serie de requisitos y condiciones técnicas que cada Estado deberá cumplir si desea hacer uso de ellos. 

2.
El Preámbulo.


Del Preámbulo de la Convención merece destacarse la consagración de una serie de principios del Derecho Internacional que dicen relación con lo siguiente:

a.
Todo Estado, en sus relaciones internacionales, debe abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la soberanía, la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado.

b.
La debida protección de la población civil contra los efectos de las hostilidades en un conflicto armado.

c.
El derecho limitado de las partes a elegir los métodos o medios de hacer la guerra en un conflicto armado.

d.
La prohibición de emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de hacer la guerra de naturaleza tal que causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios.

e.
La prohibición de emplear métodos o medios de hacer la guerra que hayan sido concebidos para causar daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural.

f.
Que el trato a la población civil y a los combatientes debe ser bajo los principios del Derecho Internacional derivados de la costumbre, de los principios de humanidad y de los dictados de la conciencia pública.


A continuación, el Preámbulo pasa a enunciar algunos preceptos y nociones fundamentales del desarme y la seguridad internacional, referidos a la distensión internacional; el término de la carrera de armamentos; la instauración de la confianza entre los Estados; la codificación y desarrollo de normas de Derecho Internacional aplicables a conflictos armados; y la prohibición del empleo de ciertas armas convencionales.


Finalmente, el Preámbulo pone de relieve tres aspectos:

a.
La conveniencia de la participación de todos los Estados en la Convención y sus Protocolos Anexos, especialmente los militarmente importantes;

b.
La posibilidad de examen de parte de la Asamblea General y la Comisión de Desarme de Naciones Unidas, respecto de una posible ampliación del alcance de las prohibiciones;

c.
La facultad del Comité de Desarme de adoptar nuevas medidas para prohibir o restringir el empleo de ciertas armas convencionales.

3.
Ámbito de aplicación.


El artículo 1 señala que la Convención y sus Protocolos se aplicarán a las situaciones a que se hace referencia en el artículo 2 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativos a la protección de las víctimas de la guerra.


El artículo 2 común de los Convenios de Ginebra de 1949 se refiere a la protección de las víctimas de guerra en las siguientes situaciones:

a.
En caso de guerra declarada que surja entre dos o más partes, aunque la guerra no haya sido reconocida por alguna de ellas y en el caso de ocupación de la totalidad o parte del territorio de un beligerante; y,

b.
Asimismo se aplica a situaciones descritas en el Protocolo Adicional I de 1977, que dice relación con los conflictos armados en que se lucha contra la dominación colonial, la ocupación extranjera y los regímenes racistas. 

4.
Relaciones con otros acuerdos internacionales.


El artículo 2 pone de relieve que ninguna disposición de la Convención ni de sus Protocolos Anexos se interpretará de forma que menoscabe otras obligaciones impuestas a las Altas Partes Contratantes por el derecho internacional humanitario aplicable a los conflictos armados.

5.
Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.


El artículo 4 expresa que la manifestación del consentimiento en obligarse por cualquiera de los Protocolos Anexos a la Convención, será facultativa para cada Estado, a condición de que en el momento del depósito de su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la Convención o de adhesión a ella, ese Estado notifique al Depositario su consentimiento en obligarse por dos o más de esos Protocolos.


Esto quiere decir que la ratificación o adhesión a la Convención no implica necesariamente la ratificación o adhesión de sus diversos Protocolos. Es necesario expresar la voluntad de obligarse por cada uno de estos instrumentos internacionales en forma expresa.


6.
Entrada en vigor.


La Convención entró en vigencia internacional el 2 de diciembre de 1983.


En el caso de Chile, la adhesión a la Convención o a cualquiera de sus Protocolos, el o los instrumentos internacionales obligarán a nuestro país seis meses después de la fecha de depósito del correspondiente instrumento de adhesión.

7.
Difusión de las normas de la Convención y sus Protocolos Anexos.


El artículo 6 establece el compromiso de los Estados Partes de difundir tanto en período de paz como en tiempo de conflicto armado, la Convención y sus Protocolos Anexos, y en especial, incorporar el estudio de ellos en los programas de instrucción militar.

8.
Relaciones convencionales a partir de la entrada en vigor de la presente Convención.


El inciso primero del artículo 7 obliga a la Parte que está en conflicto con otro Estado que no es parte de la Convención (o de cualquiera de sus Protocolos), a regirse en sus relaciones mutuas por la presente Convención y sus Protocolos.


Del mismo modo, el inciso segundo de la disposición citada obliga a cualquier Estado Parte de la Convención o de cualquiera de sus Protocolos Anexos, en sus relaciones con Estados no parte de la Convención o de cualquiera de sus Protocolos Anexos, en las situaciones previstas en el artículo 1, a respetar las disposiciones de estos instrumentos internacionales si el Estado no parte en cualquiera de ellos acepta y aplica la presente Convención o el Protocolo Anexo pertinente.


El artículo 7 concluye señalando que un Estado, sea parte o no de la Convención o de cualquiera de los Protocolos Anexos, deberá aplicar en sus relaciones con la “autoridad” mencionada en el párrafo 3 del artículo 96 del Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra, las disposiciones de la presente Convención y de sus Protocolos.


Cabe señalar que el párrafo 3 del artículo 96 citado, se refiere a la autoridad que representa a un pueblo que se halla en cualquiera de los conflictos mencionados en el artículo I del Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra, ya citados más arriba. 

9.
Examen y enmiendas.


Las enmiendas y examen a la Convención y a cualquiera de los Protocolos Anexos se podrá realizar por las siguientes vías (art. 8):

a.
Cualquier Alta Parte Contratante, tanto de la Convención como de los Protocolos Anexos, puede proponer enmiendas a estos instrumentos, las que serán comunicadas al Depositario.


Si 18 Estados Partes consideran conveniente la realización de una conferencia para estos efectos, el mismo depositario la convocará sin demora. Las enmiendas quedarán aprobadas y entrarán en vigor de la misma manera que la Convención.

b.
Cualquier Alta Parte Contratante podrá proponer Protocolos adicionales sobre otras categorías de armas convencionales no comprendidas en los Protocolos existentes. El procedimiento de convocatoria a la conferencia, la adopción y entrada en vigencia es la misma que la indicada en el punto anterior.

c.
Existe la alternativa de convocar a una conferencia de revisión si durante un período de 10 años, después de entrada en vigor la Convención, no se hubiere convocado a una conferencia en conformidad a los dos puntos anteriores. Esta conferencia podrá considerar cualquier propuesta de enmienda a la Convención o sus Protocolos Anexos, como también propuestas de nuevos Protocolos. El procedimiento de adopción del acuerdo y entrada en vigencia es el mismo que el descrito anteriormente.


10. Denuncia y Depositario de la Convención.


El artículo 9 permite la denuncia de cualquier Estado Parte, la que surtirá efecto un año después de la recepción de la notificación del Depositario, salvo en el caso que pendiente el plazo de un año, la parte se encuentre involucrada en alguno de los conflictos señalados en el artículo 1 de la Convención.


En la situación descrita, seguirán vigente las obligaciones que impone la Convención y sus Protocolos hasta el término del conflicto; y en el caso de cualquier Protocolo Anexo que contenga disposiciones relativas a situaciones en las que fuerzas o misiones de las Naciones Unidas desempeñen funciones de mantenimiento de la paz, observación u otras similares en la zona de que se trate, hasta la terminación de tales funciones.


La denuncia realizada a la Convención se entiende extensiva a todos los Protocolos anexos a ella.


Por otra parte, el Secretario de las Naciones Unidas será el Depositario de la Convención y de todos sus Protocolos Anexos.

11. Estados Partes de la Convención, Reservas y Declaraciones.


Actualmente, la Convención cuenta con 88 Estados Partes. 


En nuestro continente, son partes de este instrumento: Argentina, Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, México, Nicaragua,     Panamá, Perú, Estados Unidos y Uruguay.


En materia de reservas, la Convención nada dice al respecto, por lo que aplicando las normas que establece la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, éstas son posibles cumpliendo con los requisitos que impone el citado instrumento internacional.


De los países latinoamericanos que son partes en este instrumento, sólo Argentina realizó una reserva. Esta hace referencia a que la remisión que se hace en la Convención a los Convenios de Ginebra de 1949 y al Protocolo Adicional I de esos Convenios, debe interpretarse a la luz de la declaración interpretativa que ese país efectuó en el mencionado Protocolo Adicional I de 1977.

III. PROTOCOLOS ADICIONALES.
1.
Protocolo I.


El Protocolo I, denominado “Protocolo Sobre Fragmentos No Localizables”, consta de un solo párrafo referido a la prohibición de emplear cualquier arma cuyo efecto principal sea lesionar mediante fragmentos que no puedan localizarse por rayos X en el cuerpo humano.


Este Protocolo tiene vigencia internacional desde el 2 de diciembre de 1983. Hasta la fecha, 86 Estados forman parte del Protocolo I. En América Latina son partes plenas Argentina, Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Perú, Estados Unidos y Uruguay; quienes no realizaron reserva al texto.

2.
Protocolo II (“Enmendado”).


Este instrumento se denomina “Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Minas, Armas Trampas, y Otros Artefactos”. Fue enmendado el 3 de mayo de 1996.


La Primera Conferencia de Revisión de la Convención, convocada de acuerdo a lo establecido por el artículo 8, aprobó una profunda enmienda al Protocolo II, dando origen a un nuevo instrumento internacional.


Dada esta situación, la eventual adhesión por parte de nuestro país deberá referirse expresamente a este Protocolo II Enmendado y no al original, toda vez que el primero incorporó íntegramente el texto del segundo con algunas modificaciones.

a.
Ámbito material de aplicación. 


El Protocolo II Enmendado se refiere al empleo en tierra de minas, armas trampas y otros artefactos definidos en el Protocolo, incluidas las minas sembradas para impedir el acceso a playas, el cruce de vías acuáticas o el cruce de ríos (art.1).


Las disposiciones del Protocolo se aplican a las situaciones a las que se refiere el artículo 1 de la Convención y a las situaciones descritas en el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949. Esta última disposición se refiere a los resguardos que un Estado debe tomar a favor de las personas que no participan directamente en un conflicto armado que no tiene el carácter de internacional.


La misma disposición señala que el Protocolo no se aplica al empleo de minas antibuques en el mar o en vías acuáticas interiores ni a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores que no revistan la categoría de conflictos armados, salvo las obligaciones establecidas en el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra recién citado.


Es interesante destacar que este artículo 1 dispone que en los conflictos no internacionales, que tengan lugar dentro del territorio de uno de los Estados Partes, las partes en conflicto deberán respetar las prohibiciones y restricciones que establece este instrumento.


Asimismo, el artículo en comento señala que ninguna disposición del Protocolo II Enmendado podrá ser utilizada para menoscabar la soberanía de un Estado y su legítimo derecho de restablecer el orden interno y la defensa de su integridad territorial por todos los medios legítimos; ni para justificar la intervención directa o indirecta, en un conflicto armado o en los asuntos internos de otro Estado.


Finalmente, la disposición concluye precisando que aquella parte que decide aplicar el presente Protocolo, no siendo parte plena de éste, no implica en forma alguna modificación a su condición jurídica ni la modificación del status de un territorio en disputa con otra parte.

b.
Definiciones.


El artículo 2 contiene una serie de definiciones, entre las que se destaca la de “mina”, “mina lanzada a distancia”, “mina antipersonal”, “arma trampa”, “objetivo militar”, “bienes de carácter civil”, “campo de minas”, “mecanismo de autodestrucción”, “dispositivo antimanipulación”, entre otros.

c.
Restricciones generales del empleo de minas, armas trampas y otros artefactos.


El artículo 3 prohíbe el empleo de las armas enunciadas, ya sea como medio de ataque, defensa o represalia en contra de la población y personas civiles.


Esta disposición hace responsable a cada parte en un conflicto respecto del empleo de estos artefactos, quedando comprometido a destruirlos, retirarlos o mantenerlos según lo previsto en el artículo 10 del presente Protocolo.


El numeral 8 del mismo artículo establece la prohibición del “empleo indiscriminado” de estas armas, entendiendo por tal cualquier emplazamiento de éstas dirigido a un objetivo no militar o cuando hay razones para prever que causarán incidentalmente pérdidas de vidas de personas civiles, heridos o daños excesivos en relación con la ventaja militar prevista. En caso de duda sobre la naturaleza de un objetivo, el artículo 3 declara que se presumirá que éste no tiene fin militar.


El artículo 3 establece una prohibición absoluta de este tipo de armamentos que posean antidetectores, es decir, aquellos que explosionan al acercarse un detector de minas; y también aquellos que posean un dispositivo diseñado de tal modo que haga explosionar el artefacto aun después que ésta ha dejado de operar.


Finalmente, el Nº 10 del citado artículo obliga a tomar “precauciones viables” para proteger a las personas civiles de los efectos de las armas a las que se aplica el presente artículo. Una precaución es viable en la medida en que ella es factible o posible en la práctica, habida cuenta de circunstancias humanitarias y militares del caso.

d.
Restricciones del empleo de minas antipersonal.


El artículo 4 prohíbe el empleo de toda mina antipersonal que no sea detectable, de acuerdo al párrafo 2 del Anexo Técnico del Protocolo que establece las especificaciones sobre la detectabilidad de las minas.

e.
Restricciones del empleo de minas antipersonal que no sean minas lanzadas a distancia.


El artículo 5 dispone una prohibición de empleo de este tipo de minas, a menos que se ajusten a las especificaciones técnicas de autodestrucción y autodesactivación que el Anexo correspondiente señala (instrumento que será analizado más adelante).


Sin embargo, podría utilizarse este tipo de armamentos sin sujeción al Anexo Técnico cuando sean empleadas en zonas debidamente señalizadas y custodiadas por personal militar o sean retiradas antes de ser abandonadas, procediendo a la limpieza de la zona minada.


El artículo citado obliga a la parte en un conflicto armado que tenga el control de la zona minada con este tipo de armamento, a mantener los resguardos correspondientes y a adoptar todas las medidas viables para impedir que desaparezcan el sistema o material para delimitar el perímetro de la zona minada.


El Nº 6 del artículo 5 se refiere exclusivamente al empleo de esta clase de armamento que lancen fragmentos en un arco horizontal de menos de 90º y que estén colocados en la superficie del terreno o por encima de éste, permitiendo su uso sin sujeción a las especificaciones técnicas del anexo, siempre y cuando estén situadas en las proximidades de la unidad militar que las haya colocado y con vigilancia militar.

f.
Restricciones del empleo de las minas lanzadas a distancia.


El artículo 6 dispone que está prohibido el empleo de minas lanzadas a distancia que no se encuentren registradas conforme al apartado b) del párrafo 1 del Anexo Técnico (determinación con coordenadas geográficas de la posición de la mina lanzada a distancia).


Con todo, es posible, de acuerdo a la misma disposición, la utilización de minas (distintas a las antipersonal) lanzadas a distancia en la medida que contengan un mecanismo eficaz de autodestrucción o autoneutralización y tengan un dispositivo de autodesactivación de reserva diseñado, de modo que las minas no funcionen como minas tan pronto como se prevea que vayan a dejar de cumplir tal finalidad.


Respecto a las minas antipersonal lanzadas a distancia, éstas deberán ajustarse al Anexo Técnico en lo relativo a la autodestrucción y la autodesactivación.


El mismo artículo obliga a dar un aviso previo de todo lanzamiento de minas a distancia que pueda afectar a la población civil, salvo que las circunstancias no lo permitan.

g.
Prohibición del empleo de armas trampa y otros artefactos.


El presente Protocolo contiene una prohibición general al uso o empleo de toda arma trampa (o cazabobos), especialmente cuando éstas se vinculan a ciertos símbolos especificados en el artículo 7 que inducen a la potencial víctima a la confusión. Este es el caso del arma trampa colocada junto a signos o emblemas protectores reconocidos internacionalmente; o se instala debajo de un cadáver, o de una persona herida, en las proximidades de alimentos o bebidas, objetos religiosos, animales vivos o muertos, juguetes para niños, etc.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3 del Protocolo relativo a ciertas restricciones generales para este tipo de armamentos, el artículo 7 prohíbe el empleo de este tipo de armas en cualquier ciudad, pueblo, aldea o zona con concentración similar de civiles; o lugares en que no haya combates o éstos no parezcan inminentes, excepto si estos armamentos están ubicados en objetivos militares o próximos a éstos y se toman los debidos resguardos para proteger a los civiles.

h.
Transferencias.


El artículo 8 establece una serie de compromisos en materia de transferencia que tienen por objeto resguardar el cumplimiento del Protocolo. Es así que las partes se comprometen a:

i.
No transferir ningún tipo de minas prohibidas por el Protocolo.

ii.
No transferir minas a un receptor distinto de un Estado o agencia estatal autorizada para recibir tales transferencias.

iii.
Observar las restricciones en la transferencia de todo tipo de minas cuyo empleo se encuentre restringido y en especial respecto de aquellos Estados que no son partes del Protocolo.


En el caso que una parte decida aplazar el cumplimiento de alguna disposición relativa al empleo de determinadas minas, según se dispone en el Anexo Técnico, se seguirá aplicando en todo caso el apartado a) del párrafo 1 de este artículo (no transferir minas prohibidas).

i.
Registro y utilización de información sobre campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos.


En primer término, cabe señalar que las disposiciones sobre el registro de este tipo de armamento están contenidas en el Anexo Técnico.


En segundo término, el artículo 9 dispone que una vez que cesen las hostilidades activas, cada parte en el conflicto conservará todos los registros relativos a estos armamentos y procurará tomar todas las medidas necesarias para proteger a los civiles.


Además, se proporcionará a la parte contraria en el conflicto y al Secretario General de las Naciones Unidas, siempre que haya reciprocidad y las necesidades de seguridad lo permitan, la información relativa a campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampas y otros artefactos en territorios que ya no estén bajo su control.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en materia de remoción y protección a consecuencia de estos artefactos.

j.
Remoción de campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos y cooperación internacional.


El artículo 10 del Protocolo se refiere a la obligación de cada parte que tiene bajo su control zonas donde existan campos de minas, minas, armas trampas y otros artefactos a que, una vez finalizadas las hostilidades activas, remueva, limpie, destruya o mantenga según sea el caso, estos artefactos de conformidad a las normas que establece el Protocolo.


Del mismo modo, la parte que haya perdido el control sobre alguna zona donde se ubiquen estos armamentos, deberá facilitar a la parte que tomó el control, la asistencia técnica y material necesarios.


Las partes, en estos casos, deberán esforzarse en llegar a acuerdo y, cuando proceda, con terceros Estados y organizaciones internacionales, sobre la cooperación en materia de asistencia técnica y material.

k.
Cooperación y asistencia técnica.


El compromiso de la cooperación y asistencia técnica entre los Estados está contemplado en el artículo 11.


La referida disposición establece el compromiso de las partes de facilitar el intercambio más completo posible de equipo, material e información científica y técnica, teniendo el derecho a participar en ese intercambio. Respecto de esta cooperación, les queda prohibido a las partes imponer restricciones indebidas al suministro de equipo de limpieza de minas y de la correspondiente información técnica con fines humanitarios.


Agrega la disposición que los Estados Partes deberán colaborar con la información requerida por la base de datos sobre limpieza de minas establecida por el sistema de las Naciones Unidas, en especial, la información sobre tecnologías de limpieza, lista de expertos y centros de contactos nacionales.


El artículo 11 concluye estableciendo el procedimiento que deberán seguir las solicitudes de asistencia que presenten los Estados por conducto de las Naciones Unidas, de otras organizaciones o de otros Estados.


Es interesante destacar el reconocimiento que hace este artículo al derecho de cada parte a solicitar y recibir asistencia técnica, especialmente en lo relativo a tecnología específica (que no sea tecnología de armas), con miras a reducir cualquier período de aplazamiento previsto en el Anexo Técnico. 

l.
Protección contra los efectos de los campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos.

i.
Ámbito de aplicación.


El artículo 12 del Protocolo II Modificado se refiere a la protección que se le debe a las misiones que desempeñen funciones en una zona con el consentimiento del Estado Parte donde desarrolla sus funciones dicha misión. Esta protección es sin perjuicio de las normas de derecho internacional humanitario en vigor o de otros instrumentos internacionales que establezcan normas más rigurosas de protección.


Se deja expresamente establecido que la aplicación de este artículo a Estados en conflicto, que no sean parte de este Protocolo, no modifica en forma alguna la condición jurídica de los territorios en disputa si los hubiera.

ii.
Normas relativas a fuerzas y misiones de mantenimiento de la paz y de otra índole.


Respecto de las fuerzas y misiones de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas, de observación u otras funciones que, de acuerdo a la Carta de la ONU se establezcan en una zona (incluidas misiones establecidas conforme al Capítulo VIII de la misma), las partes en conflicto, a petición del Jefe de la Misión, deberán adoptar, dentro de lo posible, las medidas necesarias para proteger al personal de estas misiones de los efectos de los artefactos de que trata este Protocolo (inciso i del apartado b) del párrafo 2 del art. 12); y si el caso lo amerita, proceder a remover o hacer inocuo este armamento (inciso ii del apartado b) del párrafo 2 del art. 12).


Del mismo modo, se establece la obligación de informar al Jefe de la Misión acerca de la ubicación de este tipo de armamento en la zona en que la fuerza o misión desempeñe sus funciones.

iii.
Misiones humanitarias y de investigación de las Naciones Unidas.


Esta disposición, además de la protección señalada en el inciso i del apartado b) del párrafo 2 del art. 12 recién mencionada, obliga a informar al Jefe de la Misión acerca de una ruta segura hacia un determinado lugar cuando el camino cruce por una zona controlada por alguna de las partes. En el evento de que no sea posible entregar información sobre una ruta segura y en la medida de lo posible, abrir un pasillo a través de los campos de minas. 

iv.
Otras misiones.


El artículo 12 continúa señalando las protecciones debidas a otros tipos de misiones.


En los números 4 y 5, se mencionan las Misiones del Comité Internacional de la Cruz Roja y otras misiones que no queden comprendidas en los casos anteriores (como misiones de una entidad nacional de la Cruz Roja o Media Luna Roja, etc.).


En estos casos, el Estado anfitrión o que haya dado su consentimiento para que opere en su territorio este tipo de misiones, deberá dar protección, en la medida que el Jefe de la Misión lo solicite, en los términos siguientes:


-Protección contra los efectos de las minas, armas trampa y otros artefactos; y


-La protección debida a las Misiones Humanitarias y de Investigación de las Naciones Unidas.


Este mismo artículo establece la confidencialidad de toda la información entregada a una Misión, la que no podrá ser divulgada sin la autorización expresa de quien la haya facilitado.


El art. 12 concluye señalando el deber que tienen los miembros de estas Misiones de respetar las leyes del Estado anfitrión y no realizar actividades incompatibles con el carácter internacional e imparcial de sus funciones.

m.
Consultas entre las Altas Partes Contratantes.


El artículo 13 dispone la celebración anual de una Conferencia de los Estados Partes de la Convención. La Conferencia se abocará, entre otros temas, a:

i.
Examen sobre la aplicación del presente Protocolo;

ii.
La preparación de la Conferencia de Revisión;

iii.
Estudio de los adelantos tecnológicos aplicables a la protección de civiles contra los efectos de las minas.


El número 4 del artículo obliga a los Estados Partes a presentar antes de la Conferencia anual, un informe sobre cualquiera de los aspectos que la disposición aludida indica, como por ejemplo los programas de limpieza de minas y de rehabilitación existentes; las medidas adoptadas para satisfacer los requisitos técnicos del Protocolo, el intercambio de información y la cooperación internacional, etc. El Informe aludido puede ser materia de discusión en la Conferencia anual.


El costo de la Conferencia será sufragado por los Estados participantes en la proporción correspondiente a la Escala de Cuotas de las Naciones Unidas debidamente ajustada. 

n.
Cumplimiento.


El artículo 14 menciona las medidas que debe tomar cada Estado para prevenir y reprimir cualquier violación a las normas del presente Protocolo.


Entre las medidas que debe tomar, se incluyen las de carácter legislativo para sancionar penalmente a los transgresores; impartir instrucciones a las Fuerzas Armadas para que ajusten sus operaciones y procedimientos a la nueva normativa y que el personal reciba un entrenamiento adecuado acorde con las obligaciones y responsabilidades que este instrumento internacional impone. 


Concluye el artículo mencionando el compromiso de las partes de consultarse entre sí, o por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, para resolver cualquier problema que pueda surgir con respecto a la interpretación y aplicación de las disposiciones del Protocolo.

o.
Anexo Técnico.


El Anexo Técnico del Protocolo está dividido en cuatro puntos. El primero se refiere al Registro; el segundo a las especificaciones sobre detectabilidad; el tercero a las especificaciones sobre autodestrucción y la autodesactivación y, el cuarto, se refiere a las señales internacionales para los campos de minas y zonas minadas. 

i.
Registro.


En esta parte, el Anexo contiene una serie de especificaciones técnicas de ubicación de todos los artefactos a los cuales se aplica el presente Protocolo. 


Es importante destacar que queda prohibido el empleo de minas producidas después de la entrada en vigor del presente Protocolo, salvo que lleven en inglés o en el idioma nacional la siguiente información: nombre del país de origen, mes y año de fabricación y número de serie y número del lote. Estas marcas deberán ser legibles, duraderas y resistentes a los efectos ambientales, en la medida de lo posible.

ii.
Especificaciones sobre detectabilidad.


En este apartado se distingue aquellas minas producidas después del 1 de enero de 1997, de aquellas producidas con anterioridad a esa fecha.


En el primer caso, las minas deberán llevar incorporado un dispositivo que permita su detección con equipos técnicos de detección de minas fácilmente disponibles. En el caso de minas producidas antes del 1 de enero de 1997, llevarán este mismo mecanismo o se les fijará uno que no pueda separarse fácilmente.


Sin embargo, respecto de las minas producidas con anterioridad al 1 de enero de 1997, es posible aplazar el cumplimiento de la obligación señalada precedentemente por un período que no supere los 9 años contados desde la entrada en vigor del presente Protocolo. Esto se produce únicamente cuando el Estado en cuestión llegue a la conclusión de que no podrá cumplir con la obligación referida y así lo declare cuando manifieste su consentimiento de obligarse con el presente Protocolo. En nuestro caso, en el momento de la adhesión al Protocolo debiera producirse esta declaración si es necesaria.

iii.
Especificaciones sobre la autodestrucción y la autodesactivación.


Las minas antipersonal lanzadas a distancia deberán contar con un mecanismo de autodestrucción, que no permita dejar más del 10% de estos artefactos útiles, después de 30 días de colocados.


El mecanismo de autodesactivación que trata el Anexo Técnico permite que, combinado con el mecanismo de autodestrucción, no queden más de 1 por mil minas activadas en funcionamiento después de 120 días de colocadas. 


Sin embargo, todas las minas antipersonal no lanzadas a distancia que se empleen fuera de las zonas marcadas (según lo establecido en el artículo 5 del Protocolo), deberán cumplir con estos requisitos.


Al igual que en el caso de la detectabilidad, es posible aplazar el cumplimiento de estos requisitos, de la misma forma descrita en el apartado anterior, respecto de las minas fabricadas antes de la entrada en vigor del Protocolo, hasta por un período de 9 años.


Con todo, el derecho de aplazamiento descrito en este apartado es muy restrictivo, pues obliga en el caso de las minas antipersonal lanzadas a distancia a cumplir con el requisito de autodestrucción o autodesactivación; y con respecto a las demás minas antipersonal, cumplirá por lo menos con los requisitos de autodesactivación.

iv.
Señales internacionales para los campos de minas y zonas minadas.


Finalmente, este apartado contiene las indicaciones técnicas relativas a la forma y tamaño, así como un croquis, de los avisos o señales que deberán colocarse en forma visible para marcar los campos minados y zonas minadas. 


Es interesante destacar que la señal deberá contener la palabra “mina” en uno de los seis idiomas oficiales de la Convención (que incluye el español e inglés).

p.
Entrada en vigor.


El Protocolo II Enmendado entró en vigor internacional el 3 de diciembre de 1998, al completarse el número de ratificaciones necesarias.

q.
Estados Partes del Protocolo II Enmendado, Reservas y Declaraciones.


A la fecha, el Protocolo II Enmendado cuenta con 80 Estados Partes.


Dentro de los países latinoamericanos, son Estados Partes Argentina, Perú y Uruguay.


En materia de reservas, sólo Canadá ha realizado una. Este país se reservó el derecho de transferir y usar un pequeño número de minas prohibidas por este Protocolo para propósitos exclusivos de entrenamiento y prueba.


China ha sido el único país que ha ejercido el derecho de aplazamiento consagrado en el Anexo Técnico del Protocolo.


En materia de declaraciones, varios países han entendido que las disposiciones del presente instrumento internacional se aplican tanto en tiempo de guerra como de paz     (Irlanda, Suecia, Dinamarca, Finlandia, Alemania y Sudáfrica).

r.
Observaciones.


Los resultados obtenidos en la Conferencia de Revisión de 1996 (oportunidad en que se negoció el Protocolo II Modificado), fueron catalogados por algunos países como insatisfactorios, debido a que el Protocolo II Modificado no elimina completamente el uso de las minas terrestres antipersonal, sino que lo permite bajo ciertos requisitos y condiciones.


Esta situación originó que algunos países, terminada la Conferencia de Revisión, impulsaran un proceso negociador abierto (“open-ended”) denominado “Proceso de     Ottawa”, que concluyó con la firma en Canadá de la “Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción” de 1997. 


Aun cuando el Protocolo II Enmendado y la Convención de Ottawa tienen en común el hecho de regular un mismo artefacto militar, como son las minas terrestres antipersonal, es necesario precisar que el Protocolo II Enmendado, abarca otros artefactos distintos a las minas terrestres antipersonal.


Es necesario tener presente, además, que la Convención de Ottawa va mucho más lejos en el tratamiento de las M.T.A. que el Protocolo II Modificado, cuyo objetivo principal es la eliminación total de este tipo de armamento.


Con todo, al momento de adherirnos al Protocolo II se ha estimado necesario hacer una reserva, en el sentido de que para Chile prevalecerá la Convención de Ottawa respecto de las disposiciones que sobre la misma materia establece el Protocolo II Enmendado, relativas al tratamiento de las minas terrestres antipersonal.

3.
Protocolo III.


Este instrumento se denomina “Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Armas Incendiarias (Protocolo III)”.


El Protocolo III consta de dos artículos. El primero se refiere a ciertas definiciones y el segundo se refiere a la protección de las personas y bienes civiles.

a.
Definiciones.


El artículo 1 se inicia con la definición de “arma incendiaria”, que en síntesis se refiere a aquellos armamentos cuyo objetivo primordial es incendiar otros objetos o causar quemaduras mediante la acción de las llamas, del calor o una combinación de ambos tales como lanzallamas, cohetes, granadas, minas, bombas y otros contenedores de sustancias incendiarias.


El párrafo segundo del mismo artículo menciona que no se considerarán armas incendiarias aquellos artefactos cuyo efecto incendiario es secundario, incidental o no esté específicamente concebido para causar quemaduras a las personas.


El artículo continúa con otras definiciones como “concentración de personas civiles”, “objetivo militar”, “bienes de carácter civil” y “precauciones viables”.

b.
Protección de las personas civiles y los bienes de carácter civil.


El artículo 2 del Protocolo III menciona 4 prohibiciones sobre el empleo de este tipo de armamento.


Las prohibiciones son:

i.
El ataque con armas incendiarias a la población civil como tal, personas civiles y bienes de carácter civil.

ii.
El ataque a objetivos militares ubicados dentro de una concentración de personas civiles, con armas incendiarias lanzadas desde el aire.

iii.
El ataque a objetivos militares dentro de una concentración de personas civiles con armas incendiarias que no sean lanzadas desde el aire, salvo que el objetivo esté perfectamente delimitado y se tomen las precauciones viables para reducir los efectos incendiarios de éstas y los efectos incidentales sobre las personas civiles.

iv.
El ataque a bosques u otro tipo de cubierta vegetal, salvo cuando estos elementos naturales sean utilizados para proteger objetivos militares o sean el objetivo en sí.


El Protocolo III entró en vigor internacional el 2 de diciembre de 1983.


A la fecha, 85 Estados han ratificado o adherido al Protocolo III. En la región lo han hecho Argentina, Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Perú y Uruguay. Ninguno de estos países han efectuado reservas o declaraciones de importancia. 

4.
Protocolo IV.


Se trata del “Protocolo sobre Armas Láser Cegadoras (Protocolo IV)”.


El artículo 1 del Protocolo IV prohíbe el uso y la transferencia de armas concebidas, como única o una más de sus funciones de combate, la de producir ceguera permanente a la vista no amplificada, es decir, al ojo descubierto o al ojo provisto de dispositivos correctores de vista.


Por su parte, el artículo 2 obliga a las partes a adoptar todas las medidas viables para evitar el riesgo de ocasionar ceguera permanente a la vista no amplificada, tales como medidas de instrucción de sus fuerzas armadas y otras medidas prácticas.


El artículo 3 excluye de este Protocolo el empleo legítimo con fines militares de los sistemas láser que produzcan en forma fortuita o secundaria la ceguera, incluidos aquellos sistemas que se utilizan contra equipo óptico.


Finalmente, el artículo 4 define lo que se entiende por ceguera permanente.


El Protocolo IV entró en vigor internacional el 30 de julio de 1998 y cuenta con 60 Estados Partes. En la región, Argentina, Bolivia, Brasil, Canadá, México, Panamá y Perú lo han ratificado.


El Protocolo IV no presenta reservas hasta el momento y la mayoría de las declaraciones que existen tienen por objeto entender aplicable las disposiciones de este instrumento a toda circunstancia, ya sean éstas en tiempo de paz o de guerra.


En mérito de lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso       Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse la “Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente   Nocivas o de Efectos Indiscriminados”, adoptada en Ginebra el 10 de octubre de 1980, y sus IV Protocolos Anexos: el I, sobre Fragmentos Localizables, y el III, sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Armas Incendiarias, ambos adoptados en igual fecha que la Convención; el II (Enmendado), sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Minas, Armas Trampa, y otros Artefactos, adoptado el 3 de mayo de 1996, y el IV, sobre Armas Láser Cegadoras, adoptado el 13 de octubre de 1995.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro de Defensa Nacional”.


CONVENCIÓN SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES 

DEL EMPLEO DE CIERTAS ARMAS CONVENCIONALES 

QUE PUEDAN CONSIDERARSE EXCESIVAMENTE NOCIVAS 

O DE EFECTOS INDISCRIMINADOS

Las Altas Partes Contratantes,


Recordando que, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, todo Estado tiene el deber, en sus relaciones internacionales, de abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la soberanía, la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas,


Recordando además el principio general de la protección de la población civil contra los efectos de las hostilidades,


Basándose en el principio de derecho internacional según el cual el derecho de las partes en un conflicto armado a elegir los métodos o medios de hacer la guerra no es ilimitado, y en el principio que prohíbe el empleo, en los conflictos armados, de armas, proyectiles, materiales y métodos de hacer la guerra de naturaleza tal que causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios,


Recordando además que está prohibido el empleo de métodos o medios de hacer la guerra que hayan sido concebidos para causar, o de los que quepa prever que causen daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural,


Confirmando su decisión de que, en los casos no previstos en la presente Convención, en sus Protocolos anexos o en otros acuerdos internacionales, la población civil y los combatientes permanecerán, en todo momento, bajo la protección y la autoridad de los principios de derecho internacional derivados de la costumbre, de los principios de humanidad y de los dictados de la conciencia pública,


Deseando contribuir a la distensión internacional, a la terminación de la carrera de armamentos y a la instauración de la confianza entre los Estados y, por consiguiente, a la realización de la aspiración de todos los pueblos a vivir en paz,


Reconociendo la importancia de hacer todo lo posible para contribuir al logro de progresos conducentes al desarrollo general y completo bajo un control internacional estricto y eficaz,


Reafirmando la necesidad de continuar la codificación y el desarrollo progresivo de las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados,


Deseando prohibir o restringir aún más el empleo de ciertas armas convencionales y convencidos de que los resultados positivos que se logren en esta esfera podrán facilitar las conversaciones más importantes sobre desarme destinadas a poner fin a la producción, el almacenamiento y la proliferación de tales armas convencionales,


Poniendo de relieve la conveniencia de que todos los Estados se hagan partes en la presente Convención y sus Protocolos anexos, en particular los Estados militarmente importantes,


Teniendo presente que la Asamblea General de las Naciones Unidas y la Comisión de Desarme de las Naciones Unidas pueden decidir examinar la cuestión de una posible ampliación del alcance de las prohibiciones y las restricciones contenidas en la presente Convención y sus Protocolos anexos,


Teniendo presente que el Comité de Desarme puede decidir considerar la cuestión de adoptar nuevas medidas para prohibir o restringir el empleo de ciertas armas convencionales,


Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1

Ámbito de aplicación

La presente Convención y sus Protocolos anexos se aplicarán a las situaciones a que se hace referencia en el artículo 2 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativos a la protección de las víctimas de la guerra, incluida cualquiera de las situaciones descritas en el párrafo 4 del artículo 1 del Protocolo I adicional a los Convenios.

Artículo 2
Relaciones con otros acuerdos internacionales

Ninguna disposición de la presente Convención ni de sus Protocolos anexos se interpretará de forma que menoscabe otras obligaciones impuestas a las Altas Partes Contratantes por el derecho internacional humanitario aplicable en los conflictos armados.

Artículo 3

Firma

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, durante un período de 12 meses a partir del 10 de abril de 1981.

Artículo 4
Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión
1.
La presente Convención estará sujeta a la ratificación, aceptación o aprobación de los asignatarios. Cualquier Estado que no haya firmado la presente Convención podrá         adherirse a ella.

2.
Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión serán depositados en poder del Depositario.

3.
La manifestación del consentimiento en obligarse por cualquiera de los Protocolos anexos a la presente Convención será facultativa para cada Estado, a condición de que en el momento del depósito de su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, ese Estado notifique al Depositario su consentimiento en obligarse por dos o más de esos Protocolos.

4.
En cualquier momento después del depósito de su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, un Estado podrá notificar al Depositario su consentimiento en obligarse por cualquier Protocolo anexo por el que no esté ya obligado.

5.
Cualquier Protocolo por el que una Alta Parte Contratante esté obligada será para ella parte integrante de la presente Convención.

Artículo 5

Entrada en vigor
1.
La presente Convención entrará en vigor seis meses después de la fecha de depósito del vigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

2.
Para cualquier Estado que deposite su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión después de la fecha de depósito del vigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente Convención entrará en vigor seis meses después de la fecha de depósito del correspondiente instrumento por ese Estado.

3.
Cada uno de los Protocolos anexos a la presente Convención entrará en vigor seis meses después de la fecha en que 20 Estados hubieren notificado al Depositario su consentimiento en obligarse por él, de conformidad con los párrafos 3 ó 4 del artículo 4 de la presente Convención.

4.
Para cualquier Estado que notifique su consentimiento en obligarse por un Protocolo anexo a la presente Convención después de la fecha en que 20 Estados hubieren notificado su consentimiento en obligarse por él, el Protocolo entrará en vigor seis meses después de la fecha en que ese Estado haya notificado al Depositario su consentimiento en obligarse por dicho Protocolo.

Artículo 6

Difusión

Las Altas Partes Contratantes se comprometen a dar la difusión más amplia posible en sus países respectivos, tanto en tiempo de paz como en período de conflicto armado, a la presente Convención y a sus Protocolos anexos por los que estén obligadas y, en particular, a incorporar el estudio de ellos en los programas de instrucción militar, de modo que estos instrumentos sean conocidos por sus fuerzas armadas.

Artículo 7

Relaciones convencionales a partir de la entrada en vigor de la presente Convención
1.
Cuando una de las partes en un conflicto no esté obligada por un Protocolo anexo, las partes obligadas por la presente Convención y por ese Protocolo anexo seguirán obligadas por ellos en sus relaciones mutuas.

2.
Cualquier Alta Parte Contratante estará obligada por la presente Convención y por cualquiera de sus Protocolos anexos por el que ese Estado se haya obligado, en cualquier situación de las previstas en el artículo 1 y con relación a cualquier Estado que no sea parte en la presente Convención o que no esté obligado por el Protocolo de que se trate, si este último Estado acepta y aplica la presente Convención o el Protocolo anexo pertinente y así lo notifica al Depositario.

3.
El Depositario informará inmediatamente a las Altas Partes Contratantes interesadas de las notificaciones recibidas en virtud del párrafo 2 del presente artículo.

4.
La presente Convención y los Protocolos anexos por los que una Alta Parte Contratante esté obligada se aplicarán respecto de un conflicto armado contra esa Alta Parte Contratante, del tipo mencionado en el párrafo 4 del artículo 1 del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de la guerra:

a)
Cuando la Alta Parte Contratante sea también Parte en el Protocolo Adicional I y una autoridad como la mencionada en el párrafo 3 del artículo 96 de ese Protocolo se haya comprometido a aplicar los Convenios de Ginebra y el Protocolo I de conformidad con el párrafo 3 del artículo 96 del mencionado Protocolo, y se comprometa a aplicar la presente Convención y los pertinentes Protocolos con relación a ese conflicto; o

b)
Cuando la Alta Parte Contratante no sea parte en el Protocolo Adicional I y una autoridad del tipo mencionado en el apartado a) supra acepte y aplique las obligaciones establecidas en los Convenios de Ginebra y en la presente Convención y en los Protocolos anexos pertinentes con relación a ese conflicto. Tal aceptación y aplicación surtirán los efectos siguientes con relación a tal conflicto:

i)
los Convenios de Ginebra y la presente Convención y sus pertinentes Protocolos anexos entrarán en vigor respecto de las partes en el conflicto con efecto inmediato;

ii)
la mencionada autoridad asumirá los mismos derechos y las mismas obligaciones que una Alta Parte Contratante en los Convenios de Ginebra, en la presente Convención y en sus pertinentes Protocolos anexos; y

iii)
los Convenios de Ginebra, la presente Convención y sus pertinentes Protocolos anexos obligarán por igual a todas las partes en el conflicto.


La Alta Parte Contratante y la autoridad también podrán convenir en aceptar y aplicar las obligaciones establecidas en el Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra sobre una base recíproca.

Artículo 8

Examen y enmiendas
1.
a)
En cualquier momento después de la entrada en vigor de la presente Convención, cualquier Alta Parte Contratante podrá proponer enmiendas a la presente Convención o a cualquier Protocolo anexo por el que ese Estado esté obligado. Toda propuesta de enmienda será comunicada al Depositario, quien la notificará a todas las Altas Partes Contratantes y recabará su opinión sobre la conveniencia de convocar una conferencia para considerar la propuesta. Si una mayoría, que no deberá ser menor de 18 de las  Altas Partes Contratantes, conviniere en ello, el Depositario convocará sin demora una conferencia, a la que se invitará a todas las Altas Partes Contratantes. Los Estados no partes en la presente Convención serán invitados a la conferencia en calidad de observadores.

b)
Esa conferencia podrá aprobar enmiendas que se adoptarán y entrarán en vigor de la misma forma que la presente Convención y los Protocolos anexos, si bien las enmiendas a la Convención sólo podrán ser adoptadas por las Altas Partes Contratantes y las enmiendas a un determinado Protocolo anexo sólo podrán ser adoptadas por las Altas Partes Contratantes que estén obligadas por ese Protocolo.

2.
a)
En cualquier momento después de la entrada en vigor de la presente Convención, cualquier Alta Parte Contratante podrá proponer protocolos adicionales sobre otras categorías de armas convencionales no comprendidas en los Protocolos existentes. Toda propuesta de protocolo adicional será comunicada al Depositario, quien la notificará a todas las Artes Partes Contratantes de conformidad con el apartado 1 a) del presente artículo. Si una mayoría, que no deberá ser menor de 18 de las Altas Partes Contratantes, conviniere en ello, el Depositario convocará sin demora una conferencia, a la que se invitará a todos los Estados. 

b)
Esa conferencia podrá, con la participación plena de todos los Estados representados en ella, aprobar protocolos adicionales, que se adoptarán de la misma forma que la presente Convención, se anexarán a ella y entrarán en vigor de conformidad con los párrafos 3 y 4 del artículo 5 de la presente Convención.

3.
a)
Si, al cabo de un período de 10 años después de la entrada en vigor de la presente Convención no se hubiere convocado una conferencia de conformidad con los apartados 1 a) o 2 a) del presente artículo, cualquier Alta Parte Contratante podrá pedir al Depositario que convoque una conferencia, a la que se invitará a todas las Altas Partes Contratantes con objeto de examinar el ámbito y el funcionamiento de la presente Convención y de sus Protocolos anexos y de considerar cualquier propuesta de enmiendas a la Convención o a los Protocolos anexos existentes. Los Estados no partes en la Convención serán invitados a la conferencia en calidad de observadores. La conferencia podrá aprobar enmiendas, que se adoptarán y entrarán en vigor de conformidad con el apartado 1 b) supra. 

b)
Esa conferencia podrá asimismo considerar cualquier propuesta de protocolos adicionales sobre otras categorías de armas convencionales no comprendidas en los Protocolos anexos existentes. Todos los Estados representados en la conferencia podrán participar plenamente en la consideración de tales propuestas. Cualquier protocolo adicional será adoptado de la misma forma que la presente Convención, se anexará a ella y entrará en vigor de conformidad con los párrafos 3 y 4 del artículo 5.

c)
Esa conferencia podrá considerar si deben adoptarse disposiciones respecto de la convocación de otra conferencia a petición de cualquier Alta Parte Contratante si, al cabo de un período similar al mencionado en el apartado 3 a) del apartados 1 a) o 2 a) del presente artículo, no se ha convocado una conferencia de conformidad con los apartados 1 a) o 2 a) del presente artículo.

Artículo 9

Denuncia
1.
Cualquier Alta Parte Contratante podrá denunciar la presente Convención o cualquiera de sus Protocolos anexos, notificándolo así al Depositario.

2.
Cualquier denuncia de esta índole sólo surtirá efecto un año después de la recepción de la notificación por el Depositario. No obstante, si al expirar ese plazo la Alta Parte Contratante denunciante se halla en una de las situaciones previstas en el artículo 1, esa Parte continuará obligada por la presente Convención y los Protocolos anexos pertinentes hasta el fin del conflicto armado o de la ocupación y, en cualquier caso, hasta la terminación de las operaciones de liberación definitiva, repatriación o reasentamiento de las personas protegidas por las normas de derecho internacional aplicable en los conflictos armados; y, en el caso de cualquier Protocolo anexo que contenga disposiciones relativas a situaciones en las que fuerzas o misiones de las Naciones Unidas desempeñen funciones de mantenimiento de la paz, observación u otras similares en la zona de que se trate, hasta la terminación de tales funciones.

3.
Cualquier denuncia de la presente Convención se considerará que se extiende a todos los Protocolos anexos por los que la Alta Parte Contrantante esté obligada.

4.
Cualquier denuncia sólo surtirá efecto respecto de la Alta Parte Contratante que la formule.

5.
Ninguna denuncia afectará las obligaciones ya contraídas por tal Alta Parte Contratante denunciante, como consecuencia de un conflicto armado y en virtud de la presente Convención y de sus Protocolos anexos, en relación con cualquier acto cometido antes de que su denuncia resulte efectiva.


Artículo 10

Depositario
1.
El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario de la presente Convención y de sus Protocolos anexos.

2.
Además de sus funciones habituales, el Depositario informará a todos los Estados acerca de:

a)
las firmas de la presente Convención, conforme al artículo 3;

b)
el depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, conforme al artículo 4;

c)
las notificaciones del consentimiento en obligarse por los Protocolos anexos, conforme al artículo 4;

d)
las fechas de entrada en vigor de la presente Convención y de cada uno de sus Protocolos anexos, conforme al artículo 5; y

e)
las notificaciones de denuncia recibidas conforme al artículo 9, y las fechas en que éstas comiencen a surtir efecto.

Artículo 11

Textos auténticos

El original de la presente Convención con los Protocolos anexos, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del Depositario, el cual transmitirá copias certificadas conformes del mismo a todos los Estados.


Se prohíbe emplear cualquier arma cuyo efecto principal sea lesionar mediante fragmentos que no puedan localizarse por rayos X en el cuerpo humano.

PROTOCOLO SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES 

DEL EMPLEO DE ARMAS INCENDIARIAS

(PROTOCOLO III)

Artículo 1

Definiciones

A los efectos del presente Protocolo:

1.
Se entiende por “arma incendiaria” toda arma o munición concebida primordialmente para incendiar objetos o causar quemaduras a las personas mediante la acción de las llamas, del calor o de una combinación de ambos, producidos por reacción química de una sustancia que alcanza el blanco.

a)
Las armas incendiarias pueden consistir, por ejemplo, en lanzallamas “fougasses”, proyectiles explosivos, cohetes, granadas, minas, bombas y otros contenedores de sustancias incendiarias.

b)
Las armas incendiarias no incluyen:


i) las municiones que puedan tener efectos incendiarios incidentales, tales como municiones iluminantes, trazadoras, productoras de humo o sistemas de señalamiento;


ii) las municiones concebidas para combinar efectos de penetración, explosión o fragmentación con un efecto incendiario adicional, tales como los proyectiles perforantes de blindaje, los proyectiles explosivos de fragmentación, las bombas explosivas y otras municiones análogas de efectos combinados, en las que el efecto incendiario no esté específicamente concebido para causar quemaduras a las personas, sino a ser utilizado contra objetivos militares tales como vehículos blindados, aeronaves e instalaciones o servicios.

2.
Se entiende por “concentración de personas civiles” cualquier concentración de personas civiles, sea de carácter permanente o temporal, tales como las que existen en las partes habitadas de las ciudades, los pueblos o las aldeas habitados, o como en los campamentos o las columnas de refugiados o evacuados, o los grupos de nómadas.

3.
Se entiende por “objetivo militar”, en lo que respecta a los bienes, aquellos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca, en las circunstancias del caso, una ventaja militar definida.

4.
Se entiende por “bienes de carácter civil” todos los bienes que no son objetivos militares tal como están definidos en el párrafo 3.

5.
Se entiende por “precauciones viables” aquellas que son factibles o posibles en la práctica, habida cuenta de todas las circunstancias del caso, incluso las consideraciones humanitarias y militares.

Artículo 2

Protección de las personas civiles y los bienes

de carácter civil
1.
Queda prohibido en todas las circunstancias atacar con armas incendiarias a la población civil como tal, a personas civiles o a bienes de carácter civil.

2.
Queda prohibido en todas las circunstancias atacar con armas incendiarias lanzadas desde el aire cualquier objetivo militar ubicado dentro de una concentración de personas civiles.

3.
Queda asimismo prohibido atacar con armas incendiarias que no sean lanzadas desde el aire cualquier objetivo militar ubicado dentro de una concentración de personas civiles, salvo cuando ese objetivo militar esté claramente separado de la concentración de personas civiles y se hayan adoptado todas las precauciones viables para limitar los efectos incendiarios al objetivo militar y para evitar, y en cualquier caso reducir al mínimo, la muerte incidental de personas civiles, las lesiones a personas civiles y los daños a bienes de carácter civil.

4.
Queda prohibido atacar con armas incendiarias los bosques u otros tipos de cubierta vegetal, salvo cuando esos elementos naturales se utilicen para cubrir, ocultar o camuflar a combatientes u otros objetivos militares, o sean en sí mismos objetivos militares.


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIANO FERNÁNDEZ AMUNÁTEGUI, Subsecretario de Relaciones Exteriores”.


PROTOCOLO SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES DEL EMPLEO 

DE MINAS, ARMAS TRAMPA Y OTROS ARTEFACTOS SEGÚN 

FUE ENMENDADO EL 3 DE MAYO DE 1996 (PROTOCOLO II SEGÚN 

FUE ENMENDADO EL 3 DE MAYO DE 1996), ANEXO A LA CONVENCIÓN 

SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE CIERTAS 

ARMAS CONVENCIONALES QUE PUEDAN CONSIDERARSE 

EXCESIVAMENTE NOCIVAS O DE EFECTOS INDISCRIMINADOS

NACIONES UNIDAS

1996

ARTÍCULO I: PROTOCOLO ENMENDADO

Por el presente artículo queda enmendado el Protocolo sobre prohibiciones o restricciones del empleo de minas, armas trampa y otros artefactos (Protocolo II), anexo a la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse exclusivamente nocivas o de efectos indiscriminados (“la Convención”). El texto del Protocolo según fue enmendado es el siguiente:

“Protocolo sobre prohibiciones o restricciones del empleo de minas, armas 

trampa y otros artefactos según fue enmendado el 3 de mayo de 1996 

(Protocolo II según fue enmendado el 3 de mayo de 1996)

Artículo 1

Ámbito de aplicación
1.
El presente Protocolo se refiere al empleo en tierra de las minas, armas trampa y otros artefactos, que en él se definen, incluidas las minas sembradas para impedir el acceso a playas, el cruce de vías acuáticas o el cruce de ríos, pero no se aplica al empleo de minas antibuques en el mar o en vías acuáticas interiores.

2.
El presente Protocolo se aplicará, además de a las situaciones a que se refiere el artículo 1 de la Convención, a las situaciones a que se refiere el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949. El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos de violencia y otros actos análogos que no son conflictos armados.

3.
En el caso de conflictos que no sean de carácter internacional que tengan lugar en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes, cada parte en el conflicto estará obligada a aplicar las prohibiciones y restricciones del presente Protocolo.

4.
No podrá invocarse disposición alguna del presente Protocolo con el fin de menoscabar la soberanía de un Estado o la responsabilidad que incumbe al gobierno de mantener o restablecer el orden público en el Estado o de defender la unidad nacional y la integridad territorial del Estado por todos los medios legítimos.

5.
No podrá invocarse disposición alguna del presente Protocolo para justificar la intervención, directa o indirecta, sea cual fuere la razón, en un conflicto armado o en los asuntos internos o externos de la Alta Parte Contratante en cuyo territorio tenga lugar ese conflicto.

6.
La aplicación de las disposiciones del presente Protocolo a las partes en un conflicto, que no sean Altas Partes Contratantes, que hayan aceptado el presente Protocolo no modificará su estatuto jurídico ni la condición jurídica de un territorio en disputa, ya sea expresa o implícitamente.

Artículo 2

Definiciones

A los efectos del presente Protocolo:

1.
Por “mina” se entiende toda munición colocada debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u otra superficie cualquiera y concebida para explosionar por la presencia, la proximidad o el contacto de una persona o de un vehículo.

2.
Por “mina lanzada a distancia” se entiende toda mina no colocada directamente, sino lanzada por medio de artillería, misiles, cohetes, morteros o medios similares, o arrojada desde aeronaves. Las minas lanzadas, desde un sistema basado en tierra, a menos de 500 metros no se consideran “lanzadas a distancia”, siempre que se empleen de conformidad con el artículo 5 y demás artículos pertinentes del presente Protocolo.

3.
Por “mina antipersonal” se entiende toda mina concebida primordialmente para que explosiones por la presencia, la proximidad o el contacto de una persona y que incapacite, hiera o mate a una o más personas.

4.
Por “arma trampa” se entiende todo artefacto o material concebido, construido o adaptado para matar o herir, y que funcione inesperadamente cuando una persona mueva un objeto al parecer inofensivo, se aproxime a él o realice un acto que al parecer no entrañe riesgo alguno.

5.
Por “otros artefactos” se entiende las municiones y artefactos colocados manualmente, incluidos los artefactos explosivos improvisados, que estén concebidos para matar, herir o causar daños, y que sean accionados manualmente, por control remoto o de manera automática con efecto retardado.

6.
Por “objetivo militar”, en lo que respecta a los bienes, se entiende aquellos que, por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización, contribuyan eficazmente a la acción militar y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca, en las circunstancias del momento, una clara ventaja militar.

7.
Por “bienes de carácter civil” se entiende todos los bienes que no sean objetivos militares tal como están definidos en el párrafo 6 del presente artículo.

8.
Por “campo de minas” se entiende una zona determinada en la que se han colocado minas y por “zona minada” se entiende una zona que es peligrosa a causa de la presencia de minas. Por “campo de minas simulado” se entiende una zona libre de minas que aparenta ser un campo de minas. Por “campo de minas” se entiende también los campos de minas simulados.

9.
Por “registro” se entiende una operación de carácter material, administrativo y técnico cuyo objeto es obtener, a los efectos de su inclusión en registros oficiales, toda la información disponible que facilite la localización de campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos.

10. Por “mecanismo de autodestrucción” se entiende un mecanismo incorporado o agregado exteriormente, de funcionamiento automático, que causa la destrucción de la munición a la que se ha incorporado o agregado.

11. Por “mecanismo de autoneutralización” se entiende un mecanismo incorporado, de funcionamiento automático, que hace inoperativa la munición a la que se ha incorporado.

12. Por “autodesactivación” se entiende el hacer inoperativa, de manera automática, una munición mediante el agotamiento irreversible de un componente, por ejemplo una batería eléctrica, que sea esencial para el funcionamiento de la munición.

13. Por “control remoto” se entiende el control por mando a distancia.

14. Por “dispositivo antimanipulación” se entiende un dispositivo destinado a proteger una mina, que forma parte de la mina, está conectado o fijado a la mina, o colocado bajo ella, y que se activa cuando se intenta manipularla.

15. Por “transferencia” se entiende, además del traslado físico de minas desde o hacia el territorio nacional, la transferencia del dominio y del control sobre las minas, pero no se entenderá la trascendencia de territorio que contenga minas colocadas.

Artículo 3

Restricciones generales del empleo de minas, armas trampa y otros artefactos
1.
El presente artículo se aplica a:

a)
Las minas;

b)
Las armas trampa; y

c)
Otros artefactos.

2.
De conformidad con las disposiciones del presente Protocolo, cada Alta Parte Contratante o parte en un conflicto es responsable de todas las minas, armas trampa y otros artefactos que haya empleado, y se compromete a proceder a su limpieza, retirarlos, destruirlos o mantenerlos según lo previsto en el artículo 10 del presente Protocolo.

3.
Queda prohibido, en todas las circunstancias, emplear minas, armas trampa u otros artefactos, concebidos de tal forma o que sean de tal naturaleza, que causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios.

4.
Las armas a las que se aplica el presente artículo deberán cumplir estrictamente las normas y límites que se especifican en el Anexo Técnico respecto de cada categoría concreta.

5.
Queda prohibido el empleo de minas, armas trampa y otros artefactos provistos de un mecanismo o dispositivo concebido específicamente para hacer detonar la munición ante la presencia de detectores de minas fácilmente disponibles como resultado de su influencia magnética u otro tipo de influencia que no sea el contacto directo durante su utilización normal en operaciones de detección.

6.
Queda prohibido emplear minas con autodesactivación provistas de un dispositivo antimanipulación diseñado de modo que este dispositivo pueda funcionar después de que la mina ya no pueda hacerlo.

7.
Queda prohibido, en todas las circunstancias, emplear las armas a las que se aplica el presente artículo, sea como medio de ataque, como medio de defensa o a título de represalia, contra la población civil propiamente dicha o contra personas civiles o bienes de carácter civil.

8.
Queda prohibido el empleo indiscriminado de las armas a las que se aplica el presente artículo. Empleo indiscriminado es cualquier ubicación de estas armas:

a)
Que no se encuentre en un objetivo militar ni esté dirigido contra un objetivo militar. En caso de duda de si un objeto que normalmente se destina a fines civiles, como un lugar de culto, una casa u otro tipo de vivienda, o una escuela, se utiliza con el fin de contribuir efectivamente a una acción militar, se presumirá que no se utiliza con tal fin;

b)
En que se recurra a un método o medio de lanzamiento que no pueda ser dirigido contra un objetivo militar determinado; o

c)
Del que se pueda prever que cause fortuitamente pérdidas de vidas de personas civiles, heridas a personas civiles, daños a bienes de carácter civil o más de uno de estos efectos, que serían excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista.

9.
No se considerarán como un solo objetivo militar diversos objetivos militares claramente separados e individualizados que se encuentren en una ciudad, pueblo, aldea u otra zona en la que haya una concentración análoga de personas civiles o bienes de carácter civil.

10. Se tomarán todas las precauciones viables para proteger a las personas civiles de los efectos de las armas a las que se aplica el presente artículo. Precauciones viables son aquellas factibles o posibles en la práctica, habida cuenta de todas las circunstancias del caso, incluidas consideraciones humanitarias y militares. Entre otras, estas circunstancias incluyen:

a)
El efecto a corto y a largo plazo de las minas sobre la población civil local durante el período en que esté activo el campo de minas;

b)
Posibles medidas para proteger a las personas civiles (por ejemplo, cercas, señales, avisos y vigilancia);

c)
La disponibilidad y viabilidad de emplear alternativas; y

d)
Las necesidades militares de un campo de minas a corto y a largo plazo.

11. Se dará por adelantado aviso eficaz de cualquier ubicación de minas, armas trampa y otros artefactos que puedan afectar a la población civil, salvo que las circunstancias no lo permitan.

Artículo 4

Restricciones del empleo de minas antipersonal

Queda prohibido el empleo de toda mina antipersonal que no sea detectable, según se especifica en el párrafo 2 del Anexo Técnico.

Artículo 5

Restricciones del empleo de minas antipersonal 

que no sean minas lanzadas a distancia
1.
El presente artículo se aplica a las minas antipersonal que no sean minas lanzadas a distancia.

2.
Queda prohibido el empleo de las armas a las que se aplica el presente artículo que no se ajusten a lo dispuesto en el Anexo Técnico respecto de la autodestrucción y la autodesactivación, a menos que:

a)
Esas armas se coloquen en una zona con el perímetro marcado que esté vigilada por personal militar y protegida por cercas u otros medios para garantizar la exclusión efectiva de personas civiles de la zona. Las marcas deberán ser inconfundibles y duraderas y ser por lo menos visibles a una persona que esté a punto de penetrar en la zona con el perímetro marcado; y

b)
Se proceda a limpiar la zona de esas armas antes de abandonarla, a no ser que se entregue el control de la zona a las fuerzas de otro Estado que acepten la responsabilidad del mantenimiento de las protecciones exigidas por el presente artículo y la remoción subsiguiente de esas armas.

3.
Una parte en un conflicto sólo quedará exenta del ulterior cumplimiento de las disposiciones de los apartados a) y b) del párrafo 2 del presente artículo cuando no sea posible tal cumplimiento debido a la pérdida de control de la zona por la fuerza como resultado de una acción militar enemiga, incluidas las situaciones en que la acción militar directa del enemigo impida ese cumplimiento. Si esa parte recupera el control de la zona, reanudará el cumplimiento de las disposiciones de los apartados a) y b) del párrafo 2 del presente artículo.

4.
Si las fuerzas de una parte en un conflicto toman el control de una zona en la que se hayan colocado armas a las que se aplica el presente artículo, dichas fuerzas mantendrán y, en caso necesario, establecerán, en la mayor medida posible, las protecciones exigidas en el presente artículo hasta que se haya procedido a limpiar la zona de esas armas.

5.
Se adoptarán todas las medidas viables para impedir la retirada, desfiguración, destrucción u ocultación, no autorizada, de cualquier dispositivo, sistema o material utilizado para delimitar el perímetro de una zona con el perímetro marcado.

6.
Las armas a las que se aplica el presente artículo que lancen fragmentos en un arco horizontal de menos de 90º que estén colocadas en la superficie del terreno o por encima de ésta podrán ser empleadas sin las medidas previstas en el párrafo 2 a) del presente artículo durante un plazo máximo de 72 horas, si:

a)
Están situadas en la proximidad inmediata de la unidad militar que las haya colocado; y

b)
La zona está supervisada por personal militar que garantice la exclusión efectiva de toda persona civil.

Artículo 6

Restricciones del empleo de las minas lanzadas a distancia
1.
Queda prohibido emplear minas lanzadas a distancia a menos que estén registradas conforme a lo dispuesto en el apartado b) del párrafo 1 del Anexo Técnico.

2.
Queda prohibido emplear minas antipersonal lanzadas a distancia que no se ajusten a lo dispuesto en el Anexo Técnico respecto de la autodestrucción y la autodesactivación.

3.
Queda prohibido emplear minas lanzadas a distancia distintas de las minas antipersonal, a menos que, en la medida de lo posible, estén provistas de un mecanismo eficaz de autodestrucción o autoneutralización, y tengan un dispositivo de autodesactivación de reserva diseñado de modo que las minas no funcionen ya como minas tan pronto como se prevea que vayan a dejar de cumplir la finalidad militar para la que fueron colocadas.

4.
Se dará, por adelantado, aviso eficaz de cualquier lanzamiento de minas a distancia que pueda afectar a la población civil, salvo que las circunstancias no lo permitan.

Artículo 7

Prohibiciones del empleo de armas trampa y otros artefactos
1.
Sin perjuicio de las normas del derecho internacional aplicables en los conflictos armados con respecto a la traición y la perfidia, queda prohibido, en todas las circunstancias, emplear armas trampa y otros artefactos que estén de algún modo vinculados o relacionados con:

a)
Emblemas, signos o señales protectores reconocidos internacionalmente;

b)
Personas enfermas, heridas o muertas;

c)
Sepulturas, crematorios o cementerios;

d)
Instalaciones, equipo, suministros o transportes sanitarios;

e)
Juguetes u otros objetos portátiles o productos destinados especialmente a la alimentación, la salud, la higiene, el vestido o la educación de los niños;

f)
Alimentos o bebidas;

g)
Utensilios o aparatos de cocina, excepto en establecimientos militares, locales militares o almacenes militares;

h)
Objetos de carácter claramente religioso;

i)
Monumentos históricos, obras de arte o lugares de culto, que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos; o

j)
Animales vivos o muertos.

2.
Queda prohibido el empleo de armas trampa u otros artefactos con forma de objetos portátiles aparentemente inofensivos, que estén especialmente diseñados y construidos para contener material explosivo.

3.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3, queda prohibido el empleo de las armas a las que se aplica el presente artículo en cualquier ciudad, pueblo, aldea u otra zona donde se encuentre una concentración similar de civiles, en la que no tengan lugar combates entre las fuerzas de tierra o no parezcan inminentes, a menos que:

a)
Estén ubicadas en un objetivo militar o en su inmediata proximidad; o

b)
Se tomen medidas para proteger a los civiles de sus efectos, por ejemplo, mediante centinelas, señales o actos de advertencia o cercas.

Artículo 8

Transferencias
1.
A fin de promover los propósitos del presente Protocolo, cada Alta Parte Contratante:

a)
Se compromete a no transferir ningún tipo de minas cuyo uso esté prohibido en virtud del presente Protocolo;

b)
Se compromete a no transferir minas a ningún receptor distinto de un Estado o agencia estatal autorizado para recibir tales transferencias;

c)
Se compromete a ser restrictiva en la transferencia de todo tipo de minas cuyo empleo esté restringido por el presente Protocolo. En particular, las Altas Partes Contratantes se comprometen a no transferir minas antipersonal a los Estados que no estén obligados por el presente Protocolo, a menos que el Estado receptor convenga en aplicar el presente Protocolo; y

d)
Se compromete a garantizar que, al realizar cualquier transferencia con arreglo al presente artículo, tanto el Estado transferente como el Estado receptor lo hagan de plena conformidad con las disposiciones pertinentes del presente Protocolo y con las normas aplicables del derecho humanitario internacional.

2.
En caso de que una Alta Parte Contratante declare que va a aplazar el cumplimiento de algunas disposiciones concretas para el empleo de determinadas minas, según se dispone en el Anexo Técnico, se seguirá aplicando de todas formas a esas minas el apartado a) del párrafo 1 del presente artículo.

3.
Hasta la entrada en vigor del presente Protocolo, todas las Altas Partes Contratantes se abstendrán de todo tipo de acciones que sean incompatibles con el apartado a) del párrafo 1 del presente artículo.


Artículo 9

Registro y utilización de información sobre campos de minas, 

zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos
1.
Toda la información concerniente a campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos se registrará de conformidad con las disposiciones del Anexo Técnico.

2.
Todos los registros mencionados serán conservados por las partes en un conflicto, las cuales adoptarán, sin demora, tras el cese de las hostilidades activas, todas las medidas necesarias y apropiadas, incluida la utilización de esa información, para proteger a las personas civiles de los efectos de campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos en las zonas bajo su control.


Al mismo tiempo, facilitarán también a la otra parte o a las otras partes en el conflicto y al Secretario General de las Naciones Unidas toda la información que posean respecto de los campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos colocados por ellas en las zonas que ya no estén bajo su control; no obstante, y a condición de que haya reciprocidad, cuando las fuerzas de una parte en el conflicto estén en el territorio de una parte contraria, cada una de las partes podrá abstenerse de facilitar esa información al secretario General y a la otra parte, en la medida en que lo exijan sus intereses de seguridad, hasta que ninguna parte se encuentre en el territorio de la otra. En este último caso, la información retenida se divulgará tan pronto como lo permitan dichos intereses de seguridad. Siempre que sea factible, las partes en el conflicto procurarán, por mutuo acuerdo, disponer la divulgación de esa información lo antes posible y de modo acorde con los intereses de seguridad de cada parte.

3.
El presente artículo se entiende sin perjuicio de las disposiciones de los artículos 10 y 12 del presente Protocolo.

Artículo 10

Remoción de campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa 

y otros artefactos y cooperación internacional
1.
Sin demora alguna tras del cese de las hostilidades activas, se deberá limpiar, remover, destruir o mantener de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 y en el párrafo 2 del artículo 5 del presente Protocolo todos los campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos.

2.
Incumbe a las Altas Partes Contratantes y a las partes en un conflicto esa responsabilidad respecto de los campos de minas, las zonas minadas, las minas, las armas trampa y otros artefactos que se encuentren en zonas que estén bajo su control.

3.
Respecto de los campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos colocados por una parte en zonas sobre las que ya no ejerza control, esta parte facilitará a la parte que ejerza el control, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artículo, en la medida que esa parte lo permita, la asistencia técnica y material que se necesite para cumplir esa responsabilidad.

4.
Siempre que sea necesario, las partes se esforzarán por llegar a un acuerdo entre sí y, cuando proceda, con otros Estados y organizaciones internacionales, acerca del suministro de asistencia técnica y material, incluida, en las circunstancias adecuadas, la organización de las operaciones conjuntas que sean necesarias para cumplir esas responsabilidades.


Artículo 11

Cooperación y asistencia técnica
1.
Cada Alta Parte Contratante se compromete a facilitar el intercambio más completo posible de equipo, material e información científica y técnica en relación con la aplicación del presente Protocolo y los medios para la limpieza de minas, y tendrá el derecho a participar en ese intercambio. En particular, las Altas Partes Contratantes no impondrán restricciones indebidas al suministro de equipo de limpieza de minas y de la correspondiente información técnica con fines humanitarios.

2.
Cada Alta Parte Contratante se compromete a proporcionar información a la base de datos sobre limpieza de minas establecida en el Sistema de las Naciones Unidas, en especial la información relativa a los diversos medios y tecnologías de limpieza de minas, así como listas de expertos, organismos de especialistas o centros de contacto nacionales para la limpieza de minas.

3.
Cada Alta Parte Contratante que esté en condiciones de hacerlo proporcionará asistencia para la limpieza de minas por conducto del Sistema de las Naciones Unidas, de otros órganos internacionales o sobre una base bilateral, o contribuirá al Fondo Voluntario de las Naciones Unidas para Asistencia a la Limpieza de Minas.

4.
Las solicitudes de asistencia presentadas por las Altas Parte Contratantes, fundamentadas en la información pertinente, podrán presentarse a las Naciones Unidas, a otros órganos competentes o a otros Estados. Esas solicitudes podrán presentarse al Secretario General de las Naciones Unidas, quien las transmitirá a todas las Altas Partes Contratantes y a las organizaciones internacionales competentes.

5.
En caso de solicitudes hechas a las Naciones Unidas, el Secretario General de las Naciones Unidas, con cargo a los recursos de que él disponga, podrá tomar medidas apropiadas para evaluar la situación y, en cooperación con la Alta Parte Contratante solicitante, determinará el suministro apropiado de asistencia para la limpieza de minas o la aplicación del Protocolo. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá asimismo informar a las altas Partes Contratantes de esa evaluación y también del tipo y alcance de la asistencia solicitada.

6.
Sin perjuicio de sus disposiciones constitucionales y demás disposiciones legales, las  Altas Partes Contratantes se comprometen a cooperar y a transferir tecnología para facilitar la aplicación de las prohibiciones y restricciones pertinentes establecidas en el presente Protocolo.

7.
Cada Alta Parte Contratante tendrá derecho a pedir y recibir asistencia técnica, cuando proceda, de otra Alta Parte Contratante en relación con la tecnología específica pertinente, que no sea tecnología de armas, según sea necesario y viable, con miras a reducir cualquier período de aplazamiento previsto en las disposiciones del Anexo Técnico.

Artículo 12

Protección contra los efectos de los campos de minas, zonas minadas, 

minas, armas trampa y otros artefactos
1.
Aplicación.

a)
Con la excepción de las fuerzas y misiones que se mencionan en el inciso i) del apartado a) del párrafo 2 del presente artículo, el presente artículo solamente se aplica a las misiones que desempeñen funciones en una zona con el consentimiento de la Alta Parte Contratante en cuyo territorio se desempeñen esas funciones.

b)
La aplicación de las disposiciones del presente artículo a partes en un conflicto que no sean Altas Partes Contratantes no modificará su estatuto jurídico o la condición jurídica de un territorio disputado, bien sea explícita o implícitamente.

c)
Las disposiciones del presente artículo se aplicarán sin perjuicio del derecho internacional humanitario en vigor u otros instrumentos internacionales, según proceda, o de decisiones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que dispongan un nivel de protección más elevado para el personal que desempeñe sus funciones de conformidad con el presente artículo.

2.
Fuerzas y misiones de mantenimiento de la paz y de otra índole.

a)
El presente párrafo se aplica a:

i)
toda fuerza o misión de las Naciones Unidas que desempeñe funciones de mantenimiento de la paz, observación u otras funciones análogas en una zona de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas; y

ii)
toda misión establecida de conformidad con el Capítulo VIII de la Carta de las    Naciones Unidas y que desempeñe sus funciones en la zona de un conflicto.

b)
Cada una de las Altas Partes Contratantes o de las partes en un conflicto, si se lo solicita el jefe de una fuerza o misión a la que se aplique el presente párrafo, deberá:

i)
adoptar, dentro de lo posible, las medidas que sean necesarias para proteger a la fuerza o misión de los efectos de minas, armas trampa y otros artefactos, que se encuentren en la zona bajo su control;

ii)
si es necesario para proteger eficazmente a ese personal, remover o hacer inocuas, dentro de lo posible, todas las minas, armas trampa y otros artefactos de esa zona; y

iii)
informar al jefe de la fuerza o misión acerca de la ubicación de todos los campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos conocidos en la zona en que la fuerza o misión desempeñe sus funciones y, en la medida de lo posible, poner a disposición del jefe de la fuerza o misión toda la información que esté en poder de esa parte respecto de esos campos de minas, zonas minadas, minas, armas trampa y otros artefactos.

3.
Misiones humanitarias y de investigación de las Naciones Unidas.

a)
El presente párrafo se aplica a toda misión humanitaria o de investigación del Sistema de las Naciones Unidas.

b)
Cada Alta Parte Contratante o parte en un conflicto, si se lo solicita el jefe de una misión a la que se aplique el presente párrafo, deberá:

i)
proporcionar al personal de la misión las protecciones indicadas en el inciso i) del apartado b) del párrafo 2 del presente artículo; y

ii)
en caso de que sea necesario acceder a algún lugar bajo su control o pasar por él para el desempeño de las funciones de la misión y a fin de ofrecer al personal de la misión acceso seguro hacia ese lugar o a través de él:

aa) a menos que lo impidan las hostilidades en curso, informar al jefe de la misión acerca de una ruta segura hacia ese lugar, cuando disponga de esa información; o

bb) cuando no se proporcione información que señale una ruta segura de conformidad con el subinciso aa), en la medida de lo necesario y factible, abrir un pasillo a través de los campos de minas.


4.
Misiones del Comité Internacional de la Cruz Roja.

a)
El presente párrafo se aplica a toda misión del Comité Internacional de la Cruz Roja que desempeñe funciones con el consentimiento del Estado o los Estados anfitriones de conformidad con lo previsto en los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y, en su caso, de sus Protocolos adicionales.

b)
Cada una de las Altas Partes Contratantes o partes en un conflicto, si se lo solicita el jefe de una misión a la que se aplique el presente párrafo, deberá:


i) proporcionar al personal de la misión las protecciones indicadas en el inciso i) del apartado b) del párrafo 2 del presente artículo; y


ii) adoptar las medidas previstas en el inciso ii) del apartado b) del párrafo 3 del presente artículo.

5.
Otras misiones humanitarias y misiones de investigación.

a)
En la medida en que no les sean aplicables los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, se aplicará el presente párrafo a las siguientes misiones cuando desempeñen funciones en la zona de un conflicto o presten asistencia a las víctimas del mismo:

i)
toda misión humanitaria de una sociedad nacional de la Cruz Roja o de la Media Luna Roja o de su Federación Internacional;

ii)
toda misión de una organización humanitaria imparcial, incluida toda misión humanitaria imparcial de limpieza de minas; y

iii) toda misión de investigación establecida de conformidad con las disposiciones de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y, en su caso, de sus Protocolos adicionales.

b)
Cada una de las Altas Partes Contratantes o partes en un conflicto, si se lo solicita el jefe de una misión a la que se aplique el presente párrafo, deberá, en la medida de lo posible:

i)
proporcionar al personal de la misión las protecciones indicadas en el inciso i) del apartado b) del párrafo 2 del presente artículo; y

ii)
adoptar las medidas previstas en el inciso ii) del apartado b) del párrafo 3 del presente artículo.

6.
Confidencialidad.


Toda la información proporcionada confidencialmente de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo será tratada por quien la reciba de manera estrictamente confidencial y no se divulgará fuera de la fuerza o la misión del caso sin la autorización expresa de quien la hubiera facilitado.

7.
Respeto de las leyes y reglamentos.


Sin perjuicio de los privilegios e inmunidades de que pueda gozar, o de las exigencias de sus funciones, el personal que participe en las fuerzas y misiones a que se refiere el presente artículo deberá:

a)
Respetar las leyes y reglamentos del Estado anfitrión; y

b)
Abstenerse de toda medida o actividad que sea incompatible con el carácter imparcial e internacional de sus funciones.


Artículo 13

Consultas entre las Altas Partes Contratantes
1
Las Altas Partes Contratantes se comprometen a consultarse y a cooperar entre sí con respecto a toda cuestión relativa a la aplicación del presente Protocolo. A tal efecto, se celebrarán anualmente conferencias de las Altas Partes Contratantes.

2.
La participación de las Altas Partes Contratantes en la conferencia anual vendrá determinada por el reglamento en que ellas convengan.

3.
La labor de la Conferencia comprenderá:

a)
El examen de la aplicación y condición del presente Protocolo;

b)
Estudio de los asuntos que se planteen a raíz de los informes de las Altas Partes Contratantes conforme a lo dispuesto en el párrafo 4 del presente artículo;

c)
La preparación de conferencias de revisión;

d)
Estudio de los adelantos tecnológicos aplicables a la protección de civiles contra los efectos indiscriminados de las minas.

4.
Las Altas Partes Contratantes presentarán informes anuales al Depositario, el cual los distribuirá entre todas las Altas Partes Contratantes con antelación a la conferencia, acerca de cualquiera de los siguientes asuntos:

a)
Difusión de información sobre el presente Protocolo entre sus fuerzas armadas y la población civil;

b)
Programas de limpieza de minas y de rehabilitación;

c)
Medidas adoptadas para satisfacer los requisitos técnicos del presente Protocolo, y cualquier otra información pertinente al respecto;

d)
Legislación concerniente al presente Protocolo;

e)
Medidas adoptadas acerca del intercambio internacional de información técnica, cooperación internacional en materia de limpieza de minas y asistencia y cooperación técnicas; y

f)
Otros asuntos pertinentes.

5.
El costo de la Conferencia de las Altas Partes Contratantes será sufragado por las Altas Partes Contratantes y los Estados que no son parte que participen en la labor de la conferencia, de conformidad con la escala de cuotas de las Naciones Unidas convenientemente ajustada.

Artículo 14

Cumplimiento
1.
Cada una de las Altas Partes Contratantes adoptará todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas y de otra índole, para prevenir y reprimir las violaciones del presente Protocolo cometidas por personas o en territorios sujetos a su jurisdicción o control.

2.
Entre las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo figuran medidas pertinentes para garantizar la imposición de sanciones penales a las personas que, en relación con un conflicto armado y en contravención de las disposiciones del presente Protocolo, causen deliberadamente la muerte o lesiones graves a civiles, y la comparecencia de esas personas ante la justicia.

3.
Cada una de las Altas Partes Contratantes exigirá también que sus Fuerzas Armadas dicten las instrucciones militares y elaboren los procedimientos de operación pertinentes y que el personal de las Fuerzas Armadas reciba una formación acorde con sus obligaciones y responsabilidades para cumplir las disposiciones del presente Protocolo.

4.
Las Altas Partes Contratantes se comprometen a consultarse y a cooperar entre sí, bilateralmente, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas o por otro procedimiento internacional pertinente, para resolver cualquier problema que pueda surgir con respecto a la interpretación y aplicación de las disposiciones del presente Protocolo.

Anexo Técnico
1.
Registro.

a)
El registro de la ubicación de las minas que no sean minas lanzadas a distancia, campos de minas, zonas minadas, armas trampa y otros artefactos se hará de conformidad con las disposiciones siguientes:

i)
Se especificará con exactitud la ubicación de los campos de minas, zonas minadas, zonas de armas trampa y otros artefactos en relación con las coordenadas de por lo menos dos puntos de referencia y las dimensiones estimadas de la zona en que se encuentren esas armas en relación con esos puntos de referencia;

ii)
Se confeccionarán mapas, diagramas u otros registros de modo que se indique en ellos la ubicación de los campos de minas, zonas minadas, armas trampa y otros artefactos en relación con puntos de referencia, indicándose además en esos registros sus perímetros y extensiones; y

iii) A los efectos de la detección y limpieza de minas, armas trampa y otros artefactos, los mapas, diagramas o demás registros contendrán información completa sobre el tipo, el número, el método de colocación, el tipo de espoleta y el período de actividad, la fecha y la hora de ubicación, los dispositivos antimanipulación (si los hubiere) y otra información pertinente respecto de todas esas armas colocadas. Siempre que sea posible, el registro del campo de minas indicará la situación exacta de cada mina; salvo en los campos de minas sembrados en hileras, donde bastará conocer la situación de la hilera. La situación precisa y el mecanismo de accionamiento de cada una de las armas trampa colocadas serán registrados individualmente.

b)
Tanto la ubicación estimada como la zona de las minas lanzadas a distancia deberán especificarse mediante las coordinadas de puntos de referencia (normalmente puntos situados en las esquinas) y deberán determinarse y, siempre que sea posible, señalarse sobre el terreno en la primera oportunidad posible. También se registrará el número total y el tipo de minas colocadas, la fecha y la hora de ubicación y los períodos de autodestrucción.

c)
Se conservarán ejemplares de los registros a un nivel de mando que permita garantizar su seguridad en la medida de lo posible.

d)
Queda prohibido el empleo de minas producidas después de la entrada en vigor del presente Protocolo, salvo que lleven marcadas, en inglés o en el idioma o idiomas nacionales respectivos, la información siguiente:

i)
nombre del país de origen;

ii)
mes y año de fabricación;

iii) número de serie o número del lote.


Las marcas serán visibles, legibles, duraderas y resistentes a los efectos ambientales, en la medida de lo posible.

2.
Especificaciones sobre detectabilidad.

a)
Las minas antipersonal producidas después del 1 de enero de 1997 llevarán incorporado un material o dispositivo que permita su detección con equipo técnico de detección de minas fácilmente disponible y que dé una señal de respuesta equivalente a 8 gramos, o más, de hierro en una sola masa homogénea.

b)
Las minas antipersonal producidas antes del 1 de enero de 1997 llevarán incorporado, o se les fijará antes de su colocación, de manera que no se pueda separar fácilmente, un material o dispositivo que permita su detección con equipo técnico de detección de minas fácilmente disponible y que dé una señal de respuesta equivalente a 8 gramos, o más, de hierro en una sola masa homogénea.

c)
En el caso de que una Alta Parte Contratante llegue a la conclusión de que no puede cumplir de inmediato con lo dispuesto en el apartado b), podrá declarar, cuando notifique su consentimiento a quedar obligada por el presente Protocolo, que aplaza el cumplimiento de dicho apartado por un período no superior a nueve años contado a partir de la entrada en vigor del presente Protocolo. Mientras tanto, reducirá al mínimo, en la medida de lo posible, el empleo de minas antipersonal que no cumplan esas disposiciones.

3.
Especificaciones sobre la autodestrucción y la autodesactivación.

a)
Todas las minas antipersonal lanzadas a distancia se diseñarán y construirán de modo que, dentro de los 30 días siguientes de haber sido colocadas, no queden sin autodestruirse más del 10% de las minas activadas, y cada mina contará con un dispositivo de autodesactivación de reserva diseñado y construido a fin de que, en combinación con el mecanismo de autodestrucción, no más de una de cada mil minas activadas siga funcionando como tal 120 días después de haber sido colocada.

b)
Todas las minas antipersonal no lanzadas a distancia que se empleen fuera de las zonas marcadas, según se definen en el artículo 5 del presente Protocolo, cumplirán los requisitos de autodestrucción y autodesactivación estipulados en el apartado a).

c)
En el caso de que una Alta Parte Contratante llegue a la conclusión de que no puede cumplir de inmediato con lo dispuesto en los apartados a) y/o b), podrá declarar, cuando notifique su consentimiento a quedar obligada por el presente Protocolo, que aplaza el cumplimiento de los apartados a) y/o b), con respecto a las minas fabricadas antes de su entrada en vigor, por un período no superior a nueve años contado a partir de la entrada en vigor del presente Protocolo.


Durante ese período de aplazamiento, la Alta Parte Contratante:

i)
se esforzará por reducir al mínimo, en la medida posible, el empleo de minas antipersonal que no se ajusten a esas disposiciones; y

ii)
en lo que respecta a las minas antipersonal lanzadas a distancia, cumplirá los requisitos de autodestrucción o bien los de autodesactivación, y con respecto a las demás minas antipersonal cumplirá por lo menos los requisitos de autodesactivación.

4.
Señales internacionales para los campos de minas y zonas minadas.


Se utilizarán señales análogas a las del ejemplo adjunto y según se especifican a continuación para marcar los campos de minas y zonas minadas a fin de que sean visibles y reconocibles para la población civil:

a)
Tamaño y forma: un triángulo o un cuadrilátero no menor de 28 cm (11 pulgadas) por 20 cm (7,9 pulgadas) para el triángulo y de 15 cm (6 pulgadas) de lado para el cuadrilátero.

b)
Color: rojo o naranja con un borde amarillo reflectante.

c)
Símbolo: el símbolo que se da como ejemplo en el modelo adjunto o cualquier otro símbolo fácilmente reconocible en la zona en que haya de colocarse para identificar una zona peligrosa.

d)
Idioma: la señal deberá contener la palabra “minas” en uno de los seis idiomas oficiales de la presente Convención (árabe, chino, español, inglés, francés y ruso) y en el idioma o los idiomas que se utilicen en la zona.

e)
Separación: las señales deberán colocarse en torno del campo de minas o la zona minada a una distancia que permita que un civil que se acerque a la zona las vea perfectamente desde cualquier punto.

***CUADRO***

ARTÍCULO II: ENTRADA EN VIGOR

El presente Protocolo enmendado entrará en vigor conforme a lo dispuesto en el apartado b) del párrafo 1 del artículo 8 de la Convención.


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIANO FERNÁNDEZ AMUNÁTEGUI, Subsecretario de Relaciones Exteriores”.

PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN SOBRE PROHIBICIONES 

O RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE CIERTAS ARMAS CONVENCIONALES 

QUE PUEDAN CONSIDERARSE EXCESIVAMENTE NOCIVAS 

O DE EFECTOS INDISCRIMINADOS
ARTÍCULO 1: PROTOCOLO ADICIONAL

El siguiente protocolo se anexará como Protocolo IV a la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados (“la Convención”):

“Protocolo sobre armas láser cegadoras

(Protocolo IV)”

Artículo 1

Queda prohibido emplear armas láser específicamente concebidas, como única o una más de sus funciones de combate, para causar ceguera permanente a la vista no amplificada, es decir, al ojo descubierto o al ojo provisto de dispositivos correctores de la vida. Las Altas Partes Contratantes no transferirán armas de esta índole a ningún Estado ni a ninguna entidad no estatal.

Artículo 2

En el empleo de sistemas láser, las Altas Partes Contratantes adoptarán todas las precauciones que sean viables para evitar el riesgo de ocasionar ceguera permanente a la vista no amplificada. Esas precauciones consistirán en medidas de instrucción de sus fuerzas armadas y otras medidas prácticas.

Artículo 3

La ceguera como efecto fortuito o secundario del empleo legítimo con fines militares de sistemas láser, incluido el empleo de los sistemas láser utilizados contra equipo óptico, no está comprendida en la prohibición del presente Protocolo.

Artículo 4

A los efectos del presente Protocolo, por “ceguera permanente” se entiende una pérdida irreversible y no corregible de la vista que sea gravemente discapacitante y sin perspectivas de recuperación. La discapacidad grave equivale a una agudeza visual inferior a 20/200 en ambos ojos, medida según la prueba de Snellen”.


ARTÍCULO 2: ENTRADA EN VIGOR

El presente Protocolo entrará en vigor de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 del artículo 5 de la Convención.


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIANO FERNÁNDEZ AMUNÁTEGUI, Subsecretario de Relaciones Exteriores”.

5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales   -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley sobre calificación de la producción cinematográfica. (Boletín Nº 2675-04).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; ÁLVARO GARCÍA HURTADO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales   -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley, iniciado en moción que modifica el decreto ley Nº 1.757, de 1977, que otorga beneficios a los voluntarios de los Cuerpos de Bomberos de Chile. (Boletín Nº 1124-06).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; ÁLVARO GARCÍA HURTADO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.


7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales   -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que crea los Tribunales de Familia. (Boletín Nº 2118-18).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; ÁLVARO GARCÍA HURTADO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

8.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales   -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar. (Boletín Nº 2318-18).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; ÁLVARO GARCÍA HURTADO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

9.
Oficio del Senado a través del cual modifica el artículo 203 del Código del Trabajo, disponiendo la obligatoriedad de instalar salas cunas en establecimientos industriales y de servicios que indica. (boletín Nº 1879-13) (S)


Con motivo de la moción e informe que tengo a honra pasar a manos de vuestra Excelencia, el Senado ha dado su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 203 del Código del Trabajo, entre las palabras “comerciales” y “administrados”, la frase “e industriales y de servicios”.”.

-o-


Dios guarde a vuestra Excelencia,


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario del Senado”.


Moción del honorable senador señor Bitar, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 203 del Código del Trabajo, disponiendo la obligatoriedad de instalar salas cunas en establecimientos industriales y de servicios que indica.

Antecedentes

Nuestra legislación del trabajo contempla como una de las garantías esenciales para proteger la maternidad de la trabajadora, el derecho a contar con una “Sala Cuna”. Sin embargo, existen situaciones laborales en que las madres no cuentan con este instrumento social debido a que la institución con la cual han contraído el vínculo de trabajo no reúne el número suficiente de empleados -20 o más- que exige la ley para dotar de este fundamental espacio para los menores.


Dado que se ha constatado que constituye una práctica generalizada de nuestra actividad productiva, comercial y de servicios en general, reunirse en centros o complejos construidos especialmente para dar una atención integral -en una misma infraestructura- a los clientes o usuarios, este honorable Congreso Nacional introdujo recientemente una modificación al art. 203 del Código del Trabajo para incorporar la obligación de establecer Salas Cuna en dichas entidades.


En efecto, tras la publicación en el Diario Oficial del martes 29 de agosto de 1995, de la ley Nº 19.408 se introdujo a los centros o complejos comerciales administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica, cuyos establecimientos ocupen entre todos, veinte o más trabajadoras.


Sin embargo, el ejercicio de este derecho se ha visto limitado, dado que se ha comprobado el creciente número de trabajadoras que laboran en los denominados centros o complejos industriales -entendiendo por tales, los que realizan labores productivas en general y no de comercio- y de servicios.


De esta manera, nos encontramos ante un vacío legal que significa vulnerar el principio de igualdad que garantiza nuestra Constitución Política y, específicamente, se transgrede el derecho a que el legislador no establezca diferencias arbitrarias (art. 19, Nº 2 de la Carta Fundamental).


Por tanto, es preciso incorporar en la obligación de establecer salas cuna -de la misma manera en que el Parlamento lo ha determinado para los establecimientos comerciales- a los centros o complejos industriales y de servicios administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica, cuyos establecimientos ocupen entre todos, 20 o más trabajadoras.


De igual forma que lo contemplado en la citada ley Nº 19.408 el mayor gasto que signifique la sala cuna se entenderá común y deberán concurrir a él todos los establecimientos en la misma proporción de los demás gastos de ese carácter.


CONTENIDO DE LA MOCIÓN

Por las razones expuestas más arriba, se propone a este honorable Congreso Nacional, el siguiente proyecto de ley:


Artículo único: Introdúcese, en el inciso 1º del artículo 203 del Código del Trabajo, entre las palabras “comerciales” y “administrados” la frase “e industriales y de servicios”.


(Fdo.): SERGIO BITAR, Senador de la República”.

10. Oficio del Senado mediante el cual modifica el número 1º del artículo 17 del decreto ley Nº 2.460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, con el depósito de reemplazar la pena de muerte que dicha norma contempla por la de presidio perpetuo calificado. (boletín Nº 2847-07) (S)


Con motivo de la moción, informe y antecedentes que tengo a honra pasar a manos de vuestra Excelencia, el Senado ha dado su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º .- Sustitúyese, en el número 1 del artículo 17 del decreto ley Nº 2.460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, la frase “a muerte”, por la siguiente: “a presidio perpetuo calificado”.


Artículo 2º .- Suprímese, en el artículo 208 del Código Penal, la frase “salvo el caso de ser la de muerte, que se reemplazará por el presidio perpetuo”, y el punto y coma (;) que la antecede.”.

-o-


Hago presente a vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto conforme de 28 señores senadores de un total de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento de este modo a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Dios guarde a vuestra Excelencia,


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario del Senado”.



Moción del honorable senador señor Hamilton, mediante la que inicia un proyecto que modifica el número 1º del artículo 17 del decreto ley Nº 2.460, de 1979, Ley     Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, con el propósito de reemplazar la pena de muerte que dicha norma contempla por la de presidio perpetuo calificado. (boletín Nº 2847-07)

1.
Que durante la discusión de la ley Nº 19.731, publicada el 5 de junio pasado, se dejó constancia de que su principal objetivo era derogar la pena de muerte, en todos aquellos delitos que la contemplaban en la legislación común y en la legislación militar aplicable al tiempo de paz, reemplazándola por la de presidio perpetuo calificado.

2.
Que no obstante el anterior objetivo, y por una omisión al momento de despachar la referida ley, se ha podido constatar la permanencia de la pena de muerte en el decreto ley     Nº 2460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile. En efecto, conforme al número 1º del artículo 17, se sanciona a quien a sabiendas violentare o maltratare de obra a personal de Policía de Investigaciones de Chile en el ejercicio de sus funciones policiales con la pena de presidio mayor en su grado medio a muerte, si le causare la muerte.

3.
Que lo anterior hace necesario salvar dicha omisión, a fin de cumplir el objetivo antes apuntado y para dar una lógica armonía a nuestra legislación penal, es decir, derogar la pena capital en toda nuestra legislación común penal y reemplazándola por el presidio perpetuo calificado, de tal forma de hacerla aplicable única y exclusivamente respecto de aquellos delitos militares cometidos en tiempos de guerra, de acuerdo a las normas del Código de Justicia Militar, legislación que el Gobierno se comprometió a revisar y cuya discusión, por lo tanto, está pendiente.

4.
Que, por lo tanto, vengo en presentar el siguiente

Proyecto de ley

“Artículo único

Sustitúyese en el número 1º del artículo 17 del decreto ley Nº 2.460, de 1979, que dictó la Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, la expresión “a muerte” por “a presidio perpetuo calificado”.


(Fdo.): JUAN HAMILTON DEPASSIER, Senador”.

11. Oficio del Senado.

“Valparaíso, 19 de diciembre de 2001.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa honorable Cámara, el proyecto de ley que exime del pago del Impuesto a la Renta a las empresas designadas en el artículo 4 del Acta de Ejecución adoptada entre Chile y Perú, el 13 de noviembre de 1999, en los casos que indica, correspondiente al boletín Nº 2646-10.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 3404, de 3 de julio de 2001.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia,


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario del Senado”.

12. Oficio del Senado.

“Valparaíso, 19 de diciembre de 2001.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado el proyecto de ley de esa honorable Cámara que introduce modificaciones a la ley Nº 17.322, y a otras normas de seguridad social, correspondiente al boletín Nº 2765-13, con las siguientes enmiendas:

Artículo 2º 

Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 2º .- Intercálase en el artículo 4º de la ley Nº 17.322, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Las referidas resoluciones de cobranza de deudas previsionales podrán ser firmadas en forma mecanizada, por los procedimientos que se autoricen en el reglamento que se dictará al efecto, en los casos y con las formalidades que en él se establezcan. Para todos los efectos legales, la firma estampada mecánicamente se entenderá suscrita por la persona cuya rúbrica haya sido reproducida.”.”.

Artículo 3º 

Ha sustituido su encabezamiento, por el siguiente:


“Artículo 3º .- Agréganse, en el artículo 6º del decreto ley Nº 3.502, de 1980, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:”.


En el inciso propuesto como tercero, nuevo, ha reemplazado el punto seguido (.) que sigue a la palabra “mecanizados”, por una coma (.), y ha sustituido su segunda oración por lo siguiente: “que se autoricen en el reglamento que se dictará al efecto, en los casos y con las formalidades que en él se establezcan”.


En el inciso propuesto como cuarto, nuevo, ha sustituido la palabra “todo” por “cada”.

Artículo 5º 

Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 5º.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º de la ley Nº 17.393, la frase final “la que será pagada directamente por el Servicio”, por la siguiente: “en conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social”.”.

Artículo 6º 

Lo ha suprimido.

Artículo 7º 

Ha pasado a ser artículo 6º, sin enmiendas.

Artículo transitorio

Ha sustituido la expresión “del Director”, por “del Director Nacional”.

-o-


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 3559, de 17 de octubre de 2001.


Dios guarde a vuestra Excelencia,


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario del Senado”.

13. Oficio del Senado.

“Valparaíso, 18 de diciembre de 2001.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, tomó conocimiento que esa honorable Cámara rechazó el proyecto de ley que modifica la ley    Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en materia de reclamaciones electorales y otros aspectos procesales, correspondiente al boletín Nº 2810-07, y del nombre de los honorables señores diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse en virtud de lo dispuesto en el artículo 67 de la Constitución Política de la República.


Al respecto, el Senado acordó que los honorables señores senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento concurran a la formación de la aludida Comisión Mixta.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 3592, de esta fecha.


Dios guarde a vuestra Excelencia,


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario del Senado”.


14. Informe de la investigación encomendada a la Comisión de Minería y Energía sobre el proceso de fijación de tarifas eléctricas desarrollado durante los años 2000 y 2001.

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Minería y Energía pasa a informaros acerca de la investigación que le fuera encomendada, en virtud de sendos acuerdos adoptados por esa honorable Cámara en sesión 58ª, ordinaria, de la legislatura extraordinaria de sesiones, celebrada el 2 de mayo del año en curso, en relación con la materia singularizada en el epígrafe.

I. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN.

La honorable Cámara de Diputados acordó, en dicha sesión, por medio del proyecto de acuerdo Nº 557
, facultar a la Comisión “para investigar, dentro del plazo de sesenta días, los últimos procesos de tarifas eléctricas realizados por la Comisión Nacional de Energía en los años 2000 y 2001, evaluar los criterios técnicos utilizados, determinar si éstos se han ajustado tanto técnica como legalmente a la normativa del sector eléctrico, su incidencia en los precios a los usuarios residenciales e industriales del país, así como verificar si se han cometido faltas a la probidad administrativa en los mismos”.


El mencionado proyecto de acuerdo se adoptó sobre la base de las siguientes consideraciones:


“Que, en este último año, las tarifas eléctricas han experimentado alzas importantes para los clientes residenciales e industriales en todo el país y que dichas alzas han sido objeto de controversia pública.


Que estas alzas son producto de los cálculos realizados por la Comisión Nacional de Energía (CNE) en las fijaciones de precios de nudo correspondientes a abril de 2000, octubre de 2000 y abril de 2001 y en la fijación de valores agregados de distribución de octubre de 2000.


Que, según ha reconocido la misma CNE, las alzas tarifarias se deben, además de los aumentos de los precios del dólar y del petróleo, a cambios metodológicos introducidos por ésta en las fijaciones mencionadas y que afectan tanto a los precios de nudo como a los valores agregados de distribución, cambios que merecen un análisis acucioso para determinar su procedencia y legitimidad.


Que la CNE ha justificado las alzas en los precios de nudo por la falta de inversión en el sector y las perspectivas de una crisis energética para el año 2002. Lo inquietante ha sido que los cambios no han producido variaciones en el parque generador.


Que la propia secretaria ejecutiva de la CNE ha hecho acusaciones a sus antecesores en el cargo y a las autoridades que la han precedido, afirmando que dichas autoridades habrían bajado artificialmente los precios, generando así inquietud respecto de la continuidad de las políticas de los gobiernos de la Concertación.


Que entre los especialistas existen dudas acerca de la efectividad de la política empleada para incentivar las inversiones en el sector.


Que los cambios en la política del precio de nudo exigen un debate informado y un grado de consenso respecto de los objetivos que con ella se pretenden producir.


Que algunos parlamentarios han acusado directamente a la Secretaria Ejecutiva de la CNE de beneficiar en forma arbitraria e ilegal a la empresa Chilectra S.A. en el proceso de fijación de valores agregados de distribución de octubre de 2000. Las acusaciones han consistido en que el proceso de fijación de tarifas de distribución benefició arbitrariamente a dicha empresa en montos superiores a los US$ 207 millones en los cuatro años de vigencia de dichas tarifas.


Que se ha acusado a la CNE de modificar informes requeridos por ley en el proceso de fijación tarifaria y se ha afirmado que esa Comisión no está facultada para alterar dichos resultados. Que en dicha fijación la CNE habría construido tarifas sobre montos superiores a los informados por Chilectra y con valores agregados de distribución superiores a los que correspondían por la reglamentación vigente.


Que se ha acusado a la CNE de alterar irregularmente los valores agregados de distribución en siete empresas adicionales, aparte de Chilectra (CGE, Eliqsa, Elecda, Emelat, Conafe, Río Maipo y Puente Alto). En todos estos casos, la CNE calculó tarifas sobre la base de costos superiores a los informados por las propias empresas a la SEC. En total, esta irregularidad terminaría comprometiendo, aparte de los 16 distritos de la Región Metropolitana, los distritos de Iquique, Antofagasta, Calama, Copiapó, Viña del Mar, Rancagua, San Fernando, Rengo, Curicó, Linares, Talca, Constitución, Parral, San Carlos, Chillán, Concepción, Talcahuano, Lota, Temuco y Villarrica.


Que se ha acusado a la CNE de alterar los factores de coincidencia, de modo de beneficiar a Chilectra de tal manera que Santiago, inexplicablemente, pasaría a ser el lugar de menor utilización compartida de las redes de distribución y tarifariamente una de las zonas más rurales del país. Dicha modificación perjudicaría especialmente a clientes residenciales y, con ellas, Chilectra pasaría a tener incrementos netos por concepto de compras, contradiciendo lo dicho por la CNE.


Que los aumentos en los valores de subtransmisión no han obedecido a metodologías previamente establecidas y que no recogerían adecuadamente el incremento en la demanda, así como las economías de escala involucradas. Se ha aplicado para Chilectra un factor de aumento en los cargos por subtransmisión que no se ha aplicado a ninguna otra distribuidora semejante. 


Que se han hecho acusaciones que afectan a la probidad funcionaria de la Secretaria Ejecutiva de la CNE, en el sentido de que implicarían que dicha funcionaria habría actuado como consultora de Chilectra en los mismos temas que hoy la empresa se habría visto favorecida, de que ha empleado una empresa vinculada a ella para fijar los términos y modificar los informes requeridos por ley; y de que ha terminado validando sus propios informes que le han llegado a la CNE vía la empresa afectada.


Que la Secretaria Ejecutiva de la CNE se ha defendido de lo anterior negando la veracidad de las acusaciones, las cuales, por su gravedad, se hace necesario dilucidar si son o no efectivas, tanto para clarificar la actuación de la CNE como para despejar la responsabilidad individual de las personas que han sufrido cuestionamientos. 


Que el público tiene derecho a saber cómo se construyen sus tarifas eléctricas y que se hace necesario disponer de una vasta gama de información que sólo puede ser analizada detenidamente en una comisión especializada, que, a su vez, pueda informar a esta Sala acerca de si los criterios técnicos utilizados y su aplicación se han ajustado a la normativa vigente o si, por lo contrario, se ha perjudicado injustificadamente a los usuarios.


Que resulta necesario dar tranquilidad a los usuarios en el sentido de que no están sufriendo cobros indebidos y de que las autoridades eléctricas cumplen su papel regulador de manera imparcial y apegada a la normativa vigente, constituyendo una eficaz contraparte, de modo que los mercados funcionen adecuadamente”.


En la misma sesión, mediante el proyecto de acuerdo Nº 558
, acordó otorgarle, además, “el carácter de Comisión Especial, con el propósito de que investigue y estudie el reciente proceso de fijación tarifaria, velando por el derecho de los consumidores eléctricos de nuestro país, y proponga medidas que así lo permitan, en el plazo de sesenta días”.

II. TRABAJO DE LA COMISIÓN.

Celebró trece sesiones ordinarias, doce especiales y tres reuniones en comité, durante el período comprendido entre el 14 de mayo y el 6 de noviembre de 2001, lo cual representa un total de sesenta y seis horas y quince minutos destinadas al estudio y conocimiento de la materia objeto de la investigación.


Para un mejor desarrollo de su cometido, en la primera sesión de trabajo, que corresponde a la 104ª, ordinaria, celebrada el 8 de mayo de este año, acordó, por unanimidad, celebrar sesiones especiales, a partir del 14 de mayo, los días lunes, de 10.00 a 13.00 horas, y de 16.00 a 18.00 horas, en Santiago, en el Palacio Ariztía, sin perjuicio de prorrogar esta última hasta las 20.00 horas, si fuere necesario. Igualmente, acordó destinar las sesiones ordinarias que se celebran los días martes, entre las 18.30 y las 21.00 horas, al tratamiento de esta investigación.


Contó con la asistencia y participación del ex ministro de Economía, Minería y Energía, señor José de Gregorio; del subsecretario de Economía, señor Álvaro Díaz; del jefe de la división jurídica de dicha Secretaría de Estado, señor Enrique Sepúlveda; del superintendente de Servicios Sanitarios, señor Juan Eduardo Saldivia; de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía, señora Vivianne Blanlot; de los jefes de las áreas jurídica y eléctrica de dicha entidad, señora Pilar Bravo y señor Rodrigo Iglesias, respectivamente; del ingeniero del área eléctrica señor Claudio Espinoza; del gerente general de la empresa consultora GTD Ingenieros Consultores Ltda., señor Héctor Lagunas; de los representantes de las empresas consultoras Soluciones Integrales S.A., señores Alejandro Jadresic y Gastón Held; de Mega-Red Ingenieros Ltda., señores Juan Cembrano, Pablo Benario y Andy García; de Eleconsult, señor Gabriel Inostroza; del decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, señor Ricardo Paredes; del jefe de la división de Vivienda, Urbanismo, Obras Públicas y Transportes de la Contraloría General de la República, señor Patricio Pérez; de la jefa del área jurídica, señora Susana Cáceres, y de los ingenieros comerciales de dicho organismo de control, señora Patricia Meza y señor Marcos Ruiz; del Alcalde de Macul y Presidente de la Comisión de Energía de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Sergio Puyol, y del ingeniero asesor, señor Juan Corral; de los alcaldes de El Tabo, El Quisco y Algarrobo, señores Luis García, José Miguel Carrasco y Jaime Gálvez, respectivamente; del concejal de Algarrobo señor Alfredo Oyanedel; del presidente de la Comisión de Energía y Servicios de El Quisco, señor Sergio Cifón; del presidente de la Asociación de Consumidores de Energía No Regulados, señor Josif Baumgartner; del presidente del Instituto de Ingenieros de Minas, señor Carlos Vega, y del integrante de la Comisión de Energía, señor Gustavo Cubillos; del ex ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Óscar Landerretche; de la ex Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía, señora María Isabel González; del ex Superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Juan Pablo Lorenzini; del ex jefe del departamento de ingeniería eléctrica de dicho organismo, señor Rodrigo Tabja; del ex Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, señor Sebastián Bernstein; de los ex jefes del área eléctrica de dicha Comisión, señores Renato Agurto, Andrés Alonso y Cristián Hermannsen; del gerente general de la Asociación de Empresas de Servicio Público, señor Rafael Salas; del gerente general y de los gerentes de distribución regional y de regulación de Chilectra S.A., señores Julio Valenzuela, Marcelo Silva y Guillermo Pérez, respectivamente; del gerente general, del gerente comercial y del gerente de la división transmisión de la Compañía General de Electricidad, señores Guillermo Matta, Jorge Vita y Gerardo Illanes, respectivamente; del gerente general de Chilquinta, señor Cristián Arnolds; del gerente general de la Empresa Eléctrica Puente Alto, señor Ricardo Rodríguez, y de los gerentes general y comercial de Saesa-Frontel, señores Jorge Brahm y Gustavo Riveros, respectivamente.


Recibió la documentación que respalda lo obrado por la Comisión Nacional de Energía en los procesos de fijación de precios de nudo correspondientes a los meses de abril y octubre de 2000, y de tarifas de distribución de energía eléctrica para el cuadrienio 2000-2004, en carácter de secreta o reservada
, con cargo de devolución.


La nómina de los antecedentes recibidos, tanto de dicha Comisión como de otras entidades públicas o privadas, se adjunta como anexo al final del informe.


Dado que los documentos recibidos y las exposiciones de las personas mencionadas constituyen un material bastante extenso, éste obra en la Secretaría de la Comisión a disposición de los señores diputados que deseen consultarlo en detalle.

III. MINUTA EJECUTIVA.
1.
La honorable Cámara de Diputados, por medio de sendos proyectos de acuerdo adoptados en sesión 58ª, ordinaria, celebrada el 2 de mayo de 2001, acordó otorgar facultades a vuestra Comisión de Minería y Energía, con objeto de:

a)
Investigar, en el plazo de sesenta días, los últimos procesos de tarifas eléctricas realizados por la Comisión Nacional de Energía en los años 2000 y 2001, evaluar los criterios técnicos utilizados, determinar si éstos se han ajustado tanto técnica como legalmente a la normativa del sector eléctrico, su incidencia en los precios a los usuarios residenciales e industriales del país, así como verificar si se han cometido faltas a la probidad administrativa en los mismos, y 

b)
Otorgarle el carácter de Comisión Especial, con objeto de que investigue y estudie el reciente proceso de fijación tarifaria, velando por los derechos de los consumidores eléctricos de nuestro país, y proponga medidas que así lo permitan, en el plazo de sesenta días”.

2.
El proceso de fijación de tarifas de distribución eléctrica se encuentra regulado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Minería, de 1982, ley General de Servicios Eléctricos, y en su reglamento, contenido en el decreto supremo Nº 327, del mismo Ministerio, de 1997.

3.
Consiste, sumariamente, en que la Comisión Nacional de Energía, dentro de ciertos plazos, establece un determinado número de áreas de distribución típicas, oyendo previamente a las empresas. Seguidamente, elabora las bases sobre las que deberán realizarse los estudios tanto de los consultores contratados por las empresas como de los encargados por la Comisión; define la o las empresas modelo; determina, de común acuerdo con las empresas, la lista de empresas consultoras elegibles por las concesionarias para efectuar el estudio encargado por ellas, y contrata a sus propios consultores para efectuar el estudio en nombre de la Comisión.


Además, supervisa el desarrollo de los estudios para velar por el cumplimiento de las mencionadas bases. Con objeto de verificar la conformidad del informe definitivo de las empresas con las bases, realiza un examen preliminar y efectúa correcciones sólo si hay acuerdo con aquéllas y dentro del marco correspondiente.


Finalmente, efectúa la ponderación de los valores agregados resultantes de los estudios e informa a las empresas sobre las tarifas preliminares para recibir de parte de ellas los ingresos totales de la industria que le permitan efectuar el chequeo de rentabilidad. 


Si están dentro de la banda de rentabilidad permitida, confirma las tarifas e informa al ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción para que dicte el decreto respectivo. Si están fuera de la banda, ajusta los valores agregados al límite más próximo superior o inferior, antes de efectuar la comunicación al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Dicha Secretaría de Estado fija las tarifas de distribución eléctrica que regirán en el cuadrienio siguiente, mediante decreto supremo expedido “por orden del Presidente de la República”.

4.
El decreto supremo Nº 632, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción,  publicado en el Diario Oficial de 13 de noviembre de 2000, modificado por el decreto    Nº 723, del mismo Ministerio, publicado el 14 de diciembre de 2000, fija las actuales tarifas de distribución, que tienen una validez de cuatro años en conformidad con el artículo 110 del mencionado cuerpo legal.

5.
En el cumplimiento de su cometido, se abocó al estudio de lo obrado por la Comisión Nacional de Energía tanto en los cálculos de los precios de nudo, en los meses de abril y octubre de 2000 y abril de 2001, como en las tarifas de distribución para el cuadrienio comprendido entre los años 2000 y 2004.


Respecto de las fijaciones de precios de nudo, vuestra Comisión escuchó testimonios y recibió los antecedentes correspondientes, en relación con los cambios introducidos por la Comisión Nacional de Energía; con los recargos en subtransmisión y enmallamiento; con la efectividad de las políticas empleadas por dicha entidad para incentivar las inversiones del sector y con las acusaciones de que autoridades anteriores de ese organismo habrían rebajado artificialmente los precios de nudo.


En cuanto al proceso de fijación de tarifas de distribución eléctrica para el período 2000-2004, se acompañó la documentación en que consta lo obrado por la Comisión Nacional de Energía y se recibieron los comentarios sobre los cambios que se le introdujeron; las opiniones de los consorcios contratados por esa entidad; la modificación de los estudios de valores agregados de distribución y las facultades que le asisten a la Comisión sobre el particular; la valorización de los derechos municipales; la modificación de los factores de coincidencia y de las horas de uso; la incorporación de la asignación de costos sectorializados; el chequeo de rentabilidad de la industria; el decreto tarifario y la participación de la Contraloría General de la República; las acusaciones en el ámbito de la probidad administrativa y acerca del papel que corresponde a la Comisión en el proceso tarifario y en la defensa de los consumidores.

6.
Sin embargo, atendida la complejidad y extensión de la materia objeto de la investigación, la Comisión se concentró fundamentalmente en el estudio del proceso de determinación de tarifas de distribución 2000-2004, así como en la determinación de los recargos en subtransmisión que se efectúan conjuntamente con cada fijación de precios de nudo
. Asimismo, conoció del problema tarifario que afecta a los habitantes de las comunas ubicadas en el litoral central.

7.
Las consideraciones, conclusiones y recomendaciones aprobadas por vuestra Comisión, se encuentran contenidas en el acápite XII.

IV. MARCO REGULATORIO.

La normativa vigente en Chile, en materia de tarifas eléctricas, se orienta hacia un desarrollo y operación eficiente del sector. En ella se establece que las tarifas deben representar los costos reales de generación, transmisión y distribución de electricidad, de modo de dar señales adecuadas tanto a las empresas como a los consumidores. 


En este marco regulatorio, el énfasis se ha centrado en la diferenciación entre mercados potencialmente competitivos y no competitivos, dependiendo del tamaño de los sistemas eléctricos. Así se asume que el mercado de generación-transmisión es potencialmente competitivo y, por tanto, no debe estar sujeto a fijación de precios. La premisa básica es la libertad de precios establecida para el segmento de usuarios de altos consumos -superior a 2.000 kilowatts-, que supuestamente tienen capacidad negociadora y la posibilidad de proveerse de electricidad de otras formas, tales como la autogeneración o el suministro directo desde empresas generadoras.


Por el contrario, se considera un sistema de precios regulados en aquellos sectores donde las características del mercado son de monopolio natural. De esta forma, los suministros a los usuarios de bajo consumo -inferior a 2.000 kilowatts- están afectos a regulación de precios, lo que se traduce en una fijación periódica por parte de la autoridad
.


Tratándose de sistemas eléctricos de menos de 1.500 kilowatts de capacidad instalada de generación, los precios máximos son acordados entre el alcalde de la municipalidad en la cual se efectúan los suministros y la empresa concesionaria de servicio público de distribución que corresponda.


Para obtener ventajas de eficiencia asociadas a la competencia, se ha definido a los centros de despacho económico de carga (CDEC) como los administradores de la operación de generación y transmisión y de un sistema de transacciones de electricidad entre productores
. Los sistemas de transmisión son concebidos como la vía de acceso de agentes competitivos al mercado, definiéndoselos como unidades de servicio para todos los generadores. En el caso de la distribución, se establece un conjunto de tarifas múltiples que permiten cubrir los costos medios de una empresa hipotética eficiente que opere en el país. 


El proceso en comento se encuentra normado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, denominado ley general de Servicios Eléctricos, en adelante la ley, y en su reglamento, aprobado por medio del decreto supremo Nº 327, de 1997, del Ministerio de Minería, en adelante el reglamento.


Los organismos que participan en la regulación del sector eléctrico son: la Comisión Nacional de Energía, el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y los centros despacho económico de carga (CDEC).


La Comisión Nacional de Energía, en adelante la Comisión o la CNE, tiene la misión de elaborar y coordinar los planes, políticas y normas necesarios para el buen funcionamiento y desarrollo del sector energético, velar por su cumplimiento y asesorar a los organismos gubernamentales en todas aquellas materias relacionadas con la energía
.


Particularmente, es responsable de diseñar las normas del sector y de calcular los precios regulados a que se refiere el mencionado cuerpo legal. Así es como el artículo 92 establece que “los precios máximos de que trata este Título serán calculados por la Comisión de acuerdo con los procedimientos que se establecen más adelante y fijados mediante decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


En concordancia con lo anterior, la ley orgánica de dicha entidad le asigna la función de “analizar técnicamente la estructura y nivel de los precios y tarifas de bienes y servicios energéticos e informar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que será la única repartición con atribuciones para fijar dichos precios y tarifas”
.


El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en adelante el Ministerio, tiene a su cargo la función de fomentar la modernización de la estructura productiva del país, el fortalecimiento y expansión de la economía chilena y su inserción activa en los mercados internacionales. Con este objetivo implementa mecanismos destinados a corregir las distorsiones de los mercados y a ampliar su transparencia
.


En el rubro energético
, es el encargado de fijar las tarifas de distribución eléctrica, los precios de nudo y de resolver los conflictos entre los miembros de los centros de despacho económico de carga (CDEC), en todos los casos, previo informe de la Comisión Nacional de Energía.


Excepcionalmente, se le permite fijar precios máximos diferentes de los calculados por la Comisión, cuando previamente la ley de Presupuestos haya autorizado y dispuesto los recursos suficientes en un ítem especial para compensar a los concesionarios afectados en un monto equivalente a la diferencia entre la facturación efectiva registrada y la que hubiere resultado aplicando los precios calculados por dicha entidad
. 


La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en adelante, la Superintendencia, es el organismo encargado de fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las leyes, reglamentos y normas técnicas sobre generación, producción, almacenamiento, transporte y distribución de combustibles líquidos, gas y electricidad, en lo que dice relación con la calidad y seguridad de los servicios prestados a los usuarios de estos recursos energéticos
.


Específicamente, le compete el recálculo del valor nuevo de reemplazo (VNR) y de los costos de explotación de las empresas en el año anterior al cual corresponda efectuar una fijación de fórmulas tarifarias; conocer de los reclamos de los usuarios en contra de las empresas proveedoras de servicios de electricidad y aplicar las sanciones que correspondan en materia de compensaciones a clientes regulados, entre otras materias.


Los centros de despacho económico de carga (CDEC) son organismos, sin personalidad jurídica, integrados por las generadoras y los transmisores de cada sistema eléctrico, que regulan el funcionamiento coordinado de las centrales generadoras y de las líneas de transmisión que operan interconectadas en el correspondiente sistema
.


V. DESCRIPCIÓN DEL PROCESO DE FIJACIÓN DE TARIFAS ELÉCTRICAS.

El decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, ley general de Servicios Eléctricos, en adelante la ley, estructura el sistema de precios y define las responsabilidades y atribuciones que competen a los organismos del Estado, en lo relativo al cálculo y fijación de tarifas de distribución de energía eléctrica. Por su parte, el decreto supremo Nº 327, del Ministerio de Minería, de 1997, en adelante el reglamento, regula lo relacionado con los suministros de energía eléctrica que están sujetos al sistema de fijación de tarifas, de acuerdo con lo prevenido en el artículo 90 del mencionado cuerpo legal
.


El procedimiento para la determinación de dichos precios depende del tamaño de los sistemas eléctricos desde los cuales son efectuados los respectivos suministros.


En los sistemas eléctricos cuyo tamaño es superior a 1.500 kilowatts en capacidad instalada de generación, se distinguen dos niveles de precios sujetos a regulación:


-Precios a nivel de generación-transmisión, denominados “precios de nudo”, si el suministro se efectúa a partir de las instalaciones de generación-transporte de la empresa que efectúa la venta. Tienen dos componentes: el precio de la energía y el precio de la potencia
.


-Precios a nivel de distribución. Se determinan sobre la base de la suma del precio de nudo, establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución, y de un valor agregado por concepto de costos de distribución
.

1. Cálculo de los precios de nudo.


Corresponden a las tarifas máximas a las cuales todo generador puede vender energía y potencia a las empresas distribuidoras, para que éstas, a su vez, efectúen el suministro de electricidad a sus clientes regulados. Son calculados por la Comisión Nacional de Energía y se fijan por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, semestralmente, en abril y octubre de cada año
.


Se determinan a partir del precio básico de la energía y de la potencia, a los que se les agregan las pérdidas marginales de energía y potencia en las líneas de transmisión para llegar a los distintos nudos del sistema. Los nudos son las subestaciones transformadoras que conectan los sistemas de transmisión con los de distribución.


El precio básico de la energía corresponde, en términos generales, a un precio de equilibrio entre la oferta y demanda de energía. La primera se establece considerando las características técnicas del parque generador existente y en construcción, el precio de los combustibles, las estadísticas hidrológicas y el agua acumulada en los embalses
, mientras que la segunda se determina a través de una previsión futura del consumo eléctrico de cada sistema. Se calcula sobre la base de un promedio comparado de los costos marginales de corto plazo esperados, para un período de entre doce y cuarenta y ocho meses, asociados a la operación óptima de las instalaciones existentes y proyectadas
.


Por su parte, el precio básico de la potencia representa la inversión marginal óptima necesaria para abastecer la demanda de potencia de punta en el centro de carga del sistema. Para establecer el precio de la potencia de punta se utiliza como referencia el costo unitario de instalación de turbinas diesel
.


Los precios básicos de la energía y potencia, una vez calculados por la Comisión, se expresan a través de fórmulas de indexación, que dependen de variables tales como el tipo de cambio, el precio del petróleo y sus derivados, la desviación de la energía embalsada esperada, el índice de sueldos y salarios y el índice de precios al por mayor. Entre dos fijaciones sucesivas, los precios básicos de la energía y potencia pueden modificarse cuando la variación de los indexadores determinan una variación en los precios básicos superiores al 10 por ciento del valor vigente
.


Como se ha dicho, una vez establecidos los precios básicos de la energía y potencia, se procede a calcular los precios de nudo para cada una de las subestaciones de generación-transporte desde las cuales se efectúa el suministro. Para este cálculo se emplean los factores de penalización, que dan cuenta de las pérdidas marginales de energía y potencia en las líneas de transmisión
.


La normativa vigente supone que el precio al que se abastecen de electricidad los grandes usuarios refleja fielmente las condiciones de mercado, por lo que establece que los precios de nudo fijados por la autoridad no pueden diferir en más del 10 por ciento del promedio del precio de la energía transada entre las empresas de generación y los clientes de tarifas no reguladas
. En caso de que los precios de nudo se encuentren fuera de dicha banda, deberán ser ajustados de modo de llevarlos, ya sea al límite superior o inferior de esta última, según corresponda.


La fijación de precios descrita anteriormente se realiza en el Sistema Interconectado Central (SIC), en el Sistema Interconectado del Norte Grande (SING)
 y en los sistemas de Aisén y Magallanes, siendo más complicada en el primero debido a su fuerte componente hidrológica. En cambio, los otros sistemas tienen una mecánica mucho más simple, pues están basados en generación de tipo térmico.


La Comisión debe emitir un informe técnico que sustente su cálculo de los precios de nudo y que justifique los siguientes aspectos
:


-La previsión de demanda de potencia y energía del sistema eléctrico.


-El programa de obras de generación y transmisión existentes y futuras.


-Principales costos variables considerados, incluidos los costos de los combustibles y de racionamiento.


-Valores resultantes para los precios de nudo y sus fórmulas de indexación.


-Las simplificaciones adoptadas para la modelación del sistema eléctrico.


-Calidad del servicio de las instalaciones de transporte utilizadas para el cálculo de los factores de penalización.


Dicho informe debe ser puesto en conocimiento de las empresas de generación y transporte que efectúen ventas sometidas a fijación de precios y del Centro Económico de Despacho de Carga (Cdec) correspondiente, dentro de los primeros quince días de los meses de marzo y septiembre de cada año.


Por su parte, las empresas de generación y transporte comunican sus observaciones a la Comisión, antes del 31 de marzo y del 30 de septiembre de cada año. Conjuntamente con ello, tienen la obligación de proporcionarle información acerca de la potencia, la energía, el punto de suministro correspondiente y el precio medio cobrado por las ventas a precio libre efectuadas durante los últimos seis meses
.


La Comisión calcula los precios de nudo definitivos, después de aceptar o rechazar las observaciones planteadas por las empresas, sin que aquéllos puedan diferir más del 10 por ciento de los precios cobrados a suministros no sometidos a fijación de precios
.


Antes del 15 de abril y del 15 de octubre de cada año, la Comisión comunica al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y a las empresas generadoras los precios de nudo y las fórmulas de indexación utilizadas
. 


Las tarifas se publican en el Diario Oficial a más tardar el último día de los meses de abril y octubre de cada año, mediante un decreto firmado por el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción
.

2.
Cálculo del valor agregado de distribución.


El valor agregado de distribución se basa en empresas modelo y considera tres componentes de costos de las empresas concesionarias de distribución:


-Costos fijos por concepto de gastos de administración, facturación y atención del usuario, independientes de su consumo;


-Pérdidas asociadas a la distribución de electricidad, y


-Costos estándares de inversión, mantención y operación asociados a la distribución, por unidad de potencia suministrada
.


La Comisión, antes de seis meses del término de vigencia de las fórmulas de tarifas anteriores, debe poner en conocimiento de las empresas distribuidoras las bases sobre las cuales se efectuará el estudio de tarifas y las áreas típicas, con objeto de establecer las nuevas fórmulas tarifarias para el período siguiente. Estas bases deben contener la metodología de cálculo de cada uno de los parámetros relevantes, así como los criterios para la determinación de los costos de la empresa modelo. Del mismo modo, debe acordar con las empresas la lista de consultores elegibles para desarrollar el estudio encargado por ellas.


Las empresas pueden comunicarle sus observaciones respecto de las áreas típicas de distribución, dentro de un plazo de quince días contado desde la recepción de las bases del estudio. La Comisión, en igual lapso, debe pronunciarse sobre la aceptación o rechazo de dichas observaciones, de modo que ellas puedan contratar, en conjunto o individualmente, el estudio tarifario.


Posteriormente, la Comisión y las empresas, si lo estiman pertinente, encargarán el estudio de costos a una empresa consultora para determinar los valores agregados de distribución, según el área típica. En ambos casos los estudios deberán ajustarse a las bases que determine la Comisión
.


Las empresas deben enviar un informe con los resultados del o los estudios que hayan contratado, antes de dos meses del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias
. Seguidamente, la Comisión procederá a revisar el o los estudios -que hayan sido calificados dentro de bases- y a efectuar, con el consentimiento de las empresas, las correcciones a que dé lugar esta revisión. Si no hubiere acuerdo, prima el criterio de las empresas respecto del o de los valores obtenidos en el o los estudios encargados por ellas
.


La Comisión calculará para cada área típica el promedio aritmético ponderado de los valores agregados resultantes, tanto de sus estudios como de las empresas. Los coeficientes de ponderación serán dos tercios para los que resulten del estudio encomendado por la Comisión y un tercio para aquéllos que provengan del estudio encargado por las empresas
.

3.
Fijación de precios a nivel de consumidor final.


La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en el año anterior al cual corresponda efectuar una fijación de fórmulas tarifarias, procederá a recalcular el valor nuevo de reemplazo
, en adelante VNR, de las instalaciones de distribución de una empresa concesionaria, es decir, el costo que representa renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos destinados a dar el servicio de distribución; como asimismo, los costos de explotación definitivos correspondientes a la actividad de distribución, a partir de la información suministrada por las empresas
. 


La Comisión estructura un conjunto de tarifas básicas preliminares, con los valores agregados de distribución y los precios de nudo que correspondan, adicionándolas a través de fórmulas que representen una combinación de dichos valores, de tal modo que el precio de suministro resultante corresponda al costo de la utilización por parte del usuario de los recursos en el ámbito de producción, transporte y distribución empleados
.


Dichas tarifas se determinan sobre la base de los valores agregados de distribución, los factores de expansión de pérdidas definitivos y otros parámetros que debe establecer la Comisión, siendo los más importantes los siguientes:


-Precio de nudo equivalente. Representa en las tarifas el costo de todas las instalaciones hasta el punto de conexión del sistema de distribución, constituido por el precio de nudo más un recargo por transporte y transformación en subtransmisión.


-Factores de coincidencia. Se trata de que cada cliente pague la proporción de su potencia máxima consumida que corresponda a la potencia total comprada por la empresa distribuidora
.


-Horas de uso. Su objetivo es el mismo que los factores de coincidencia. Corresponde al cuociente entre la potencia media y la potencia máxima del conjunto de clientes con medidor simple de energía, multiplicado por las horas del mes
.


Las tarifas básicas preliminares así determinadas deben permitir al conjunto agregado de las instalaciones de distribución de las empresas concesionarias obtener una tasa de rentabilidad económica
, antes de los impuestos a las utilidades, de entre el 6 y el 14 por ciento. En caso contrario, los valores deben ser ajustados proporcionalmente de modo de alcanzar el límite más próximo superior o inferior
.


Una vez efectuado el chequeo de rentabilidad, los valores agregados son corregidos para cada empresa distribuidora, de modo de descontarles la proporción de las instalaciones aportadas por terceros. Al valor resultante se le adiciona la anualidad necesaria para renovar dichos aportes, obteniéndose así los valores agregados definitivos para cada área típica de distribución de cada empresa
.


Finalmente, la Comisión debe efectuar los ajustes de valores agregados a que dé lugar el chequeo de rentabilidad para la industria y determinar así las fórmulas tarifarias definitivas para cada área típica de distribución.


La Comisión, antes de quince días del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias, debe comunicar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción las tarifas que se aplicarán durante un período de cuatro años, acompañadas de un informe técnico. Esta Secretaría de Estado fijará dichas tarifas y las publicará en el Diario Oficial antes del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias anteriores
. Sin embargo, en el evento de que hubiere vencido el respectivo período de vigencia, continuarán vigentes dichas fórmulas tarifarias mientras no sean fijadas las nuevas tarifas
.

VI. LAS DENUNCIAS EFECTUADAS POR LOS DIPUTADOS AUTORES DE     AMBOS PROYECTOS DE ACUERDO.

Los diputados patrocinantes de ambos proyectos de acuerdo fueron invitados a la sesión 105ª, especial, celebrada el lunes 14 de mayo de 2001. En dicha oportunidad, los diputados Elgueta, don Sergio; Lorenzini, don Pablo, y Velasco, don Sergio, encomendaron a los diputados Jocelyn-Holt, don Tomás, y Rincón, don Ricardo, las exposiciones acerca de las irregularidades denunciadas, tarea a la que dieron cumplimiento en esa sesión y en la 106ª, especial, celebrada en la misma fecha.


-Exposición del diputado señor Tomás Jocelyn-Holt.


El diputado señor Jocelyn-Holt destacó la gravedad que representa el hecho de que las tarifas de distribución calculadas por la Comisión Nacional de Energía fueran elaboradas sobre una base que resultó superior a los costos informados por las propias empresas en el momento de calcular el valor nuevo de reemplazo y los costos de explotación.


Particularmente, en el caso de Chilectra -empresa modelo para el área típica Nº 1-, aunque hubo una merma de sus ingresos consolidados, se compensó una caída que debió haber sido mucho más pronunciada. A su juicio, si bien es natural que una empresa sobrevalore sus costos y los lleve a un margen mayor, es extraño que un regulador calcule tarifas sobre datos superiores a lo que las propias empresas sinceran
. Aparte de la diferencia producida entre los datos proporcionados por la empresa y los estudios ponderados correctamente, trajo a colación un hecho adicional, cual es que, en 1996, la empresa modelo fue Conafe, que tiene una vigésima parte de los clientes de Chilectra.


El hecho de tomar a Chilectra como empresa modelo tenía como objeto, además, la depuración eventual de los factores de coincidencia de 1996 en función de las compras efectuadas en 1999, lo cual conllevaría a un mayor grado de eficiencia, con la consiguiente baja de sus ingresos consolidados. Estos últimos se obtienen sobre la base de efectuar un cálculo de la anualidad del valor nuevo de reemplazo, más el costo de explotación de las empresas. El estudio ponderado es la ecuación entre el informe elaborado por Mega-Red, consultora encargada del estudio del área típica 1, conjuntamente con Soluciones Integrales S.A., en adelante Solint, y la parte de las consideraciones que deben aportar la Comisión y la empresa. Si se aplica la anualidad a esos valores nuevos de reemplazo de 1999, más los costos de explotación calculados por la Superintendencia para ese año los ingresos estimados anuales para Chilectra son del orden de los 58 mil millones de pesos.


En ese esquema, los ingresos consolidados de Chilectra, considerando como tales los que percibe por distribución y por subtransmisión, alcanzan al 38 por ciento. Asimismo, explicó las diferencias que se producen entre los 53,3 mil millones de pesos anuales y los 71,6 mil millones de pesos anuales, correspondientes a lo que debió haber ocurrido según los estudios ponderados correctamente y las actuales tarifas, de la siguiente manera: 9,3 mil millones de pesos anuales corresponderían al hecho de no haber seguido los estudios ponderados y 9 mil millones adicionales se deberían a los cambios introducidos en los factores de coincidencia.


Igualmente, advirtió acerca de la existencia de cambios metodológicos importantes que significaron incrementos en los valores de subtransmisión en todo Chile, pero que, calculados a Chilectra, alcanzaron a 8 mil 600 millones de pesos anuales, por subtransmisión, y mil 300 millones, por un factor especial presente sólo en dicha empresa: el enmallamiento. Sumados esos dos valores, Chilectra recibirá, en el cuadrienio 62 millones de dólares por concepto de subtransmisión y 10 millones de dólares adicionales por enmallamiento.


Específicamente, en relación con los incrementos por subtransmisión -la Comisión ha dicho que los ha habido-, indicó que el efecto neto consolidado a cuatro años, da cuenta de que Chilectra está percibiendo 207 millones de dólares y subrayó la necesidad de investigar esta situación y determinar cuáles son los componentes que incidieron en el alza.


La Comisión ha sostenido que este aumento obedeció exclusivamente a los precios de nudo, porque, a su juicio, si se consideran valores constantes, los componentes de costos de distribución suben y los usuarios deben pagar más por concepto de tarifas de distribución.


Todos los factores de coincidencia -que son valores que, de alguna manera, en los casos de los clientes residenciales se expresan en horas de uso- aumentaron o se mantuvieron iguales para Chilectra. La Comisión calculó en el 2000 un número de horas de uso inferior y reflejó redes menos compartidas para Santiago que lo que la propia empresa Chilectra solicitó en 1996. Ese año, Chilectra sostuvo que, en redes urbanas se compartían horas de uso que deberían ser, a lo más, 380. Sin embargo, en definitiva, fijó valores que representaban costos mayores que los que las propias empresas querían tener. De este modo, Santiago pasa a ser la ciudad con las redes de distribución menos compartidas del sistema, mientras que Osorno pasa a ser la ciudad con las redes de distribución más compartidas y concentradas del mismo.


Hace presente que el cálculo equivocado de horas de uso no constituye una ilegalidad y que, si bien la Comisión tiene atribuciones para hacerlo, carece de fundamento para actuar en tal sentido
. 


Esta situación no se produce sólo en Chilectra. En efecto, si se comparan los ingresos estimados para cada una de las áreas típicas, según la información proporcionada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, se puede apreciar que no sólo en el área típica 1 -cubierta por Chilectra en este proceso tarifario- existen contradicciones entre lo que fija la Comisión y la información suministrada por las propias empresas.


Si se observan las empresas modelo que fueron seleccionadas en cada área típica y se contrastan los resultados con la información del organismo de control, se llega a la conclusión de que, en cuatro de las seis áreas típicas, los valores son iguales o no tienen ningún cambio: 1,7 y 1,8; 1,4 y 1,0; 8,6 y 8,9; 9,5 y 9,8. Acotó que en el caso de Luz Linares (área típica 5), la Comisión actúa severamente, pues baja sus tarifas, sus valores agregados de distribución y sus ingresos estimados. Pero, en el fondo, son prácticamente iguales.


El cambio se produce en dos áreas típicas: en el área típica 1, cubierta por Chilectra, en el monto que se señaló anteriormente, de 58 mil millones de pesos anuales a 71 mil 600 millones de pesos anuales y, en el área típica 2, cubierta por 7 empresas. La empresa modelo, es decir, la Compañía General de Electricidad (CGE), aumentó de 23 mil 800 millones de pesos a 30 mil 400 millones de pesos anuales, si se comparan los datos proporcionados por la Superintendencia con los que calculó la Comisión.


En el área típica Nº 1, la aplicación del factor de ajuste se realizó con infracción de ley, por cuanto se modificó irregularmente el estudio del valor agregado de distribución efectuado para dicha área y, además, se realizaron alteraciones respecto de las tarifas de distribución. 


Corresponde a la Comisión Nacional de Energía el cálculo de las tarifas, según el procedimiento establecido en la ley. La competencia del ministro de Economía Fomento y Reconstrucción está limitada a fijar dichas tarifas mediante decreto supremo expedido “por orden del Presidente de la República”. Excepcionalmente, puede fijar precios máximos diferentes de los calculados por la Comisión, siempre que la ley de Presupuestos autorice la utilización de los recursos pertinentes
.


La Comisión definió seis áreas típicas, dentro del marco de sus atribuciones, las que fueron encargadas a dos equipos consultores
. Ellos debían efectuar una proposición, en función de las bases técnicas elaboradas por dicha entidad, con lo cual se garantiza la coherencia metodológica no solamente entre los estudios contratados, sino también con los de las empresas.


Las bases sobre las cuales se calcularon los valores agregados de distribución se refieren a los derechos municipales efectivos o históricos y a los teóricos o potencialmente pagados, que conllevan costos más elevados. Sin embargo, la Comisión exigió finalmente valores en función de costos más altos, que oscilan entre 38 mil millones de pesos anuales y 42 mil millones de pesos anuales.


Sobre el particular, comentó que la Comisión incurrió en una contradicción, toda vez que, en primer lugar, fijó el valor agregado de distribución según un factor global de costos y, en segundo término, su labor se limitó a recoger los resultados, no sólo de dos consultores, sino de tres consultores, con el mismo propósito. Ello obedeció a que, aparte de los dos consorcios que se adjudicaron los estudios de valor agregado, se contrató a un tercer consultor, en este caso la empresa consultora GTD Ingenieros Consultores Ltda., en adelante GTD, para coordinar, revisar los estudios y proponer los valores agregados de distribución resultantes.

 
La competencia de la Comisión para crear áreas típicas, incluso por empresa o por zonas, no justifica un factor global de ajuste de costos hacia arriba, cuyo origen se desconoce, con lo cual excede el ámbito de sus atribuciones. En este caso concreto, se han infringido los artículos 92
, 106
 y 107
 de la ley y 292
 y siguientes de su reglamento. Igualmente, determinó tarifas sobre derechos municipales calculados fuera de bases e, incluso, distintos de los informados por las empresas contratadas para ello.


La Comisión ha señalado que las bases técnicas elaboradas para calcular los valores agregados de distribución constituyeron un perfeccionamiento y que debían abastecer tanto la demanda actual como la proyectada y no sólo la correspondiente a un año determinado. Al definirse áreas típicas por empresas, se estimó que, una vez elaborados los estudios, se iban a producir subsidios cruzados dentro de ellas. Indicó que, si se aplica un mismo valor agregado de distribución para una misma empresa, los clientes más caros van a ser subsidiados por los más baratos. De este modo, los clientes urbanos tendrían que pagar tarifas más elevadas para financiar las redes rurales que están dentro de esa misma área típica. 


Debido a ello, después de efectuar los estudios de valor agregado de distribución, se introducen los denominados factores de asignación de costos sectorializados, con objeto de corregir las asimetrías producidas entre clientes de una misma área típica. Empero, la ley establece que bajo una misma área típica debe haber solamente un valor agregado de distribución
. Dichos factores no están dentro de las bases y no fueron establecidos como parte del estudio, con lo cual la Comisión ha excedido el ámbito de sus atribuciones, con un efecto adicional, cual es la perforación de las áreas típicas.


Por otra parte, la empresa GTD Ingenieros Consultores Ltda. no sólo fue contratada para corregir y coordinar estos esfuerzos, sino que también elaboró las bases técnicas con las cuales se fijaron las metodologías de los estudios de valores agregados de distribución, con lo cual es una misma empresa la que hace las bases e interviene en la fijación de los valores agregados de distribución. 


Para justificar el alza de los valores referentes a subtransmisión y enmallamiento se han dado dos explicaciones diferentes. En primer lugar, se informó de la existencia de un compromiso asumido por la Secretaria Ejecutiva de la anterior administración y que en definitiva no se cumplió. Por otra parte, se explicó que el incremento se debió a un estudio elaborado por la consultora Synex, la cual planteó, en 1998, la necesidad de actualizar dichos valores. Sin embargo, dicho informe proponía bajar los valores de subtransmisión en gran parte del país. 


En cuanto a los valores nuevos de reemplazo, en el estudio de la consultora Deuman se reconocían costos de explotación más bajos y rentabilidades más altas para Chilectra. Pese a ello, la Comisión, a través de la Superintendencia, logró que se modificaran los estudios de costos de explotación y que se fijaran otros valores nuevos de reemplazo.


Con estas intervenciones, la Comisión se encuentra en el límite de la rentabilidad, debido a que introduce un factor de ajuste de costos que no está contemplado en la ley. En efecto, si los cálculos sobrepasan la banda, deben bajarse las rentabilidades, con lo cual el factor de ajuste de costos es hacia arriba y no hacia abajo. Sin embargo, ese organismo estima que se trata de “un dato falso, porque las normas sobre calidad y exigencias no estaban internalizadas en el estudio de costos”. En 1999, los estándares de calidad eran mayores y se reconocían incluidas en ese estudio.


Cuando las autoridades regulatorias corrigen costos de explotación y llegan al límite de las rentabilidades primitivas no les es lícito modificar los valores agregados de distribución al margen de la ley, alterar factores de coincidencia y agregar rentabilidades por subtransmisión, que no guardan relación con el proceso tarifario.


En cuanto a la probidad administrativa, le asisten dudas sobre los vínculos que tenía la señora Blanlot con la empresa GTD, toda vez que, después de ocupar el cargo de Directora de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, se presentó ante autoridades nacionales y extranjeras como directora ejecutiva y no como investigadora asociada de dicha empresa, labor que habría desempeñado hasta principios del año 2000.


En relación con el mismo tópico, cuestiona la relación de GTD con la Comisión y con objeto de comprender su rol se requiere conocer todos los estudios que esta consultora ha efectuado para dicha entidad, para el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción o para la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en los años 2000 y 2001.


La señora Blanlot habría trabajado, en 1997, en la elaboración de un estudio de precios de subtransmisión, que GTD confeccionó para Chilectra, lo que, en su opinión, constituiría una negociación incompatible. Ella concurrió, con ejecutivos de Chilectra, ante las autoridades de la Comisión, gestionando en nombre de dicha empresa, el cambio de los valores de subtransmisión, con lo cual Chilectra termina siendo beneficiada en materias que son objeto de asesorías previas de la señora Blanlot como consultora particular. Lo anterior implica la existencia de supuestas infracciones de las normas contenidas en la ley Nº 18.575
, por cuanto estaría ejerciendo sus atribuciones al margen de la imparcialidad que le exige la ley. 


La Comisión genera sospechas adicionales con determinadas conductas, como, por ejemplo, con el congelamiento de los valores agregados de distribución y de los factores de coincidencia incorporados en el anteproyecto preparado por ese organismo bajo la gestión de la señora Blanlot, asociados a un alza irregular, a partir de lo cual podría concluirse que se desea obtener irregularmente determinados beneficios para Chilectra.


GTD reconoce haber determinado los contenidos de las bases técnicas para los estudios de valor agregado de distribución del último proceso tarifario. Por lo tanto, se hace necesario investigar si los contratos celebrados con la Comisión se encuentran dentro del monto máximo que es permitido estipular por trato directo. Además, GTD confeccionó otro estudio para Chilectra, que se denomina “Balance Anual de Potencia a Nivel de Distribución”, el cual dice relación con los factores de coincidencia, lo que se contrapone con lo afirmado por la señora Blanlot en el sentido de que se habría tenido presente la opinión de las empresas para hacerlo.


En materia de subtransmisión, la Comisión hizo construcciones teóricas que sólo pueden ocultar transferencias netas de recursos en favor de las distribuidoras y en perjuicio directo de los usuarios. En efecto, tras sucesivas modificaciones de los valores de subtransmisión, en octubre de 2000, se fijaron los precios de nudo y, después, se determinaron extemporáneamente las tarifas de distribución. Seguidamente, se dictó un segundo decreto que modificó los valores de enmallamiento a fines de noviembre del mismo año, aumentándolos casi al doble. Para una industria que ya había obtenido el decreto tarifario de distribución y que estaba en el límite de la rentabilidad máxima permitida -13,9 por ciento-, se podrían generar sospechas adicionales acerca de cuáles son sus motivaciones.


Se introdujeron factores de asignación de costos sectorializados para compensar las asimetrías que se producían entre clientes de distinta naturaleza respecto de una misma área típica, lo que hace necesario investigar si se tenían atribuciones para ello. Probablemente, la Comisión no calculó las repercuciones que hubo respecto de los subsidios internos y que alteraron los valores posteriores en forma indebida.


La Comisión, en todo este proceso, ha abusado del argumento de las economías de escala, con objeto de introducir nuevos factores de ajuste y de alza de costos, explicando, de este modo, las caídas en los ingresos de Chilectra entre 1996 y 2000, como, asimismo, los incrementos de los valores de subtransmisión, situación que genera incertidumbre en todos los nuevos actores que deseen participar en el sector, toda vez que la discrecionalidad que posibilita la obtención de ganancias puede producir pérdidas en lo futuro.

- Exposición del diputado señor Ricardo Rincón.


El propósito de esta investigación consiste en determinar si la fijación tarifaria ha sido efectuada de conformidad con la legislación vigente, toda vez que se trata de un proceso normado en el cual un regulador no puede atribuirse condiciones de discrecionalidad tales que impliquen determinar las condiciones de aumento o disminución del precio de la energía.


La Comisión Nacional de Energía ha expresado que los precios de nudo deben ser correctamente fijados, es decir, deben reflejar adecuadamente los costos en que los sistemas eléctricos deben incurrir para producir la calidad de servicio que el mismo regulador exige. Por otra parte, ha reconocido que no le corresponde reducirlos indiscriminadamente
. Sin embargo, nada se dice acerca de su incremento desproporcionado y, en tal sentido, debiera indicarse claramente que dicho aumento no corresponde a su papel de regulador.


Puede demostrar que las reducciones de precios implementadas entre 1997 y 1998 implicaron la caída de las rentabilidades esperadas para las inversiones futuras, a tasas entre el 5 y el 7 por ciento, siendo ésta la causal principal de la falta de aumento de la oferta de generación y del peligro de racionamiento en el sistema interconectado central. Sobre el particular, la Secretaria Ejecutiva no se refirió a la situación de sequía extrema que vivió nuestro país, obviando las constataciones hechas por la propia Comisión de esta honorable Cámara y las reformas incorporadas en la normativa del sector eléctrico. Su labor no consiste en asegurar rentabilidades a las empresas por concepto de generación.


Los precios de nudo, en general, han variado, entre abril y mayo de 2000 y mayo de 2001, en aproximadamente el 22 por ciento, expresado en dólares, y en alrededor del 33 por ciento, expresado en pesos. Si se descompone ese 22 por ciento, se concluye que sólo el 6 por ciento es explicable, como producto del aumento internacional del precio del petróleo y de sus derivados.


Por otra parte, el 5 por ciento corresponde al aumento por efecto del cambio en el valor del costo de falla
. Sin embargo, desde 1999, las compensaciones que deben pagarse por falta de suministro eléctrico están pendientes y se adeudan a los usuarios, hecho que debería considerarse en la fijación de las tarifas. 


Además, el 8 por ciento corresponde al retraso, en seis meses, en la fecha de entrada de operaciones de la Central Ralco. La Comisión no introduce teóricamente en el modelo otra central, en la curva entre oferta y demanda. En el plan indicativo de obras, la ley no sólo obliga, a aquellas centrales cuya construcción se ha anunciado, sino también a aquéllas que la autoridad estime que pueden construirse, en atención al espacio disponible en el sistema.


En cuanto al carbón, se adoptó como metodología los carbones posibles de comprar, cuando el parámetro estaba constituido por los cuatro carbones más baratos. Ello podría explicar un aumento de alrededor del 3 por ciento en el precio de nudo, lo que incide en el 50 por ciento respecto del precio final.


Respecto de los factores de penalización, se ha efectuado un recálculo considerando las redes reales, lo cual no se ajusta a lo dispuesto en la ley
. En consecuencia, si se opta por el sistema real, los factores de penalización aumentan automáticamente, y ello estaría indicando que los usuarios perciben un efecto de dicho cálculo.

VII. LO DECLARADO POR LA SECRETARIA EJECUTIVA DE LA COMISIÓN NACIONAL DE ENERGÍA.

La Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía, señora Vivianne Blanlot, concurrió a las sesiones 106ª, especial, 107ª, ordinaria, y 108ª, especial, celebradas los días 14, 15 y 16 de mayo de 2001, respectivamente. En ellas respondió a las denuncias formuladas en los proyectos de acuerdo que se han señalado con precedencia, del modo que se indica a continuación
.


Existía claridad en que había una serie de criterios y metodologías que merecían ser revisados, tarea a la cual se abocó a partir del día en que asumió sus funciones. 


En la fijación de abril de 2000 sólo se revisaron algunos aspectos, como el concerniente a la indexación del costo de falla
. Se trata de una variable muy importante que permite que las mismas empresas tengan distintas estrategias del uso del agua a través del tiempo.


Durante el año 2000 se invirtió en un modelo multinudal, que permitía representar el conjunto de la generación y la transmisión y calcular exactamente lo que se debía por concepto de factores de penalización, en cada uno de los nudos del sistema interconectado. El modelo sólo estuvo listo para su aplicación en mayo del año pasado, lo cual tuvo, como consecuencia, que el precio relativo en los distintos nudos variara hacia el alza en el sur y se redujera en el norte. 


En octubre del mismo año hubo varias modificaciones, en temas como el índice de precios del carbón; el modo de calcular el precio relevante del gas
; las fechas de entrada de los proyectos que la Comisión Nacional de Energía recomienda en el plan de obras y el ajuste en los tiempos de entrada a la fecha más baja, en tiempo histórico, para cada tipo de proyecto. El resultado de dicha fijación fue un aumento del 9,7 por ciento en el precio de nudo. 


En abril de 2001, el alza promedio fue del 9,5 por ciento, el cual se debió principalmente al tipo de cambio y al precio de los combustibles líquidos. Adicionalmente, se modificó la estructura de precios a través de todo el sistema de transmisión, lo que muestra cuáles son los mayores impactos sobre el cálculo de precios de nudo. Probablemente, en el futuro, no será fácil obtener un impacto adicional que no sea el derivado de las variaciones de los precios de los mercados internacionales.


Respecto del retraso de la Central Ralco, la única vez que ha recomendado dicho proyecto fue durante 1996, oportunidad en la cual señaló que este proyecto se requería para el año 2005.


En lo relativo al cambio de criterio respecto del carbón, la política de cada empresa eficiente no consiste en comprar en cada semestre el carbón más barato, sino que, por el contrario, mantener una política comercial estable, con vendedores que le aseguren calidad constantemente y donde no exista incertidumbre respecto del transporte.


En cuanto al plan indicativo de obras, se trabajó con un criterio de optimización de la oferta, dada la realidad de las opciones disponibles, pues se trata de reflejar una empresa que opere en forma eficiente.


Por otra parte, asegura no haber sido socia de GTD Ingenieros Consultores, aunque reconoce haber trabajado junto al gerente general de dicha empresa, señor Héctor Lagunas, en la elaboración de varios informes sobre el marco regulatorio eléctrico y sanitario para distintas empresas del Estado entre los años 1993 y 1994, pero asociados como consultores individuales y no como GTD. Trabajó en dicha empresa durante un año y medio, desde fines de 1997 hasta mediados de 1999, con objeto de formar una unidad consultora ambiental. Mientras tanto, continuó ejerciendo funciones como consultora individual en estudios dentro y fuera de Chile en distintos ámbitos, sobre todo en el ambiental. 


Asimismo, no ha participado en el estudio sobre subtransmisión que se elaboró en el año 2000 para la Comisión. Empero, GTD formó parte de un estudio de subtransmisión para Chilectra en 1998, que no tenía por objeto calcular los costos de dicha empresa, sino que proponer una metodología de tarificación. En dicho informe aportó asesoría conceptual en el tema metodológico, pero niega haber tenido relación comercial con Chilectra o con alguna otra empresa eléctrica, no obstante haber efectuado estudios ambientales cuando trabajaba como consultora ambiental, en 1998.


Admite haber asistido a una reunión en la Comisión Nacional de Energía, en 1998, cuando se estaba revisando la metodología para fijar las tarifas de subtransmisión, a la cual concurrieron consultores del área eléctrica, a fin de explicar los criterios económicos que sustentaban dicha propuesta.


En cuanto a la subtransmisión, existe un vacío normativo y se ha adoptado la práctica de fijarla conjuntamente con los precios de nudo. En 1998, se incorporó el factor de enmallamiento, que fue propuesto por la consultora Synex, la cual señaló que el modelo radial existente no representaba adecuadamente todos los costos que el sistema de subtransmisión implica para las grandes ciudades. La forma de resolver ese problema era agregar dicho factor, que equivale al cálculo de la diferencia en infraestructura que se requiere entre una red y un sistema lineal. En el 2000, se llegó a la conclusión de que era necesario implementar el nuevo método, en consideración a que Santiago necesitaba una calidad de servicio distinta de la que requerían otras ciudades.


En términos de calidad de servicio
, las horas de falla en los sistemas de subtransmisión del país fluctúan entre tres y ocho horas de interrupción por año. Sin embargo, en el sistema enmallado de Chilectra, es decir, el del área metropolitana -único que cuenta en la actualidad con una red enmallada-, se exige un máximo de 0,10 horas de interrupción anuales, cifra que es sustantivamente menor de aquélla con que se opera en los demás sistemas.


Respecto del efecto que tuvo el incremento de subtransmisión en las tarifas de los consumidores finales, el recálculo de niveles implicó, aproximadamente, el 50 por ciento de aumento en los costos de subtransmisión para cinco empresas: Compañía General de Electricidad (CGE), Chilquinta, Saesa-Frontel, Conafe y Chilectra. En todo caso, dicho incremento fue insignificante desde el punto de vista del consumidor final, toda vez que es un componente muy pequeño, del orden del 2 ó 3 por ciento.


En cuanto al impacto del aumento de ingresos por subtransmisión en la tarifa de Chilectra, es de 11 mil millones de pesos por año, y el del factor de enmallamiento es de 1.291 millones de pesos, lo que representa menos del 3 por ciento del total del costo de subtransmisión y equivale a dos millones de dólares extras anuales para Chilectra. Ello significa que esta última continúa siendo la empresa que tiene la tarifa media de subtransmisión más baja del país, con 5,1 pesos por kilowatt-hora transmitido, en contra de un rango del orden de 6,8 ó 7 pesos para las demás empresas.


El costo económico de la interrupción de servicio (costo de falla) es mayor en Santiago que en otras ciudades, la que, además, mantiene mayor requerimiento por parte de las industrias. 


Las fijaciones tarifarias anteriores, por razones simplemente metodológicas, contenían un cierto sesgo, debido a que se efectuaban estudios de tarifas sobre la base de áreas típicas o empresas modeladas en un número muy discreto, que tenían que representar a la totalidad de la industria. Particularmente, Chilectra, que es la empresa más grande del país, estaba representada por una compañía de mucho menor tamaño, lo cual daba como resultado que aquélla tenía tarifas más altas que otras empresas menores, con inferiores economías de escala.


En torno a los cambios metodológicos, se fijaron los criterios para definir seis áreas típicas y se especificó que el área 1 correspondería sólo a la empresa más densa y más grande, que es Chilectra.


En febrero de 2000 se convocó a las consultoras a una etapa de precalificación. Al efecto, se inscribieron doce empresas -que constituían prácticamente la totalidad de las consultoras existentes en el país- y, al mismo tiempo, se estableció como condición que, si una empresa calificaba, estaba obligada a presentar ofertas, lo cual les impedía participar en otras etapas del proceso.


Debido a que, a fines de marzo de 2000, no se habían elaborado las bases ni se habían definido las metodologías, el estudio de las bases fue externalizado a la empresa GTD, que las elaboró en un trabajo compartido con los profesionales de la Comisión. Posteriormente, se contrató a la misma consultora para que ayudara a coordinar el proceso de revisión de los estudios. La labor que se le encomendó fue coordinar los estudios, asegurar que los criterios no fueran dispares y que todos se orientaran hacia la racionalidad de los supuestos y de los resultados.


En agosto de 2000, tanto los consultores contratados por la Comisión como los de las empresas entregaron sus estudios. El hecho de que hubiera seis estudios que iban a ser efectuados por dos consorcios, es decir, por cuatro empresas consultoras
, implicaba lógicamente que, en un período de tres meses, existirían disparidades en los criterios.


Una vez recibidos los estudios, en un período de quince a veinte días, se trabajó en su revisión y en la búsqueda de los criterios de coherencia entre los mismos. Se fijaron los valores de la Comisión, los que posteriormente se promediaron con los de las empresas, tal como lo indica la ley. 


Lo que se ha cuestionado es el hecho de que no se haya considerado el valor de los estudios de cada consultora. Independientemente de la forma en que se haya interpretado la ley en otras fijaciones, el organismo regulador es la Comisión Nacional de Energía, el cual no puede delegar su papel en empresas consultoras. En consecuencia, si se hubiesen adoptado o aceptado los resultados de las consultoras, sin revisión, se habría incurrido en una falta, al no asumir esta ineludible obligación.


En relación con el hecho de que sea la empresa que coordinó el proceso de selección la misma que elaboró las bases de licitación y, posteriormente, corrigió los informes de los consultores, señala que es aquélla la que está en la mejor condición técnica para estimar si esas bases se cumplieron o no en los estudios y si se produjeron diferencias importantes en la forma en que fueron interpretadas aquéllas por los dos consorcios. Por otra parte, cada uno de los contratos adjudicados a GTD, en el desarrollo del proceso, está por debajo del monto que el Consejo Ministerial de la Comisión Nacional de Energía autoriza para contratar en forma directa. En cambio, los contratos suscritos con los otros dos consorcios están por sobre los doscientos millones de pesos
.


Respecto del área típica de distribución, se puede estudiar una empresa grande que posea áreas menos rurales o más urbanas, más industriales o más comerciales, menos densas o menos pobladas. Esto tiene la ventaja de que se trabaja con una sola empresa, lo cual, desde muchos puntos de vista, sobre todo desde el económico, facilita los estudios, pero tiene la gran desventaja de considerar a los sistemas de distribución como si fueran, principalmente, un conjunto de líneas de transmisión y distribución, de subestaciones, cables y áreas de servidumbres.


Los costos de administración y de comercialización de las empresas influyen más en la definición de los costos de explotación que el costo de mantenimiento de las instalaciones fijas. Es justamente ese sesgo el que favorece a algunas empresas, como Chilectra, que si bien tienen una composición fuerte, también tienen un enorme mercado, lo que es mucho más relevante. Se estaba suponiendo que tenía costos de administración y comercialización iguales a los de Conafe, pero siendo ésta mucho más pequeña, tenía costos de administración mucho más grandes y, por lo tanto, a aquélla se le estaban asignando tarifas mayores a las que le correspondían.


Respecto de lo acontecido en las zonas rurales, si bien a través de la observación de Luz Linares y Copelec se pudo representar muy bien a las pequeñas empresas rurales, también en algunas áreas de la Compañía General de Electricidad (CGE) y de Emec se pueden encontrar situaciones similares. Cuando se identifican esos casos, se les asignan costos de áreas rurales y la calidad de servicio ofrecida no es la misma para todas las empresas, con lo cual no se obtienen tarifas iguales.


Existe un costo por calidad de servicio que varía y que es más elevado para Chilectra que para las empresas rurales. No se aplican las mismas normas de calidad y, por lo tanto, las empresas se modelan en forma distinta. Sin embargo, el tema no está resuelto, porque, efectivamente, tienen costos más altos por efecto de la infraestructura física.


En el caso de Chilectra, de CGE, de Emec y de algunas cooperativas, se dudó acerca de la validez de los resultados y, sobre todo, de la coherencia de ciertas materias, mas no de la honestidad, rigurosidad ni de los esfuerzos de los consultores, por cuanto, en este tema, fácilmente se pueden obtener resultados distintos.


En relación con los sueldos de la planta, que es un ítem de alto costo en el resultado final, los estudios de la CGE y de Chilectra tomaban como parámetro de referencia muestreos de sueldos y salarios para la industria realizados por distintas empresas consultoras muy respetadas, pero que tenían resultados diferentes para los mismos ítem. En este caso, existían dos empresas que, estando toda su plana ejecutiva en Santiago, en el mismo nivel, tenían, sin embargo, grandes diferencias en los valores.


Razonablemente, no se pueden fijar valores distintos a los consultores, puesto que trabajaron con supuestos diferentes. Hay un tema de racionalidad y de justicia económica que está detrás de la responsabilidad de la Comisión. Se analizó nuevamente la materia desde el punto de vista de la coherencia, y las modificaciones que se efectuaron -tanto para Chilectra como para CGE y Emec- fueron en el sentido contrario. En el caso de esta última se habían estimado costos muy altos, que luego disminuyeron, principalmente, por diferencias en el criterio de optimización de la infraestructura física.


En razón de lo anterior, se fijó un valor agregado de distribución para Chilectra y para CGE superior al que estimaban los consultores en sus informes. La responsabilidad de la fijación de tarifas es de la Comisión Nacional de Energía. La tarifas deben ser razonables, justas, correctas y coherentes. 


En la práctica, se realiza un estudio que se revisa constantemente durante todo el proceso hasta que, finalmente, se arriba a una cifra consensuada entre los técnicos de la Comisión y el consultor. Se fija el valor agregado de distribución, pero, después, se inicia un proceso adicional, que es la discusión pormenorizada respecto de los factores de coincidencia.


En definitiva, el ajuste final de las tarifas se realizó sobre la base de una discusión de los factores de coincidencia. Se solicitaron informes parciales a los consultores, los que no se proporcionaron, dada la escasez de tiempo, razón por la cual el trabajo se concentró posteriormente en la labor de ajustar las cifras en función de la coherencia de todo el proceso.


Cuando se trata de establecer costos de una empresa modelo no existe una verdad absoluta, porque lo que se está haciendo es imaginar cómo operaría una empresa ideal, así como en los precios de nudo se está tratando de imaginar el futuro en términos de costos marginales.


En cuanto a los ingresos por empresas, la variación porcentual fluctúa en el 5,9 por ciento, como promedio nacional. En el caso de Chilectra, la reducción de ingresos agregados fue del 10,4 por ciento; en el de CGE, del 4,7 por ciento; en el de Emec, del 1,5 por ciento, y en el de Conafe, del 3,9 por ciento. En cambio, en el caso de Chilquinta, se produjo un aumento del 3,1 por ciento.


Siempre se ha discutido si el valor agregado de distribución es fijado por la Comisión o por los consultores. La normativa vigente dispone que la Comisión calculará los valores agregados de distribución y encargará los estudios de costos a empresas consultoras; como, asimismo, que la entidad va a promediar sus valores agregados de distribución y los de los estudios de las empresas, de acuerdo con una ponderación de dos tercios o un tercio. Lo anterior implica concluir que se aplicó correctamente la ley.


Todas las cifras calculadas por la Comisión se han atenido a una misma metodología y a criterios comunes para todas las empresas y, además, están basadas en la más sólida conceptualización económica de la materia tarifaria. 


En relación con los factores de coincidencia, fueron modificados los datos de las empresas en la fijación anterior. Se calculó un cierto costo global para las empresas, que representa el ingreso que deben recibir y luego se aplicaron dichos factores. En la medida en que no se midan cada vez que hay una fijación tarifaria, una vez definido el ingreso global, empieza una discusión sobre el tema, porque, según como se tomen, se asignan beneficios relativos para algunos sectores o empresas. Por lo tanto, determinar el costo final del usuario sobre la base de variables que no son medibles es la mayor arbitrariedad en la que se puede incurrir, poniendo en grave peligro al regulador, por cuanto puede negociar parámetros que no están medidos y que, en consecuencia, actúan sobre una base no objetiva.


Por ello, el esfuerzo metodológico de la Comisión se ha orientado a tener bases más objetivas de fijación, es decir, a tratar de bajar toda la fijación y el costo medio al usuario en variables que se puedan medir. Empero, no hubo discusión sobre estos parámetros, sino que se aceptaron las propuestas de las empresas, ya que se fijaron en el número global. Hay una diferencia metodológica, que no es ilegal, porque la ley no se refiere a las formas de aplicación ni a los factores de coincidencia. Sólo son instrumentos metodológicos que se han introducido con posterioridad a la ley, que dicen relación con la práctica de la ingeniería y no con la regulación vigente.


Los factores de asignación de costos sectorializados, por otro lado, persiguen determinar los costos medios de la empresa modelo. Como se trata de una empresa que está operando en muchas comunas en el país, se presenta un viejo dilema: aceptar o no que hay subsidios cruzados. Desde 1996 siempre se ha aplicado el primer criterio. De hecho, las tarifas estaban fijadas por comunas, lo que no necesariamente refleja en forma exacta los costos. Por lo tanto, se buscó un método de minimizar los impactos sobre los consumidores y se respetó el criterio utilizado en la administración anterior.

VIII. LOS HECHOS INVESTIGADOS Y LAS DECLARACIONES FORMULADAS EN LA COMISIÓN.

El mandato de la Corporación otorgó facultades a vuestra Comisión para investigar los últimos procesos tarifarios desarrollados durante los años 2000 y 2001, lo que implicó, en la práctica, abocarse al estudio de lo obrado por la Comisión Nacional de Energía tanto en el cálculo de los precios de nudo, en los meses de abril y octubre de 2000 y abril de 2001, como en materia de fijación de tarifas de distribución para el cuadrienio comprendido entre los años 2000 y 2004.


1.
Los procesos de fijación de precios de nudo correspondientes a abril y octubre de 2000 y a abril de 2001.


1.1. Cambios introducidos por la Comisión Nacional de Energía.


La Comisión ha introducido los siguientes cambios en el proceso de determinación de los precios de nudo, a partir de octubre de 2000
:


-Elaboración de planes indicativos de inversión en generación y transmisión.


-Proyecciones de demanda globales y por nudo del sistema eléctrico.


-Costos de falla.


-Costos de carbón y combustibles líquidos para generación termoeléctrica.


-Costos del gas natural para generación termoeléctrica y su transporte.


-Modelación de exigencias de calidad de servicio.


-Metodologías de cálculo de factores de penalización y representación de los sistemas de transmisión.


-Margen de reserva teórico de potencia.


Por su parte, el señor Gustavo Cubillos, miembro de la Comisión de Energía del Instituto de Ingenieros de Minas
, comenta algunos de ellos, del modo que seguidamente se indica:

1.
Proyección de la demanda. En la proyección de la demanda que realiza la Comisión, en octubre de 2000, se consideró una tasa de crecimiento del sistema eléctrico del 14 por ciento para el 2000, en circunstancias de que sólo aumentó alrededor del 9,5 por ciento.

2.
Costo de falla
. Se incrementó su valor, con objeto de posibilitar una operación más segura del sistema eléctrico y de que los usuarios paguen un seguro por un posible racionamiento futuro, señal positiva desde el punto de vista de la operación. Sin embargo, resulta imprescindible que los usuarios sean compensados en caso de racionamiento.

3.
Precio del carbón. Injustificadamente, se consideró un valor de entre el 15 y el 25 por ciento mayor a lo que efectivamente están importando las empresas eléctricas. La Comisión estaría utilizando en sus cálculos carbones de Pennsylvania, que son de extraordinaria calidad, cuando lo normal es que se importen carbones de 6.500 a 6.300 kilos de calorías, provenientes de Indonesia o Australia.

4.
Plan indicativo de obras. Se modificó artificialmente la fecha más próxima de entrada en operación de una nueva central a gas, de la interconexión SING-SIC y del ingreso de la central Ralco. 

5.
Costos de subtransmisión. Fueron incorporados en los precios de nudo con valores superiores al 50 por ciento. Se trata de un aumento desmedido, por cuanto naturalmente aquéllos se reducen como consecuencia de las economías de escala, en relación con la alimentación a los distribuidores. Particularmente, es perjudicial para las empresas mineras de menor tamaño y, en general, para los clientes libres que se encuentran conectados a las redes de distribución, por cuanto, al otorgarse a las concesionarias mayores posibilidades de manejo de los precios, se obstruye la competencia entre generadoras y distribuidoras.


En cuanto a los factores de penalización, el diputado señor Rincón opina que, aunque éstos se calcularon para un sistema económicamente eficiente, fueron aplicados por la Comisión sobre redes reales que pierden energía. En consecuencia, el aumento de dichos factores conllevó a la alteración de los precios de nudo
. 


Respecto del alza del costo de falla, el señor Claudio Espinoza, ingeniero del área eléctrica
, señala que no se trató de una cifra arbitraria, sino que se estableció sobre la base de un estudio elaborado para el período 1991-1992
, actualizado en la fijación de abril de 1999.


Ni la diputada señora Ovalle ni el diputado señor Rincón justifican su incremento, en atención al hecho de que, siendo un seguro, está incorporado en el proceso tarifario. Además, las empresas no han pagado las compensaciones que se adeudan a los usuarios, con lo cual sólo se les beneficia en desmedro de estos últimos.


Por su parte, el diputado señor Vilches acota que es relevante conocer la incidencia que tiene la tasa de cambio y el precio de los combustibles, por cuanto se trata de variables que tienen influencia en el precio final. Si esa ecuación se ha mantenido en los últimos años, es prioritario conocer el motivo por el cual se modificaron en las últimas fijaciones de precios de nudo.


Respecto de la postergación de la Central Ralco, el señor Óscar Landerretche, ex ministro Presidente de la Comisión
, reconoce que ha tenido un efecto importante en términos de dar origen a la introducción de unidades. El hecho de disponer de más de un gasoducto -tanto en el Sistema Interconectado del Norte Grande como en el Central-, posibilita la instalación de unidades de dimensiones intermedias altamente económicas que permiten incrementar la probabilidad de que, como consecuencia de la entrada en operación de una gran central, aparezca una nueva unidad.

1.2. Recargos en subtransmisión y enmallamiento
.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot
 explica que se consideró la infraestructura actual y proyectada en instalaciones de subtransmisión y se aplicaron a aquélla los costos reales actuales de inversiones, manteniendo la misma estructura de recargos vigentes desde 1992. Además, se determinó el nivel tarifario, según el costo actualizado de inversión y operación para cada subsistema y la calidad de servicio que debe prestarse en consideración a la estructura de los mismos.


En cuanto al factor de enmallamiento, se trata de reconocer la mayor cantidad de instalaciones, que son propias de un sistema enmallado o anillado, concebido y propuesto por la empresa Synex, en 1997. Se estableció una metodología aplicable a cualquier empresa que reúna esas condiciones. Actualmente, Chilectra es la única que las cumple. En el futuro, se espera que la Compañía General de Electricidad (CGE) y otros sistemas terminen siendo anillados y, por lo tanto, susceptibles de los mismos recargos.


El señor Héctor Lagunas, gerente general de GTD
, se refiere al estudio que realizó para Chilectra, en 1997, sobre costos y tarifas de subtransmisión, en el cual se propuso una metodología y el cálculo del valor agregado de subtransmisión, mediante la creación de los factores de penalización de pérdida media y de participación analítica en los costos
. En cambio, la metodología, que aparece en las bases de subtransmisión, está implementada a partir de los costos de desarrollo a largo plazo y no es de costo incremental.


Por su parte, el señor Rodrigo Iglesias, jefe del área eléctrica
 comenta que el ajuste se introdujo en la fijación de precios de nudo de octubre de 2000. El factor de enmallamiento fue 1,707 y se fijó una sola vez, lo que implica que, para efectos tarifarios, tiene un solo valor.


Por su parte, la señora María Isabel González, ex Secretaria Ejecutiva
, niega lo afirmado por parte de la administración actual, en orden a que con dicho incremento se estaría cumpliendo un compromiso adquirido durante el período en que le correspondió desempeñarse en la Comisión. Aclaró que, en 1997, se contrató a la empresa Synex, con objeto de determinar si los recargos de subtransmisión estaban siendo utilizados en esa época y si representaban debidamente los costos. A raíz de dicho estudio, surgió el tema del enmallamiento, que afecta a las grandes ciudades del país, no solamente a la región metropolitana. Los factores de enmallamiento calculados por Synex no exceden de 1,25, en circunstancias de que en el último decreto tarifario son de 1,7.


El gerente comercial de Chilectra, señor Marcelo Silva
, admite que las cifras relativas al segmento de subtransmisión han tenido un reconocimiento tarifario más acorde con la realidad, y que se ha representado, desde 1992, que existe un subconocimiento del sistema de subtransmisión, que es esencial para garantizar la calidad y continuidad del servicio en la distribución de media y baja tensión. 


El representante de Synex Ingenieros, señor Renato Agurto
, expone que, con objeto de visualizar la aplicación de la metodología propuesta, se dio un ejemplo con tres mallas, que corresponden a las tres principales ciudades del país: Santiago, Valparaíso y Concepción. Sin embargo, no hubo referencia a ninguna malla en especial, sino que se hizo un ejemplo teórico y, a la vez, se establecieron tres condiciones que deberían cumplirse para que el factor pudiera aplicarse
.


Ante lo afirmado por la señora Blanlot en el sentido de que su empresa es la responsable del cálculo, aclara que Synex sólo estableció el criterio y la metodología y que los valores fueron calculados por la Comisión.


En relación con esta materia, el señor Gustavo Cubillos, miembro de la Comisión de Energía del Instituto de Ingenieros de Minas
, admite que la única manera de hacer atractiva la distribuidora para un cliente libre es mediante el ofrecimiento de valores de subtransmisión más bajos que los que podría ofrecer la generadora. Ello ocurre, en su opinión, siempre que la subtransmisión absorba la mayor demanda y baje proporcionalmente sus costos. La distribuidora puede exigir que, a mayor demanda, el precio de subtransmisión sea más bajo, por efecto de las economías de escala, lo que no acontece en el último decreto tarifario.


1.3. Efectividad de las políticas empleadas por la Comisión Nacional de Energía para incentivar las inversiones del sector.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot
, sostiene que las señales de precios se construyen sobre la base de mostrar fielmente la realidad del mercado. Aunque no se puede afirmar que en este año se hayan reactivado las inversiones, tampoco se puede esperar que la reacción de los inversionistas sea instantánea, puesto que los mercados no funcionan de esta manera y existen muchas otras consideraciones, más allá del precio, que provocan la reacción de quienes invierten.


La función de la Comisión es mantener una política realista de precios de nudo, con objeto de emitir señales adecuadas, no solamente desde el punto de vista de los precios, sino que en relación con la estabilidad de las reglas. Se espera que las inversiones empiecen a reaccionar ante esa coherencia de política energética. Como institución, le corresponde reflejar los costos reales que prevalecerán en los próximos años en el mercado energético. De lo contrario, no existirá interés en vender a precios de nudo, porque se está manteniendo un precio artificialmente bajo, que es inferior al del mercado. 


Por su parte, el Presidente del Instituto de Ingenieros de Minas, señor Carlos Vega
, hace presente que los cambios efectuados están orientados a conseguir un alza en dichos precios, para incentivar las inversiones en el Sistema Interconectado Central. Esta situación favorece a los generadores, particularmente a los responsables del retraso, por cuanto se han aumentado artificialmente los precios de la electricidad. Ello demuestra que el mercado de la generación eléctrica es competitivo en el largo plazo, pero monopólico en el corto plazo, porque operar una nueva central requiere de, al menos, un par de años, cuestión que debiera ser analizada cuidadosamente por la autoridad, con objeto de no ofrecer incentivos perversos y evitar que ellos perjudiquen a los usuarios.


En la misma sesión, el señor Josif Baumgartner, Presidente de la Asociación de Consumidores de Energía No Regulados
, señala que la filosofía de la ley consiste en tener la posibilidad de autogenerar o autoproducir electricidad si no se logra un acuerdo con el suministrador. No obstante lo anterior, la capacidad de negociar adecuadamente es limitada. Existen muchos clientes libres que son cautivos de las distribuidoras y que se ven obligados a preferir opciones tarifarias, con lo cual la normativa eléctrica no se cumple.


1.4. Las acusaciones de que autoridades anteriores de la Comisión Nacional de Energía habrían rebajado artificialmente los precios de nudo.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot, expresa que “la Comisión puede demostrar que las reducciones de precio implementadas entre los años 1997 y 1998 implicaron la caída de las rentabilidades esperadas para las inversiones futuras, a tasas entre 5 por ciento y 7 por ciento, siendo ésta la causa principal de la falta de aumento de la oferta de generación, y del peligro de racionamiento en el Sistema Interconectado Central para los próximos años
”.


Consultado el ex ministro Presidente de la Comisión, señor Óscar Landerretche
, acerca de la crítica que la actual Secretaria Ejecutiva habría formulado a su gestión, informa de una conversación que sostuvo con la señora Blanlot, quien le manifestó que se había referido sólo a la crisis eléctrica y no a su gestión propiamente tal
. Su desempeño coincidió con una época de crisis, debido a la caída de los precios, con lo cual el precio teórico de la Comisión quedó por debajo de la banda de precios libres. Los precios de nudo se establecieron mediante la banda de precios de los contratos libres durante todo el período. En consecuencia, no le parece aceptable que se sostenga que aquéllos reflejaron alguna rentabilidad determinada o que fueron manipulados.


En la misma sesión, la ex Secretaria Ejecutiva señora María Isabel González
 afirma que le ha llamado la atención que se haya acusado a la anterior administración de manejar en forma política los precios de nudo, culpándola por la falta de inversiones en el área de la generación. Recordó que todos los sectores políticos han coincidido en que las tarifas no fueron bajadas artificialmente, lo cual ha sido admitido públicamente por el ex Secretario Ejecutivo, señor Sebastián Bernstein, y el ex ministro Presidente de la Comisión, señor Alejandro Jadresic.

2.
Proceso de fijación de tarifas de distribución eléctrica para el período 2000-2004.


2.1. Los cambios introducidos en el último proceso tarifario.


En relación con lo obrado por la Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot, el señor José de Gregorio, ex ministro de Economía, Minería y Energía
, hace presente que, en la sesión especial de esta honorable Corporación celebrada el 2 de mayo de este año, hizo una extensa presentación acerca de las fijaciones tarifarias, dio cuenta de las dudas que existen respecto del proceso y del rigor con que ha actuado la Comisión Nacional de Energía, precisando que tiene la plena convicción de que se trata de un trabajo serio, responsable y técnico.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot
, señala que cada una de las fijaciones tarifarias se enmarca dentro de las decisiones adoptadas por la autoridad, en determinadas etapas del proceso, las cuales, fuera del contexto, podrían considerarse arbitrarias; sin embargo, fueron necesarias para garantizar la racionalidad del proceso. Si se analiza cualquier proceso pueden encontrarse miles de parámetros cuestionables, pero que son necesarios para garantizar la racionabilidad de los resultados
.


Por su parte, el señor Rodrigo Iglesias, jefe del área eléctrica
, informa que las principales modificaciones metodológicas introducidas en el último proceso tarifario dicen relación con el mayor número de áreas típicas definidas
; con la selección de las empresas modelo, debido a que se clasifican o se estudian empresas completas; con algunas características distintivas que tenían las bases técnicas que se diseñaron para guiar el trabajo de los consultores; con el diseño de la empresa para abastecer la demanda proyectada, lo que también constituye un concepto nuevo, y con la calidad de servicio que se aplica al segmento de distribución. Por primera vez, se condiciona el diseño de la empresa modelo en función del cumplimiento de ciertos estándares de calidad de servicio
.


El señor Héctor Lagunas, gerente general de GTD
, expresa que los cambios metodológicos no son ilegales ni arbitrarios y no pretenden beneficiar a nadie en particular. Los principios de coherencia económica que desarrollaron se vertieron en el procedimiento de áreas típicas, en la empresa nueva que inicia su operación, en la referencia al mercado real, en la determinación de la industria eficiente y en la transparencia en el proceso de revisión de los estudios
.


Conocidos los valores agregados de todas las empresas, se crearon los valores nuevos de reemplazo reales revisados con los costos de operación y con las potencias vendidas. Con esos datos se originó un valor agregado de distribución para cada una de las empresas y una curva de costos. Mediante esta curva se determinó la mejor clasificación de empresas, seleccionando una empresa representativa, con una tolerancia tal que la diferencia de costos no permita que su tarifa individual exceda el 14 por ciento de rentabilidad o sea inferior al 6 por ciento.


En torno a la legalidad de la propuesta de agrupar a la industria de determinada manera y a la necesidad de hacer una homologación final, señala que es la Comisión, y no el consultor, quien tiene todo el derecho de modificar y revisar los estudios. No obstante lo anterior, la autoridad no puede ser arbitraria. Por ello, se elaboró una metodología coherente con el mercado, pese a las discrepancias que ella pudiera suscitar.


El diputado señor Jocelyn-Holt cuestiona el hecho de que, una vez definidas las áreas típicas y realizados los estudios, se solicite a la empresa que elaboró las bases técnicas la corrección de los resultados a través de una curva de ajuste.


Por otro lado, el señor Gustavo Riveros
, gerente comercial de Saesa-Frontel, comenta que la metodología utilizada en los procesos anteriores ha sido escoger una muestra muy pequeña de comunas o sectores que las empresas atienden, de tal manera de constituir con ello lo que se denomina empresa modelo, y desde allí calcular tarifas para el resto del país. En la fijación de 2000 hubo un cambio notable, pues las empresas modelo fueron construidas a partir de las zonas que atienden empresas reales que operan en Chile y que, en la práctica, representan el ochenta por ciento de los clientes del país. Por otra parte, las bases del proceso fueron bastante más completas que en otras oportunidades. Durante los procesos tarifarios de 1992 y 1996 aquéllas tuvieron que ser modificadas, pues debieron incorporarse aspectos que no estaban previstos desde un principio.


A su vez, el diputado señor Vilches coincide en que, en vez de utilizar una empresa modelo, se tomó como referencia a seis de ellas, con lo cual se modificó absolutamente la base para el cálculo del valor agregado de distribución.


Consultado acerca de si conocía experiencias previas en procesos de homogeneización u homologación de estudios, el señor Óscar Landerretche, ex ministro Presidente de la Comisión
, responde que, en el caso del valor agregado de distribución, la normativa vigente no deja márgenes para el componente del estudio encargado por la Comisión. Sin embargo, si le hubiera correspondido participar en el proceso, habría solicitado un informe en derecho, por cuanto no está seguro de que la actual normativa permita efectuar el ajuste necesario para el proceso. En todo caso, el procedimiento siempre es reglado, con objeto de que pueda aplicarse la disposición que posteriormente promedia los estudios correspondientes.


El ex Secretario Ejecutivo, señor Sebastián Bernstein
, señala que la Comisión puede enmendar un error manifiesto del consultor especializado, a través de un procedimiento transparente, teniendo en consideración la gran cantidad de recursos involucrados. En el pasado, se han producido situaciones de disparidad de resultados en los estudios tarifarios, las cuales se han solucionado, incluso dentro de las bases. En 1988, se debió modificar un parámetro relacionado con pérdidas técnicas de potencia, por falta de acuerdo con el consultor, con objeto de evitar las implicancias que podría tener un error en el largo plazo. Pero ello se llevó a cabo en forma transparente, abierta e informada.


Sin embargo, precisa que no ha habido otros procesos en los cuales se haya hecho una homogeneización de estudios. La expresión homogeneizar puede ser interpretada como otorgar atribuciones arbitrarias a la Comisión para que modifique resultados a su antojo, o bien como un análisis sistemático, basado en elementos racionales y objetivos, con objeto de detectar errores. Por ello, es necesario que este aspecto esté reglamentado y sea transparente, por cuanto existe preocupación en el sentido de que esa facultad, que se estaría coligiendo de la ley, pudiera provocar la distorsión de los resultados del proceso.

2.2. Las opiniones de los consultores contratados por la Comisión Nacional de Energía.


2.2.1. El consorcio Eleconsult-Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile.


El decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile, señor Ricardo Paredes, y el gerente general de Eleconsult, señor Gabriel Inostroza, concurrieron a la sesión 111ª, ordinaria, de 5 de junio de 2001. Este consorcio se adjudicó las áreas típicas 2, 3 y 6.


El señor Ricardo Paredes
 hace presente que los componentes de costos se ajustaron a las bases establecidas por la Comisión y que no es frecuente que se corrijan significativamente las cifras de los trabajos encomendados, especialmente en lo que se refiere a remuneraciones, porque se trata de una materia en que los criterios tienden a homogeneizarse.


El señor Gabriel Inostroza
 señala que tuvieron frecuentes reuniones con integrantes del equipo de profesionales del área eléctrica de la Comisión y con representantes de GTD, en las cuales se revisaban las metodologías, los criterios aplicados y el cumplimiento de las bases. Derivada de esas reuniones de coordinación surgió la necesidad de efectuar eventuales correcciones o análisis adicionales, dada la complejidad de este tipo de estudios. En ninguna oportunidad recibieron instrucciones de parte de la Secretaria Ejecutiva ni de ningún profesional adscrito a la Comisión.


Los valores establecidos por los consultores en sus estudios de componentes de costos representan una proposición a la autoridad, la cual resuelve, en ejercicio de las facultades que la ley le otorga. Es perfectamente explicable que los estudios de componentes de costos presenten diferencias significativas, de alrededor del 30 por ciento, pues los factores pueden sufrir y han sufrido variaciones importantísimas dentro del propio proceso de estudio. Lo que no le corresponde a la Comisión es fijar valores agregados de distribución.


En cuanto al proceso tarifario de 1996, se le consulta si es normal lo acontecido con la consultora Mega-Red, la cual redactó un borrador para las bases y, posteriormente, se adjudicó los estudios de valor agregado de distribución, frente a lo cual responde que, a su juicio, ello constituía una irregularidad.


2.2.2. El consorcio Mega-Red-Soluciones Integrales S.A.


En la sesión 112ª, ordinaria, de 12 de junio de 2001, se recibió a los representantes del consorcio formado por las empresas Soluciones Integrales S.A., en adelante Solint, señores Alejandro Jadresic y Gastón Held, y de la empresa Mega-Red Ingenieros Ltda., señores Juan Cembrano, Pablo Benario y Andy García. Posteriormente, en la sesión 121ª, especial, de 30 de julio de este año, concurrieron, nuevamente, los representantes de Mega-Red, señores Juan Cembrano y Pablo Benario. Este consorcio se adjudicó el estudio de las áreas típicas de distribución signadas con los números 1, 4 y 5.


El señor Alejandro Jadresic, ex ministro Presidente de la Comisión y actual consultor de Solint
, señala que el consorcio se ajustó a las bases y cumplió con lo solicitado. Existen casos en los cuales pueden cambiarse los estudios de la Comisión y otros en los cuales es imperativo hacerlo, a saber, cuando se está en presencia de errores evidentes o de elementos que puedan estar fuera de bases.


En cuanto a si las remuneraciones de la empresa modelo fueron subestimadas, el señor Gastón Held, representante de Solint
, informa que la empresa fue dividida en tres secciones: la primera, tiene relación con la atención de clientes; la segunda, con operaciones de mantenimiento, y la tercera, referida a la administración. En cada una de ellas se dimensionó la cantidad de recursos humanos que necesitaban para modelar las empresas eficientes, se identificó el grado de jerarquía y se elaboró un proceso de homologación de cargos que fue manejado por profesionales experimentados en el tratamiento de empresas modelo. Una vez que tuvieron el cargo identificado, se utilizó un estudio de mercado que reflejaba la realidad de las remuneraciones y, sobre la base de esa homologación, se escogió el valor medio en los casos de los rangos no gerenciales y los de los ejecutivos de más alto nivel. 


En relación con el proceso tarifario de 1996, el señor Juan Cembrano, consultor de Mega-Red, explica que, en 1995, tuvieron reuniones con motivo del borrador de bases, en las cuales se intercambiaron ideas sobre los antecedentes del mismo, tales como datos de costos por empresas
.


A su vez, el señor Pablo Benario, consultor de Mega-Red
, recalca el hecho de que la señora Blanlot informó que no se utilizaron los valores agregados de distribución calculados por su consorcio, por cuanto ello tiene un impacto desde el punto de vista de los consumidores. En efecto, los ajustes realizados por la Comisión la llevaron a obtener resultados que son en el 35 por ciento superiores a los obtenidos por el consorcio Solint-Mega-Red en el caso del área típica 1. Como consecuencia de lo anterior, los usuarios deberán a pagar una cantidad aproximada de 9 mil millones de pesos adicionales por año.


Los ingresos anuales de Chilectra, por concepto de distribución, deberían corresponder a 62.639 millones de pesos, en vez de 71.639 millones de pesos, por no haberse aplicado los resultados del estudio de Mega-Red. Las tarifas que fijó la autoridad para la distribución y subtransmisión tuvieron una disminución del 4,9 por ciento, que podría haber sido del 8,4 por ciento, si se hubiese aplicado el mencionado estudio.


La Comisión puede modificar los resultados en la medida en que se verifique que el consultor no se ciñó a las bases. Si los estudios están dentro de bases, no puede corregirlos.


2.3. Modificación de los estudios de los consultores y facultades de la Comisión Nacional de Energía.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot
, sostiene que no se alteraron ni desecharon los resultados de los estudios de los consultores, toda vez que éstos fueron incluidos en el informe que se remitió a la Contraloría General de la República. Se corrigieron los resultados del consultor -que eran parciales- para calcular sus propios valores agregados de distribución. El cálculo de estos últimos es responsabilidad del regulador y no del consultor, por lo cual no puede aceptarse que ellos tengan el carácter de peritaje, a menos que la ley específicamente se lo otorgue
.


Respecto de lo obrado por la Comisión, se tenía claridad acerca de las diferencias y de la factibilidad de corregirlas. Dado que los consultores consideraban que sus estudios eran correctos, no fue posible trabajar con ellos en el proceso de corrección, lo cual puede ser muy censurable
. Se pagó a los consultores porque ellos hicieron su trabajo, pese a utilizar criterios parciales distintos. Siempre se paga a los consultores por tramos, aunque el último pago se retuvo hasta finales de diciembre de 2000, por considerar que se debía mantener el compromiso de aquéllos de ayudar en todo el proceso posterior
.


La ley señala que existe un período en el que se pueden discutir los resultados, luego del cual, si no hay acuerdo, prevalecen los estudios originales, los que se ponderan en un tercio y dos tercios. Sin embargo, la ley se contradice, porque no establece que el estudio de las empresas deba ser efectuado por el consultor sin la intervención de ellas. Por lo tanto, debería estimarse que la Comisión tiene la facultad de intervenir libremente en el proceso que están llevando a cabo sus consultores. 


Se acordó que la metodología empleada por GTD fuera la base para la revisión posterior de los estudios. Consistía en una validación de la relación de costos que existe entre empresas de distintos tamaños, en función de una curva de costos de la industria, que podía ser conocida por medio de la base de datos de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


Conversó sobre el tema con el ministro Presidente de la Comisión, que en este caso es el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción. Enseguida, consultó con los abogados externos, quienes opinaron que corresponde a la autoridad calcular los valores agregados de distribución en función del estudio de costos que lleva a cabo el consultor y que tiene la responsabilidad de corregirlo si los resultados son erróneos e incluso si existen diferencias de criterios
.


Del mismo modo, es improcedente sostener que la Comisión no pueda corregir un estudio que contenga errores. Por ello, no se puede sentar como precedente de política regulatoria que un consultor pueda alegar que sus resultados establecen la política tarifaria del país. 


Consultada acerca de la interpretación del inciso final del artículo 107
, respondió que sus abogados, tanto internos como externos, le indicaron que la complejidad del sector obliga a modificar, a través del tiempo, los estudios que se realizan. Por lo tanto, la autoridad administrativa no puede estar circunscrita a que siempre se lleve a cabo un estudio. Ese no es el espíritu de la ley, por cuanto señala que se trata de los estudios de la Comisión y no indica que los calculará una empresa consultora contratada por aquélla.


El diputado señor Leal concuerda con lo aseverado por la señora Blanlot, en el sentido de que es la Comisión quien tiene la responsabilidad legal de calcular las tarifas y no las empresas consultoras. Históricamente, han existido discrepancias relevantes entre los estudios de las empresas y los de la Comisión, particularmente en los procesos tarifarios de 1992 y 1996. Si se revisan, puede advertirse que hubo contradicciones y opiniones distintas entre la Comisión, Mega-Red y las otras empresas que participaron en ellos. Por otro lado, las concesionarias han desmentido la acusación de que la Comisión pretendió alterar irregularmente los valores agregados de distribución de siete empresas distribuidoras. Además, se ha aclarado que, aun cuando existen bases técnicas para efectuar los estudios de componentes de costos, los resultados pueden ser distintos, según si se trata de los estudios de los consultores o de las empresas.


En concordancia con lo anterior, la señora Pilar Bravo, jefa del área jurídica, expresa que la autoridad debe contar con los antecedentes técnicos más idóneos, de modo que no pueda reprocharse su decisión ni por ilegal ni por arbitraria. Por ello, siempre será necesario modificar el procedimiento de manera que sea más confiable, para efectos del informe técnico que la Comisión elabora y remite al ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción
.


El diputado señor Jocelyn-Holt argumenta que la Comisión se hace responsable de las cifras que entrega, pero se ha atribuido la facultad de modificar los estudios de los consultores. Existen consultores que no trabajan bien, que calculan mal la demanda, los derechos municipales -informes 1 y 2-, los sueldos y salarios, el valor agregado de distribución y que, además, deben ser objeto de ajustes por calidad de servicio, del 30 por ciento. Pese a ello, la Comisión nunca les formuló observaciones durante el desarrollo de los mismos.


El diputado señor Leay acota que, durante el proceso, las consultoras están permanentemente relacionándose entre sí, con objeto de converger finalmente en conclusiones que sean homogéneas y que les permitan seguir trabajando en las fases posteriores del proceso. No obstante lo anterior, se entregó a GTD la facultad de modificar los componentes de los estudios de los consultores, lo cual constituye una novedad si se examinan los procesos de 1992 y de 1996. Por otra parte, la empresa contratada para analizar los resultados no consideró los estudios de las consultoras; es decir, aquéllos fueron modificados, a pesar de que los consultores cumplieron con las bases de la licitación. 


La Diputada señora Ovalle opina que, atendido el monto de los estudios encomendados a las empresas consultoras, resultan incomprensibles las discrepancias que motivaron a la Secretaria Ejecutiva a adoptar la decisión de cambiar las tarifas propuestas, referidas a los sueldos de los trabajadores de la empresa modelo y a la infraestructura. 


Por su parte, el diputado señor Prokurica hace presente que la actual normativa no faculta a la Comisión para efectuar modificaciones a los estudios una vez terminados, excepto que los propios técnicos lo autoricen. Aclara, eso sí, que la autoridad tiene la posibilidad de corregirlos durante el proceso, lo cual obedece a la lógica del sistema que se encuentra reflejada en la ley.


Comparte, igualmente, el criterio de que las empresas estudian componentes de costos y no fijan tarifas. Sin embargo, de acuerdo con el espíritu de la ley y lo que señala la lógica, no se pueden solicitar estudios a las consultoras para después desecharlos. Esos informes pueden ser corregidos en tanto existan errores manifiestos o temas que no aparezcan bien planteados. Sin embargo, en el último proceso la autoridad actuó exactamente al revés. 


Por otro lado, la señora Blanlot
 explica que los estudios de la Compañía General de Electricidad (CGE) y de Chilectra tomaban como parámetro de referencia muestreos de sueldos y salarios para la industria, realizados por distintas empresas consultoras que tenían resultados diferentes para los mismos ítem. A su vez, el indicador de salarios utilizado por Mega-Red no representaba técnicamente el caso del área típica 1. Por lo tanto, se decidió usar otro, que había empleado otro consultor, y que era más representativo del sector. La Comisión tiene la obligación de fijar el valor que considera correcto para ponderar los dos tercios
.


Consultada respecto de si aceptaría que las empresas le entreguen estudios con valores corregidos o si haría respetar el estudio original de las empresas consultoras, responde que cada empresa puede contratar su propio estudio. Si las empresas tienen cinco estudios para una misma área, la Comisión promedia sus resultados y los utiliza para el tercio que corresponde. Puntualiza que la Comisión sólo puede rechazarlos en el evento de que se encuentren fuera de bases
.


En relación con este tema, el señor Rodrigo Iglesias, jefe del área eléctrica, explica que las bases cumplen una doble función: una, de orden general, establecida en la ley, que básicamente consiste en diseñar o conceptualizar lo que se entenderá como empresa modelo, y otra, representada por una función de tipo administrativa, relativa a la licitación de los estudios de costos
.

Preguntado sobre el motivo por el cual el valor final se obtiene sobre una base de cálculo de una empresa real, responde que la Comisión rebaja el valor propuesto por la consultora GTD de forma tal que no exceda del 26 por ciento del valor inicial, que es aproximadamente el ajuste obtenido en el área típica Nº 2. Se adoptó el criterio que permite establecer 10 mil millones respecto del valor inicial. Si eso se traslada a los derechos municipales, que fue el origen de la incertidumbre, es el equivalente a tomar 711 millones de derechos municipales.


En cuanto a los elementos de la fórmula final que fueron objeto de modificaciones, responde que se aplicaron criterios nuevos en la empresa nueva y en las áreas típicas. Finalmente, la Comisión no considera directamente el valor propuesto por el consultor, sino que le aplica uno más bajo. Incluso, tampoco sigue la recomendación del otro consultor, que es GTD, porque la Comisión tiene que fijar lo que le parece justo y correcto
.


A su vez, el ex ministro del ramo, señor Óscar Landerretche
, admite tener dudas, por cuanto la normativa vigente no contiene ninguna disposición que indique la forma de operar en esa situación.


La señora María Isabel González, ex Secretaria Ejecutiva
, sostiene que se trata de un proceso muy normado y que la autoridad no puede actuar a su arbitrio. Su labor se limita a la fijación de las bases del estudio de valores agregados de distribución, que son aplicables tanto a sus consultores como a los de las empresas, y a la definición de aquéllos que efectuarán el estudio para la Comisión. No tiene otro margen, pues, de lo contrario, no tendría sentido establecer la ponderación de dos tercios y un tercio. La actual normativa permite a la Comisión cambiar las conclusiones de los informes de los consultores de las empresas, siempre que estas últimas consientan en ello. En cambio, no tiene facultades para cambiar los estudios contratados por la Comisión.


El gerente comercial de Chilectra, señor Marcelo Silva
, opina que cualquier inconsistencia o aspecto que los modelos no reflejen adecuadamente puede ser corregido con un criterio que sea transparente. Ante la hipótesis que se le plantea en el sentido de cuál sería su actitud si los cambios hubieren perjudicado a las empresas, contesta que la normativa en vigencia asegura, a través de la justicia común, la protección de los derechos de los operadores en caso de arbitrariedades. 


El señor Guillermo Matta, gerente general de Compañía General de Electricidad
, acota que tomó conocimiento de las observaciones que le mereció a la Comisión el estudio de valor agregado de distribución y que debían corregirse de conformidad con el artículo 107
. Sin embargo, en representación de CGE y de las empresas Río Maipo, Emelat, Puente Alto, Elecda, Conafe y Eliqsa, se le contestó que no procedía efectuar correcciones en los estudios encargados por las empresas clasificadas en el área típica 2. 


Por su parte, el ex superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Juan Pablo Lorenzini
, señala que el criterio básico del reglamento eléctrico fue introducir grados de transparencia y de certeza en el proceso tarifario, a fin de que la arbitrariedad administrativa que pudiera producirse tendiera a desaparecer o, al menos, se mitigara. De este modo, las bases son obligatorias no sólo para las empresas, sino también para los estudios que son encargados por la autoridad.


Consultado sobre si la ley permite realizar otros estudios, opina que, si bien no lo prohíbe, tampoco lo contempla, precisando que la Comisión debe efectuar un estudio, mientras que es facultativo el que corresponde a las empresas. Si estas últimas no pueden realizar otros estudios o corregir los que han efectuado, lo justo sería que tampoco la autoridad pudiera hacerlo con sus propios estudios.


El señor Sebastián Bernstein, ex Secretario Ejecutivo
, afirma que, independientemente de que los estudios tienen que ceñirse a lo que señalan las bases y la normativa vigente, el regulador es responsable de las cifras que proporciona, toda vez que con ello afecta, positiva o negativamente, al público o a las empresas, en el cuadrienio siguiente. Si bien actúa a través de sus consultores y se promedian los resultados, existe una última instancia en virtud de la cual la Comisión puede rectificar errores en los resultados o incoherencias en los estudios.


Por otro lado, dado el volumen de la información que había que procesar, la fijación fue bastante difícil, ya que había que analizar cientos de alimentadores, optimizar la gestión y la operación de empresas de ese tamaño. Por lo tanto, era razonable que, de alguna forma, se segmentaran los estudios a través de los distintos consultores y que, atendida la diversidad de los mismos, se hiciera necesaria la existencia de una instancia de supervisión y de homogeneización de ellos, a lo menos, en términos de filtrar errores.


El ex jefe del área eléctrica, señor Andrés Alonso
, aclara que, si se encuentra un error en el estudio de costos de la empresa modelo, es admisible que se pueda homogeneizar. La Comisión ha dicho que Chilectra escapa a todos los parámetros, que es totalmente distinta, que no hay nada que hacer con ella, pero resulta que después la incluyó en una curva. Si se encuentra un error en el estudio, tiene que decirle a su consultor que coteje las bases; luego, se le hace una representación de primera falta y, después, una representación de oficio. Posteriormente, si continúa fuera de bases, la misma Comisión -no necesita de un tercero- puede cambiarlo, porque tiene que estar dentro de las bases.


Finalmente, el señor Renato Agurto, consultor de Synex
, coincide con lo afirmado por el señor Alonso en términos de que, si el estudio del consultor contiene errores, la Comisión tiene el derecho de representarlos y de pedirle que sean corregidos. En ese sentido, la Comisión tiene el deber de velar por que se respeten las bases.


Ahora bien, si el consultor contratado por la Comisión no quisiera corregirlos, ésta podría enmendarlos de oficio. Se puso en el caso de que la Comisión se basara en la opinión de otro consultor para efectuar la corrección y concluyó que los métodos que utilice este consultor no deben estar, necesariamente, contemplados dentro de las bases. 


2.4. Valorización de los derechos municipales.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot
, expresa que se acogió la tesis según la cual deberían considerarse los derechos municipales y de servidumbres efectivamente pagados, dado que, en la práctica, no son valores optimizables, por cuanto son las municipalidades y los dueños de los predios los que determinan sus montos. Por tal motivo, se hizo necesario utilizar un criterio más conservador para rebajar las tarifas, es decir, pagar lo que es histórico.


Posteriormente, reconoce que las bases no definieron claramente cómo debían ser tratados y que tampoco tuvieron éxito para efectuar las precisiones solicitadas por las consultoras. Dado que se está desarrollando una empresa modelo que empieza desde cero, lo que se está suponiendo es el dimensionamiento físico de los derechos municipales, en relación con la cantidad de instalaciones que se requieren para tal efecto. Debido a ello, solicitaron a los consorcios que, analizando la historia de lo pagado, buscaran un indicador unitario en función de la cantidad de instalaciones construidas y de los bienes nacionales de uso público intervenidos en el pasado y lo aplicaran a la empresa modelo y a las instalaciones que a ella le corresponden. No obstante, los consultores no respondieron satisfactoriamente a este requerimiento
.


En el caso del área típica Nº 1, el estudio del consultor entregó dos valores, ninguno de los cuales correspondía a lo que se solicitó en las bases: uno era de un valor ínfimo y, el otro, de alrededor de 4 mil millones de pesos. Se consideró un valor aproximado de mil millones de pesos, que estaba más cercano de lo que hasta ahora las empresas han pagado. Sin embargo, este tema se ha complicado, porque se ha hecho un símil con los resultados de una comisión pericial que, en el contexto de otro proceso administrativo, no tiene nada que ver con el analizado.


Ante la consulta del motivo por el cual no se utilizó el valor más alto -ascendente a 4.200 millones-, no obstante haberse ajustado los otros elementos de costos, como son las remuneraciones y las instalaciones físicas, para obtener una cifra idéntica a la que se hubiese conseguido si se hubiese considerado dicho valor, responde que la totalidad de la corrección son 13 mil millones de pesos. Si se le sumaran a los 38 mil millones, es decir, si se aceptaran los 4 mil millones de pesos o el máximo de derechos municipales, serían 51 mil millones de pesos de valor agregado de distribución. Por ello, concluye que es atinente la corrección de remuneraciones y de activos físicos recomendada por GTD
. 


En concordancia con lo anterior, el señor Rodrigo Iglesias, jefe del área eléctrica
, señala que se resolvió que tanto los consultores de las empresas como los de la Comisión debían utilizar una metodología que calculara los montos de derechos municipales efectivamente pagados. Al mismo tiempo, reconoce que en las bases se cometió un error al señalarse que las empresas no estaban afectas a dicho pago. Por ello, se hizo necesario aclarar que los consultores deberían utilizar los valores de derechos efectivamente pagados, citando instrucciones de la Contraloría General de la República
.


Por su parte, el señor Héctor Lagunas, gerente general de GTD
, hace presente que las bases contemplaban la posibilidad de ocupar los datos históricos. Sin embargo, un acápite de ellas establecía que podían incorporarse otros procedimientos, pero que, en este caso, cuando lo hicieran, debían agregarse al estudio y la Comisión evaluaría la pertinencia de colocarlos o no.


El diputado señor Jocelyn-Holt sostiene que la discusión radica en si los derechos municipales fueron considerados en su valor histórico o teórico. La Comisión argumentó que, al efectuar el cálculo de los valores nuevos de reemplazo, hubo una discusión en las comisiones periciales respecto de la forma de calcular los derechos municipales de las empresas reales y se acordó seguir una estimación de derechos municipales teóricos, lo que significaba para Chilectra gastos anuales del orden de 4 mil millones de pesos, valorizados a 1999. Sin embargo, los derechos municipales determinados mediante este procedimiento son menores en el 57 por ciento de lo informado en el valor nuevo de reemplazo de Chilectra.


Esta última fue la única que desagregó derechos municipales (teóricos). Todas las otras lo hicieron a valor histórico, y también los consultores de la Comisión. Aquélla pagó 245 millones de pesos en 1999, en circunstancias de que en los primeros once meses de 2000 gastó solamente 250 millones de pesos en dicho rubro. Es una estadística histórica precisa, que dice relación con el informe de la comisión pericial sobre el valor nuevo de reemplazo de Chilectra y no con los 39.884 millones de pesos que le fueron aplicados por tal concepto. 


El diputado señor Molina argumenta que el valor de los derechos municipales que consideran las bases -y con el que los consultores han trabajado-, corresponde a un valor teórico sobre la base de montos históricamente pagados. Por otra parte, se ha señalado que los informes de Mega-Red no eran consistentes con las bases, atendido que consideran el valor histórico y que las comisiones periciales entregan un valor teórico. Aunque es materia de discusión si la Comisión tenía la facultad de revisar las cifras, es evidente que la intervención de la autoridad también debe ser legítima.


El señor Héctor Lagunas, gerente general de GTD
, recuerda que la Comisión sostuvo que ninguno de ellos era el adecuado. El cambio de los 51 mil millones de pesos que fijó GTD dice relación con esa diferencia, porque no hicieron modificaciones en derechos municipales
. Respecto de si es racional sostener que el valor final -10 mil millones de pesos-, no es responsabilidad de GTD, hace presente que la cifra final que se utilizó, aunque no es de su consultora, está dentro de la metodología utilizada por ella. 


Respecto de la participación de Mega-Red, el señor Pablo Benario
, explica que en las bases se estableció que no debían considerarse costos por derechos municipales. Posteriormente, la Comisión hizo una aclaración
, en orden a incluirlos, considerando elementos tales como ruptura, reposición y ocupación de bienes nacionales de uso público y que, para su determinación, los consultores deberían utilizar los derechos efectivamente pagados que correspondan a criterios contenidos en dictámenes del organismo contralor.


Por ese motivo, en el informe preliminar calcularon estos derechos en función de lo efectivamente pagado por la concesionaria, sin recibir observaciones de parte de la Comisión. Posteriormente, antes de la entrega del informe final, se les solicitó que hicieran un nuevo cálculo, basado en los derechos municipales que habían sido determinados por la comisión pericial que fijó el valor nuevo de reemplazo para Chilectra en 1999. Como se trataba de otra estimación, se solicitó una carta aclaratoria, la cual no fue remitida por la Comisión. A pesar de lo anterior, incorporaron ambos cálculos, con el propósito de que se adoptara aquel valor que estuviere de acuerdo con las bases y las aclaraciones.


El señor Juan Pablo Lorenzini, ex superintendente de Electricidad y Combustibles
, hace presente que hubo un requerimiento formal de la Superintendencia a las comisiones periciales en orden a señalar que debían considerarse los derechos municipales pagados y no los que eventualmente correspondería pagar, por cuanto no se deben reconocer costos en los que las empresas no hayan incurrido.


Respecto de la incidencia que tiene en los municipios, el señor Sergio Puyol, Alcalde de Macul y Presidente de la Comisión de Energía de la Asociación Chilena de Municipalidades
, comenta que, en general, las municipalidades del área metropolitana no están cobrando derechos municipales. Chilectra o cualquier otra empresa pagan solamente por las obras de remoción de pavimentos, toda vez que la ejecución de éstas requiere un permiso municipal.


El diputado señor Mulet hace presente que esta discusión es relevante dada la magnitud que tienen las redes subterráneas y constituye un obstáculo, toda vez que las empresas distribuidoras los cobran, pero no los pagan.


De igual forma, el diputado señor Vilches sostiene que existen municipalidades que nunca han cobrado derechos municipales. Por ello, en muchos casos, los derechos municipales históricos carecen de valor. En otros municipios, se han podido cobrar derechos a las concesionarias por concepto de reposición de pavimentos.

2.5. Participación de GTD Ingenieros Ltda. en el proceso tarifario.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot
, explica que la Comisión debía contratar un asesor de apoyo externo, que se integrara al equipo, tal como ocurrió con la empresa GTD. Se entendía que el consultor iba a participar en el desarrollo de los estudios, pero que la revisión se contrataría una vez que se tuviera una mejor comprensión de la cantidad de recursos humanos adicionales necesarios para el resto del proceso
. 


Sobre el motivo por el cual se efectuó un pago adicional a GTD si su obligación era supervisar que las bases se cumplieran durante todo el proceso, contesta que dicha empresa, junto con su personal, debía realizar un monitoreo del avance de los estudios y tenía la obligación de estar disponible para aclarar cualquier duda que hubiera sobre materias que tenían relación con las bases. Sin embargo, la revisión es una materia distinta; un trabajo muy detallado, que debía culminar en recomendaciones
.


Acerca de cómo se explica que GTD haya sido la empresa que coordinó el proceso de selección, elaboró las bases de licitación y, posteriormente, corrigió los informes, señala que la consultora es la que está en la mejor condición técnica para estimar si las bases se cumplieron o no y si se produjeron diferencias importantes en cada uno de los estudios que se encomendaron a los dos consorcios.


En concordancia con lo anterior, la señora Pilar Bravo, jefa del área jurídica, acota que, desde el principio del proceso, se constató que los cambios metodológicos requerían un trabajo de mayor envergadura, razón por la cual se hizo necesario contar con apoyo externo durante todo el desarrollo del mismo
.


La contratación directa ha sido una práctica constante de la Comisión en todos los estudios que se han realizado
, por cuanto el artículo 4º de su ley orgánica le permite “contratar con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, los estudios generales relacionados con el funcionamiento y desarrollo integral del sector”, en relación con lo preceptuado en el artículo 9º de dicho cuerpo legal
. Por otra parte, el Consejo de ministros de la Comisión, mediante resolución Nº 13, de 9 de mayo de 1985, ratificada el 9 de junio de 2000, delegó en la Secretaria Ejecutiva la facultad de contratar y celebrar contratos directamente hasta por 670 unidades tributarias mensuales.


En relación con una carta que le dirigió a GTD, el 17 de marzo de 2000, el señor Rodrigo Iglesias, jefe del área eléctrica, precisa que en ese entonces no le parecía correcto que una consultora recomendada para diseñar las bases o para colaborar en su diseño fuera parte en dicho proceso, debido a la ventaja que adquiere en relación con los otros consultores que están participando del mismo. Respecto de la forma en que se condice con el hecho de que, seguidamente, el 29 de agosto del mismo año, recomiende que se contrate a la misma empresa para elaborar un análisis de coordinación y soporte técnico en la determinación de los valores agregados de distribución, indica que parecía necesario tener una especie de gestión del proceso, que fuera consistente con su mayor complejidad
.


El señor Héctor Lagunas, gerente general de GTD
, opina que no existe incompatibilidad legal, reglamentaria ni ética en los trabajos desarrollados por su empresa, por cuanto son pocos los especialistas en esta materia. Destaca que su independencia está avalada por sus conocimientos, su capacidad profesional y trayectoria que son igualmente reconocidas.


En cuanto a las consultorías efectuadas a la Comisión, precisa que no son incompatibles los trabajos de preparación de bases y de apoyo en la revisión de los estudios de valor agregado de distribución. La incompatibilidad administrativa se produciría en el caso de que el consultor que hubiese elaborado las bases participara en la licitación posterior. Del mismo modo, no existen incompatibilidades ni compromisos posteriores relativos a trabajos desarrollados en el pasado a Chilectra.


Consultado acerca del motivo por el cual olvidó mencionar las asesorías prestadas a Chilectra y a la Empresa Eléctrica Puente Alto durante el 2000, aclara que cuando se le consultó sobre el particular era imposible que recordara todos los contratos que exhibió en aquella sesión
, ya que no maneja todos los detalles de las asesorías que su empresa efectúa en materia de capacitación
. 


Por su parte, el diputado señor Jocelyn-Holt concuerda con el señor Lagunas en que las personas que hicieron las bases deben monitorear todo el desarrollo de los estudios en razón de su competencia. Lo que se objeta es lo obrado, a partir del 29 de agosto del año 2000, en virtud de lo cual se modifican los estudios de valor agregado de distribución.


El diputado señor Molina opina que para analizar la última fijación tarifaria debe revisarse lo ocurrido en 1996. Se ha señalado que ese año Mega-Red participó en un borrador de las bases y que se adjudicó, asimismo, la licitación para elaborar el estudio del valor agregado de distribución. Quienes redactaron ese borrador señalaron que no tenían vinculación con dicho proceso y que, por ende, era legítimo que después postularan y se adjudicaran el estudio. En cambio, otros han advertido que los que confeccionaron dicho borrador no deberían estar a cargo del estudio del VAD correspondiente a dicho año
.

El diputado señor Leay argumenta que le parece lógico que la Comisión contrate los servicios de una empresa consultora que la asesore. Su duda recae en la forma en que se redactó el contrato y en las facultades u objetivos que se le dieron; en especial, la de realizar las correcciones necesarias para cautelar la adecuada representación de los costos de la industria. Si la consultora entrega datos que la autoridad considera desproporcionados, ésta puede hacer las correcciones que estime pertinentes. No le parece lógico que, luego de contratar a los consorcios y pagarles montos cercanos a los 500 millones de pesos, se contrate a otra consultora y se le otorgue la facultad de cambiar, si así lo estima, los componentes de los estudios que hicieron dichos consultores.


Además, se trata de una contratación sin licitación, es decir, GTD no compitió con ninguna empresa, lo que constituye una situación poco seria. Incluso, si se analiza la contratación del primer estudio, sobre elaboración de bases técnicas para el valor agregado de distribución y, posteriormente, el segundo contrato sobre definición y clasificación de áreas típicas, se constata que se trata de documentos tipo que parecen un mero trámite. En consecuencia, no le parece que, en materia de asignación de contratos, en la cual se involucran recursos fiscales, se actúe con la liviandad que se ha estado haciendo.


La señora Ovalle coincide en cuanto a que si una consultora elabora las bases no debe participar en el proceso posterior. Sin embargo, eso es precisamente lo que se hizo. En efecto, el señor Lagunas, gerente general de GTD, elaboró las bases, intervino en el proceso de fijación del VAD y lo que es más grave aun, utilizó los estudios de las empresas que se adjudicaron la licitación. A su entender, existe una duplicidad de funciones y una incorrección desde un punto de vista ético.


El diputado señor Prokurica estima que no se ha puesto en duda la facultad de la autoridad para contratar directamente, sin licitación pública. El problema reside en que existe una empresa que participa en la confección de las bases y, luego, en el proceso de revisión de los estudios.


Por otro lado, el señor Gabriel Inostroza, consultor de Eleconsult
, comenta que ésta es la primera vez que se contrata a más de un consultor, por cuanto siempre hubo un solo consultor para realizar el estudio dentro de un área típica. Ello obedece a que, en esta ocasión, se fijaron seis áreas típicas, en circunstancias que en el pasado eran cuatro. De lo anterior se colige que la Comisión debió asegurarse -ante la presencia de dos consorcios-, de que ambos estudios entregaran resultados similares en cuanto a remuneraciones, a precio unitario de los postes, a conductores, etcétera.


El señor Sebastián Bernstein
, ex Secretario Ejecutivo, no habría aceptado una intervención en los resultados del estudio de su consultor. En cuanto a GTD, no correspondería que la empresa que participó en la definición del sistema, después, se desempeñara como consultor en su aplicación. Existe otra alternativa, que debió haber sido definida desde un comienzo, cual es que la Comisión hubiese comunicado, en forma expresa, que se apoyaría en una empresa consultora, haciéndola partícipe en la definición de las bases, en la supervisión de los estudios y en su análisis posterior.


A su vez, el señor Renato Agurto, representante de Synex Ingenieros
, sostiene que es razonable supervisar a los consultores, por cuanto pueden darse criterios distintos en los estudios de valores agregados de distribución. Sin embargo, coincide con el señor Bernstein en el sentido de que es necesario que se establezca, desde un principio, que habrá una empresa o un consultor encargado de la supervisión del proceso.


2.6. Modificación de los factores de coincidencia y horas de uso.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot,
 expresa que se consideró el costo total de una empresa modelo para calcular el valor agregado de distribución, que fue ponderado con el resultado de las empresas. Determinado dicho costo ponderado, debió adoptarse la decisión respecto de cuáles empresas y a qué demanda de potencia iba a ser aplicado. Para ello, cada uno de los estudios de los valores agregados de distribución tenía un supuesto ponderado de demanda de potencia distinta. La demanda que debía usarse está directamente relacionada con la elección final de los factores de coincidencia.


En el caso de Chilectra, se resolvió utilizar la demanda más cercana a la empresa real; el valor unitario se determinó sobre la base de la demanda de potencia del estudio de la empresa. De este modo, se corrigió la distorsión del racionamiento en el nivel de generación, que ocurrió en 1999. En todo caso, aunque se fijaron factores de coincidencia distintos a los de 1996, no es efectivo que los consumidores del área metropolitana tengan costos mayores, pues Chilectra, para los efectos de la tarifa residencial, tiene el costo más bajo de todo el país.


Por su parte, el señor Rodrigo Iglesias, jefe del área eléctrica
, comenta que la consideración de dichos parámetros pretende ser una sofisticación del traspaso directo del costo medio al usuario, con objeto de evidenciar la participación que éste tendría en la demanda máxima del sistema de distribución. Si bien el parámetro horas de uso pretende ser un elemento científico, nunca ha sido medido. Es funcional a un criterio de asignación de los costos medios de las tarifas finales que utilizó la Comisión, que intenta rescatar los volúmenes de costos de cargos finales al usuario y que representa cierta coherencia en el contexto de las economías de escala de las empresas.


En cuanto al motivo por el cual estos factores presentan un desequilibrio y no cuadran con la empresa modelo
, el señor Héctor Lagunas, gerente general de GTD
, acota que su empresa propone procedimientos, rangos y valores, pero es la Comisión la que determina el valor definitivo.


Consultado sobre una minuta interna elaborada para el área 1, señala que los consultores de las empresas y de la Comisión dimensionaron distintas demandas, con lo cual existe un rango bastante amplio sobre el cual se podría inferir un valor de la anualidad del valor nuevo de reemplazo más los costos de operación y mantenimiento (aVNR+COyM). Se requieren condiciones especiales para que se cumpla la hipótesis respecto de que el ponderado de los valores agregados parciales de alta tensión y baja tensión sea igual al valor ponderado del aVNR + COyM. No se trata solamente de que sean las mismas potencias vendidas, sino que tiene que ser la potencia vendida a alta y baja tensión y para que esa dualidad se cumpla, las pérdidas en baja tensión tendrían que ser las mismas.


En cuanto al informe que asigna un valor que no corresponde al de Chilectra -301 horas de uso-, contesta que no necesariamente se ajustaba a la tesis planteada, en cuanto a que el resultado debiera ser el ponderado de los aVNR+COyM de los estudios.


El diputado señor Jocelyn-Holt aduce que, aunque no existe ninguna limitación legal, la fijación de esos factores debe obedecer a una racionalidad, la que en este caso está representada por el balance de potencia. Cualquier factor que se desequilibre en materia de balance y de potencia, significa, en la práctica, que se van a entregar ingresos a las distribuidoras y se va a originar una ganancia que contraviene el precepto contenido en el artículo 105
.


Los ingresos totales deben cuadrar con la anualidad del valor nuevo de reemplazo más los costos de operación y mantenimiento y los cargos fijos, lo que se traduce en la necesidad de que esos factores deben ser neutros y coherentes. Si se consideran los ingresos totales que se asignan a Chilectra, que ascienden a 71.639 millones de pesos, el ponderado de la Comisión, a partir del aVNR+COyM, es de 62.588 millones de pesos, en circunstancias de que la diferencia de ingresos que se le supone a dicha empresa por factores de coincidencia corresponde a la suma de 9.051 millones de pesos anuales, lo que significa el 14,5 por ciento de aumento
. Respecto de la Compañía General de Electricidad, supone un aumento del 10 por ciento.


Por su parte, el señor Marcelo Silva, gerente de distribución regional de Chilectra
, expresa que no se pueden mezclar los resultados de estudios efectuados hace cinco años con la forma en que se manifiesta el consumo sobre las redes eléctricas en la región metropolitana, toda vez que este último tiene una dinámica en el tiempo. De lo contrario, podrían omitirse esos estudios.


El señor Óscar Landerretche, ex ministro Presidente de la Comisión
, comenta que no existe una metodología que sea de consenso respecto de cómo establecer las horas de uso y los factores de coincidencia
.


La señora María Isabel González, ex Secretaria Ejecutiva
, acota que esos factores no corresponden a una variable de holgura para entregar más o menos ingresos a las empresas distribuidoras, sino que a un proceso técnico que debe atenerse a lo preceptuado en la normativa vigente
. Su objetivo es representar los diferentes tipos de clientes que tienen las empresas distribuidoras, la forma en que aquéllos hacen uso de las redes y de la potencia que compran las distribuidoras a las generadoras durante las distintas horas del día y del mes
. Por ende, no significa que con ello puedan aumentarse los ingresos de la empresa distribuidora. 


Ahora bien, en un balance de potencia se calcula lo que la distribuidora compra para vender a sus clientes, lo cual se ajusta a través de esos factores y, fundamentalmente, a través de las horas de uso. Es un error suponer que estas últimas disminuyen en la medida en que aumenta el consumo. Por esta razón, Chilectra, dada la diversidad de sus clientes, no puede tener un número de horas de uso menor que, por ejemplo, la empresa eléctrica de Til-Til, cuyo único cliente sea, probablemente, la municipalidad.


El señor Pablo Benario
, consultor de Mega-Red, explica que, en el momento de efectuar el estudio, se estableció que el valor agregado de distribución se iba a calcular sobre la base del aporte que hacía la distribuidora a la hora de mayor demanda del sistema. Por lo tanto, los costos eran divididos en alta y baja tensión por determinados kilowatts que habían calculado. Posteriormente, corresponde que la Comisión defina las fórmulas tarifarias, y es posible que no las calcule exactamente en función de los kilowatts de aporte de grupos de usuarios a la demanda máxima coincidente del sistema, sino que lo haga respecto de la demanda máxima de la empresa distribuidora.


Eso fue lo que aconteció en esta fijación. Si la empresa modelo tiene costos de explotación e inversión, lo que se debe hacer es traspasar al usuario el costo de explotación más la anualidad del costo de inversión. No es un ejercicio simple definir cuánta potencia vende cada una de las 36 empresas distribuidoras. Es posible que existan algunas empresas en las que el estudio haya sido más afinado que en otras, pero el balance está bien realizado en aquéllas que fueron utilizadas como referencia para construir la empresa.


Por su parte, el gerente comercial de Saesa Frontel, señor Gustavo Riveros
, señala que estos factores siempre han sido estudiados y resueltos por la Comisión. Por lo tanto, el peso de los dos tercios o un tercio respecto de los estudios, no tiene incidencia en la tarifa final al público, puesto que dichos factores que, permiten reconocer y hacer que la fórmula tarifaria tenga sentido, son estructurados exclusivamente por la autoridad.


El gerente general de distribución regional de Chilectra, señor Marcelo Silva
, se manifiesta partidario de que estos factores formen parte del estudio de los valores agregados de distribución. Ello es relevante, toda vez que se aplican en el momento en que las tarifas son más elevadas y más onerosas para poder satisfacer la demanda y las instalaciones de distribución que están más exigidas.


A su vez, el señor Andrés Alonso, ex jefe del área eléctrica
, arguye que se trata de dos elementos que corresponden a una atribución de la autoridad, pero no del tipo discrecional. Los usuarios deben pagar el costo en que incurre el sistema eléctrico; por lo tanto, no se puede colocar cualquier hora de uso o factor de coincidencia, ya que todo responde a una lógica. En 1996, se llevó a cabo un estudio de balance de potencia, lo que significa que la potencia comprada debe ser igual a la potencia vendida. Esa es la lógica con que ha operado el sistema eléctrico, por lo menos en la década de los ochenta y en los años noventa con la fijación de 1996.


Por su parte, el señor Sebastián Bernstein, ex Secretario Ejecutivo
, sostiene que en el esquema de empresa modelo se busca determinar un valor agregado de distribución que es aplicado a todas las empresas o sectores de empresas que tengan similar densidad. Sin embargo, el factor multiplicador no puede ser arbitrario. Si bien no está reglamentado en la ley, se entiende, por su propio espíritu, que debe ser sólo un elemento que asigne la participación a la punta del valor agregado de distribución. Entonces, lo que busca el factor es igualar la potencia que ingresa a la red con respecto a la potencia que se vende, corregida por la oferta. Eso es lo que en jerga eléctrica se denomina factor de coincidencia, que debe responder a un patrón de objetividad.


Coincide con el señor Alonso en que, a partir de 1996, se aplica este factor de asignación, con una disciplina rígida: la potencia que ingresa tiene que ser igual a la potencia que sale. Ésa ha sido la tradición regulatoria, a pesar de que no ha estado escrita.


2.7. Factores de asignación de costos sectorializados.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot
, explica que la sectorización tiene por objeto distribuir el ingreso total, o la tarifa media, en el ámbito de los distintos sectores de distribución
. Por lo tanto, se sectorizó, minimizando el impacto a los consumidores, sin que tuviera ningún efecto en la recaudación para la empresa. En el caso de Chilectra se ha afirmado que ésta habría presentado un valor de 79 mil millones, en tanto que la Comisión, aparentemente, lo habría aumentado a 82 mil millones, aseveración que, a su juicio, es falsa, por cuanto esta última suma corresponde a la informada por dicha empresa.


Cuando se trata de una empresa que está operando en muchas comunas se presenta un viejo dilema: aceptar o no que existen subsidios cruzados. De hecho, las tarifas estaban fijadas por comunas, lo que no necesariamente refleja con exactitud sus costos. Por lo tanto, se buscó un método de minimizar los impactos sobre los consumidores y se respetó el criterio de aplicar el subsidio cruzado, de la administración anterior.


El diputado señor Jocelyn-Holt señala que la Comisión tiene el derecho a determinar áreas típicas y empresas modelo. Sin embargo, dado que la ley obliga a tener un solo valor agregado de distribución para cada área típica, no puede utilizar, para clientes de una misma área, distintos valores agregados de distribución. En la práctica, la función de estos factores es discriminar entre clientes de una misma área típica, lo cual es ilegal.


El diputado señor Leal informa, por su parte, que la aplicación de dichos factores se dispuso al final del proceso, cuando se observó la gran distorsión que provocaba un único nivel tarifario en el interior de un área típica muy extensa.


Consultado acerca de si estos factores estaban incorporados en las bases técnicas, el señor Rodrigo Iglesias, jefe del área eléctrica
, responde que no aparecen en la ley como una materia que deba consignarse en las bases, sino más bien están presentes en otra parte de su articulado, en que se dispone que la Comisión podrá establecer las fórmulas tarifarias en términos de sectores de distribución
. 


El señor Guillermo Matta, gerente general de la Compañía General de Electricidad (CGE)
, opina que el hecho de considerar empresas completas implica una gran cantidad de subsidios cruzados, que podrían perjudicar a algunos sectores en beneficio de otros. Empero, en el último proceso se les indicó que en lo futuro se revisaría la base de estos factores.


2.8. Chequeo de rentabilidad de la industria
.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot
, expresa que no se innovó sobre el particular, sino que simplemente se mantuvo la metodología que se ha usado siempre. En 1999, se estableció que para el chequeo de rentabilidad debían considerarse ciertas instalaciones y los ingresos y costos relacionados con aquéllas. El cálculo de rentabilidad está elaborado correctamente y corresponde al 13,9 por ciento, por cuanto se tomaron en cuenta los ingresos y los costos que indicó la Superintendencia de Electricidad y Combustibles
.


Por su parte, el diputado señor Jocelyn-Holt señala que, de acuerdo con el ponderado de la Comisión, en el caso del área típica Nº 1, se calcularon ingresos anuales por 51 mil millones de pesos. En cambio, la estimación, a partir del costo de explotación de Chilectra, se calculó en 58 mil millones de pesos. Sin embargo, el valor definitivo ponderado fue de 71 mil millones. Para obtener la anualidad del valor nuevo de reemplazo más los costos de operación y mantenimiento (aVNR + COyM) entregados por Chilectra, a partir de su estudio, debe ser superior a 58 mil millones de pesos. La Comisión no tiene libertad para hacerlo, ya que debe aplicar un coeficiente, una ponderación aritmética, contenida en los artículos 106 y 107
. Lo mismo acontece en el resto de las empresas modelo. 


El diputado señor Vilches opina que el valor nuevo de reemplazo que se calculó para los ingresos anuales de Chilectra es producto de un análisis de resultados de asesorías que tienen un efecto regresivo cuando se calcula la rentabilidad de las tarifas. Ello implica que, si la rentabilidad es baja, el cálculo debe rebajarse para aproximarlo a un valor distinto, y que esos ingresos deben aparecer con una cifra diferente de la informada por la empresa. La autoridad tiene que utilizar esos elementos y el cálculo se efectúa por aproximaciones, para coincidir finalmente con la rentabilidad que la ley garantiza.


El señor Rodrigo Iglesias, jefe del área eléctrica
, acota que lo que figura en el informe, con una rentabilidad del 8,2 por ciento, es un ejercicio de corrección en los costos reales de las empresas, realizado con objeto de verificar a qué rango llegaría la tasa de rentabilidad si las normas de calidad de servicio estaban internalizadas. La tasa oficial es del 13,9 por ciento, no del 8,2 por ciento, aunque ello implica que se está en el límite de la rentabilidad.


Consultado acerca de si puede asegurar que los costos de explotación efectivamente desagregaron las ventas, contesta que se suele solicitar a las empresas algunas variables o parámetros de costos de ingresos adicionales, con objeto de validar la información que se está considerando y asegurarse de que se está haciendo lo que corresponde. Esto puede parecer obvio, pero es muy útil cuando se trabaja con volúmenes de información muy altos, como son los ingresos con el nivel de detalle que se utilizan en las empresas
. 


La ley establece que el chequeo de rentabilidad debe efectuarse con ingresos que se originan en el nivel de la distribución. Sin embargo, operan en otros segmentos del sector, como la transmisión y la prestación de servicios no regulados que no están sometidos a esta verificación de rentabilidad. En el caso de Chilectra, no se ha considerado el ingreso correspondiente a la venta de Río Maipo en el mencionado chequeo
.


Respecto de su participación en la determinación de los costos de explotación, el señor Gabriel Inostroza, consultor de Eleconsult
, explica que fue contratado para efectuar el análisis de un informe de Deuman Ingenieros. La recomendación, como corresponde a un consultor, fue hecha a la autoridad pertinente, en este caso, la Superintendencia, la cual establece dichos costos.


Por otro lado, el señor Guillermo Matta, gerente general de la Compañía General de Electricidad
, relata que su empresa informó un total de ingresos de 82 millones 857 mil 543 pesos, de los cuales 862 millones 257 mil pesos corresponden a ingresos por ventas a clientes libres, y 1.546 millones 410 mil pesos a ingresos por otros servicios no regulados. En consecuencia, los ingresos de explotación que su empresa obtendría, descontadas dichas cifras, si se aplicaran las tarifas preliminares para el efecto de calcular el chequeo de rentabilidad ascenderían a 80.438.876.000 pesos, que es la cifra que la Comisión consideró como ingresos de explotación para CGE. Lo mismo ocurre con las filiales de Emec y Conafe.


El señor Cristián Arnolds, gerente general de Chilquinta
, acota que para efectuar el chequeo de rentabilidad se utilizan los datos reales de las empresas, como son el valor nuevo de reemplazo de los activos y sus costos de operación y mantenimiento. El organismo fiscalizador tiene facultades para realizar las disminuciones que estime convenientes, basándose para ello en que, eventualmente, se trata de costos innecesarios o excesivos.

2.9. El decreto tarifario y la Contraloría General de la República.


La señora Pilar Bravo, jefa del área jurídica, hace presente que, habiendo cumplido el decreto supremo Nº 632, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, publicado en el Diario Oficial de 13 de noviembre de 2000, que fija las tarifas de distribución eléctrica para el período 2000-2004, con el trámite de toma de razón por parte del organismo contralor, se entiende que hay una presunción de legalidad a su respecto
.


Preguntada acerca de qué antecedentes deben remitirse a la Contraloría General de la República, responde que los procesos que realiza la Comisión son preparatorios para el acto final de la autoridad, que se materializa en el decreto que fija las tarifas de distribución. Estos actos preparatorios técnicos culminan con un informe que se entrega al ministro de Economía, quien redacta el decreto sobre la base de este último, lo firma, lo remite al Diario Oficial para su publicación y, posteriormente, lo envía al organismo de control para su toma de razón.


El diputado señor Jocelyn-Holt señala las irregularidades que, a su juicio, tiene este decreto tarifario. La primera de ellas dice relación con su publicación fuera del plazo establecido en la ley. En efecto, se publica el 15 de noviembre de 2000, en circunstancias que debía haberse publicado antes del 1 de noviembre de ese año
. La segunda, se refiere a que el subsecretario de Economía, señor Álvaro Díaz, firmó dos veces el decreto, una en calidad de ministro subrogante y otra como ministro de fe. 


En relación con la aseveración anterior, el señor Enrique Sepúlveda, jefe de la División Jurídica del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
, explica que el acto que se señala al pie del decreto tiene por objeto transcribir literalmente lo que el ministro ha firmado para que se publique como un acto administrativo de la autoridad
. 


Por su parte, el señor Patricio Pérez, jefe de la División de Vivienda, Urbanismo, Obras Públicas y Transportes
, afirma que el organismo fiscalizador estudia la competencia, es decir, si la autoridad que está adoptando una decisión es legalmente competente para hacerlo; verifica que se hayan seguido los procedimientos legales para adoptarla y fiscaliza que exista el respaldo documental necesario para adoptar la decisión. 


En el caso en estudio, no corresponde una revisión completa y exhaustiva de todos los elementos técnicos de los cálculos, los que a veces constan en respaldo electrónico y en archivos muy voluminosos. Se revisa en general, pero no así los datos y la estructura de costos. La autoridad, sobre la base de dicha estructura, aplica las normas legales y reglamentarias y fija los precios unitarios de los diversos parámetros que servirán para fijar las tarifas. La estructura de costos es un respaldo que no se revisa mayormente, puesto que se trata de una materia para la cual el órgano de control no tiene ni la capacidad ni la especialidad necesarias.

Sobre la consulta de cómo el organismo fiscalizador puede rechazar un informe de este tipo o darse cuenta de que realmente la autoridad administrativa está cumpliendo con la ley si no tiene los elementos técnicos para comprobarlo, señala que debe operar el principio de la buena fe. Cuando un funcionario público competente entrega una información en forma responsable, se presume que dicha información es fidedigna, sin perjuicio de reservarse, cuando es necesario, la petición de mayores antecedentes y aclaraciones.


En torno a este tema, el señor Prokurica opina que la toma de razón es una especie de visación que se hace de una resolución para determinar si la Comisión obró dentro de la normativa vigente. Por ello, el organismo contralor debe contar con toda la información correspondiente al proceso tarifario y, si no la tiene, está obligado a requerirla. 


El señor Leal, por su parte, coincide en que deben remitirse todos los antecedentes al organismo fiscalizador, con motivo de la toma de razón de un decreto tarifario, que afecta a todos los chilenos y a un sistema tan básico como el eléctrico. Sin embargo, ha comprobado que en 1992 y 1996 se entregó a la Contraloría el mismo informe, sin los estudios de las consultoras.


Finalmente, el diputado señor Vilches hace presente que es imposible que el organismo fiscalizador pueda conocer el fondo de los decretos tarifarios, dada la extensión y complejidad del proceso. Lo mismo habría ocurrido cuando se pretendió fiscalizar una actuación de Codelco-Chile, en la cual se llegó a la conclusión de que Cochilco carecía del personal especializado que dicha fiscalización requería.

2.10. Acusaciones en el ámbito de la probidad administrativa.


La Secretaria Ejecutiva, señora Vivianne Blanlot
, afirma que el hecho de que haya trabajado para Chilectra y prestado servicios para empresas del rubro energético, no supone la existencia de un vínculo que configure una negociación incompatible entre su persona y dicha empresa. De tal manera que, aun cuando hubiese efectuado una asesoría a Chilectra, a través de GTD, no se estaría en presencia de dicho tipo legal, por cuanto cualquiera relación habría terminado hace bastante tiempo. En todo caso, niega enfáticamente la existencia de tal asesoría.


Aclara, asimismo, que jamás ha tenido una sociedad con GTD y que no posee vínculos comerciales con ella. Por lo tanto, tampoco existe negociación incompatible en la contratación de dicha consultora
. Igualmente, nunca ha tenido una relación comercial con Chilectra ni con otra empresa eléctrica, excepto con aquéllas para las cuales realizó estudios ambientales en su calidad de consultora ambiental.


Respecto de las dudas suscitadas por el hecho de haber trabajado en una empresa consultora a la que posteriormente contrata para desarrollar funciones en la Comisión, precisa que, si se inhibiera de contratar a los consultores con los que ha trabajado en el pasado, tendría que retirarse de la Comisión, porque no podría contratar prácticamente a nadie del sector. Por lo tanto, en función de los consultores que estaban accesibles en ese momento y que habían participado en procesos regulatorios anteriores, se adoptó la decisión de pedirle a GTD que trabajara en las bases y en la definición de áreas típicas.


Consultada acerca de si se presentó ante la autoridad nacional del Medio Ambiente de Panamá como Directora Ejecutiva de GTD, en 1999, para un proyecto de modernización de los procesos administrativos, financieros y contables de dicha repartición, junto con los señores Héctor Lagunas y Omar Cerda, informa que hasta principios de marzo de 2000 estuvo trabajando como consultora independiente.


Frente a una pregunta de si, como directora ejecutiva de GTD, intercedió, en 1997, ante autoridades de la Superintendencia de Servicios Sanitarios para monitorear un trabajo de dicha empresa sobre fórmulas para efectuar comparaciones entre niveles de calidad de servicios en el sector sanitario, contesta que en esa época no era funcionaria pública.


En relación con esta consulta, el superintendente de Servicios Sanitarios, señor Juan   Carlos Saldivia
, señala que, en el marco de la participación de la señora Blanlot en la denominada Comisión Jadresic
, le habría solicitado telefónicamente su opinión sobre el trabajo que GTD estaba realizando para dicho organismo de control. No lo consideró como una intervención que buscara una finalidad distinta a la de conocer su parecer respecto de cómo una consultora estaba realizando su trabajo. 


Por su parte, la señora Pilar Bravo, jefa del área jurídica
, deja constancia de que actuó como ministra de fe en la declaración de intereses que la señora Blanlot presentó a la Contraloría General de la República, en la cual se señala que ella no era socia de GTD ni de otra empresa.


El diputado señor Jocelyn-Holt argumenta que lo que se cuestiona a la señora Blanlot es su actuación como reguladora, especialmente en materias que son objeto de sus propias asesorías o en las que GTD ha participado directamente. Esta última no está sujeta a los mismos requisitos que los otros dos consorcios contratados para los estudios del valor agregado de distribución; no tiene las mismas causales de inhabilidad; no ingresa a un proceso de precalificación como los demás consorcios, no participa dentro del mismo procedimiento regulado y no se somete al mismo tipo de contratación de los demás consultores.


No se pretende establecer una inhabilitación de Vivianne Blanlot como Secretaria Ejecutiva, por el hecho de haber participado en GTD. Lo que se ha sostenido es que debió haberse inhabilitado en el proceso tarifario, toda vez que participó como consultora en las mismas materias sobre las cuales tenía que decidir posteriormente. Por ello, es partidario de exigir a todas las personas que hayan intervenido en una determinada materia en el ámbito privado que, una vez asumidas como autoridades, se abstengan de participar en aquellos temas.


En relación con la supuesta inhabilidad de la señora Blanlot, el diputado señor Leal aduce que, si se utilizara ese criterio, el actual ministro de Economía, Energía y Minería no habría podido asumir su cargo, porque ha participado en procesos relativos a conflictos de intereses que son infinitamente mayores que los que pueden existir en este caso.


El diputado señor Valenzuela trae a colación un precepto del Código Penal que establece el delito de negociación incompatible
, que sería la infracción que se está tratando de tipificar en este caso. La señora Blanlot no era empleada pública ni percibía una remuneración en virtud de un cargo público a la fecha de los hechos denunciados. Solamente, a partir del 11 de marzo de 2000, adquiere la calidad de funcionaria pública para los efectos del mencionado precepto.


En relación con su participación en un estudio sobre subtransmisión que se realizó para Chilectra en el 2000, la señora Blanlot sostiene que ello no es efectivo. La empresa GTD elaboró dicho estudio en 1998, el cual tenía por objeto proponer una metodología de tarificación y no calcular los costos de dicha empresa. Sólo aportó asesoría en los criterios económicos de la propuesta metodológica y asistió, ese año, a una reunión en la Comisión Nacional de Energía
.


En relación con este tema, la señora María Isabel González, ex Secretaria Ejecutiva
, señala que, a fines de 1997, recibió un llamado del entonces gerente general de Chilectra, señor Marcelo Silva, en el cual le solicitó una reunión junto a su asesora, con objeto de escuchar el planteamiento respecto de dicho tópico. Asistieron la señora Vivianne Blanlot, los señores Marcelo Silva, Héctor Lagunas, Andrés Alonso -en esa época jefe del área eléctrica- y Rodrigo Iglesias. Posteriormente, recibió muchas llamadas telefónicas de la señora Blanlot, ocasiones en las cuales escuchaba sus comentarios respecto de los criterios económicos que había que considerar para la valorización de las redes de subtransmisión.


El señor Julio Valenzuela, gerente general de Chilectra
, manifiesta no tener objeción para que un profesional calificado, mientras se encuentre ajeno a lo que son las funciones públicas, pueda realizar todos los estudios que estime pertinentes. Aclara, sin embargo, que Chilectra nunca ha efectuado pago o depósito alguno en Chile ni en el extranjero, ni en ninguna cuenta de la señora Blanlot ni de parientes o cercanos a ella.


Por su parte, el gerente general de distribución regional de Chilectra, señor Marcelo    Silva
, relata que entre 1997 y 1998 le encomendó un informe a GTD que fuese un aporte para la Comisión, con objeto de llenar un vacío legal, basado en la situación particular de su empresa, pero extrapolable al resto de la industria. El resultado de ese estudio considera las características de una red compleja y no se refiere a la metodología utilizada en este proceso tarifario y en los dos anteriores, que se sustentan en una red simple y radial.


En lo referente a la actuación de la señora Blanlot como integrante del equipo técnico asesor de GTD, opina que era una ventaja muy importante, ya que realizó aportes desde el punto de vista metodológico y conceptual en lo que respecta al sustento económico del estudio. La única reunión que hubo en la Comisión se celebró aproximadamente en abril de 1998. 


El señor Óscar Landerretche, ex ministro Presidente de la Comisión
, comenta que esas inhabilidades no existen. En lo personal, ha aplicado un código de conducta distinto, toda vez que ha rechazado todos los ofrecimientos posteriores que ha recibido para actuar en este campo, algunos de los cuales han tenido un costo de oportunidad bastante alto para su persona.


2.11. Papel de la Comisión Nacional de Energía en el proceso tarifario y en la defensa de los consumidores.


El señor Alejandro Jadresic, ex ministro Presidente de la Comisión y actual consultor de Solint
, expresa que la autoridad tiene la obligación de velar por el bien común, lo que incluye el interés de los consumidores, que se traduce en obtener tarifas bajas y seguridad en el abastecimiento.


El señor Cristián Hermannsen, ex jefe del área eléctrica
, admite que la actual normativa no contempla el papel de la Comisión en la defensa de los usuarios. Sin embargo, la única forma de ejercer dicha función es mediante la revisión de los estudios de las empresas, con objeto de verificar si entregaron con exactitud la información correspondiente y el cumplimiento de las bases.


El señor Marcelo Silva, gerente de División Regional de Chilectra
, expresa que el sistema cuenta, entre sus grandes ventajas, el haber provocado crecimientos de eficiencia notables, por cuanto las tarifas se comparan muy favorablemente con la mayoría de los países de la región, en términos de ser más bajas.


Por una parte, se tienen consultores que efectúan estudios de acuerdo con las bases y, por otro lado, se busca que esos estudios reflejen los costos de una empresa eficiente que opere en el país. El regulador, por otro lado, busca favorecer a la población con las tarifas más bajas posibles. La única forma de favorecer al consumidor es asegurándole el suministro de energía eléctrica. No se pueden fijar precios irreales, por cuanto ello desincentivaría la inversión, no habría bancos que quisieran financiar proyectos y no se tendría electricidad. 


Por su parte, la diputada señora Ovalle afirma que la función de la Comisión es velar para que haya un buen servicio, al menor costo posible. Por ello, importa verificar si se han otorgado beneficios a empresas eléctricas en desmedro de los usuarios del país, lo cual perjudica tanto al sector productivo como a los trabajadores, ya que les han subido los precios del consumo en las horas peak y se están suprimiendo los turnos, con el consiguiente efecto en la cesantía.


El diputado señor Prokurica acota que ni la Comisión Nacional de Energía ni la Superintendencia de Electricidad y Combustibles tienen claridad respecto de quién está encargado de la defensa de los consumidores. Sin embargo, todas estas autoridades tienen la obligación de defender a los consumidores y de mantener el sistema, porque, de lo contrario, en vez de favorecerlos se les puede perjudicar con alguna medida inconsulta.


A su vez, el diputado señor Jocelyn-Holt expresa que el público tiene el legítimo derecho a conocer cómo se determinan sus tarifas y no tiene inconveniente en aceptar el incremento de estas últimas cuando ello corresponde técnicamente en un proceso reglado. Del mismo modo, si aquéllas deben rebajarse, el público tiene el legítimo derecho a exigir el cumplimiento de parte de sus reguladores para recibir esos beneficios. Sin embargo, sólo se pueden observar alzas bastante relevantes en las tarifas eléctricas de todo el país, situación que se prolongaría hasta el año 2003, por cuanto se pretende recuperar los valores nominales que existían en 1996, pese al cambio en el parque energético y a lo que ha ocurrido en materia de cambio de costos del capital. 


En cambio, el señor Rodrigo Iglesias, jefe del área eléctrica
, opina que la última fijación tarifaria permite reflejar mejor los costos, sobre todo en la fuerte reducción de tarifas que tuvo Chilectra, que ahora recauda y cobra menos en aproximadamente el 20 por ciento del valor agregado de distribución.


Por otro lado, el diputado señor Leal señala que la única manera de defender los intereses de los usuarios es mediante el establecimiento de rentabilidades adecuadas que permitan la promoción de las inversiones y garanticen la seguridad del sistema.


El ex Secretario Ejecutivo, señor Sebastián Bernstein
, sostiene que el regulador es responsable de las cifras, porque con ello afecta, positiva o negativamente, al público o a las empresas, en el respectivo período. En consecuencia, si la Comisión detecta un error en los resultados o cree que hay una incoherencia seria en alguna de las fases de los estudios, tiene el deber de rectificar, pues, de lo contrario, el efecto que se produciría durante el cuadrienio siguiente puede ser gravísimo.


El señor Gabriel Inostroza, gerente general de Eleconsult
, expresa que la autoridad tiene el imperativo de fijar tarifas que produzcan los ingresos necesarios para el funcionamiento de las empresas y que sean justas para los consumidores.


El señor Julio Valenzuela, gerente general de Chilectra
, deja constancia de la rebaja de los costos como producto de la fijación tarifaria y de la confusión inicial como consecuencia de la simultaneidad que se genera en la fijación de los valores agregados de distribución, de transmisión y de precios de nudo. Respecto de Chilectra, la rebaja ha sido de 11 mil 400 millones de pesos sobre la base de 1999, la mayor que ha existido en la historia de las fijaciones tarifarias.


Esta opinión no fue compartida por la señora María Isabel González, ex Secretaria Ejecutiva
, por cuanto, de conformidad con antecedentes públicos de la propia empresa, se demuestra que la actual no supera el promedio histórico de la baja que tuvo en 1996
. 


El señor Guillermo Matta, gerente general de la Compañía General de Electricidad
, informa que en 1992 el valor agregado de distribución bajó el 0,3 por ciento; en 1996, el 1,4 por ciento, y en 2000, el 12,4 por ciento. En consecuencia, la última fijación ha sido, en términos del valor agregado de distribución, la más difícil y la más justa
.


Finalmente, el señor Cristián Arnolds, gerente general de Chilquinta
, señala que, en el caso de su empresa, hubo una leve alza de las tarifas de distribución, que fue del orden del 2 por ciento respecto de la tarifa total, como producto de una adecuada clasificación que tuvieron las empresas en áreas típicas donde se reconocieron las diferencias que existen entre ciudades como Valparaíso y Santiago
.

IX. PROBLEMA TARIFARIO DEL LITORAL CENTRAL.

El señor Luis García, Alcalde de El Quisco
, informa que en un principio la Empresa Eléctrica del Litoral S.A. atendía a clientes residenciales de las comunas de Algarrobo, El Quisco y El Tabo, en un número no superior a los 3 mil o 4 mil clientes; sin embargo, en la actualidad sobrepasa con creces los 35 mil. En el año 2000 pasaron a formar parte de ella Las Cruces, San Sebastián, San Carlos y Playa Blanca, con el consiguiente aumento de las tarifas que pagan los usuarios que residen en ellas. A vía de ejemplo, señala que si se revisan las tres últimas cuentas de energía eléctrica de su casa, se podría apreciar que en abril no se le cobró ningún kilowatt de consumo, mientras que en mayo se le cobró un kilowatt, que corresponde a 32 mil pesos, y recientemente le cobraron 268 kilowatts, con lo cual la cuenta subió de 32 mil a 43 mil pesos, debido a que se agrega la potencia de invierno.


Expresa su interés en que no sólo se investigue la fijación de tarifas eléctricas, sino que se realice una propuesta de modificación de la ley, toda vez que no considera justo que a las comunas del litoral central se les apliquen las mismas tarifas que tienen ciudades como Viña del Mar, Valparaíso y Santiago.


El señor Jaime Gálvez, Alcalde de Algarrobo, hace presente el malestar de sus habitantes, producto del alto costo de las tarifas eléctricas en el litoral central. Si bien a la comuna que representa van a veranear personas de ingresos altos y medios, viven en ella personas con menores recursos durante todo el año.


Por otra parte, como consecuencia de estos costos elevados, muchos jubilados y personas de la tercera edad, que tienen su residencia principal en Santiago u otras ciudades, no han podido radicarse en estas comunas.


Coincide con el señor García, en cuanto a manifestar su interés en participar en los procesos de fijaciones tarifarias y en la modificación de la ley eléctrica y la estructura tarifaria que afecta de modo particular a estas comunas.


El señor José Miguel Carrasco, Alcalde de El Quisco, expresa que el problema está radicado en una estructura tarifaria discriminatoria respecto, incluso, de otras comunas del litoral central como Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.


Comenta que la actividad turística, que genera los ingresos para esta zona no puede ser fomentada debido a las altas tarifas eléctricas. Por otro lado, el 50 por ciento de las familias que habitan en poblaciones de escasos recursos se encuentren sin luz eléctrica, o bien, “colgados” al tendido eléctrico.


Lo anterior se agrava por el hecho de que las grandes inversiones en el área eléctrica han sido realizadas por las municipalidades, las que, por ejemplo, han debido colocar los postes del alumbrado y otros elementos. Por su parte, las empresas eléctricas, en una posición muy cómoda, se han hecho propietarias de esas instalaciones.


El señor Sergio Cifón, en su calidad de Presidente de la Comisión de Energía y Servicios de El Quisco, coincide en que la única manera de resolver el encarecimiento de las tarifas eléctricas radica en una modificación de la estructura tarifaria. Sin embargo, ella es tremendamente compleja, toda vez que sólo la Comisión Nacional de Energía debe estudiarla y proponer su modificación. 


A su juicio, el precepto contenido en el artículo 92 de la ley
 es el único que permitiría un cambio de dicha estructura. Por medio de la mencionada disposición se pueden modificar los precios máximos calculados por la Comisión, mediante una facultad que tiene solamente el Presidente de la República y que tendría que contar con la anuencia del Ministerio de Hacienda, puesto que el Fisco debe compensar a las compañías afectadas cuando éstas reciben menos dinero por suprimir un determinado cobro o por bajar una tarifa.


Por otro lado, debería analizarse la configuración del área típica Nº 5 -que es la que les afecta-, con objeto de verificar si pueden entrar dentro del mismo esquema que tenía Chilquinta, que abastecía desde El Tabo Sur hasta Santo Domingo, bajo el criterio del área típica Nº 3, que les permitía aplicar una tarifa como la VT1 de alta tensión, la que es bastante razonable. En la actualidad están regidos por la tarifa VT1 de baja tensión, la cual por estar en el área típica Nº 5, rige desde El Tabo Norte hasta Algarrobo. 


El señor Alfredo Oyanedel, concejal de Algarrobo, acota que en el litoral central existe conmoción pública respecto del tema de las tarifas eléctricas, ya que son frecuentes las protestas y manifestaciones de diferente índole por parte de los vecinos, quienes desde hace más de un año y medio vienen tratando el tema y presentándolo a las diferentes autoridades de gobierno. 


El diputado señor Prokurica opina que se trata de un caso muy especial, ya que existen diferencias entre las tarifas de comunas cercanas geográficamente, lo cual se explica porque corresponden a áreas y empresas de concesión distintas. 


Por su parte, el diputado señor Velasco hace presente que todas las gestiones que se han hecho para solucionarlo han resultado infructuosas y que solicitará que se oficie a S.E. el Presidente de la República, con el fin de que se adopten las medidas necesarias para cambiar la estructura tarifaria del litoral central.

X. PROCEDIMIENTO ADOPTADO POR LA COMISIÓN RESPECTO DE LAS PROPUESTAS RECIBIDAS CON MOTIVO DE LA INVESTIGACIÓN.

La Comisión, en sesión 123ª, ordinaria, celebrada el martes 14 de agosto de 2001, acordó, por unanimidad, otorgar un plazo, con vencimiento el día 24 de agosto del mismo año, con objeto de que los señores diputados miembros de la Comisión hicieran entrega, en la Secretaría de la Comisión, de sus proposiciones de consideraciones, conclusiones y sugerencias.


Se presentaron, dentro del mencionado plazo, dos propuestas de los diputados señores Tomás Jocelyn-Holt y Darío Molina.


Seguidamente, en la sesión 124ª, especial, de 5 de septiembre de este año, acordó otorgar, previamente a ambos señores diputados un plazo prudencial para explicar el contenido de las mismas, lo cual se llevó a cabo en dicha sesión y en la sesión 125ª, ordinaria, de 11 de septiembre del año en curso.


Luego de un debate se alcanzó una redacción de consenso en relación con la propuesta de conclusiones signadas del 1 al 6, presentada por el diputado señor Jocelyn-Holt, que se contiene en los números 1 y 2 de las conclusiones aprobadas por la Comisión. Se deja constancia de que el diputado señor Jocelyn-Holt retiró la propuesta inicial relativa a dichas conclusiones.

XI. CONSIDERACIONES, CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES RECHAZADAS.

-Del diputado señor Molina.

Consideraciones preliminares

Con fecha 2 de mayo de 2001, la Cámara de Diputados celebró la sesión 58ª, ordinaria, con objeto de debatir sobre el proceso de determinación de tarifas del sector eléctrico y sus implicancias para los consumidores residenciales e industriales.


Como resultado de esta sesión, se aprobaron dos proyectos de acuerdo. En el primero de ellos, el Nº 557, se otorgaron facultades a la Comisión de Minería y Energía, para investigar, en el plazo de sesenta días, los últimos procesos de tarifas eléctricas realizadas por la Comisión Nacional de Energía en los años 2000 y 2001, evaluar los criterios técnicos utilizados, si éstos se ajustan tanto técnica como legalmente a la normativa del sector eléctrico, su incidencia en los precios a los usuarios residenciales e industriales del país, así como si se han cometido faltas a la probidad administrativa en los mismos.


El segundo proyecto de acuerdo, Nº 558, por su parte, otorgó a vuestra Comisión el carácter de Comisión especial, con el propósito de investigar y estudiar el reciente proceso de fijación tarifaria, velando por el derecho de los consumidores eléctricos de nuestro país, proponiendo medidas, en un plazo de 60 días.


Si bien estos proyectos de acuerdo son similares en cuanto a solicitar la investigación de los procesos tarifarios 2000 y 2001, el Nº 557 se establece sobre la base de doce considerandos.


Después de un largo y laborioso proceso de investigación, que tomó casi el doble del tiempo establecido originalmente, con un total de dieciocho sesiones ad hoc, en las que participaron alrededor de veinte invitados, vuestra Comisión está en condiciones de emitir sus conclusiones.


Para ello, estimamos que lo más pertinente, directo y concluyente, es dirigirse a los considerandos que el último de los proyectos de acuerdo tuvo en vista a la hora de ser presentado.


En tal entendido, a continuación reproducimos cada uno de los doce considerandos señalados. En cada uno de ellos se ha consignado un comentario y/o conclusión específica, sobre la base de lo conocido por vuestra Comisión en el transcurso de esta investigación.


Análisis de considerandos del proyecto de acuerdo Nº 557
1.
Que, en este último año, las tarifas eléctricas han experimentado alzas importantes para los clientes residenciales e industriales en todo el país y que dichas alzas han sido objeto de controversia pública.


Las alzas en las tarifas eléctricas han estado dentro de rangos razonables. Ha quedado en claro que han sido las mencionadas alzas de los precios de nudo las que han tenido la mayor incidencia en los precios al consumidor final.


Ha quedado en evidencia, también, durante el transcurso de la investigación, que las alzas del precio de nudo han obedecido a revisiones metodológicas, por una parte, y a la carencia de proyectos futuros de generación. Un análisis detallado de la forma legal en que deben determinarse estos precios de nudo muestra que la revalorización de ellos, luego de un período de fuertes bajas, era pronosticable, dado el escenario de ausencia de futuras inversiones.

2.
Que estas alzas son producto de los cálculos realizados por la Comisión Nacional de Energía (CNE) en las fijaciones de precios de nudo correspondientes a abril de 2000, octubre de 2000 y abril de 2001 y en la fijación de valores agregados de distribución de octubre de 2000.


Es precisamente a la Comisión Nacional de Energía a quien corresponde realizar los cálculos que permitan establecer tales precios. Cualquiera que hubiera sido el resultado de estas fijaciones de precios, alzas o bajas, ellas hubieran correspondido necesariamente a cálculos realizados por dicho organismo, toda vez que la ley prevé que la Comisión Nacional de Energía es el organismo encargado de recopilar información, contratar consultores y, finalmente, efectuar todos los cálculos pertinentes para los efectos de establecer nuevas tarifas.


Como ha quedado demostrado en las presentaciones, el incremento final de los precios se debe, en la mayoría de los casos, sólo al alza de los precios de nudo. En la mayoría de las empresas de distribución, los valores agregados de distribución experimentaron rebajas, siendo una de las más significativas la de Chilectra, con más de un 20 por ciento de rebaja.

3.
Que, según ha reconocido la misma CNE, las alzas tarifarias se deben, además de los aumentos de los precios del dólar y del petróleo, a cambios metodológicos introducidos por ésta en las fijaciones mencionadas y que afectan tanto a los precios de nudo como a los valores agregados de distribución, cambios que merecen un análisis acucioso para determinar su procedencia y legitimidad.


Es del caso señalar que, si bien durante el transcurso de esta investigación se tocó el tema de los precios de nudo, no hubo tiempo para realizar tal análisis acucioso a su respecto. Sin perjuicio de ello, difícilmente puede concluirse que la Comisión Nacional de Energía ha obrado en esta materia de manera improcedente o ilegítima. Todo lo analizado está perfectamente dentro de las atribuciones que tiene la autoridad para establecer precios.


Con respecto a los precios atribuibles a la distribución, la situación es distinta, toda vez que esta Comisión dedicó gran parte del tiempo disponible a estudiar lo obrado por la autoridad.


Se ha comprobado que, efectivamente, la autoridad introdujo cambios metodológicos en el proceso de fijación de tarifas de distribución de 2000, con respecto a lo realizado para los mismos efectos en el año 1996. Asimismo, lo realizado en 1996 fue distinto a lo hecho en 1992.


Se desprende de la propia ley que rige el sector, la posibilidad legal de efectuar los procesos de fijación de tarifas, utilizando las metodologías que la autoridad estime pertinentes. Del análisis de dicha ley, queda claro que ella no contempla ninguna metodología específica a emplear, dejando en manos del regulador la potestad de escoger la metodología que considere adecuada. 


En consecuencia, la metodología empleada en esta ocasión es procedente y legítima.


Sin perjuicio de la conclusión anterior, quisiéramos profundizar este punto.


Cuando se habla de cambios metodológicos, es del caso preguntarse cuál es la referencia que se está considerando para identificar la presencia de tal cambio. Ciertamente, como ya se indicó, no es la ley la que establece dicha referencia, ya que ella nada dice sobre la metodología a emplearse.


Debemos entender entonces que la alusión a cambios se realiza con respecto a lo que se ha obrado en el pasado. Se corre aquí el peligro de otorgarle a lo efectuado en las fijaciones anteriores el carácter de inamovible, imposibilitando a la autoridad introducir mejoras metodológicas, según lo aconsejen nuevas técnicas de análisis y la disponibilidad de nuevos antecedentes.


Más aún, creemos que en cada fijación deben producirse necesariamente cambios metodológicos, con objeto de captar adecuadamente los avances y progresos que las ciencias y disciplinas involucradas en los estudios tengan al momento de su realización. El no hacerlo constituiría de parte de la autoridad un abandono de deberes.

4.
Que la CNE ha justificado las alzas en los precios de nudo por la falta de inversión en el sector y las perspectivas de una crisis energética para el año 2002. Que lo inquietante ha sido que los cambios no han producido variaciones en el parque generador.


Que la propia Secretaria Ejecutiva de la CNE ha hecho acusaciones a sus antecesores en el cargo y a las autoridades que le han procedido, afirmando que dichas autoridades habrían bajado artificialmente los precios, generando así la inquietud respecto de la continuidad de las políticas de los gobiernos de la Concertación.


Que entre los especialistas existen dudas acerca de la efectividad de la política empleada para incentivar las inversiones en el sector.


Que los cambios en la política de precio de nudo representan cambios que exigen un debate informado y un grado de consenso respecto de los objetivos que con ella se pretenden producir.


Como se señaló, el tema de los precios de nudo no tuvo el mismo grado de estudio que el de los precios de la distribución. No obstante, aun aceptando el desglose y alcances de este considerando, no se desprenden de ellos actuaciones ilegítimas. 


En efecto, el estancamiento del parque generador puede realmente obedecer a un diagnóstico incompleto o francamente equivocado. Aún si así fuera, ello no es vinculante con actuación ilegítima alguna. Las decisiones se adoptan teniendo en consideración efectos y situaciones que ocurrirán en el futuro, sobre el cual se puede hacer sólo un buen pronóstico. Sin perjuicio de lo señalado y a la luz de lo conocido públicamente, concordamos con el diagnóstico realizado por la autoridad. Creemos que éste es correcto y realizado con la mejor información disponible a la fecha.


Que la Secretaria Ejecutiva de la CNE haya hecho acusaciones a sus antecesores, no avala tampoco una conducta ilegal, ni de ella ni de éstos.


Siempre existirán entre los especialistas diferencias de opiniones respecto de medidas que adopte la autoridad. En todo caso, de lo investigado podría decirse, más bien, que entre algunos especialistas, no todos, existen dudas sobre lo obrado anteriormente en esta materia.


Finalmente, advertimos que no ha habido un cambio verdaderamente sustantivo en la política de precios de nudo. Ellos siguen siendo calculados según las pautas generales que otorga la ley. Por el contrario, ha habido aquí también avances metodológicos tendientes a perfeccionar bases técnicas y económicas para fijar de mejor manera tales precios.

5.
Que algunos parlamentarios han acusado directamente a la Secretaria Ejecutiva de la CNE, de beneficiar en forma arbitraria e ilegal a la empresa Chilectra S.A. en el proceso de fijación de valores agregados de distribución de octubre de 2000. Las acusaciones que han consistido en que el proceso de fijación de tarifas de distribución benefició arbitrariamente a dicha empresa en montos superiores a los US$ 207 millones en los cuatro años de vigencia de dichas tarifas.


Al respecto, estamos firmemente convencidos, más allá de la contingencia particular que le ha correspondido investigar a vuestra Comisión, que cualquier facultad que la ley concede a los organismos de la administración, debe ser ejercida plenamente y de manera indelegable por dichos organismos. 


Los órganos de la administración deben velar por el bien común de la sociedad. Olvidarse de este predicamento y sostener que, aun ocasionalmente, sean terceros ajenos a la administración quienes asuman tal papel, es sentar un grave precedente para el país. 


Pretender que los dictámenes o resultados entregados por un tercero asesor deban ser considerados sin análisis es definitivamente entregar a aquél tercero una facultad que es indelegable. 

6.
Que se ha acusado a la CNE de modificar informes requeridos por ley en el proceso de fijación tarifaria y que la CNE no está facultada para alterar dichos resultados. Que en dicha fijación la CNE habría construido tarifas sobre montos superiores a los informados por Chilectra y con valores agregados de distribución superiores a los que correspondían por la reglamentación vigente.


Según se ha establecido en la investigación, la CNE no ha modificado o alterado los resultados de ningún informe. Los informes contienen la opinión y recomendaciones del consultor, opinión y recomendaciones que han quedado inalteradas. Han sido por lo demás ampliamente conocidas y difundidas en esta Comisión.


Lo que se ha sostenido, y que a la luz de esta investigación ha quedado claro, es que la CNE ha adoptado valores distintos a los entregados por los consultores lo que, finalmente, se ha transformado justamente en el fondo de esta investigación en dilucidar si tiene efectivamente facultades la Comisión Nacional de Energía para adoptar valores distintos a los que recomiendan los consultores.


Como antecedente, se ha comprobado que también en el pasado, las autoridades de la CNE han tomado decisiones similares, en orden a considerar valores distintos a los que en cada ocasión estableció un consultor.


Se comentaron al menos dos casos: en uno, el señor Sebastián Bernstein, Secretario Ejecutivo de la CNE a la sazón, señaló que, en 1988, se fijó por parte de la CNE un valor distinto del factor de pérdidas al que entonces había sido calculado por el consultor. Un segundo caso que se recuerda y que fue comentado también en vuestra Comisión, corresponde a 1992, año en el cual la CNE realizó extemporáneamente una modificación que puede ser considerada mayor, como lo es el crear un área típica, la 2A, que no fue considerada en las bases del estudio de valores agregados de distribución.


Aun independientemente de si la CNE tiene o no facultades para adoptar valores distintos a los que sus consultores le han indicado, en la práctica esta conducta de la autoridad ha sido recurrente.


Para establecer su pertinencia, la CNE ha aportado a vuestra Comisión el informe jurídico que para los efectos encargó al estudio de abogados independientes, Mendoza. En dicho informe, se concluye claramente que la CNE puede considerar para la ponderación valores distintos a los que calculen sus consultores.


Sin perjuicio de lo anterior, se ha podido constatar que en los especialistas del sector la opinión se encuentra dividida, lo que deja de manifiesto la imprecisión e incoherencia de la ley eléctrica, que ha dejado traslucir, durante las distintas crisis, sus profundas falencias. Es efectivo, eso sí, que esta ley ha sido determinante y eficaz para el desarrollo y proyección del sistema eléctrico chileno en tiempos normales. Sin embargo, la crisis de generación del año 1998, que hasta hoy causa sus efectos demuestra que la ley adolece de vacíos importantes y contradicciones evidentes que la convierten en un instrumento que debe perfeccionarse.


Es del caso señalar que, como parte del proceso de investigación que desarrolló vuestra Comisión, ha quedado en evidencia que la ley acepta diversos matices interpretativos, situación que es relevante a la hora de sopesar lo obrado por la autoridad en la fijación de tarifas de distribución del año 2000. 


Ante tal situación de incertidumbre y sólo con el fin de establecer el punto central sobre la legitimidad de la actuación de la CNE al determinar valores distintos de los entregados por los consultores, es válido otorgar un grado superior de certeza a los autores de la ley. Ellos han señalado a vuestra Comisión que es absolutamente coherente con el conjunto de normas que regulan el sector de las distribución que sea finalmente la autoridad la que fije las tarifas adoptando siempre criterios de racionalidad y de justicia, función asignada inequívocamente en la ley que le dio vida.


A vuestra Comisión le parece que esta discrecionalidad resulta o podría resultar inconveniente y peligrosa. Los espacios de incertidumbre atentan contra la trasparencia tan necesaria en negocios de esta magnitud y rodeado de intereses diversos. Esta cuestión debe revisarse en el contexto de una modificación más profunda. 


Es importante que, en presencia de una ley de tales características y considerando además el deber ineludible de la autoridad de fijar las tarifas, sean la racionalidad y el buen criterio técnico y económico las brújulas que orienten el accionar de la autoridad.


Entendemos que éste es el caso. 


El proceso tarifario de la distribución eléctrica del año 2000 fue muy distinto de los anteriores. En efecto, por primera vez se efectuó una caracterización agregada de la industria, es decir una representación de toda la industria, mediante una modelación matemática, lo que permitió objetivizar la selección de la cantidad de áreas típicas a estudiar. Estas fueron en definitiva seis áreas, las que fueron estudiadas a su vez en otras seis empresas distintas.


A lo anterior, debe agregarse la existencia de unas bases extremadamente detalladas, cuyo antecedente, por primera vez ha contado con un cúmulo de información completa y específica. Ciertamente, era preferible que los estudios de valores agregados fueran realizados por, a lo menos, dos consultores, situación que efectivamente se verificó en la práctica.


Esta modalidad de trabajar con dos consultores, trae en forma ineludible e inevitable la adopción de criterios distintos, lo que en definitiva se traduce en resultados dispares en cuanto a los criterios que los respaldan.


En presencia de la anotada disparidad de criterios, no sólo resulta razonable que la autoridad criteriosamente homologue resultados. Creemos más bien que es obligatorio el hacerlo.

7.
Que se ha acusado a la CNE de alterar irregularmente los valores agregados de distribución en siete empresas adicionales, aparte de Chilectra (CGE, Eliqsa, Elecda, Emelat, Conafe, Río Maipo y Puente Alto). En todos estos casos, la CNE calculó tarifas sobre la base de costos superiores a los informados por las propias empresas a la Superintendencia. En total, esta irregularidad terminaría comprometiendo, aparte de los dieciséis distritos de la Región Metropolitana, los distritos de Iquique, Antofagasta, Calama, Copiapó, Viña del Mar, Rancagua, San Fernando, Rengo, Curicó, Linares, Talca, Constitución, Parral, San Carlos, Chillán, Concepción, Talcahuano, Lota, Temuco y Villarrica.


Ha quedado claramente establecido que la CNE adoptó valores agregados de distribución distintos a los que calcularon sus consultores para los casos de Chilectra y de la CGE. Todo ello fue comentado en vuestra Comisión en forma abierta y transparente por la Secretaria Ejecutiva de la CNE y el jefe del área eléctrica.


Se nos informó también sobre cómo, a partir de los resultados de los consultores, se obtuvieron valores más coherentes con la caracterización inicial que se hizo de la industria como un todo.


Para los efectos de la fijación tarifaria, Chilectra quedó como única representante del área típica Nº 1, en tanto que CGE compartió el área típica Nº 2 con más empresas, que son precisamente las que se señalan en este considerando. 


Asimismo, la ley establece que las empresas que han quedado clasificadas en una misma área típica, tendrán el mismo valor agregado de distribución de la empresa modelo que se ha empleado para determinar los valores agregados de distribución de dicha área. Luego, cualquiera sea el valor y procedimiento mediante el cual la CNE ha llegado a establecer los valores agregados de distribución de un área típica, todas las empresas clasificadas en esta área adoptan el mismo valor.


En consecuencia, el término “alterar” que se ha empleado en este considerando, ha sido utilizado sobre la base de una autoridad pasiva, que adopta en forma irrestricta, sin análisis ni opinión, resultados que obtiene de sus consultores. Como ya hemos señalado anteriormente, esta línea argumental colisiona gravemente con la facultad indelegable que tiene la autoridad para fijar las tarifas.

8.
Que se ha acusado a la CNE de alterar los factores de coincidencia, de modo de beneficiar a Chilectra de tal manera que Santiago, inexplicablemente, pasaría a ser el lugar de menor utilización compartida de las redes de distribución y tarifariamente en una de las zonas más rurales del país. Dicha modificación perjudicaría especialmente a clientes residenciales y, con ellas, Chilectra pasaría a tener incrementos netos por concepto de compras, contradiciendo lo dicho por la CNE.


Se trata de un tema de extrema complejidad técnica en el que las opiniones han sido diversas y variadas.


No obstante, de las presentaciones y respuestas de los expertos invitados a vuestra Comisión, queda claro que no existen metodologías establecidas para calcular estos parámetros tarifarios. Asimismo, se ha señalado que tales factores no dependen directamente de la mayor o menor ruralidad que pueda tener una empresa dentro de su zona de concesión. 


En prueba de que, ni hay metodologías, ni se ha aplicado la tesis de la ruralidad, basta referirse a la fijación de 1996, en la cual prácticamente a todas las empresas concesionarias de distribución se les fijó el mismo valor de 420 horas. ¿Eran todas las empresas rurales, o todas urbanas?


Creemos que en este tema, vuestra Comisión debiera recomendar a la CNE el inicio de estudios que propendan al establecimiento de una metodología sistemática para determinar estos factores, teniendo en lo posible un adecuado respaldo en datos empíricos.

9.
Que los aumentos en los valores de subtransmisión no han obedecido a metodologías previamente establecidas y que no recogería adecuadamente el incremento en la demanda, así como las economías de escala involucradas. Que se ha aplicado para Chilectra un factor de aumento en los cargos por subtransmisión, que no se ha aplicado a ninguna otra distribuidora semejante.


Resumiendo lo expresado por los distintos expertos que fueron invitados por vuestra Comisión, más la lectura propia de la ley, puede llegarse a las siguientes conclusiones:

a.
La subtransmisión como tal, no es una materia que esté explícitamente incluida en la ley. El término subtransmisión no aparece ni una sola vez mencionado en su texto y tampoco en su reglamento.

b.
Se trata, en consecuencia, en el término “subtransmisión”, de una nomenclatura propia del sector. De lo que se pudo apreciar, corresponde a líneas de transporte que no son las grandes líneas que llevan la energía desde las centrales hasta los centros de consumo. Responde de mejor manera al concepto de “superdistribución”, según lo señaló el gerente de una de las empresas eléctricas invitadas.

c.
Por lo tanto, mal podría haber existido metodologías previamente establecidas. Ha habido aquí más bien una suerte de jurisprudencia administrativa, donde cada autoridad ha establecido sus propios criterios.

d.
Claramente, se trata de una materia que, en una próxima ley del sector, debe quedar delimitada en su ámbito, tanto técnico como regulatorio.

10. Que se han hecho acusaciones que afectan a la probidad funcionaria de la Secretaria Ejecutiva de la CNE, en el sentido de que implicarían que dicha funcionaria habría actuado como consultora de Chilectra en los mismos temas que hoy la empresa se habría visto favorecida, de que ha empleado una empresa vinculada a ella para fijar los términos y modificar los informes requeridos por ley; y de que ha terminado validando sus propios informes que le han llegado a la CNE a través de la empresa afectada.


En la investigación se tuvo en vista la documentación de los registros de sociedades. No hay antecedentes que liguen jurídicamente a una sociedad consultora con la señora Blanlot. En consecuencia, no hay vínculos entre GTD y la Secretaria Ejecutiva.


La señora Blanlot integró con GTD, hace algún tiempo y ciertamente antes de su desempeño en la CNE, un equipo de trabajo para asesorar a Chilectra en materias de subtransmisión. También se estableció que la metodología empleada en esa ocasión nada tiene que ver con la que empleó la CNE para tarificar este segmento de la red. Esto pudo ser verificado en vuestra Comisión. En efecto, se ha tenido como antecedente el estudio de subtransmisión que encargó Chilectra a GTD. De su lectura se aprecia que se trata de una metodología específica, aplicable sólo a un sistema en particular, el de Chilectra. 


Debe recordarse también que la subtranmisión experimentó un alza, aplicable a todos los sistemas de subtransmisión del país, y no sólo al sistema de Chilectra. Este último tuvo un reconocimiento adicional de costos, sobre la base del reconocimiento del enmallamiento del sistema, reconocimiento que también fue considerado en su oportunidad por otros especialistas del sector.

11. Que la Secretaria Ejecutiva de la CNE se ha defendido de lo anterior negando la veracidad de las acusaciones, las cuales, por su gravedad, se hace necesario dilucidar si son o no efectivas, tanto para clarificar la actuación de la CNE como para despejar la responsabilidad individual de las personas que han sufrido cuestionamientos.


Sin comentarios.

12. Que el público tiene derecho a saber cómo se construyen sus tarifas eléctricas y que se hace necesario disponer de una vasta gama de información que sólo puede ser analizada detenidamente en una comisión especializada que, a su vez, pueda informar a esta Sala acerca de si los criterios técnicos utilizados y si su aplicación se ha ajustado a la normativa vigente o si, por el contrario, se ha perjudicado injustificadamente a los usuarios.


Que resulta necesario dar tranquilidad a los usuarios de que no están sufriendo cobros indebidos y de que las autoridades eléctricas cumplen su rol regulador de manera imparcial y apegada a la normativa vigente, constituyendo una eficaz contraparte, de modo que los mercados funcionen adecuadamente.


Concordamos plenamente sobre el derecho que asiste al público para conocer los procesos tarifarios. Entendemos que este planteamiento formará parte de lo que se discutirá con ocasión de nuevos proyectos de ley.

Conclusiones generales


Sobre la base de los antecedentes que esta Comisión de Minería y Energía pudo recabar durante el transcurso de la investigación, se ha concluido lo siguiente:


Los procesos de fijación de precios para los clientes finales de las empresas distribuidoras son procesos extremadamente complejos, con infinidad de aristas y detalles técnicos, que difícilmente pueden ser abordados completamente en una investigación sumaria.


No obstante, creemos que hemos reunido información suficiente como para analizar y sopesar los considerandos que se tuvieron en cuenta para establecer uno de los proyectos de acuerdo.


Es del caso tener presente que en todo procedimiento judicial o administrativo en el cual se persiga la determinación de la culpa o el dolo -civiles o criminales- de una o más personas, es principio, no sólo del Derecho chileno sino también del Derecho universal, que se presenten pruebas fehacientes que acrediten inequívocamente tal culpabilidad o dolo. No obstante, en esta investigación, del análisis de la ley y de la actuación de la Secretaria Ejecutiva actual de la CNE, como asimismo, de autoridades que participaron en procesos anteriores, nada indica que se hayan apartado de la aplicación de la normativa vigente, ni se ha acreditado fehacientemente antecedente alguno que permita concluir inequívocamente que actuaron dolosa o siquiera culposamente. La probidad administrativa de éstas y de aquélla ha resultado, pues, incólume.


El único comentario que puede agregarse, es que la propia ley, dentro de un acotamiento lógico a los efectos de la tarificación, otorga un amplio margen de actuación de la autoridad, margen que en esta ocasión cubre latamente lo obrado en el año 2000.


Finalmente, durante la investigación producto de datos e información errónea, que fue aportada por distintos diputados, fueron apareciendo dudas sobre temas anexos a los mandatados por el proyecto de acuerdo. Estas imprecisiones fueron una a una desvirtuadas por la autoridad cuestionada quedando sólo como situaciones explicables y fundadas en errores de información. 


-Del diputado señor Jocelyn-Holt.

Recomendaciones
5.
La mayor parte de los problemas identificados en este proceso tarifario provienen del hecho que los usuarios tienen poca participación en el proceso de determinación de tarifas eléctricas y que existe un desequilibrio con la influencia y capacidad técnica desplegada por la industria. La existencia de irregularidades que no se corrijan se convertirán en precedentes que debilitan la institucionalidad tarifaria, cuestionan la legislación y corren el riesgo de repetirse.

6.
Los usuarios deberían tener una participación formal en el proceso tarifario. Tanto para observar las bases y los criterios técnicos empleados, como para monitorear la consistencia de los valores finales. Esto no debería sólo limitarse a los organismos públicos que velan por los intereses del consumidor, sino que deberían existir “audiencias públicas” que permitan exponer objeciones o criterios tanto en la determinación de bases técnicas como en el desarrollo de los estudios y antes de su entrega final. También para el cumplimiento de las formalidades en la adjudicación de los estudios y determinación de consultores. Lo mismo debería ocurrir respecto de la determinación de factores de coincidencia, el cálculo de rentabilidad de la industria y en los valores de subtransmisión. Audiencias de esta especie podrían servir a la Contraloría General de la República para anticipar posibles controversias y evitar la excesiva compartimentalización que tiene el proceso de fijación de tarifas de distribución.

13. La Comisión Nacional de Energía en el momento de efectuar el chequeo de rentabilidad debería considerar ingresos y gastos mes a mes, como cualquier evaluación normal de proyectos y no considerar que el margen se produce a fines de año, por cuanto los usuarios pagan mensualmente. La forma utilizada por la CNE subestima la rentabilidad de las empresas, lo que debe evitarse (1er. párrafo).

14. Se hace indispensable reglamentar los procedimientos de determinación de recargos de subtransmisión y la seguridad de servicio implícita en ellos, de modo que en definitiva no dependan en forma exclusiva de la autoridad de turno. La autoridad debe ser consistente en la aplicación de criterios para toda la industria. Se sugiere explorar la incorporación de comisiones periciales para dirimir diferencias entre la autoridad y las empresas en su determinación. Los usuarios también deberían ser considerados.


Se debe advertir que las comisiones periciales también presentan complicaciones. Si bien no hay tanta divergencia entre estudios, como existe en la determinación del valor agregado de distribución dichas comisiones son también objeto de acusaciones por falta de independencia e imparcialidad. La extensión de estas comisiones periciales en el sector eléctrico y en la determinación de las tarifas de distribución, debe cuidar de establecer resguardos para garantizar su independencia y transparencia en el procedimiento. Los procedimientos deben ser públicos y deben admitir la participación de todos los actores (incluido usuarios), así como la posibilidad de recusar a los miembros de las mismas. Actualmente el proceso de nombramiento es por las partes (en el caso del valor nuevo de reemplazo) y se hace en privado.

XII. CONSIDERACIONES, CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES APROBADAS.
CONSIDERACIONES

Los cambios fundamentales a los estudios de los consultores de la Comisión Nacional de Energía.

1.
La Comisión Nacional de Energía, en adelante la CNE, contrató a cuatro firmas consultoras, agrupadas en dos consorcios, para que realizaran los estudios de valores agregados de distribución 2000, en conformidad con las bases técnicas y administrativas preparadas por dicha entidad. La distribución de los estudios fue la siguiente:


-Área típica 1 (Chilectra):
Mega-Red - Solint


-Área típica 2 (CGE):
Eleconsult - Universidad de Chile


-Área típica 3 (Emec):
Eleconsult - Universidad de Chile


-Área típica 4 (Emelectric):
Mega - Red - Solint


-Área típica 5 (Luz Linares) 
Mega - Red - Solint


-Área típica 6 (Copelec):
Eleconsult - Universidad de Chile


De acuerdo con lo establecido en las bases técnicas, los consultores de la CNE determinaron los valores agregados de distribución para las seis áreas típicas. Sin embargo, la CNE en su informe a la Contraloría General de la República señala otros valores, diferentes a los calculados por sus consultores. 


En la tabla siguiente se presentan la variación de los valores agregados de distribución en alta tensión (VADat) y los valores agregados de distribución en baja tensión (VADbt) para cada una de las seis áreas típicas, contrastando los informes de los consultores de la CNE y los informados por dicha entidad a la Contraloría General de la República, en su “Informe Técnico: fijación de fórmulas tarifarias para empresas concesionarias de servicio público de distribución”, en particular su numeral I.3 “Estudios de valores agregados de distribución consultores CNE”.
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De la tabla anterior se desprende, considerando sólo el componente del ponderador final constituido por los estudios de la CNE, lo siguiente:


-Los valores agregados de distribución en el área típica 1 informados por la CNE a la Contraloría General de la República son mayores que los calculados por el consultor Mega Red-Solint en el 48 por ciento en alta tensión y el 37 por ciento en baja tensión.


-Los valores agregados de distribución en el área típica 2 informados por la CNE a la Contraloría General de la República son mayores que los calculados por el consultor Eleconsult-Universidad de Chile en el 26 por ciento en alta y baja tensión. 


-Los valores agregados de distribución en el área típica 3 informados por la CNE a la Contraloría General de la República son menores que los calculados por el consultor Eleconsult-Universidad de Chile en el 9 por ciento en alta y baja tensión.


-Los valores agregados de distribución en el área típica 6 informados por la CNE a la Contraloría General de la República son mayores que los calculados por el consultor Eleconsult-Universidad de Chile en el 28 por ciento en alta tensión y el 9 por ciento en baja tensión.


-Sólo en el caso de las áreas típicas 4 y 5 los valores informados a la Contraloría General de la República corresponden a los calculados por el consultor Mega Red-Solint. 

Proceso de adjudicación de estudios de valor

agregado de distribución
2.
El proceso de contratación de los consultores por parte de la CNE se hizo con el llamado a licitación pública para realizar el “Estudio de Cálculo de Valores Agregados de Distribución”, por Internet y mediante publicación del diario “El Mercurio” de 12 de febrero de 2000. El proceso continuó con la precalificación de los consultores que enviaron sus antecedentes antes del 6 de marzo de 2000. Los resultados de dicha precalificación fueron comunicados por la CNE a los postulantes el 8 de mayo de 2000. 

3.
Con fecha 18 de mayo de 2000 fue entregado a los consultores precalificados el documento “Definición de Áreas de Distribución Típicas y Bases para el Cálculo de los componentes del VAD”, el cual regiría el proceso de cálculo del valor agregado por concepto de costos de distribución, que se basa en empresas modelo, y que consideraba los siguientes componentes en conformidad a la ley:


-Costos fijos por concepto de gastos de administración, facturación y atención del usuario, independientes de su consumo;


-Pérdidas medias de distribución en potencia y energía;


-Costos estándares de inversión, mantención y operación asociados a la distribución, por unidad de potencia suministrada. Los costos anuales de inversión se calculan considerando el valor nuevo de reemplazo, en adelante VNR, de instalaciones adaptadas a la demanda, su vida útil, y una tasa de actualización igual al 10 por ciento real anual. 

4.
Las bases técnicas contenían además la definición por parte de la CNE de seis áreas de distribución típicas y la clasificación de las empresas concesionarias de distribución en cada área, de la siguiente forma:

Área 1:
Chilectra

Área 2:
Río Maipo, CGE, Emelat, Puente Alto, Elecda, Conafe, Eliqsa

Área 3:
Emelari, Chilquinta, Cooperativa de Curicó, Colina, Edelmag, Luz Andes, Pirque, Til-Til, Emec

Área 4:
Emelectric, Saesa, Edelaysen, Elecoop, Edecsa

Área 5:
Frontel, Emelca, Luz Linares, Coopelan, Litoral, Luz Parral, Socoepa, Creo, Cooprel, Coodiner

Área 6:
Coopelec, Emetal, Coelcha

Para cada una de las áreas de distribución típicas la CNE definió seis empresas de referencia sobre las cuales los consultores debían construir las respectivas empresas modelos. Éstas fueron las siguientes:

Área 1:
Chilectra S.A.

Área 2:
Compañía General de Electricidad (CGE)

Área 3:
Emec S.A.

Área 4:
Empresa Eléctrica de Melipilla, Colchagua y Maule S.A. (Emelectric)

Área 5:
Empresa Eléctrica Luz Linares S.A. (Luz Linares)

Área 6:
Cooperativa Eléctrica de Chillán (Copelec).

5.
Las empresas consultoras que precalificaron como consultoras de la CNE y que presentaron propuestas económicas y técnicas al 6 de marzo de 2000 fueron ocho:


-Mega Red Ingenieros Ltda. - Soluciones Integrales S.A.


-Price Waterhouse 


-EMG Consultores - Asesorías y Proyectos Aselat Ltda. - Stone & Webster Management Consultant


-Inecon S.A. - PB Power Ltda.


-Systep Ingeniería y Diseños Ltda.


-Eleconsult S.A. - Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile


-Synex Ingenieros Consultores


-Dictuc S.A. - Hagler Bailly - Eclipse Electroconsultores.

6.
En conformidad al informe presentado por la CNE al Consejo de ministros CNE de 9 de junio de 2000, denominado “Licitación Estudio VAD, Proceso Fijación Tarifas de Distribución 2000”, de las ocho empresas consultoras precalificadas, sólo Dictuc; Eleconsult-Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la U. de Chile; EMG Consultores, y Mega Red-Solint presentaron ofertas económico-técnicas, con fecha 29 de mayo de 2000. Por otra parte, se excusaron Synex Ltda.; Systep Ltda., e Inecon S.A., en tanto que Price Waterhouse no presentó propuesta ni se excusó.


La evaluación técnica se hizo sobre la base de propuestas para efectuar estudios sobre determinados grupos de áreas típicas. La CNE deseaba distribuir la confección de estudios de tal modo de asignarlos a dos o tres consultores. Así, dividió las áreas típicas del siguiente modo:

Grupo 1 (G1)
Área 1

Grupo 2 (G2)
Área 2

Grupo 3 (G3)
Áreas 3, 4, 5 y 6

Grupo 4 (G4)
Áreas 1, 4 y 5

Grupo 5 (G5)
Áreas 2, 3 y 6



Los puntajes según grupo de áreas típicas fueron los siguientes:

	Consultor
	G1
	G2
	G3
	G4
	G5

	Dictuc
	6.40
	6.40
	6.40
	6.40
	6.40

	Mega Red
	6.06
	5.98
	6.29
	6.29
	6.17

	Eleconsult
	5.71
	5.72
	5.92
	6.14
	6.01

	EMG
	4.40
	4.31
	4.83
	4.69
	4.61



La CNE informó que se habían presentado las siguientes inhabilitaciones:

-Dictuc:
declaró mantener asesorías con el CDEC-SING y Endesa.

-Mega-Red:
no declaró asesorías en curso.

-Eleconsult: 
declaró mantener asesorías con Chilectra S.A. en materias de proyectos. 

-EMG: 
no hizo declaración de asesorías.


Las ofertas económicas recibidas por consultor fueron las siguientes:

	Consultor
	G1
	G2
	G3
	G4
	G5

	Dictuc
	1.193.28
	1.193.28
	1.600.49
	1.501.22
	1.501.22

	Mega Red
	220.00
	205.00
	260.00
	260.00
	240.00

	Eleconsult
	138.00
	142.00
	198.00
	198.00
	190.00

	EMG
	-
	-
	-
	-
	-



Finalmente, la CNE adjudicó los estudios para los grupos 4 y 5 definidos anteriormente a:

-G4 
áreas 1, 4 y 5
Mega Red-Solint
$ 260.000.000

-G5
áreas 2, 3 y 6
Eleconsult
$ 190.000.000.

7.
Las bases de licitación (documento “Proceso de fijación de tarifas para empresas concesionarias de servicio público de distribución. Estudio para el cálculo de las componentes del valor agregado de distribución-Bases de Licitación”) regularon la manera de adjudicar el estudio de valores agregados de distribución entre todos los consultores. Indican que: 


“la Comisión calificará cada uno de los aspectos señalados, según el mérito de la propuesta específica en cada ítem. En esta evaluación se dará especial importancia a la calidad técnica y completitud del equipo profesional de trabajo propuesto, así como a la cantidad de horas profesionales presupuestadas para cumplir con los objetivos del estudio.


La Comisión Nacional de Energía seleccionará técnicamente, para cada propuesta... al consultor proponente que obtenga la más alta calificación de la oferta técnica.


La Comisión jerarquizará las propuestas que obtengan la mejor calificación técnica en cada caso. Si el valor de la oferta es igual o inferior al presupuesto asignado por la Comisión para la contratación del estudio para el caso cotizado, al proponente seleccionado técnicamente se le adjudicará la licitación correspondiente y se procederá a formalizar el contrato respectivo.


Si el valor de la oferta es superior al presupuesto asignado por la Comisión para la contratación del estudio, se le ofrecerá el contrato por el monto del presupuesto; si el proponente seleccionado técnicamente acepta, será adjudicado y se procederá a formalizar el contrato con él.


Si el proponente seleccionado técnicamente no acepta, se aplicará el mismo procedimiento con la propuesta siguiente en el orden de calificación técnica”.

8.
A Dictuc S.A.-Hagler Bailly-Eclipse Electroconsultores, quien fue el consultor con mejor calificación técnica, no se le hizo aplicable lo determinado en las bases de licitación, en cuanto a ofrecerle el presupuesto de estudios de la CNE. En cambio, esta última propuso adjudicar el estudio de valores agregados de distribución, según la distribución antes indicada.


Las mismas bases de licitación indicaban que “en cualquier caso, la Comisión se reserva el derecho de no adjudicar a un solo proponente la ejecución del estudio por la totalidad de las áreas típicas definidas, configurando la adjudicación de la licitación completa en consideración tanto de los aspectos técnicos y económicos, así como la mejor administración de los recursos involucrados para el cumplimiento de los objetivos y plazos establecidos en la normativa eléctrica vigente”.


Una cosa es distribuir las áreas típicas entre varios consultores y otra es, a lo menos, considerar a los consultores según su calificación técnica. No aparece explicado por qué Dictuc S.A.-Hagler Bailly-Eclipse Electroconsultores no fueron considerados para, a lo menos, algún grupo de áreas típicas. 

9.
Por acuerdo expreso del Consejo Directivo de la CNE, en sesión celebrada el 9 de junio de 2000, con la asistencia del ministro Presidente de esa entidad y de los ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Minería, Secretaría General de la Presidencia, Planificación y Cooperación, y de Hacienda (s), así como de los subsecretarios de Carabineros y del Interior en representación de sus respectivos ministros, se abocó a “adjudicar ‘Estudio de Valor Agregado de Distribución’ a partir del informe presentado ante dicha instancia por la Secretaria Ejecutiva del organismo y adoptó el siguiente acuerdo: 


“Se aprueba la elección de 2 consorcios para el desarrollo del Estudio VAD (Mega Red-Soluciones Integrales; Eleconsult), quedando a cargo de la Secretaria Ejecutiva efectuar las gestiones con Hacienda para la solución definitiva del financiamiento’”.

10. La CNE celebró los contratos el 30 de junio de 2000 con el consorcio Mega Red-Soluciones Integrales para realizar el estudio correspondiente a las áreas típicas 1, 4 y 5 por un monto que finalmente fue de $ 240 millones. Con el consorcio Eleconsult-Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile el contrato se celebró en la misma fecha, para la realización del estudio correspondiente a las áreas típicas 2, 3 y 6, por un monto de $ 190 millones.


Ambos contratos se reprodujeron íntegramente en las resoluciones números 23 y 24, respectivamente, de la CNE, efectuándose el trámite de toma de razón, por parte de la Contraloría General de la República, el 11 de octubre de 2000. 

11. Por otro lado, el artículo 107 de la ley, dispone que “las empresas concesionarias de distribución, como conjunto o individualmente, podrán contratar el mismo estudio, aplicado a las mismas áreas de distribución típicas definidas anteriormente, a otra empresa consultora, elegida por ellas de entre una lista de empresas acordadas con la Comisión”. El artículo 296 del reglamento, dispone la obligación de la CNE, la que “acordará con las empresas concesionarias, una lista de empresas consultoras con las cuales los concesionarios de distribución, como conjunto o individualmente, podrán contratar el mismo estudio”. 


Mediante el oficio Nº 628, de 19 de julio de 2001, y en respuesta a sendos requerimientos de vuestra Comisión, la CNE acompañó la nómina de consultores convenidos con la Asociación de Empresas de Servicio Público A.G. (ASEP), representada por su gerente general, don Rafael Salas Rengifo, mediante un intercambio de cartas ASEP Nº 66, de 26 de abril de 2000, y CNE Nº 375, de 3 de mayo de 2000. Dicha nómina es la siguiente:


-Andersen Consulting Chile Ases.


-Asesorías y Proyectos Aselat Ltda.


-Claro y Asociados Ingenieros y Economistas


-Constar-Humberto Chacaltana Cueto


-Christensen Associates


-Dictuc S.A.


-Eclipse Electroconsultores


-Eleconsult S.A.


-EMG Consultores S.A.


-Ernst & Young


-Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile


-Hagler Bailly S.A.


-Inecon S.A.


-Mega Red Ingenieros Ltda.


-Navigant Consulting INC.


-Price Waterhouse


-Raytheon Engineers & Constructors


-Serra Banfi, Pablo


-Soluciones Integrales S.A.


-Stone & Webster Management Consultants 


-Surlatina & Horwath


-Synex Ingenieros Consultores Ltda.


-Systep Ingeniería y Diseños Ltda.


Se dejó constancia de que dos o más consultores “pudieran integrarse para los estudios VAD y a petición de las empresas de servicio público eléctrico”. También, según dichas cartas, la CNE al manifestar su “no objeción” a la lista sugerida por ASEP, dejó establecido que “según se desprende de las bases técnicas para el estudio de valores agregados de distribución remitidas a Uds. el día 2 de mayo recién pasado, los estudios requerirán como condición necesaria que los consultores que los desarrollen tengan experiencia probada no sólo en los aspectos económicos de los mismos, sino que también exhiban una cabal experiencia en los aspectos técnicos de planificación y diseño óptimo de sistemas eléctricos de distribución, así como un alto conocimiento de los procesos de funcionamiento de las empresas de distribución de electricidad”.


Considerando que no parecen existir otras cartas entre las partes mencionadas, se debe suponer que las empresas finalmente contratadas por las empresas distribuidoras y que se encuentran en la lista anterior contaron con la capacidad requerida por la CNE.

12. Las empresas concesionarias de distribución, siguiendo lo que establece el artículo 107 de la ley, contrataron sus propios estudios a partir de las bases de la CNE y las áreas de distribución típicas definidas anteriormente. Las empresas consultoras que realizaron dichos estudios fueron:

Área 1:
Inecon y Systep
Área 2:
Hagler Bailly

Área 3:
Hagler Bailly

Área 4:
Constar, Price Waterhouse e Inversiones Serra Ltda. 

Área 5:
Price Waterhouse e Inversiones Serra Ltda. 

Área 6:
Las empresas no hicieron estudio.
Intervención de GTD Ingenieros Ltda.

en las tarifas de distribución
13. La CNE contrató a GTD Ingenieros Ltda. para realizar las “bases técnicas para (los) estudios de valores agregados de distribución”, así como “la definición y clasificación de (las) Areas de Distribución Típicas”, según consta de las resoluciones exentas números 95 y 99, de 24 y 30 de marzo, respectivamente, y que reproducen los contratos suscritos con dicha empresa por montos equivalentes a $ 11.300.000 en un caso, y $ 12.338.000, en el otro. Ninguno de los dos contratos anteriores tuvo toma de razón por parte de la Contraloría General de la República.


Ambos dieron lugar a dos documentos: uno de la CNE titulado “Definición de áreas típicas. Bases para el cálculo de las componentes del valor agregado de distribución (VAD). Mayo de 2000”. El otro, bajo la firma de GTD Ingenieros Ltda. y titulado “Definición de Areas Típicas para la Comisión Nacional de Energía(CNE). Mayo 2000”.


Por otro lado, la CNE contrató nuevamente a la empresa GTD Ingenieros Ltda. para un estudio sobre “El análisis y coordinación del soporte técnico en la determinación de los Valores Agregados de Distribución y de fórmulas tarifarias correspondientes a la fijación de fórmulas tarifarias para empresas concesionarias de distribución año 2000”. Este contrato consta en la resolución exenta Nº 255 de la CNE, de 31 de agosto de 2000, por un monto total de $ 17.000.000 y tampoco tuvo toma de razón.


Esta última prestación de servicios fue encomendada a GTD Ingenieros Ltda., a lo menos después de que el Informe Preliminar de los consultores de la CNE fue entregado a la CNE (30 de agosto) y los ajustes de GTD Ingenieros Ltda. fueron hechos después de que todos los estudios de los consultores de la CNE y de las empresas fueron entregados a dicha repartición (15 de septiembre).


Todas las contrataciones de la empresa GTD Ingenieros Ltda. fueron realizadas mediante asignación directa, sin proceso de licitación, en conformidad a la facultad conferida en la resolución Nº 13 de la CNE, de 9 de mayo de 1985, y que fue prorrogada por acuerdo del Consejo Directivo de la CNE el 9 de junio de 2000. Dicha resolución permite a su Secretario Ejecutivo efectuar contrataciones directas, sin necesidad de licitación pública, hasta por 670 unidades tributarias mensuales.


Asimismo, GTD Ingenieros Ltda. fue contratada por la CNE en el año 2000 para las siguientes asesorías adicionales: 


-Mediante resolución exenta Nº 151 de la CNE, de 29 de mayo de 2000, se le encomendó la “determinación de contenidos y elaboración de Bases Técnicas para el cálculo de los Precios de Nudo en Puntos de Retiro de Sistemas de Subtransmisión”. Dicho contrato tuvo un monto de $ 10.500.000 y tampoco tuvo toma de razón por parte de la Contraloría General de la República.


-También se le encomendó la “Proposición de Tratamiento Técnico de las disposiciones legales para la calidad y seguridad del servicio, en el marco de proyecto de modificación del D.F.L. 1/82”, que en conformidad al documento “Estudios Contratados por Area Eléctrica Comisión Nacional de Energía (CNE) Período 1994-2001” entregado a vuestra Comisión por la CNE, tuvo un valor de $ 10.000.000.

14. El documento “Términos de Referencia. Determinación de contenidos y elaboración de bases técnicas para estudios de valor agregado de distribución. Proceso tarifario de octubre del 2000” dejó claramente establecida la división de trabajo entre la CNE y los consultores que hicieran los estudios de valores agregados de distribución: “la CNE debe elaborar las bases técnicas sobre las que se desarrollarán tanto los estudios de Valor Agregado de Distribución (VAD) de la Comisión como los que desarrollarán las empresas, las cuales deben incluir la definición de áreas típicas de distribución. En ambos casos, es un consultor independiente el que, siguiendo las bases técnicas, desarrolla el estudio”. 


Más adelante se enfatiza que “las Bases guían el trabajo del Consultor que desarrolla el estudio del VAD, pero al mismo tiempo, deben dejarle espacios de libertad para que éste aplique su experiencia en los ámbitos que son de su competencia”.


También fijó el ámbito propio de decisiones de cada consultor de valores agregados de distribución:


-Dimensionamiento y diseño óptimo de sistemas de distribución eléctrica en general, y de sus componentes, según opciones tecnológicas disponibles al año de realización del estudio.


-Consideración y aplicación efectiva de restricciones técnicas generales y de aquéllas que resulten de la aplicación de la normativa vigente al año de realización del estudio.


-Dimensionamiento y diseño óptimo de la estructura organizacional y procesos de gestión de una empresa distribuidora tipo, según modelos aceptados al año de realización del estudio.


-Consideración y aplicación efectiva de aquellas restricciones u obligaciones legales y reglamentarias en general y de las empresas distribuidoras en particular, en el año de realización del estudio.


Como ámbito de decisiones de la autoridad determinó:


-La autoridad debe dar las pautas generales legales, reglamentarias y normativas del proceso de cálculo del VAD, así como las interpretaciones de aplicación de la norma en aspectos específicos que considere relevante para dicho cálculo.


-La autoridad debe gestionar los procesos de tarificación de modo de obtener como resultado señales económicas que orienten correcta y eficientemente las decisiones de los agentes productores y consumidores, orientando el trabajo de cálculo con las pautas conceptuales adecuadas.


-La autoridad debe entregar definiciones y restricciones conceptuales y técnicas, en consistencia con el esquema regulatorio imperante, de modo de acotar el ámbito de decisiones del consultor en determinadas materias.


Lo anterior no deja margen a la autoridad para intervenir en ámbitos propios de los consultores de valores agregados de distribución más allá de las pautas, orientaciones y definiciones mencionadas y siempre en conformidad al esquema regulatorio vigente.

15. Finalmente, los “Términos de Referencia de las Bases Técnicas” establecieron una inhabilidad expresa entre hacer las bases técnicas e intervenir en los valores agregados de distribución: “la empresa que realice la asesoría planteada en los presentes términos de referencia, estará impedida de participar bajo cualquier modalidad en los estudios de valor agregado de distribución, que se desarrollen en conformidad a las Bases Técnicas que se emitan producto del trabajo de la asesoría”.


Esta inhabilidad quedó reforzada aún más en el “memorándum interno” (sin número), de 17 de marzo de 2000, del jefe del área eléctrica a la Secretaria Ejecutiva de la CNE, por medio del cual se sugirió la contratación de GTD Ingenieros Ltda. para efectuar las bases técnicas que guiarían los estudios VAD y que indicó “GTD es el único que no se presentó al proceso de precalificación para la licitación del estudio de componentes de costos del Valor Agregado de Distribución (VAD). En el mismo sentido, se hace presente, que la ejecución del presente estudio por parte de la empresa GTD, inhabilita a ésta para participar del proceso de la referida licitación del estudio de Valor Agregado de Distribución (VAD) que deberá desarrollarse conforme a las Bases Técnicas que resulten de la presente Asesoría”.


Lo mismo volvió a reiterar el jefe del área eléctrica a la Secretaria Ejecutiva de la CNE en otro “memorándum interno” (sin número), de 24 de marzo de 2000, al sugerir contratar a GTD Ingenieros Ltda. para la definición y clasificación de las áreas de distribución típicas: “adicionalmente, dentro del grupo de consultores que podrían desarrollar esta asesoría, GTD es el único que no se presentó al proceso de precalificación para la licitación del estudio de componentes de costo del Valor Agregado de Distribución”. Es decir, la adjudicación del estudio que determinó las áreas típicas también era incompatible con la participación en los estudios de valores agregados de distribución y se le encomendó a GTD Ingenieros Ltda., en tanto no participaría en la determinación del valor agregado de distribución. De lo contrario, según dicho memorándum interno, no se habría entregado a GTD Ingenieros Ltda. la responsabilidad de fijar las áreas típicas. 

16. No obstante las claras limitaciones señaladas, la empresa GTD Ingenieros Ltda. intervino y estuvo presente en todas las etapas del proceso de fijación de tarifas de distribución eléctrica para el período 2000-2004, desde las bases técnicas hasta la determinación final del valor agregado de distribución, incluso al margen de los estudios contratados a los consultores de valores agregados de distribución en conformidad a la ley. 

17. GTD Ingenieros Ltda. desarrolló las bases técnicas para los estudios de cálculo de los valores agregados de distribución, así como determinó las áreas típicas de distribución y posteriormente, realizó “el análisis y coordinación del soporte técnico en la determinación de los VAD y de fórmulas tarifarias” definitivas.


Algunos de los objetivos de este análisis y coordinación del soporte técnico en la determinación de los valores agregados de distribución fueron: 


-“Elaborar los procedimientos y herramientas que permitan comparar y revisar los resultados parciales de los estudios de los consultores”.


-“Verificar la coherencia entre los criterios y parámetros utilizados por los consultores, pudiendo realizar observaciones, proponer correcciones y realizar modificaciones fundadamente, si ello procede”.


-“Sugerir y realizar, previa aprobación de la CNE, las correcciones necesarias para cautelar la adecuada representación de los costos de la industria, en términos de eficiencia, a partir de los resultados obtenidos de los estudios de costos”.


Las modificaciones realizadas a los estudios de los consultores, mencionadas en el considerando Nº 1 fueron hechas a partir de esta última asesoría de GTD Ingenieros Ltda. y dieron lugar al documento “Comisión Nacional de Energía. Informe Final: Estudio de fórmulas tarifarias aplicables a suministros de energía eléctrica sujetos a fijación de precios máximos al nivel de distribución (Cuadrienio 2000-2004. Proceso de Fijación Año 2000)”. Este fue el documento base para la fijación de las fórmulas tarifarias en las que se basó el decreto respectivo y el proceso de toma de razón efectuado por la Contraloría General de la República. Fue acompañado conjuntamente con los dos documentos que resumían las bases técnicas y distribución de áreas típicas ya mencionadas, así como con un “Informe Técnico: Fijación de Fórmulas tarifarias para empresas concesionarias de servicio público de distribución. Noviembre de 2000” hecho por la CNE.


En esta última presentación, al final del proceso tarifario, la CNE afirma al organismo contralor que “trabajó con tres equipos de consultores externos: dos para el desarrollo de los estudios de costos propiamente tales, y uno para el apoyo técnico de la Comisión en labores de coordinación y revisión de los mismos, y para la proposición de los valores agregados resultantes..... La labor de apoyo en la coordinación, revisión de los estudios de costos, así como la proposición de los valores agregados fue encargada a la empresa consultora GTD Ingenieros Ltda.”. 

Ajustes GTD Ingenieros Ltda. al valor

agregado de distribución
18. GTD Ingenieros Ltda. señala en el cuerpo de su informe que, “a diferencia de los procesos tarifarios anteriores, las bases actuales consideran el diseño de una empresa modelo eficiente y no la optimización de una empresa real (…) Bajo tal enfoque, resulta relevante la experiencia y conocimiento que tengan los consultores de la gestión de las empresas distribuidoras, dado que cualquier omisión significa una subvaloración de los costos”.


Asimismo, GTD Ingenieros Ltda. explica la metodología seguida para realizar la tarea señalada y que, en términos generales, fue la siguiente:


-“Caracterización de la industria de distribución de energía eléctrica, la cual se realiza a través de un modelo de regresión multidimensional de los costos totales de las empresas concesionarias en operación, considerando las variables explicativas o impulsores de costos relevantes.


-Modelamiento y valorización de costos de empresas de referencia representativas de cada segmento o área de distribución típica.


-Determinación de los factores de descuento o corrección al modelo de regresión de costos de la industria para la definición de la frontera de eficiencia, los cuales permiten desplazar la curva que representa la industria real hacia el sector de eficiencia que ha sido definido por los costos obtenidos de los estudios realizados.


-Corrección priorizada de las componentes de costos de cada empresa modelo para la adecuada representación de los costos de la industria”.


A través de esta metodología, GTD Ingenieros Ltda. propuso “ajustes a los componentes de costos de los estudios individuales, con el objeto de hacer coherentes los resultados entre sí, así como de éstos y la industria eficiente a la cual se pretende representar”. Dicho estudio establece además que los valores finales a considerar deben ser seleccionados por la CNE “dentro del rango definido por los costos reales de la industria y la frontera determinada por este estudio”.

19. En síntesis, la metodología seguida por GTD Ingenieros Ltda y recogida por la CNE, se tradujo en hacer una “curva de ajuste” que contrastara los componentes de costos de las empresas modelos entre sí y los de la industria real. La “curva de ajuste” se hizo a partir de los resultados de los componentes de costos de cada una de las 35 concesionarias de distribución y en particular los de las empresas de referencia sobre las cuales se definieron las empresas modelos de cada área típica. 


Los cambios a los resultados obtenidos por los consultores de la CNE tendrían por objeto llevar esos resultados hacia una curva teórica construida sobre toda la industria real. Ése fue el propósito de GTD Ingenieros Ltda. y que fue recogido por la CNE. 

20. Sin embargo, la metodología descrita anteriormente no forma parte de las bases técnicas definidas por la CNE, ya que en ningún caso en éstas se hace referencia a una “curva de ajuste” con la industria real en la forma como lo propone GTD Ingenieros Ltda. 


Asimismo, los cambios efectuados por la CNE son contradictorios con sus propios objetivos y con la normativa vigente que obliga a construir los componentes de costos de una empresa modelo. 


En efecto, desde el momento en que GTD Ingenieros Ltda. pretendió efectuar sus cambios, la “adecuada representación de los costos de la industria”, así como que se evitara una “subvaloración de los costos” que pudiera provenir de un desconocimiento y falta de experiencia “en la gestión de las empresas distribuidoras”, estaba suponiendo que los consultores de la CNE estaban calculando o podrían calcular los costos de la empresa modelo sin reflejar fielmente la gestión de las empresas reales y que éstas debían actuar como un corrector a la gestión óptima de las empresas modelo definidas por la propia autoridad. Desde este punto de vista, cualquiera optimización en una empresa modelo podría ser interpretada como una subvaloración de costos de una empresa real. 

21. Es cuestionable que se pretenda comparar empresas modelos entre sí para efectuar un ajuste como lo hace el estudio de GTD Ingenieros Ltda. Son las bases técnicas las que orientan el modo de determinar los componentes de costos de cada empresa modelo. Suponer que un estudio hecho dentro de bases para un modelo en particular deba pasar un examen frente a otras empresas teóricas hechas según las mismas bases, supondría un cuestionamiento al modo en que se elaboraron las bases.


Por último, cabe decir que el informe de GTD Ingenieros Ltda. tuvo a la vista los resultados de los estudios encargados por las concesionarias y respecto de ellos señala que “en este caso los consultores no proponen modificaciones dado tanto el alcance de esta asesoría como las atribuciones legales de la CNE, que no permite efectuar correcciones sin la conformidad de las propias empresas patrocinantes de los estudios”. GTD Ingenieros Ltda. tampoco cuestiona el contenido de dichos estudios de las empresas distribuidoras, las que fueron recibidas conforme a bases.


Sin embargo, resulta contradictorio que la CNE termine ponderando dos conjuntos de resultados construidos sobre metodologías distintas: por una parte, estudios de las empresas distribuidoras hechos dentro de las bases técnicas elaboradas por la CNE y que buscaban el dimensionamiento óptimo de una empresa modelo; y otro estudio, de GTD Ingenieros Ltda., basado en una “curva de costos de la industria real”.


El solo hecho de que los ajustes introducidos por la CNE a sus propios estudios se haya efectuado teniendo a la vista los resultados de los consultores de las empresas, genera un cuestionamiento adicional respecto a la transparencia que la ley desea proteger al momento de ponderar dos estudios independientes entre sí. 

22. Los ajustes propuestos por GTD Ingenieros Ltda. para los componentes de costos en el punto 4.2.3. de su informe, afectan tanto a la calidad de servicio, ajustes al valor nuevo de reemplazo físico de la empresa modelo y ajustes a la estructura de remuneraciones de la empresa modelo, en a lo menos tres áreas típicas, sin perjuicio de los cambios efectuados y no anunciados en un área típica adicional.

	Valores estudios de componente de costos
	Ajustes calidad de

servicio
	Ajustes VNR 

físico
	Ajustes remuneraciones
	Total


	Valores 

propuestos

	NOMBRE
	aVNR+CoyM s/c
	M$ 
	M$ 
	M$ 
	M$ 
	aVNR+COyM

	Chilectra
	38.159.077
	0
	9.337.332
	4.183.109
	13.520.441
	51.679.519

	CGE
	17.156.470
	2.172.570
	1.886.832
	436.256
	4.495.658
	21.652.128

	Emec
	6.097.362
	341.590
	-618.692
	-267.230
	-544.332
	5.553.030

	Emelectric
	6.367.534
	0
	0
	0
	0
	6.367.534

	Luz Linares
	975.039
	0
	0
	0
	0
	975.039

	Copelec
	1.518.856
	0
	0
	0
	0
	1.518.856



Esto es concordante con la declaración de la Secretaria Ejecutiva de la CNE, quien declaró a vuestra Comisión que los estudios de los consultores de dicha entidad habían “subestimado bastante groseramente los sueldos y salarios de la empresa modelo si lo comparamos con los resultados de nuestros mismos consultores para otra empresa igual, en materia de remuneraciones”.


Sin embargo, cabe decir que GTD Ingenieros Ltda. incursiona en cambios de componentes cuya determinación, sin lugar a dudas, había sido contratada a terceros. Es decir, no resulta lógico el alegato de que GTD Ingenieros Ltda. efectuaría una labor distinta a la encargada a los consultores propios, en tanto GTD Ingenieros Ltda. incursiona en un ámbito expresamente encomendado a quienes se adjudicaron los estudios de valores agregados de distribución y que menciona expresamente el artículo 106 de la ley.

23. A modo ilustrativo y para reforzar lo arbitrario que pueden ser los ajustes propuestos, en el caso del área típica Nº 1 (Chilectra) los consultores de la Comisión (Mega Red-Soluciones Integrales) calcularon una remuneración bruta para el gerente general de la empresa modelo -que sólo se dedica a la actividad de distribución- ascendente a $ 12.528.000 mensuales, según se indica en el Anexo 4.1.2.1 del informe de dichos consultores.


¿Qué sentido tiene hacer todo un procedimiento para adjudicar estudios para determinar ciertos costos, si esos mismos costos pueden ser posteriormente modificados por un estudio que no es equivalente al principal?


Cabe preguntarse también cuáles pueden ser los valores correctos en materia de sueldos y salarios de una empresa teórica. ¿Hasta qué punto alguien podría afirmar que el monto antes mencionado está “groseramente subestimado”? 


Si se establecen metodologías para que los consultores determinen los componentes de costos, cualquier disparidad debe ser enmendada por medio de la corrección estipulada en la ley: la ponderación con el estudio de las empresas distribuidoras. La ley supone que habrá diferencias entre los resultados de los estudios de las empresas y de los consultores de la CNE, y por lo mismo asigna un valor a cada estudio. La ley establece que el valor “correcto” se obtiene al ponderar dos estudios independientes y distintos, aunque potencialmente puedan ser dispares.

24. Asimismo, la metodología de GTD Ingenieros Ltda. tiene una grave inconsistencia técnica y legal. En efecto, realiza modificaciones sobre las componentes de costos de infraestructura de redes (ajustes VNR físico). Con ello, en las áreas típicas 1 y 2 los incrementa, suponiendo que la empresa modelo requiere de instalaciones de mayor capacidad para satisfacer su demanda. Sin embargo, es sabido que la existencia de redes de mayor capacidad está acompañada de menores pérdidas técnicas de electricidad de las mismas instalaciones. A mayor capacidad de un conductor de electricidad (mayor sección), menor es su resistencia eléctrica y, por lo tanto, menores son sus pérdidas eléctricas. Al revés, si se hace una disminución de la infraestructura de redes (como ocurre en el área típica Nº 3), debió haberse hecho un consiguiente aumento de las pérdidas determinadas por el consultor.


Si alguien desea cambiar el dimensionamiento de instalaciones, necesariamente debe recalcular las pérdidas eléctricas, que representa otra componente del valor agregado de distribución según lo indica el Nº 2 del artículo 106
 de la ley. Sin embargo, GTD Ingenieros Ltda. no lo hace y esto solamente habría podido ser hecho con todo un estudio nuevo, hecho sobre otras bases.


Todos los estudios entregados por los consultores, tanto por las empresas como por la CNE, cumplen con la obligación de hacer un ajuste consistente entre instalaciones de red y pérdidas asociadas. Es más, todo ello es parte del proceso de optimización solicitada en las bases técnicas. El único estudio que no cumple con este principio es el de GTD Ingenieros Ltda. y que fue recogido con dicha inconsistencia por la CNE. 
Ajustes CNE al área típica Nº 1 y el tema

de los derechos municipales
25. Los cambios introducidos por la CNE a partir del informe de GTD Ingenieros Ltda, adquieren particular relevancia en el área típica Nº 1, representada por Chilectra S.A. como empresa de referencia, y que correspondió al estudio efectuado por el consorcio Mega Red-Soluciones Integrales.


El informe de GTD Ingenieros Ltda. señala que “Los costos de inversión, mantención y operación asociados a la distribución, se obtienen de los estudios de los consultores de costos, asimilados a la industria de acuerdo a la metodología explicada... En la mayoría de los casos la CNE acogió los valores propuestos por GTD en el capítulo anterior, acotando el valor superior del aVNR + COyM en el caso del área 1 a 48 mil millones de pesos en lugar de los 51 mil millones propuestos”. (página 42). 


La cifra de aVNR + COyM (anualidad del valor nuevo de reemplazo más los costos de operación y mantenimiento) propuesta por GTD Ingenieros Ltda. es de $ 51.680 millones (página 32). La adoptada por la CNE es de $ 48.159 millones (página 42). La CNE no adoptó, en el caso del área típica Nº 1, las componentes de costos calculadas ni siquiera por GTD Ingenieros Ltda. ni tampoco por su consultor, Mega Red-Soluciones Integrales. Esta cifra es exactamente $ 10.000 millones más alta que la calculada por el consultor de la CNE (Mega Red-Soluciones Integrales) en el segundo informe entregado a dicha entidad.


No se presentan mayores antecedentes que respalden técnicamente la decisión de la CNE, o que muestren los antecedentes sobre los cuales se basó para definir de esa forma la componente del aVNR + COyM para dicha área típica, y en definitiva el valor agregado de distribución a ser ponderado con el resultado obtenido por el consultor de la concesionaria Chilectra S.A.. La cifra es arbitraria y sorprende la exactitud con su base de incremento, especialmente considerando que dichos valores son el resultado de complejas determinaciones de costos de componentes establecidos por ley y que requieren todo un procedimiento para su determinación. 

26. A pesar de ser un factor relevante, los motivos de este cambio no aparecen justificados en informe alguno. El jefe del área eléctrica de la CNE
 justificó estas cifras ante vuestra Comisión sobre la base de que dicho organismo había acogido los cambios propuestos por GTD Ingenieros Ltda. en el área típica Nº 2 (CGE) y que éstos equivalían a un incremento del 26 por ciento sobre los costos calculados por los consultores de la CNE, en este caso, Eleconsult-Universidad de Chile. De este modo, la CNE resolvió limitar el incremento en el área típica Nº 1 a dicho porcentaje.


Sin embargo, con esta lógica surge la pregunta: ¿por qué se limitó el área típica Nº 1 al incremento del área típica Nº 2 y no al revés? ¿Por qué los supuestos “errores” de un consultor y que “obligarían” a ajustar en el 26 por ciento los valores, van a reproducirse exactamente en otro consultor y para otra empresa? Es como si se fijara un margen de error máximo y que dicho margen estuviera asociado a un consultor específico.

27. Por lo demás, la naturaleza de las modificaciones es diferente en ambos casos. Los ajustes propuestos por GTD Ingenieros Ltda. en el área Nº 2 abarcan tanto la calidad de servicio, el valor nuevo de reemplazo físico y las remuneraciones de la empresa modelo, en este caso CGE. En cambio, para el área típica Nº 1 (Chilectra), GTD Ingenieros Ltda. sólo propone ajustes a los últimos dos componentes de costos. 


En otras palabras, GTD Ingenieros Ltda. valida el costo por concepto de calidad de servicio del consultor Mega Red -Soluciones Integrales en el área Nº 1, en circunstancias de que en el área típica Nº 2 consideró necesario un ajuste del 12,7 por ciento por este último concepto. De modo que si se quisiera utilizar el área típica Nº 2 como límite máximo de corrección del área típica Nº 1, éste sólo podría consistir en aquel margen de ajuste hecho a los dos únicos componentes que fueron modificados en el área típica Nº 1 (el VNR físico y las remuneraciones de la empresa modelo). De modo que, el ajuste máximo ya no puede ser el 26 por ciento, sino que con esta lógica, no debió haber superado el 13,5 por ciento. Así el aVNR + COyM para el área típica Nº 1 (Chilectra) habría quedado en $ 43.311 millones y no en los $ 48.159 definitivamente establecidos.


Por último, y haciendo cualquier abstracción sobre la validez técnica de esta racionalidad, sorprende que una explicación de esta importancia no conste en ninguna parte y que ni siquiera se haya justificado ante la Contraloría General de la República. En consecuencia, hay un cuestionamiento a su racionalidad implícita. 

28. Mega Red-Soluciones Integrales entregó a la CNE dos valores en su informe final para su aVNR + COyM del área típica Nº 1 (Chilectra). El primero suponía los derechos municipales históricamente pagados por Chilectra. El segundo considera los derechos municipales teóricos definidos por la Comisión Pericial que fijó el valor nuevo de reemplazo de Chilectra en 1999. 


-Con derechos municipales históricos, siguiendo la indicación de las bases. Los resultados del consultor son los siguientes (fuente estudio Solint/MR):

	VNR
	195.777.157

	CoyM
	13.387.004

	AVNR + CoyM
	34.155.044

	Costos Fijos
	4.715.245

	aVNR + CoyM + Costos Fijos
	38.870.289



-Con derechos municipales teóricos iguales a los informados por Chilectra en el proceso de valor nuevo de reemplazo de 1999. Estos derechos corresponden a los que pagaría Chilectra si se construyera toda la empresa en 1999 y se aplicaran las ordenanzas municipales vigentes a ese año. (fuente estudio Solint/MR):

	VNR
	233.522.560

	CoyM
	13.387.004

	AVNR + CoyM
	38.159.077 **

	Costos Fijos
	4.715.245

	aVNR + CoyM + Costos Fijos
	42.874.322



La cifra finalmente utilizada por la CNE para su aVNR + COyM del área típica Nº 1 fue  $ 10 mil millones sobre el segundo valor entregado por Mega Red-Soluciones Integrales (**), es decir suponiendo el pago de derechos municipales teóricos equivalentes a los fijados por la Comisión Pericial que fijó el valor nuevo de reemplazo de Chilectra, de 1999.

29. A la Comisión Pericial, a que se hace referencia en el segundo caso anterior, le correspondió fijar en diciembre de 1999 el valor nuevo de reemplazo de Chilectra S.A. Esta Comisión Pericial fue convocada en virtud del artículo 118
 de la ley y fijó el valor nuevo de reemplazo de Chilectra en $ 283.396,5 millones, a partir de un valor informado por la propia empresa y basado en un cálculo teórico que consistió en determinar los costos en que incurriría la concesionaria si se aplicaran los montos de derechos municipales vigentes en 1999 para la totalidad de las instalaciones de la concesionaria. Estos derechos municipales teóricos implícitos en el valor nuevo de reemplazo fijado anteriormente eran de $ 39.884,8 millones, lo que llevado a un pago anual equivalente corresponde a $ 4.231 millones. 


Lo anterior contrasta de manera manifiesta con la suma efectivamente pagada por Chilectra en los primeros once meses de 1999 y que había sido de $ 250,1 millones. En 1998 correspondió a $ 245,4 millones, en moneda de 1999.


Para efectos de entender cabalmente lo hecho por la CNE, cabe decir que el segundo informe de Mega Red-Soluciones Integrales suponía pagos por derechos municipales que nada tenían que ver con lo efectivamente pagado por la concesionaria, ni con una proyección de los derechos municipales históricos pagados por ella y en general se trata de una metodología que no toma en cuenta los pagos efectivos históricos realizados por la misma. 

30. Durante el transcurso del estudio de los valores agregados de distribución, la CNE se pronunció en dos ocasiones sobre los derechos municipales. El primer pronunciamiento corresponde a las bases técnicas Anexo 2 “De Resultados” (mayo 2000) y el segundo corresponde a un documento de la Comisión dirigido a los gerentes generales de las empresas distribuidoras, el 20 de julio de 2000, en el que se acompañan “Aclaraciones en respuesta a observaciones a las bases para el cálculo del VAD”.


En el primer documento, en el punto sobre “Generalidades”, se instruye:


“Considerando que los pronunciamientos emitidos por la Contraloría General de la República, a través de sus dictámenes Nº s. 30.818 y 40.458, ambos del año 1980, establecen que no procede el pago de Derechos Municipales para las empresas que sean poseedoras de una concesión de servicio público de distribución, para efecto del presente Estudio, no se considerarán costos por este concepto”. 


Con la carta de fecha 20 de julio de 2000, la CNE cambió de parecer y dispuso lo siguiente:


“3. En la pág. 1 del Anexo 2 se omiten costos por Derechos Municipales, invocando dictámenes de la Contraloría, cuando en la realidad existen dichos costos (ruptura, reposición y ocupación de BNUP);


Respuesta: En los estudios se considerará los derechos municipales a los cuales están afectas las empresas que operan en la misma zona que la empresa modelo, y que no estén considerados bajo las exclusiones indicadas en los dictámenes de la Contraloría General de la República Nºs 40.458/80 y 30.818/84. Para su determinación los consultores deberán utilizar los valores de derechos efectivamente pagados, que correspondan a los conceptos tipificados en los dictámenes mencionados. Los consultores podrán dimensionar el monto de este costo en función de las estadísticas de pagos de derechos que las empresas de referencia han efectuado, por ejemplo, en los últimos 4 años.


Las empresas de referencia deberán informar a la CNE estos valores para el período comprendido entre el 1 de enero de 1990 y el 31 de diciembre de 1999, a más tardar el día lunes 31 de julio de 2000.


Junto con los resultados del valor agregado, los consultores deberán presentar los montos de VNR de la empresa modelo, separando la componente de derechos municipales del resto”.


El cambio de criterio de la CNE sobre los derechos municipales queda reflejado en los dos documentos anteriores: uno que más que un olvido, es una instrucción para omitir costos por concepto de derechos municipales; mientras el otro, los considera a un determinado valor. De costo cero a un valor positivo.

31. A mayor abundamiento, en el documento “Definición de áreas típicas: Bases para el cálculo de las componentes del valor agregado de distribución (VAD)” en el punto 5.2 sobre “dimensionamiento de las instalaciones del sistema eléctrico” se indica:


“Las alternativas de diseño eficiente están abiertas al trabajo del Consultor. Sin embargo, en esta materia, para dar cumplimiento a estas bases se exige realizar la adaptación de las instalaciones a la demanda de dimensionamiento establecida en los puntos y en la magnitud que corresponde, considerando las holguras inherentes de acuerdo con la trayectoria óptima de crecimiento esperado y, además, la evaluación de a lo menos las siguientes situaciones:


-“Uso de líneas aéreas en todas aquellas zonas en que actualmente la empresa de referencia posee líneas aéreas, y análogamente, utilización de líneas subterráneas en las zonas donde actualmente existen líneas subterráneas, bajo el entendido que la estructura tarifaria asignará consecuentemente los costos correspondientes a los consumidores conectados a uno y a otro tipo de instalación....”.


No tendría sentido hacer esta precisión a los consultores respecto de las líneas aéreas y subterráneas si se tratara de derechos municipales teóricos. La limitación a los consultores supone dimensionar las instalaciones de la empresa teórica a partir de las instalaciones reales de la empresa de referencia, en particular, aquéllas asociadas al cobro de derechos municipales.


De no existir esta precisión, en todas aquellas partes donde la empresa de referencia tiene efectivamente líneas subterráneas, finalmente los consultores se habrían visto en el deber de usar líneas aéreas para la empresa modelo, ante el hecho de que los derechos municipales teóricos se dispararan. La precisión obliga a los consultores, en esta parte, a guiarse para la empresa modelo a partir de las instalaciones efectivas de la empresa de referencia y esto es concordante solamente con el uso de derechos municipales históricos. 

32. Ante una pregunta expresa sobre los derechos municipales, la Secretaria Ejecutiva de la CNE respondió:


“Entonces, en el fondo, se tomó un criterio conservador, cual era el de tomar lo que efectivamente se ha pagado en la medida en que sea revisable. Es decir, se trata de los derechos que efectivamente se pagaron en cada caso, siempre y cuando podamos revisar eso con las mismas municipalidades, sobre todo en el caso de derechos municipales”.


Más adelante reitera “se optó por algo bastante más conservador, incluso -diría- conveniente, si uno quiere que las tarifas sean menores. Es decir, se paga lo que es histórico. 


“Si hubiéramos aceptado la tesis que tenían las empresas de que hay que valorar lo que ellos tienen que pagar hoy por derechos municipales, estos derechos se habrían triplicado. Ésa es la realidad. Ésa era la tesis de las empresas. No sé qué más explicar
”.

Incluso el jefe del área eléctrica
, en la misma sesión indicó respecto de los derechos municipales:

“Existen algunas disposiciones respecto del VNR de las empresas reales, que a veces han sido aducidas como aplicables a la empresa modelo. Sin embargo, no nos parece que sea directamente traspasable.”


Por último, ante una pregunta de cómo era tratado este tema en las bases, el señor Héctor Lagunas,
 de GTD Ingenieros Ltda., respondió:


“Las bases contemplaban que debían ocupar los datos históricos. Sin embargo, un punto de las bases decía que los consultores podían incorporar otros aspectos, otros procedimientos, pero que, cuando lo hicieran, tenían que agregarlo aparte del estudio y la CNE evaluaría la pertinencia de colocarlo o no”.

33. Se ha pretendido plantear que la forma correcta de interpretar la aclaración del 20 de julio de 2000 es actualizando los pagos históricos de derechos municipales por la vía de llevarlos a valores equivalentes con las ordenanzas actuales. Es decir, tomar los precios históricos y aplicarlos a todas las instalaciones de la empresa modelo. Si se aplicara este procedimiento de igual forma, se obtendrían valores significativamente inferiores a los definidos en el segundo informe de Mega Red-Soluciones Integrales y que equivale a un valor nuevo de reemplazo por concepto de derechos municipales de alrededor de $ 40 mil millones. 


En efecto, existen municipios en los cuales no se han efectuado pagos efectivos por parte de la concesionaria, o éstos han sido mínimos. 

34. La carta de 20 de julio de 2000, respecto de las aclaraciones a las bases técnicas, dice expresamente que “se considerará los derechos municipales..... que no estén considerados bajo las exclusiones indicadas en los dictámenes de la Contraloría General de la República Nos. 40.458/80 y 30.818/84”. Enseguida afirma que “para su determinación los consultores deberán utilizar los valores de derechos efectivamente pagados, que correspondan a los conceptos tipificados en los dictámenes mencionados”. 


Las exclusiones son “aquellas obras que estén destinadas directamente a aprovechar o hacer efectiva una concesión para producir o distribuir energía eléctrica”, ya que la ley indica que “las concesiones de servicio público de distribución otorgan el derecho a usar bienes nacionales de uso público para tender líneas aéreas y subterráneas destinadas a la distribución en la zona de concesión”
 y dichas obras no son de resorte de las autoridades municipales, sino de otras reparticiones
. 


Los únicos derechos municipales que dan lugar a cobro por parte de las municipalidades son aquellos asociados a “obras de remoción de pavimentos en bienes nacionales de uso público (...) toda vez que la ejecución de dichas obras requiere necesariamente del permiso municipal respectivo” y derechos por la ocupación de bienes nacionales de uso público, por parte de empresas eléctricas que hacen uso de una concesión, “cuando dicha ocupación tenga un carácter transitorio y se efectúe con maquinarias, materiales y, en general, con elementos que no se encuentren comprendidos en las instalaciones amparadas por esa concesión...”.


Por lo tanto, sólo proceden derechos municipales por ruptura, reposición y ocupación de bienes nacionales de uso público que no estén comprendidos en las instalaciones amparadas por la concesión. Así lo dice la carta de la CNE, de 20 de julio de 2000, aclarando las bases técnicas, cuando dice “en la página 1 del Anexo 2 se omiten costos por Derechos Municipales, invocando dictámenes de la Contraloría, cuando en realidad existen dichos costos (ruptura, reposición y ocupación de BNUP)” y ordena a los consultores considerar sólo aquellos derechos municipales “que no estén considerados bajo las exclusiones indicadas”, por lo que no corresponden más derechos que lo mencionados.

35. La precisión anterior es importante, ya que una vez efectuada la obra, se ha alegado que no corresponde el pago de derechos municipales por el ejercicio de una concesión eléctrica
. Así, por ejemplo, los tendidos eléctricos aéreos y subterráneos no pagarían derechos municipales, una vez ya instalados.

 
Si la CNE hubiera querido aplicar los derechos teóricos, habría supuesto que la empresa modelo es una construcción intelectual sin ninguna base con la realidad. En el caso del área típica Nº 1 (Chilectra) es como si la empresa se creara de nuevo y los usuarios del año 2000 tuvieran que soportar los costos de las rupturas, remociones y reposiciones que se han efectuado desde que la empresa se creó como Compañía Chilena de Electricidad Ltda. en 1921. Esto no es lógico y así lo consideraron las bases técnicas en el punto 5.2 sobre “dimensionamiento de las instalaciones del sistema eléctrico” cuando supusieron que a pesar que “las alternativas de diseño eficiente están abiertas al trabajo del Consultor”, se iban a respetar las líneas aéreas y subterráneas existentes
. No se pagarían dos veces, ni tendría que modelarse un nuevo diseño óptimo. 


Todo lo anterior hace cuestionable entender las bases técnicas o sus aclaraciones, sino a partir de los derechos históricos y no otra cosa.

36. Cualquiera sea la forma de entender la carta de 20 de julio de 2000, no resulta aceptable suponer que la CNE deseaba con ella fijar los derechos municipales en su valor teórico, entendiendo por tales la aplicación de las ordenanzas vigentes a la totalidad de las instalaciones de la concesionaria. Lo refuerza lo señalado por las autoridades de la CNE y de GTD Ingenieros Ltda. durante esta investigación.


Sin embargo, no obstante la claridad de los textos y declaraciones anteriores, el valor fijado por la CNE para el aVNR + COyM del área típica Nº 1 (Chilectra), toma como base los derechos municipales teóricos fijados por la Comisión Pericial que fijó el valor nuevo de remplazo de Chilectra en 1999. Esto es claramente contradictorio con lo señalado por la CNE y, además, hace que los valores fijados contravengan explícitamente lo señalado en las bases y sus aclaraciones posteriores.


Se podrá discutir que lo que quiso pedir la CNE en la carta ya mencionada, eran los derechos municipales históricos o una proyección estadística de los pagos históricos a una empresa nueva. Pero, en ningún caso, esta disquisición permite suponer que lo exigido por la CNE era reproducir el valor teórico de la Comisión Pericial para el valor nuevo de remplazo de Chilectra en 1999, como efectivamente lo hace la CNE en su valor definitivo.

37. Tal es así que incluso el consultor de Chilectra S.A. (Inecon) hizo su cálculo sobre la base de los derechos efectivamente pagados y no sobre los valores resueltos en la Comisión Pericial de 1999.


El estudio presentado por la concesionaria Chilectra -realizado por la consultora Inecon- explica, después de reproducir la aclaración dada por la CNE, con fecha 20 de julio de 2000: 


“En esa base, se revisó los valores pagados efectivamente por Chilectra en sus obras, se determinó valores unitarios por aquellas obras representadas en la estadística histórica y se extrapoló a las obras en que debiera incurrir la empresa modelo, pero que no estaban registradas en la historia reciente de la empresa real. Los derechos municipales determinados con este procedimiento, son menores en aproximadamente un 57% que lo informado bajo el VNR de Chilectra” y que justifica enseguida “en la empresa modelo, esta reducción de los derechos municipales se aminora por la canalización de todas las redes BT, parte de las cuales están enterradas en la empresa real”.


Es decir, el procedimiento seguido por Inecon arrojó valores significativamente inferiores a lo definido por la Comisión Pericial en 1999, los que no se atrevió a reproducir ante la claridad de lo indicado en la carta de la CNE.


Si uno deduce del total de derechos municipales informados por Chilectra (Inecon), aquéllos asociados con canalizaciones en baja tensión del dimensionamiento de la empresa modelo -porque la empresa real no dispone de canalizaciones para toda la red BT-, obtiene un valor de $ 23.300 millones, que es efectivamente el 58 por ciento de los derechos municipales definidos por la Comisión Pericial que calculó el valor nuevo de remplazo de Chilectra en 1999.


Independientemente de las diferencias que hay entre esta cifra y la propuesta por Mega Red-Soluciones Integrales en su primer informe -y que no fue recogida por la CNE- ambas, a lo menos, tienen en común que respetan la letra y el espíritu de la aclaración de 20 de julio de 2000. En cambio, el segundo estudio de Mega Red-Soluciones Integrales no hace lo mismo y la CNE, al recogerlo para fijar su valor definitivo, construye tarifas para el área típica Nº 1 (Chilectra) en contradicción con sus bases, aclaraciones y precisiones efectuadas ante vuestra Comisión.


La CNE sólo debió basarse en el primer valor de Mega Red-Soluciones Integrales con derechos calculados en función de las estadísticas de pago de derechos municipales que la empresa de referencia realizó en los últimos cuatro años, actualizado a diciembre de 1999. 

38. La empresa consultora Mega Red informó a vuestra Comisión que los dos valores fueron fruto de una petición de la CNE, entre el momento del Informe Preliminar (30 de agosto) y la entrega del Informe Final (15 de septiembre):


“... existiendo un período de 15 días a la entrega del informe final que era el 15 de septiembre, la Comisión Nacional de Energía nos solicitó que hiciéramos un nuevo cálculo, el que debía estar basado en los derechos municipales que habían sido determinados por la Comisión Pericial que fijó el VNR para Chilectra en 1999. Siempre entendimos que se trataba de otro cálculo y que seguíamos en el marco del trabajo que establecían las bases y las aclaraciones, por lo que solicitamos a la Comisión que nos entregara una carta aclaratoria, señalando que se realizaría esta modalidad de cálculo. El 15 de septiembre, que era la fecha convenida de acuerdo con nuestro contrato para entregar el informe final, no tuvimos ninguna carta aclaratoria adicional a la que establecían las bases y la que mencioné del 20 de julio de 2000. 


Por lo tanto, estaba clara la forma como calcularíamos los derechos municipales, es decir, en función de lo efectivamente pagado, a partir de la estadística de pagos realizada por la concesionaria durante los últimos cuatro años. No obstante, por tratarse de una solicitud de la Comisión Nacional de Energía, preferimos incorporar los dos casos, o sea, en el mismo estudio incorporamos este segundo caso como una sensibilidad, pero explicamos claramente que le correspondía a la Comisión Nacional de Energía adoptar aquel valor de acuerdo con las bases y a las aclaraciones. 


Por lo tanto, cumplimos y ése es todo el razonamiento por el cual entregamos esos dos resultados. Siempre tuvimos la claridad de que, no existiendo ninguna aclaración adicional a la del 20 de julio, correspondía calcular los derechos municipales en función de lo efectivamente pagado por la concesionaria que era Chilectra y así lo hicimos
”.

39. La Secretaria Ejecutiva de la CNE, en su última comparecencia ante vuestra Comisión afirmó:


“El estudio de nuestro consultor nos entregó dos valores, ninguno de los cuales correspondía a lo que se pedía en las bases. Uno era un valor ínfimo, y el otro era uno de cerca de 4 mil millones de pesos de costo. Nosotros tomamos un valor que rondaba los mil millones de pesos para este indicador. Era claramente inferior al rango superior de lo que nuestro consultor nos entregó, pero que considerábamos que estaba más cerca de la realidad de lo que hasta ahora las empresas han terminado pagando. Por lo tanto, esta discusión respecto de los derechos históricos y de los derechos teóricos, ha sido complicada en exceso. Por ello es que quiero decir que éste es un tema mucho más simple de lo que parece. Ciertamente, se ha complicado porque se ha hecho un símil con los resultados de una comisión pericial sobre el tema, pero en el contexto de otro proceso administrativo que no tiene nada que ver conceptualmente con el nuestro
“. 


Resulta curioso, a partir de esta argumentación, que nadie entendió lo que la CNE quiso hacer. No lo entendieron ni los consultores propios de esa entidad y ni siquiera GTD Ingenieros Ltda., la cual validó los derechos municipales teóricos sobre los cuales se fundó el segundo estudio de Mega Red-Soluciones Integrales.


Más adelante, en respuesta a una pregunta respecto del área típica 1 (Chilectra), la Secretaria Ejecutiva de la CNE señala:


“La empresa GTD no se pronuncia sobre los derechos municipales. Ella, en el fondo, nos dice: “Mega-Red nos da una base que está entre 34 mil millones y 38 mil millones de pesos, dependiendo de si a Mega-Red se le acepta el criterio de 4 mil millones de pesos, o de ciento y tantos millones de pesos de derechos municipales
”. 


Cabe decir que lo anterior es contradictorio con lo afirmado por la CNE en sesiones anteriores de vuestra Comisión. Pero además es contradictorio con el rol que la CNE le encomendó a GTD Ingenieros Ltda. De los antecedentes analizados por vuestra Comisión queda claro que GTD Ingenieros Ltda. haría una revisión total de los estudios, por lo que no resulta explicable que esta empresa consultora se haya sentido inhibida de modificar los derechos municipales de los estudios del consultor de la CNE de haberlos encontrado equivocados. 

40. La CNE afirma finalmente haber aplicado “un descuento de cerca del 75 por ciento en el caso de Chilectra” a los derechos municipales teóricos del segundo informe de Mega Red-Soluciones Integrales
. Sin embargo, la CNE no explica cómo se compone el resto del ajuste aplicado a dicho estudio, que lleva a un incremento casi exacto de $ 10 mil millones. Sólo explica el descuento de derechos municipales.


No resulta aceptable que un cambio tan importante no haya tenido una explicación equivalente a lo hecho por GTD Ingenieros Ltda. para justificar sus otros cambios a las remuneraciones y a la infraestructura física de la empresa modelo del área típica Nº 1 (Chilectra). Lo anterior es especialmente válido si es la propia GTD la que indica a la Contraloría General de la República que sus valores no fueron los acogidos y que la CNE construyó sus valores para el área típica Nº 1 sobre otro monto. Ni GTD Ingenieros Ltda., ni la CNE, explican cómo se llegó a ese monto. Aceptar este criterio llevaría a que la CNE podría aplicar cualquier valor para los derechos municipales, sin advertirlo o darle una justificación coherente con lo estipulado por sus bases y aclaraciones. 

41. En síntesis, el ajuste efectuado al área típica Nº 1 (Chilectra) por la CNE no tiene explicación, ni fue advertido oportunamente. A partir de la información que dispuso la Contraloría General de la República, está construido sobre un estudio claramente fuera de las bases, al hacerse sobre los derechos municipales fijados por la Comisión Pericial que estableció el valor nuevo de reemplazo de Chilectra, en 1999.


Lo consistente habría sido calcular los derechos municipales en función de lo históricamente pagado por la concesionaria en conformidad a una interpretación lógica y armónica de las bases técnicas y sus aclaraciones posteriores. 

42. El tema de la valorización de los derechos municipales cobra importancia adicional, toda vez que los municipios no han logrado hacer efectivas las ordenanzas municipales frente a las empresas concesionarias de distribución. De modo que las tarifas, en tanto reflejan derechos municipales teóricos -como efectivamente ocurre para el área típica Nº 1 (Chilectra)-, que no guardan relación con sus cobros históricos y que no se pueden cobrar judicialmente, están generando entradas a las empresas por costos ficticios y que el público debe pagar en sus cuentas finales.


Lo anterior queda reforzado por un reciente dictamen de la Corte de Apelaciones de Santiago (Rol Nº 832-97) que acogió una reclamación de ilegalidad interpuesta por Chilectra S.A. contra el decreto alcaldicio Nº 2660, de 1996, de la I. Municipalidad de Las Condes que modificó la Ordenanza Local de Derechos Municipales en lo concerniente a los derechos por concepto de autorizaciones o permisos municipales para la ocupación temporal de bienes nacionales de uso público, respecto de faenas relacionadas con instalaciones propias de servicios públicos, tales como electricidad y otros. El fallo mencionado dejó sin efecto el cobro de derechos municipales por parte de dicha municipalidad a Chilectra S.A. por la utilización de bienes nacionales de uso público.


En efecto, la resolución judicial indicó:


“En armonía con estos preceptos, el artículo 16 de la ley prescribe que las concesiones de servicio público de distribución ‘otorgan el derecho a usar bienes nacionales de uso público para tender líneas aéreas y subterráneas destinadas a la distribución en la zona de concesión’, lo que permite inferir que los trabajos dirigidos al tendido de esas líneas -que obviamente implican la necesidad de ocupación temporal de calles y otros bienes nacionales de uso público- no pueden sino estar comprendidos en el acto concesional y, por tanto, exentos de la obligación de requerir permiso municipal...”. (considerando 7º).


“... las Municipalidades no entregan ‘servicio’ alguno, digno de ser remunerado, cuando los concesionarios de servicio público proceden ocupar temporalmente, para fines de ejercer efectivamente su concesión, la calle o bien nacional de uso público donde realiza la operación de tendido de cables (...) Los derechos que la reclamada pretende cobrar carecen de causa...”. (considerando 8º).


“...el organismo recurrido no ha podido regular, por la vía de una ordenanza, tasas o derechos aplicables a personas naturales o jurídicas que sean titulares de concesiones de servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica....por concepto de ocupación temporal de la vía pública con mantención de escombros, materiales de construcción, andamios y cierres, etc.”. (considerando 10).


En síntesis, la lógica del fallo hace inaplicable el cobro de derechos municipales por el uso de bienes nacionales de uso público por parte de empresas distribuidoras de energía eléctrica, puesto que -según este predicamento- el derecho al uso sin cobro estaría amparado por la ley y sería consustancial a cada concesión de energía eléctrica. De ser efectivo y lógico este razonamiento, ¿qué sentido tendría que las tarifas reflejaran el pago de derechos municipales por este concepto? ¿Qué sentido tendría valorizar dichos derechos en su expresión máxima, cual es el pago de derechos teóricos o derechos que nunca se han pagado por tendidos aéreos o subterráneos?

Ajuste al área típica Nº 6 (rural)
43. Finalmente, está el caso del área típica Nº 6, que representa al área más rural de la industria (Copelec, Emetal y Coelcha). Por un lado, el estudio de GTD Ingenieros Ltda. asegura (pág. 32) que no propone ajustes al aVNR + COyM propuesto por los consultores de la CNE (Eleconsult-U. de Chile) y lo fija en $ 1.518,9 millones. Sin embargo, los valores agregados de distribución reproducidos en el mismo informe (páginas 42-43) reflejan lo contrario.


En efecto, GTD Ingenieros Ltda. propone los siguientes valores agregados de distribución:


-Vadat: 112.175 $ /kW/año


-Vadbt: 106.848 $ /kW/año


Kwat: 10.133


KWbt: 6.488


Suponiendo que aVNR + COyM = VADat x kWat + VADbt x kWbt, habría que concluir que el valor final para el área típica Nº 6 llega a $ 1.830 millones y no al valor señalado por el estudio de los consultores de la CNE, ni el que fue validado por GTD Ingenieros Ltda.

aVNR + COyM = (112.175 x 10.133) + (106.848 x 6.488) = $ 1.830 millones. 


El aVNR + COyM del área típica Nº 6 informado por GTD Ingenieros Ltda. es de       $ 1.518,9 millones, valor que a su vez, es consistente con lo calculado por el consultor de la CNE (Eleconsult-U. de Chile), que obra en poder de vuestra Comisión y sobre cuyos resultados GTD Ingenieros Ltda. declaró no haber hecho ajustes. Sin embargo, en los valores finales existe un cambio del 20,5 por ciento en los ingresos de la empresa y que es financiado con un aumento artificial del 28,5 por ciento de las tarifas en alta tensión y el 9,3 por ciento de las tarifas en baja tensión de las zonas atendidas por las concesionarias Copelec, Emetal y Coelcha.


Lo anterior es particularmente grave, ya que no hubo un estudio por parte de las empresas para el área típica Nº 6 y por lo tanto no se requirió ponderar estos resultados, siendo los valores finales los informados por la CNE.


Este cambio se mantiene en el informe enviado por la CNE a la Contraloría General de la República. Considerando que este organismo contralor no dispuso de ningún estudio de los consultores, sino sólo el de GTD Ingenieros Ltda., la inconsistencia tiene la gravedad adicional de que no obstante asegurarse a los consumidores de que no habrían ajustes, éstos se efectuaron sin ningún respaldo y sin ninguna explicación. 

44. La CNE ha justificado esta disparidad en la existencia de un “addendum “ que complementaría el estudio Inecon. Sin embargo, los informes que obran en poder de vuestra Comisión, en el momento en que se recibieron todos los antecedentes del proceso tarifario, no incluían ningún addendum ni anexo. La Contraloría General de la República tampoco tuvo acceso a anexo alguno, ni tenía cómo saber de su existencia. Sólo dispuso del informe de GTD Ingenieros Ltda., que señaló que se validaban cifras que llevan los ingresos de la empresa modelo del área típica Nº 6 a un monto sustancial e inexplicablemente superior al que se indicó en el mismo informe. 


Resulta difícil aceptar un anexo que no obró en poder del organismo contralor, que tampoco explica la inconsistencia del informe de GTD Ingenieros Ltda. y que sólo aparece al final de las audiencias de vuestra Comisión.


Aun cuando existiera dicho “addendum”, se hace necesario una precisión de los valores de GTD Ingenieros Ltda., ya que el error está contenido en su informe. Esta precisión no existe y la Contraloría General de la República tampoco la conoció. 

45. La gravedad de lo anterior radica en que la actual configuración del área típica Nº 6 tiene una composición aún más rural que el área Nº 4, que sirvió el mismo tipo de cliente rural en 1996. Esto hace que las tarifas rurales sean más altas que en otras fijaciones por ese solo efecto. También hay que tomar en cuenta que las empresas distribuidoras en áreas agrícolas pueden hacer uso del subsidio de electrificación rural. Montos que se hacen disponibles para instalaciones que se proyectan con tarifas sustancialmente menores y que, no obstante que en el intertanto estas tarifas aumentan, los subsidios que justificaron las obras nuevas no se devuelven. Si más encima se agrega el efecto de un cambio inadvertido en los valores finales, por sobre lo indicado en los informes, estamos en presencia de un impacto que afecta a clientes particularmente modestos sin ninguna justificación.

Consideraciones sobre la necesidad de ajustar valores agregados de distribución.

46. La CNE ha justificado darle a GTD Ingenieros Ltda. la responsabilidad de “verificar la coherencia entre los criterios y parámetros utilizados por los consultores”. En efecto, la Secretaria Ejecutiva de la CNE
 ha afirmado a vuestra Comisión que:


“...contamos con seis estudios para comparar parámetros de la misma naturaleza. Por tanto, usamos información de todos los estudios para revisar todo uno con relación a otro. Esa es la metodología...


...No es que hayamos cambiado algo, sino, simplemente, se hizo un estudio de comparación para que hubiera coherencia respecto de todos los parámetros, incluidas las remuneraciones... 


...los consultores lo hicieron utilizando criterios parciales distintos. Lo que ocurre es que nosotros, con mayor información recabada de seis estudios, podemos llegar a mejores cifras...”.


Lo anterior no resulta explicable, toda vez que los seis estudios dispares que menciona la CNE fueron hechos sólo por dos consorcios consultores que aplicaron las mismas metodologías definidas en las bases a cada área típica. Con esta lógica, no se entiende por qué las modificaciones practicadas a las áreas típicas 1,2 y 3 no motivaron sugerencias análogas de cambios en las áreas 4, 5 y 6. Tampoco resulta convincente el que los consultores hicieron correctamente los estudios de las áreas menos representativas de la industria -las más rurales- y que cometieron errores gruesos en las más urbanas.


Menos explicable resulta esta lógica, si se toma en cuenta que la CNE y GTD Ingenieros Ltda. supervisaron todo el proceso de confección de los estudios por los consultores contratados por el organismo y nunca objetaron los mismos, sino que los recibieron dentro de las bases, que están destinadas a dar coherencia a los diferentes estudios. La CNE pudo haber controvertido los estudios y declararlos fuera de bases o pudo haber ordenado hacer correcciones para hacer que los estudios se ciñeran a aquéllas, pero ello no ocurrió.


La CNE ha reconocido que dispuso de una oficina especial para supervigilar todo el proceso de sus consultores y los de las empresas; que encargó a GTD Ingenieros Ltda. la responsabilidad en conjunto con el área eléctrica de la Comisión para hacer esa tarea; que hubo reuniones e intercambio con los consultores durante el proceso para resolver dudas técnicas y vigilar la consistencia del mismo; etc.. Por lo mismo, no resulta aceptable que se pretenda encontrar inconsistencias entre estudios efectuados dentro de las bases y que nunca fueron advertidas mientras se tuvo esa posibilidad.

47. El contrato suscrito entre la CNE y los consultores que se adjudicaron los estudios de valores agregados de distribución sujetaba a los consultores a los siguientes compromisos y condiciones:

-
Participación en todas las reuniones que la CNE determine, para las cuales será requerido el Jefe de Proyecto o un representante de éste durante la vigencia del contrato y hasta un período de tres meses después de la entrega del informe final (artículo 5º). 

-
Elaboración de los informes y documentos que la CNE le solicite, además de los señalados en las bases de licitación y en las bases técnicas, que correspondan a materias incluidas en el alcance del estudio o en informes preparados por los consultores, hasta tres meses después de la entrega del informe final (artículo 5º).

-
Exigencia de minutas de avance quincenal que se determinen en conformidad a la escritura y contenido que se acordará con la CNE dentro de los primeros quince días desde la firma del contrato (artículo 8º).

-
Informe preliminar, ante el cual “la CNE comunicará a los consultores las observaciones que dicho informe le merezca dentro de los siete días corridos, contados desde la fecha de recepción de las observaciones de la CNE, para efectuar las modificaciones y correcciones que resulten de estas observaciones y entregar en ese plazo el informe final” (artículo 8º).

-
El informe final y sus requisitos (artículo 8º).

-
Asimismo, los consultores deberán entregar todos los informes y documentos que se especifican en las bases de licitación y en las bases técnicas, y asimismo deberán cumplir con remitir los informes explicativos y de justificación solicitados por la CNE, hasta tres meses después de entregado el informe final del estudio (artículo 8º).

-
Una forma de pago que sólo se hacía exigible después de entregado el informe preliminar (40 por ciento), y que retenía el grueso del honorario hasta después de recibido el informe final por la CNE incluidas sus observaciones (30 por ciento) y sólo liberaba el saldo una vez aprobado el informe final por la CNE (30 por ciento) (artículo 10).

(
Se penalizaba la demora en la entrega del o de los informes respectivos (artículo 11).

(
Se encomendaba la contraparte técnica y de coordinación al Jefe Área Eléctrica de la CNE y con funciones amplias entre las que destacan (artículo 12): 

(
Preocuparse de mantener la información del tema, entregar los antecedentes que correspondan al profesional que la consultora indique;

(
Responsabilizarse de mantener la información que se le entregue a la consultora para el buen fin del trabajo encomendado;

(
Conocer el avance y estado de los estudios;

(
Coordinar las reuniones de trabajo con la consultora, tanto internas en la CNE, como con las demás instancias que se estimen necesarias;

(
Aprobar los informes que entregue la consultora, sin perjuicio de las facultades de las autoridades,

-
Por último, los contratos tenían vigencia hasta el 31 de diciembre de 2000, por lo que las obligaciones de las partes se mantenían vigentes hasta después de la entrada de vigencia del decreto tarifario (artículo 14).

48. A mayor abundamiento, las bases de licitación indicaban que, una vez recibido el informe preliminar, de parte de sus consultores de valores agregados de distribución, “la Comisión comunicará al Consultor las observaciones que dicho informe le merezca dentro de siete días corridos a contar de la recepción. El Consultor dispondrá de un plazo de siete días corridos para efectuar las modificaciones y correcciones que resulten de las observaciones de la Comisión y entregar el Informe Final”. Sin embargo, no hubo observaciones a dicho informe ni se les pidió, dentro de plazo, a los consultores de la CNE efectuar en tiempo y forma las correcciones a las que estaban obligados. 

49. No se explica cómo, con todo el cúmulo de atribuciones concentradas en la CNE y en el área eléctrica, para cerciorarse de que los estudios se hicieran conforme a sus requerimientos, no se haya hecho uso de ellas y se haya hecho necesario una asesoría adicional, después de que los estudios fueron entregados y aceptados dentro de las bases para modificar sustancialmente sus resultados.

50. La Secretaria Ejecutiva de la CNE declaró ante vuestra Comisión que retuvo honorarios hasta diciembre para tener a los consultores disponibles para la Contraloría General de la República hasta el proceso de toma de razón: 


“Siempre se paga en etapas y el último pago se retuvo hasta finales de diciembre, no porque hubiera un juicio negativo al trabajo de los consultores, sino que consideramos que se debía mantener el compromiso de los consultores de ayudarnos en todo el proceso posterior. El proceso no terminaba en agosto, sino en noviembre; incluso teníamos un trabajo con la Contraloría y queríamos que estuvieran disponibles para conversar con ellos en la medida en que fuera necesario. Por eso, retuvimos hasta diciembre.
”


Sin embargo, estos consultores nunca fueron citados a la Contraloría General de la República. Es más, sus estudios nunca fueron entregados a la misma, sino sólo el estudio de GTD Ingenieros Ltda. y los valores de la propia Comisión.

51. La CNE dispuso de oportunidades para efectuar observaciones, así como también, para exigir cambios a los estudios, para homologarlos o para exigir lo que le parecía más apropiado, y no lo hizo. Mantuvo contacto con los consultores durante todo el proceso y aún así consideró necesario efectuar cambios después de haberlos aceptado y pagado. 

52. La CNE ha afirmado que los estudios de sus consultores tenían “errores”. Sin embargo, éstos afectaban casi toda la estructura de los estudios: el valor nuevo de remplazo físico, la calidad de servicio, las remuneraciones de la empresa modelo, los derechos municipales y la potencia (demanda) empleada para calcular los valores agregados de distribución. Resulta difícil aceptar que “errores” de esta magnitud no hayan sido advertidos, no hayan motivado observaciones susceptibles de corrección o no hayan dado lugar al uso de los recursos que la CNE disponía dentro de los contratos para declararlos fuera de las bases o retener los pagos por ellos.


Es un hecho no objetado en vuestra Comisión que los estudios fueron aceptados por la CNE, considerados dentro de las bases y pagados en esa condición, sin que se le efectuaran observaciones. 


Justificaciones legales de la Comisión Nacional de Energía
53. La CNE ha pretendido justificar su proceder en diversas disposiciones legales que no la obligarían al estudio de sus propios consultores para los efectos de calcular el valor agregado de distribución definitivo por área típica. En efecto, la CNE se remite a las siguientes disposiciones legales y hermenéutica jurídica:

-
El artículo 107
 de la ley tendría una inconsistencia o estaría “matizado en el mismo artículo aparentemente”. Mientras el inciso final determina la forma de ponderar los diversos estudios, dicha norma no puede concluir que “la autoridad administrativa no puede estar circunscrita a que siempre se haga un estudio. Ese no es el espíritu de la ley, lo que aquí dice son los estudios de la Comisión
”.

-
Después reproduce el inciso primero del mismo artículo, que indica que “los componentes para cada área típica se calcularán sobre la base de un estudio de costos encargado a una empresa consultora por la Comisión... La CNE sostiene que la ley “no dice que los calculará una empresa consultora contratada por la Comisión”. De modo que la facultad la ejerce finalmente la CNE en base a estudios y tal vez ni siquiera uno solo sino varios.


Esta idea la refuerza aún más al decir que “si nos atuviéramos a que en un artículo de la ley dice: ‘el estudio’, significaría que estaríamos condenados para siempre a contratar un solo estudio para la totalidad de las empresas distribuidoras del país, el cual tendría que ser comprensivo y absolutamente todos los elementos que participen en una fijación tarifaria deberían ser entregados a ese estudio y con ese consultor. Me parece que cuando uno llega a hacer una interpretación como ésa está llegando a niveles de absurdo respecto de cuál es la responsabilidad del Estado y de las organizaciones que tienen a su cargo la regulación tarifaria
”. 

-
Asimismo, afirma que si la ley permite a la CNE revisar los estudios de las empresas
 y efectuar con la conformidad previa de ellas, las correcciones a que dé lugar esta revisión, con la misma lógica, tendría la potestad de modificar los estudios propios. Sería “completamente absurdo pensar que la Comisión tiene la potestad de revisar los estudios de las empresas, pero no tiene la potestad de revisar los estudios de costos que le ha encargado a sus propios consultores
”. 

-
También recurre a la letra f) del artículo 4º del decreto ley Nº 2224, de 1978, del Ministerio de Minería, el cual dispone que, para el cumplimiento de su objetivo, la CNE debe cautelar el desarrollo del sector de energía, correspondiéndole, en particular las siguientes funciones y atribuciones: “analizar técnicamente la estructura y nivel de los precios y tarifas de bienes y servicios energéticos e informar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que será la única repartición con atribuciones para fijar dichos precios y tarifas, siempre que estos se encuentren sometidos al régimen de fijación en virtud de una norma legal”. 

-
También invoca la ley de probidad. Afirma que “las instituciones del Estado deben observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión de oficios del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, control, probidad, etcétera. ¿Qué significa impulsión de oficios del procedimiento? Significa que estamos obligados, a través del tiempo, a ir adaptando nuestras metodologías y procedimientos de tal manera que se cumpla de mejor forma con los mandatos de fondo que nos da la ley. ¿Cómo interpretamos esto? En los procesos tarifarios debemos velar por que la forma en que se realicen los estudios de costos y los de valor agregado permitan llegar a cifras más cercanas posibles a la realidad
”. 

-
La abogada jefa del área jurídica de la CNE, agregó, asimismo, el artículo 3º 
 de la ley Nº 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado, para invocar la facultad de hacer correcciones de oficio enmarcada dentro de las atribuciones de “rectificación de oficio de actos de instrucción, en un procedimiento regido por normas de derecho público, en el cual existe una posición jerárquica preponderante del órgano estatal frente al administrado. Se trata, por lo dicho, de que la autoridad con potestades para decidir tenga, en el momento correspondiente, los mejores antecedentes técnicos, de modo que no pueda reprocharse su decisión, ni por ilegalidad (se violó el ordenamiento jurídico normativo), ni por arbitrariedad (carecía de razonabilidad o, de otro modo, la decisión adoptada estaba plena de capricho o simple voluntarismo).- Por ello, es que debe realizarse una lectura integrada de las disposiciones legales pertinentes, debe acudirse al fin prescrito por la ley, de modo tal que lejos de petrificar una determinada forma de obtener los datos necesarios para los cálculos respectivos, siempre deberá y podrá modificarse aquella, en cuanto se pueden obtener mejores y más confiables antecedentes para las labores que deben considerarse en el respectivo informe técnico que elabora la CNE
“.

-
Por último, la misma funcionaria recurre al artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, al artículo 8º bis de la ley Nº 19.653, ley de Probidad Administrativa, y a los artículos 4º y 9º del mencionado decreto ley Nº 2278, para justificar la contratación directa del estudio de GTD Ingenieros Ltda. que sirvió de base a las modificaciones efectuadas por la CNE. 

54. Asimismo, la CNE ha pretendido ante vuestra Comisión que los estudios de costos -con-tratados a consultores externos- no son lo mismo que el valor agregado de distribución. Se ha sostenido que la CNE dispuso de tres estudios -no dos- y que ello se debió a la necesidad de “homologarlos” a partir de antecedentes que la CNE disponía con mayor fidelidad para evaluar la consistencia entre seis estudios distintos.


Por último, la abogada jefa del área jurídica de la CNE ha afirmado que es distinto fijar el valor agregado de distribución de cada área típica -que sería responsabilidad de la CNE- que establecer un valor agregado de distribución de una empresa modelo, encargado a los consultores. “... Lo que hizo la CNE (con apoyo especialmente contratado al efecto a GTD), fue calcular los VAD de cada área típica, en base a los estudios que contenían, conforme a lo dispuesto en la ley, los costos y la propuesta de los VAD para la empresa modelo
”.

55. Toda la argumentación anterior contiene contradicciones y adolece de errores conceptuales. Desde luego, es difícil afirmar que los costos de componentes sean algo distinto que el valor agregado de distribución, toda vez que GTD Ingenieros Ltda. efectúa cambios de componentes expresamente encargados a terceros. Pero además, el argumento de que el valor agregado de distribución de un área típica sea distinto al de una empresa modelo no considera que el área típica Nº 1 está constituida por una sola empresa (Chilectra S.A.), ni que el artículo 107
 de la ley determina que “dicho estudio de costos (VAD) se basará en un supuesto de eficiencia en la política de inversiones y en la gestión de una empresa distribuidora operando en el país”. La noción misma de empresa modelo pugna con cualquier intento de distinguir entre el valor agregado de distribución de un área típica como algo distinto del de la empresa modelo elegida. Asimismo, la interpretación de las facultades legales que hace la CNE contiene conclusiones inaceptables. 


No resulta aceptable encontrar inconsistencias en una misma norma. El sentido natural y obvio del mencionado artículo ya mencionado es justamente lo que su tenor literal indica. Es más, la lógica interpretativa de la CNE hace inaplicable dicha norma, que otorga a los estudios un valor legal expreso y termina por alterar ponderaciones que el legislador se vio en el deber de precisar justamente para que la autoridad encargada de hacer el cálculo final, en este caso la CNE, los haga cumplir. El inciso final del artículo 107 está destinado exclusivamente a la CNE. 


Justificar que la autoridad tenga mayores atribuciones que las que emanan del claro tenor literal señalado, supondría preguntar por qué la autoridad podría tener esta atribución implícita y por analogía. Resulta difícil de entender que la CNE tenga atribuciones que ni siquiera tiene el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción en lo que respecta a la modificación de los valores agregados de distribución. 


Por último, expone el proceso tarifario a una amenaza de judicialización, sea por parte de las empresas o por parte de los usuarios que se sientan afectados.

56. Asimismo, la lógica argumental de la CNE contradice todos los principios de interpretación de la ley contenidos en los artículos 19 y siguientes del Código Civil. Tanto el tenor literal (artículo 19 del Código Civil) como el sentido natural y obvio (artículo 20 del mismo cuerpo legal) del artículo 107 de la ley llevan a una conclusión distinta a la señalada por la CNE. Por lo demás, todas las normas deben interpretarse de modo de producir efectos (principio práctico) y es por eso que el artículo 22 del Código Civil orienta a que el contexto de una ley debe permitir que entre sus partes de ella haya “la debida correspondencia y armonía”. En este caso, no la hay, si con una disposición legal se pretende quitar eficacia a otra norma.


Ese es el efecto que se lograría al suponer que el inciso final del artículo 107 de la ley está “matizado” por el inciso primero de la misma norma. Suponiendo que la CNE es el único destinatario del inciso final del artículo 107 y su tenor literal es claro, ¿qué precisión puede ser necesaria? En este caso, una precisión que la hace inaplicable y le quita eficacia.


Por eso, el artículo 23 del Código Civil recuerda que “lo favorable u odioso de una disposición no se tomará en consideración para ampliar o restringir su interpretación”.

57. La CNE hace una construcción por analogía y para ello recurre a la ley de Bases Generales de la Administración del Estado, al Estatuto Administrativo, la ley de Probidad y la ley orgánica de la misma CNE. Reitera la analogía al comparar las atribuciones expresas de la CNE respecto de los estudios de las empresas frente a una supuesta atribución en relación con los propios.


Sin embargo, esta lógica olvida que en Derecho Público no hay poderes o potestades implícitas. Es así como el Nº 2 del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política de la República dispone que es la ley -no un raciocinio intelectual- la llamada a “crear nuevos servicios públicos (...) suprimirlos y determinar sus funciones y atribuciones”. 


A su vez, los artículos 6º y 7º de la Constitución Política de la República establecen claramente el marco al que deben someterse los órganos del Estado. En especial, el artículo 7º dispone que “los órganos del Estado actúan validamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley. Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes. Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale”.


Por último, al citar la ley sobre Bases Generales de la Administración del Estado, la CNE no toma en consideración al artículo 2º que prescribe: “Los órganos de la Administración del Estado someterán su acción a la Constitución y a las leyes. Deberán actuar dentro de su competencia y no tendrán más atribuciones que las que expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico. Todo abuso o exceso en el ejercicio de sus potestades dará lugar a las acciones y recursos correspondientes”. 

Ni el hecho de que la CNE invoque atribuciones frente a los estudios de las empresas distribuidoras ni que recurra a un razonamiento para justificar su supuesto “rol regulador” hará que la ley diga lo que no dice expresamente: en este caso, que pueda infringir el artículo 107 de la ley y no darles a los estudios de sus propios consultores el valor que la ley les asigna. 


La mención al artículo 4º del decreto ley Nº 2.224, de 1978, del Ministerio de Minería, no repara en su exacto tenor literal, el cual otorga a la CNE todas las atribuciones en materia tarifaria que dicha repartición nos recuerda, pero las condiciona para fijar los precios y tarifas de bienes y servicios energéticos a “que estos se encuentren sometidos al régimen de fijación en virtud de una norma legal”. Todo el estudio de vuestra Comisión ha partido del supuesto de que el proceso de fijación de tarifas de distribución ha excedido el marco legal, por lo que no corresponde invocar dicha norma, de comprobarse que se ha dejado de cumplir la condición que le da sustento. 

58. Asimismo, la CNE se contradice con afirmaciones hechas en publicaciones bajo su responsabilidad. En efecto, en un libro publicado por la CNE se señala textualmente: 


“Los análisis de costos de las empresas modelos representantes de cada una de las tres áreas típicas de distribución son desarrollados a través de estudios independientes contratados por la Comisión y por las empresas, los que son ponderados en la razón 2/3 y 1/3, respectivamente, para obtener el valor agregado de distribución definitivo
”. 

59. Por último, si lo anterior no es suficiente, cabe decir que la interpretación actual de las autoridades de la CNE contradice expresamente el criterio que la propia Secretaria Ejecutiva de dicha entidad tuvo, como investigadora, al afirmar: “Tarifas de distribución (cada 4 años): dentro de los plazos legales, la CNE entrega a las empresas las bases del estudio tarifario, considerando información técnica y económica aportada por las empresas con anterioridad. La CNE debe encargar el cálculo tarifario a un consultor, pudiendo las empresas encargar otro sobre las mismas bases. El cálculo se realiza simultáneamente para todas las empresas de distribución. El resultado de los estudios es ponderado (1/3 para las empresas y 2/3 para la CNE) para llegar a las tarifas definitivas. La CNE entrega las tarifas resultantes, acompañando el informe técnico correspondiente, al Ministerio de Economía, quien emite el decreto tarifario correspondiente. En caso de discrepancias, una comisión de peritos resuelve en definitiva
”.
60. Según se ha indicado en el curso de la investigación, los estudios de valores agregados contratados por la CNE a sus consultores le costaron al Fisco alrededor de $ 430 millones en total. Según uno de los consultores, se invirtieron aproximadamente 10.000 horas/hombre en sólo uno de los dos estudios, lo que equivale a tres meses de trabajo bajo la supervisión de la CNE y GTD Ingenieros Ltda
.


No parece explicable que el Estado deba contratar uno o varios estudios de las características anteriores, con toda la complejidad involucrada, así como la inversión de tiempo y energía requerida, para que en el curso de quince días, GTD Ingenieros Ltda. tome componentes particulares y efectúe ajustes a los mismos estudios. Los consultores han manifestado que los cambios a los componentes habrían requerido de un estudio equivalente y guardar consistencia entre el dimensionamiento de las instalaciones y las pérdidas.


Por otra parte, la labor de “inspección” que GTD Ingenieros Ltda. había efectuado, podría haber supuesto el ejercicio de observaciones durante el proceso de supervisión, sin necesidad de haber alterado, posteriormente, los estudios de valor agregado de distribución. Las herramientas eran las bases y la supervisión del proceso. El haber efectuado ajustes posteriores supone que las bases no fueron suficientes o que hubo un fracaso en el proceso supervisor. De ser efectivo este argumento, resulta curioso haber recurrido al responsable de ambos para efectuar el ajuste final.


Consideraciones sobre la capacidad para efectuar cambios a los estudios.

61. Que nadie ha cuestionado la capacidad de la CNE para velar por que los estudios de costos se ciñan estrictamente a las bases definidas por ella, al punto de poder declararlos fuera de las bases o de exigir correcciones. Sin embargo, algunos expertos consultados justificaron ante vuestra Comisión la posibilidad de que la CNE pudiera disponer de mayor arbitrio en lo que a estos estudios de costos se refiere, más allá del monitoreo que la misma CNE efectúa durante su desarrollo.


Cabe decir que cualquiera sea el juicio que se tenga sobre el criterio anterior, quienes lo defendieron también fueron enfáticos en señalar que dicha atribución -de existir- debía cumplir con determinados requisitos. Según el señor Bernstein
, debía ser ejercida ante errores manifiestos, por un ente independiente, con transparencia y racionalidad. Por otra parte, el señor Paredes
 opinó que debía ser motivada por un estudio equivalente al estudio de costos contratado y que la CNE considera necesario modificar. Finalmente, según el señor Landerretche
, habría sido necesario que previamente la CNE hubiera obtenido un informe en derecho que respaldara su proceder.


Cabe decir que los requisitos anteriores no se cumplen en ninguna de las condiciones propuestas:

a)
Los errores, en este caso investigados, no son manifiestos, toda vez que se trata de estudios dentro de las bases. Los cambios fueron manifiestos, pero no obedecieron a criterios que hubieran sido advertidos por la medio de la observación en el momento oportuno.

b)
Los cambios no fueron efectuados por un ente independiente, sino por quien hizo las bases y estaba impedido de participar en la definición del valor agregado de distribución. En el caso del área típica Nº 1 (Chilectra), los cambios fueron hechos directamente por la CNE, sin considerar las conclusiones de ningún estudio.

c)
La racionalidad de los cambios pugna con el valor tan arbitrario asignado para el área típica Nº 1, que no sigue pauta alguna.

d)
En ninguno de los casos, los cambios ameritaron un estudio equivalente. En efecto, los ajustes propuestos por GTD Ingenieros Ltda. afectaron directamente las remuneraciones de la empresa modelo, su valor nuevo de reemplazo; y los ajustes por calidad de servicio, sin un respaldo de un estudio equivalente a los que dieron lugar al costo de esos componentes en los estudios de valores agregados de distribución. 

62. Por último, cabe decir que el criterio expresado por estos expertos no tiene un respaldo legal y expone al proceso de fijación de tarifas a una arbitrariedad que no tiene justificación y volvería inútil todo el proceso. Sin embargo, puede advertirse que uno de los defensores de este parecer ha admitido que en 1988 se hizo un cambio que afectó solamente el 1 por ciento de los valores propuestos y sobre la base de un error manifiesto en la componente de pérdidas medias por distribución en el cálculo del valor agregado de distribución
. En este caso, las magnitudes son totalmente distintas. 


Lo razonable es entender la ley en su sentido natural y obvio. La CNE puede modificar los estudios de sus consultores para así “llevarlos” a bases, en caso de que no se ciñan a ellas de manera manifiesta. Una vez dentro de las bases, se debe limitar a ponderar debidamente estos estudios con los estudios resultantes de los consultores de las empresas.


La CNE debiera, ante una falta de tal gravedad por parte de los consultores contratados, haberles advertido mediante observaciones formales, oportunamente, de su disconformidad y sus fundamentos. Por último, debía hacer valer las disposiciones contractuales y las garantías establecidas en las bases administrativas desde antes de adjudicar el estudio de valores agregados de distribución y que le permitían rechazar los estudios y no pagarlos, sobre todo considerando el enorme costo para el Estado. Todo lo anterior no ocurrió en los hechos. 

63. Los dos informes en derecho entregados por la CNE a vuestra Comisión fueron elaborados después y no antes de que se tomaran las decisiones que son materia de esta investigación. Incluso fueron hechos después de que la Cámara de Diputados adoptó los acuerdos en orden a investigar este proceso. La CNE hizo sus ajustes en el 2000 sin orientación jurídica. 


El estudio “Informe en derecho sobre algunos aspectos del proceso de fijación de tarifas 2001, del abogado Pablo Ruiz-Tagle Vial, es de 4 de julio de 2001, mientras que el estudio “Informe en Derecho. De si la Comisión Nacional de Energía puede celebrar contratos de asesoría (a propósito de la fijación del Valor Agregado de Distribución)”, del abogado Ramiro Alfonso Mendoza Zúñiga, es también del mes de julio del año en curso.


Ahora bien, ambos estudios se abocan a dos materias determinadas: el grado de discrecionalidad de la CNE y la posibilidad de que dicha repartición pueda efectuar contrataciones directas. 


Sin embargo, cualquiera sea el juicio sobre el contenido de dichos informes, ninguno responde a los siguientes temas: 

-
Si GTD Ingenieros Ltda. puede participar en las bases y, al mismo tiempo, en los valores agregados de distribución. 

-
No responden a la racionalidad implícita detrás de todo el informe GTD Ingenieros Ltda. en el momento de efectuar una “curva de ajuste” y su consistencia con la idea de “empresas modelo” contenida en la ley; así como las contradicciones en los ajustes con el dimensionamiento de las pérdidas de la empresa modelo; y, por último, las contradicciones en los cambios al área típica Nº 6. 

-
Tampoco despejan las dudas sobre el contenido de los cambios efectuados al área típica Nº 1 (Chilectra) por la CNE o sobre los derechos municipales.

-
La utilización, en el caso de las empresas de referencia, de factores de coincidencia y horas de uso que otorgan mayores o menores ingresos que los costos de utilización por los usuarios de las redes de distribución
.

-
Los cambios en las horas de uso entre el informe preliminar enviado por la CNE a las empresas para el cálculo de sus ingresos y las tarifas finales.

-
La información disponible por la Contraloría General de la República en el momento de la toma de razón del decreto tarifario.

-
Los temas de subtransmisión

-
Los supuestos conflictos de interés de la Secretaria Ejecutiva de la CNE y de GTD Ingenieros Ltda.

Procesos tarifarios anteriores
64. La Secretaria Ejecutiva de la CNE
 justifica su accionar sobre la base de los ajustes efectuados en los procesos tarifarios de 1988, 1992 y 1996, afirmando que “podríamos tomar cualquier proceso tarifario, analizarlo y encontrar miles de parámetros que se pueden cuestionar. Sin embargo, a lo que la autoridad está obligada es a lograr un conjunto de parámetros que hacen, finalmente, una racionalidad tarifaria. Eso fue lo que nosotros hicimos”.

-
En 1988, los cambios a las estimaciones de pérdidas y costos por suministros incobrables.

-
Respecto de 1992, la creación, después de la entrega de los informes de los consultores de las empresas y de la CNE, de una área típica Nº 2-A, que desagregó a las empresas de mediano tamaño y que no estaba contemplada en las bases ni había sido fruto de un estudio previo. Se habría pretendido corregir “un error al definir en las bases que sólo habría tres áreas típicas” y el efecto habría sido de que “se inventó un valor más alto para un conjunto de las empresas y no para todas”. La CNE “fijó el VAD, sin participación de los estudios de los consultores de las empresas, unilateralmente para el área típica”.

-
Respecto a 1996, como una manera de bajar el impacto en los costos medios, y justo antes de la entrega de los estudios, la CNE habría pretendido cambiar la estimación de la demanda de modo que éstos contemplaran la demanda total, en circunstancias que las bases sólo consideraron los consumos regulados. “En general, las empresas dijeron que no se podía hacer, porque estaba fuera de bases. Sin embargo, la Comisión fijó su propio VAD, considerando la totalidad de los consumos”.

65. Sin embargo, respecto del año 1988, el propio Sebastián Bernstein
 afirmó que dichas modificaciones fueron “de un rango muy menor....de un uno por ciento” y ante errores manifiestos. La Secretaria Ejecutiva no acompaña antecedentes que demuestren una magnitud distinta. En la materia investigada por vuestra Comisión, en algunos casos los cambios son del orden del 35 por ciento.

66. En 1992, la CNE no modificó los estudios de los consultores. Las bases técnicas permitían incluir un “análisis de particularidades” (numeral 3.5 de las Bases Técnicas de 1992). Ello fue utilizado por el consultor de las empresas (Claro y Asociados) quien representara, en el Capítulo IX de su propio estudio, un conjunto de particularidades relacionadas con la representatividad de CGE en Talca para las empresas del área Nº 2 y que tenían relación con el nivel de ruralidad en alta tensión. Fue este informe el que aplicó valores agregados de distribución para dos subgrupos de una misma área típica (2.a y 2.b). Los cálculos fueron realizados por consultores (Claro y Asociados e Inecon) y no por la CNE. 

67. En 1996, tampoco se modificaron los estudios. Los realizados por los consultores de las empresas estimaron la demanda sobre la base exclusiva de los consumos no regulados, como era su interpretación de las bases técnicas. A su vez, los consultores de la CNE consideraron la demanda total. Al final nadie cambió su predicamento y los estudios de los consultores fueron respetados haciéndose la ponderación correspondiente. No hubo intervención de la CNE en los resultados finales de los estudios propios o ajenos. La propia Secretaria Ejecutiva de dicha entidad no aporta antecedentes que demuestren que no se hayan seguido dichos estudios, aún cuando se le consultó en dos sesiones a las cuales asistió
. 


Por lo demás, esta materia fue discutida en el recurso de protección interpuesto por Chilectra S.A. en contra del proceso tarifario de 1996. Sin embargo, la Corte Suprema finalmente desestimó el predicamento de la empresa (considerando 14 y punto II del fallo de la Corte Suprema de 28 de abril de 1997, Rol Nº 804-97). Por último, toda la discusión ante la Corte Suprema se tradujo a si había o no un error en las bases y si éste podía ser subsanado con posterioridad. Chilectra señaló que se modificaron las bases, lo que no fue reconocido por la CNE. A pesar de que hoy esta entidad recoge el predicamento de quien fue en ese entonces su contraparte, lo cierto es que los consultores interpretaron las bases con plena autonomía. Sus resultados fueron respetados. Cualquier cambio de juicio en el parecer de la CNE, no obligó a los consultores, como quedó demostrado por la negativa de los consultores de las empresas a efectuar cambio alguno. Chilectra polemizó que el consultor de la CNE incorporara, a su estudio, los valores agregados de distribución de clientes no regulados. La CNE afirmó en esa oportunidad que el consultor obró bien y acompañó antecedentes para demostrar que las bases incluían a dichos clientes. A pesar de eso, respetó el criterio contrario expresado en el estudio de la empresa. 

68. Pero eso es distinto a lo que se discute con motivo de la investigación en vuestra Comisión. La CNE en el 2000 también introdujo cambios a sus bases iniciales como dicho organismo afirma que ocurrió, a lo menos, en los casos de 1992 y 1996. En el año 2000 modificó los derechos municipales, que como modificación propiamente tal, no ha sido polemizada. También introdujo factores de sectorización a partir de sectores de distribución que tampoco fueron definidos en las bases técnicas.


Nadie ha cuestionado en el 2000 las bases mismas, ni sus aclaraciones, ni que los estudios resultantes hayan estado fuera de las bases. Sin embargo, lo que se discute en el 2000 son las modificaciones hechas por la CNE al margen de los estudios de sus consultores y en contradicción con la versión final de las bases y sus aclaraciones definitivas. La cuestión en esta oportunidad es ponderar el valor legal de los estudios de los consultores y evaluar el grado de discreción que la CNE tiene a su respecto. Algo semejante nunca ha ocurrido en otra oportunidad en las magnitudes del proceso del 2000. 
Factores de sectorización
69. En el proceso tarifario del 2000, la CNE incorporó unos nuevos factores denominados “factores de asignación de costos sectorizados”, al final del proceso y de manera directa, sin haber sido objeto de los estudios de valores agregados de distribución. En el decreto aparecen en el artículo 1º, como “Determinación de los parámetros de las fórmulas tarifarias” (punto 7.6). 


Estos son dos: para los costos fijos, la CNE introdujo los “Factores de asignación de costos fijos sectorizados” (FSTCF). Para el valor agregado de distribución, introdujo los “Factores de asignación de valores agregados de distribución sectorizados” (Fstcd)


La CNE ha afirmado que tienen por objeto evitar subsidios cruzados y que son neutros desde el punto de vista del ingreso de la empresa modelo. 

70. Sin embargo, la existencia de estos factores sólo se explica por la manera como se construyeron las áreas típicas. En efecto, en las anteriores fijaciones tarifarias, las áreas típicas fueron establecidas, entre otros factores, por número de cliente, y no en consideración a las empresas (que pueden estar sirviendo zonas de distribución de muy diferente naturaleza). De este modo, el valor agregado de distribución calculado para cada área típica correspondía a un tipo homogéneo de usuario y su cálculo quedaba en manos de los consultores de valores agregados de distribución y no de la CNE. Ésta sólo intervenía en el momento de fijar las áreas típicas, las empresas modelos y las bases técnicas.


En cambio, en el proceso de 2000, las áreas típicas correspondieron a empresas completas y, una vez entregado los estudios, la CNE adopta la determinación de incorporar factores que eviten subsidios cruzados entre distintos tipos de usuarios dentro de una misma área típica. Las asimetrías eran previsibles en el momento de construir las áreas típicas; sin embargo, los factores de asignación de costos sectorizados no fueron advertidos en ellas ni la manera como la CNE pretendía corregirlas. Al final, la CNE sin respaldo en las bases técnicas, fija valores diferentes por área típica según el tipo de cliente de que se trate.

71. La ley define área típica de distribución como aquélla “en las que los valores agregados por la actividad de distribución son parecidos entre sí” (letra m) del artículo 150 de la ley) del DFL Nº 1/82(M)). Habría una contravención toda vez que los valores agregados de distribución entre diversas zonas bajo una misma área típica no cumplirían con esta condición legal. 


La CNE se ha defendido aduciendo que la norma mencionada es diferente, por cuanto la letra n) del artículo 150 de ley define los “sectores de distribución”, como aquellas “áreas territoriales en las cuales los precios máximos de distribución a usuarios finales, son los mismos”. Según la CNE, la obligación de aplicar tarifas iguales se cumple a nivel de sectores de distribución y no necesariamente en las áreas típicas. 


Antes no había sectorización del área típica, porque cada área correspondía a un tipo de usuario. Hoy la CNE sectorizó, después de que los estudios fueron entregados. El artículo 108 de la ley señala que “deberán existir tantas tarifas básicas como empresas y sectores de distribución de cada empresa se hayan definido”.


El artículo 295 del reglamento indica que la definición de sectores de distribución es un derivado de la responsabilidad de la CNE de fijar las áreas típicas y forma parte del mismo ejercicio. Lo lógico es que ocurran al mismo tiempo. 


“la Comisión podrá encargar un estudio para definir los parámetros de clasificación de las empresas o sectores de ella. Este estudio podrá considerar, entre otros, índices de ruralidad, de densidad de población y de densidad de consumo.- Para la aplicación de las tarifas de distribución se establecerá un conjunto de sectores de distribución que en total correspondan a todas las zonas en que existan concesionarias de servicio público de distribución. Cada empresa, globalmente o dividida en sectores de distribución, deberá ser asignada a una o más áreas de distribución típicas, de manera que la asignación cubra totalmente su zona de concesión”. 


Lo cierto es que la CNE no definió en las bases técnicas tampoco lo que entendía por “sectores de distribución” y la pregunta que subsiste es: ¿quién y cuándo deben quedar definidos estos sectores de distribución?

72. Si se permite una fijación de este tipo de factores al final del proceso tarifario, ellos quedan al arbitrio de la autoridad. Los factores de asignación de costos sectorizados no recogen una lógica conocida y contravienen el espíritu de la ley de que el valor agregado de distribución se fije de manera independiente según la ponderación de determinados estudios a los que la ley le atribuye un valor legal. Al final, por la vía de una decisión de la autoridad, se puede terminar con valores agregados de distribución para diferentes tipos de usuarios (de una misma área típica) que no son “similares entre sí”. 


Sin perjuicio de que se puede establecer un razonamiento similar para los costos fijos, solamente al observar los FSTCD (valor agregado de distribución) aplicados a casos de Chilectra, CGE y Chilquinta, se descubre que: mientras las mayores diferencias entre comunas son del orden del 14 por ciento en La Ligua resulta ser el 99 por ciento mayor que el valor agregado de distribución aplicado a Valparaíso, no obstante estar ambas servidas por la misma empresa y en la misma área típica. Casi el doble de valor agregado de distribución entre una y otra comuna. ¿Cuál fue el criterio técnico para este margen? Queda la pregunta abierta: ¿qué motiva una diferencia del 14 por ciento entre Huechuraba y Conchalí (dos comunas colindantes)?, o ¿una cifra similar de diferencia entre San Antonio, El Tabo y Algarrobo enfrentados a Valparaíso?


Algunas de las diferencias corresponden a zonas de menor densidad de población. Otras no. Pero la pregunta es ¿quién, cómo y en qué cantidad se discrimina? ¿Cuáles son los respaldos técnicos de una decisión semejante? Sobre todo si se partió de la premisa de que había que agruparlas bajo una misma área típica para dar lugar a un valor agregado de distribución parecido.

Factores de coincidencia y horas de uso (potencias estimadas).

73. De acuerdo con lo señalado en el artículo 105 de la ley corresponde, al desarrollar las fórmulas tarifarias, que en el caso específico de las empresas de referencia, se cumpla con que los ingresos que se obtienen al aplicar las fórmulas tarifarias con sus respectivos factores de coincidencia sean iguales al aVNR + COyM + costos fijos ponderados.


En la fijación tarifaria del 2000 esta condición no se cumple, como queda ilustrado en el cuadro siguiente:

Todas las cifras en miles de pesos ($ )

	
	aVNR + COYM + C FIJO (Fuente estudio GTD) 

	
	
	

	Área
	Valor 

Cne 

	Estudio Empresa
	Estudios 

Ponderados 

	Ingresos 

	Diferencias 

Ingreso-Ponderado
	Efecto Factor Coinci-
dencia

	1
	52.874.325
 
	82.015.827 
	62.588.159 
	71.639.254
	9.051.095 
	14.5%

	2
	26.159.969 
	30.393.631 
	27.571.190 
	30.382.193
	2.811.003 
	10.2%

	3
	 7.682.411 
	11.457.342 
	8.940.722 
	9.841.425
	900.703 
	10.1%

	4
	 7.233.276 
	 9.807.125 
	8.091.226 
	 8.936.653
	845.427 
	10.4%

	5
	 1.046.045 
	 1.537.858 
	1.209.983 
	 1.046.200
	 (163.783)
	-13.5%

	6
	 1.797.640 
	-
	1.797.640 
	 1.767.178
	 (30.462)
	-1.7%



Si se compara la columna denominada “Estudios Ponderados”, con la columna “Ingresos”, se observa que la aplicación de los factores de coincidencia presentes en las fórmulas tarifarias producen los siguientes efectos:


-Un mayor ingreso de 14,5% a Chilectra (área Nº 1), equivalente a $ 9.051,1 millones por año.


-Un mayor ingreso de 10,2% a CGE (área Nº 2), equivalente a $ 2.811,0 millones por año.


-Un mayor ingreso de 10,1% a Emec (área Nº 3) equivalente a $ 900,7 millones por año.


-Un mayor ingreso de 10,4% a Emelectric (área Nº 4) equivalente a $ 845,4 millones por año.


-Un menor ingreso de 13,5% a Luz Linares (área Nº 5) equivalente a $ 163,8 millones por año.


-Un menor ingreso de 1,7% a Copelec (área Nº 6) equivalente a $ 30,5 millones por año.


De lo anterior se desprende que la aplicación de factores de coincidencia por parte de la CNE ha originado una distorsión adicional en los ingresos de la industria favoreciendo a algunas empresas y afectando a otras. Adicionalmente, existen contradicciones respecto de la forma en que la CNE ha explicado el cálculo de los factores de coincidencia. En vuestra Comisión se ha señalado por personeros de la CNE que no se habrían empleado balances de potencia en su determinación.


Sin embargo, el estudio de GTD indica la existencia de balances de potencia para su   cálculo (página 50), lo que hace aún más complicado entender qué fue lo que hizo finalmente la CNE para determinar estos factores de gran relevancia en las tarifas finales. 

74. El artículo 95 del reglamento establece la obligación de efectuar los balances de potencia y dejarlos a disposición del público, por lo que no resulta explicable que la CNE diga que no cuenta con la información apropiada para efectuar el correcto cálculo de los factores de coincidencia.


“los concesionarios deberán realizar anualmente los balances que establezca la norma técnica correspondiente, relativos al uso de sus instalaciones en nivel de alta tensión en distribución y en nivel de baja tensión en cada uno de los sectores asignados a sus áreas de concesión, considerando las demandas máximas transitadas en ellos y las potencias máximas transmitidas por cada usuario. Este cálculo deberá estar a disposición de cualquier empresa cuyo giro principal sea la comercialización, la producción, generación, transmisión o distribución de electricidad, y de cualquier consumidor final que se encuentre entre los casos señalados en el literal b) del artículo 283, y se informará en noviembre de cada año a la Superintendencia”. 

75. La CNE ha afirmado que la inconsistencia entre los ingresos y los costos de utilización señalados anteriormente
 no corresponde, toda vez que el planteamiento comete el error de efectuar el cálculo a partir de los ingresos totales para cada empresa modelo representados por el aVNR + COyM + costos fijos ponderados.


La CNE alega que la demanda no es constante entre todos los consultores -tanto de la CNE como de las empresas- de modo que el equilibrio debe encontrarse en los valores agregados de distribución (costo unitario). 


Al existir diferencias en las ventas de potencia utilizadas para el cálculo de cada empresa modelo por parte de los consultores de la CNE y de las empresas; así como diferencias en la asignación de la potencia (demanda) entre alta y baja tensión; y diferencias, por último, en la demanda utilizada para la empresa modelo y la empresa real, según la CNE sería imposible aplicar, en la práctica, la ecuación anterior (ingresos totales) de modo de saber exactamente si los factores de coincidencia son neutros o no.


Según la CNE, no es posible que los ingresos de cada una de las empresas distribuidoras utilizadas como referencia en las seis áreas típicas sean iguales a los costos de las empresas modelo correspondientes. Esto se debería a la diferencia entre los niveles de venta de potencia entre la empresa modelo y la real, reflejados en los factores de coincidencia.


Sin embargo, la explicación anterior no es lógica. La CNE obtiene precios unitarios dividiendo los ingresos que debe percibir la empresa por las ventas, tal como procedió el informe de GTD Ingenieros Ltda. Después dice que las ventas son otras y por lo tanto los ingresos no se ajustan a los costos. Por si esto fuera poco, fija factores de coincidencia que hacen que la empresa real obtenga más ingresos que la empresa modelo elaborada a partir de ella misma y, en función de la cual, por ley se le fijan las tarifas. Esto no tiene explicación. 

76. La CNE tiene que tener presente alguna dimensión de la demanda (potencia), tanto en alta como en baja tensión, al momento de determinar los factores de coincidencia. Esta demanda no ha sido dada a conocer por la CNE. Sin embargo, para justificar los ingresos finales (señalados en la columna “Ingresos”), dicha demanda es mayor que la estimada por los consultores de la concesionaria y la utilizada por la misma CNE al momento de calcular los valores agregados de distribución. Las demandas calculadas por la CNE en el momento de calcular sus valores agregados de distribución son las definidas en el informe de GTD Ingenieros Ltda. (página 42) y se expresan en la siguiente tabla:

	Potencia Coincidente
	Área 1
	Área 2
	Área 3
	Área 4
	Área 5
	Área 6

	kW at
	1.189,003
	330.174
	71.910
	64.398
	7.865
	10.133

	kW bt
	712.360
	162.004
	39.910
	34.261
	3.592
	6.488



GTD Ingenieros Ltda. validó las demandas que los consultores de la CNE validaron para cada empresa modelo, realizó el cálculo de valor agregado de distribución para la CNE usando esas demandas y calculó los balances de potencia para definir los factores de coincidencia (página 50). 

77. No tiene lógica que la CNE haya usado, para una misma empresa, otra potencia (demanda) para los factores de coincidencia. Independientemente de la potencia que se use para determinar los factores de coincidencia, en el caso de las empresas de referencia, los ingresos de éstas deben representar los costos y por lo tanto no pueden ser superiores al aVNR + COyM + costos fijos. 


La tabla siguiente muestra que la CNE no cumplió con lo anterior y, a pesar de lo afirmado en vuestra Comisión, ni siquiera utilizó las potencias definidas por los consultores de las empresas
. En definitiva, la determinación de la CNE hace depender los ingresos de las empresas de referencia de las potencias con que se haga el cálculo de factores de coincidencia, ya que no coinciden con los ingresos definidos por la CNE en las tarifas definitivas.

	

	
	
	TESIS CNE

	Área Típica
	aVNR + COyM + Cargo Fijo Ponderado 

	Ingreso Final

(Fuente CNE) 

	Potencia Consultores CNE 

	Potencia Consultores Empresas 



	1
	62.588.159
	71.639.254
	58.168.920
	70.234.142

	2
	27.571.190
	30.382.193
	26.279.821
	30.115.309

	3
	8.940.722
	9.841.425
	8.613.758
	9.405.137

	4
	8.091.226
	8.936.653
	8.539.289
	7.589.169

	5
	1.209.983
	1.046.200
	1.194.121
	1.237.244

	6
	1.797.640
	1.767.178
	2.114.151
	-


78. Por último, cualquiera sea la consideración hecha por la CNE respecto de la disparidad en las potencias utilizadas, lo cierto es que los factores de coincidencia no están ajustados para cumplir con la obligación de transferir a los usuarios los costos incurridos en la actividad de distribución. El artículo 105
 de la ley prohíbe traspasar a los usuarios costos mayores que el uso efectivo de los sistemas de generación-transmisión y distribución. Deben ser neutros para ingresos de la empresa de referencia.


En este caso, la transgresión es evidente y la CNE sólo podría intentar demostrar lo contrario a partir de la aplicación de demandas (potencia) no consistentes para cada uno de los ejercicios. Lo anterior no se condice con la información suministrada por la CNE a vuestra Comisión. En las áreas 1, 2, 3 y 4 se transfieren incorrectamente más costos a los usuarios que los que les corresponden. En las áreas 5 y 6 se hace lo contrario.


La CNE en su última comparecencia ante vuestra Comisión informó que para la determinación de los factores de coincidencia del área típica Nº 1, había utilizado la potencia estimada por los consultores de Chilectra S.A.
. 


No resulta aceptable que la CNE use demandas distintas según el ejercicio de que se trate. Más aún, cuando GTD Ingenieros Ltda. reconoció haber calculado los balances de potencia físicos para Chilectra S.A. y, aún así, terminó validando las potencias estimadas por los consultores de la CNE en sus estudios de valores agregados de distribución. La CNE debe ser consistente y debe cumplir con el artículo 105 de la ley y con el artículo 300 del reglamento que, además, dispone que los factores de coincidencia deben “estar debidamente fundados”. En este caso no ha sido así.

79. Las horas de uso (NHUDB) fijadas por la CNE para la empresa Chilectra S.A. fueron en definitiva 301 horas. Este valor no guarda relación con las 380 horas de uso solicitadas por Chilectra a la CNE en 1996, ni tampoco con las 420 horas que finalmente le fijó la CNE en esa oportunidad y que se habían ratificado judicialmente al rechazarse los recursos que se interpusieron en contra de ese proceso de fijación tarifaria.


La CNE ha contestado que cada proceso tarifario es independiente del otro y que la determinación de las horas de uso, junto a los demás factores de coincidencia, deben obedecer a una lógica congruente con el efecto agregado de los ingresos producto de las tarifas. Chilectra S.A. respondió, asimismo, que los efectos de economías de escala no son los únicos que determinan las horas de uso
. 


Sin embargo, lo cierto es que, haciendo abstracción de las fijaciones anteriores, la CNE no ha logrado explicar por qué cambió las horas de uso para Chilectra S.A. entre el momento que notificó las tarifas preliminares para que las empresas informaran sus ingresos y los valores finales del decreto tarifario. Entre uno y otro momento las horas de uso (Nhudb) fijadas por la CNE bajaron de 324 a 301 horas.


Resulta cuestionable que la CNE cambie las horas de uso justo después de haber informado las tarifas básicas preliminares. La ley sólo permite un ajuste en las tarifas mediante el chequeo de rentabilidad y sólo si las tarifas dan lugar a una rentabilidad fuera de la banda del 6 por ciento y 14 por ciento. En esta oportunidad la CNE informó que no eran necesarios los ajustes porque la rentabilidad de la industria era del 13,9 por ciento, pero cambió los valores de horas de uso para Chilectra, fuera de las disposiciones legales.

80. Por lo demás, valen todas las consideraciones anteriores sobre el artículo 105 de la ley y el efecto de los factores de coincidencia sobre los usuarios y los mayores ingresos por sobre los costos de utilización del sistema de generación-transporte y distribución. Deben ser neutros y aquí no lo son.

81. Pero, además, las 301 horas de uso para Chilectra no guardan ninguna lógica con la densidad poblacional de la Región Metropolitana. Sus horas de uso debieran ser, al menos, las mayores del sistema. Esto debido a que, a mayor cantidad de consumidores de tarifa simple de energía, mejor uso compartido de las redes por este tipo de clientes y mayores horas de uso.


Algunas empresas polemizaron este argumento y alegaron el efecto inverso, esto es, que a mayor demanda, las horas de uso disminuirían
.


Aun cuando uno aceptara este argumento, no hay ninguna razón para que las horas de uso en temporada de invierno (Nhunb) sean superiores (420) que las del resto del año (301). Con esta lógica, la CNE debió haber invertido su propia asignación de horas.

82. La CNE se ha defendido afirmando que las tarifas de la Región Metropolitana siguen siendo las más bajas del sistema. Pero eso es por el valor agregado de distribución y no por las horas de uso. Si se aísla el efecto horas de uso, manteniendo constante el valor agregado de distribución, se descubrirá que Santiago pasa a tener una de las redes menos compartidas del sistema y Osorno la más compartida del país (470). Es evidente que esto no corresponde a la realidad. 

83. Más allá de cualquier consideración técnica, la determinación de horas de uso aparece como arbitraria, toda vez que fue modificada para Chilectra entre la entrega de las tarifas preliminares y el decreto definitivo. 


En los hechos, los valores finales adoptados afectan directamente a los usuarios residenciales finales y, entre ellos, a los clientes más pobres que reciben electricidad en la Región Metropolitana. 

Chequeo de rentabilidad de la industria

84. Todo el cálculo de valores agregados de distribución se basa en empresas modelo. Sin embargo, como se ha explicado, luego se aplican los valores agregados a las empresas reales por medio de la definición de las tarifas básicas preliminares. Entonces, las empresas distribuidoras determinan los ingresos que dan origen a esas tarifas y se los envían a la CNE, para que ésta, con los valores nuevos de reemplazo y los costos de explotación de las empresas, determine la tasa de rentabilidad agregada de la industria de distribución. Si esta tasa cae en el rango del 6 y del 14 por ciento los valores agregados son aceptados. Si cae fuera, los valores agregados se multiplican por un factor para llevarlos al límite más próximo.


Se puede concluir que el legislador buscó cuidar que la modelación efectuada en la empresa modelo para calcular los valores agregados y la ponderación de los estudios no afectara en demasía ni a las empresas concesionarias ni a los consumidores. Es así como, luego de un proceso de modelación, existe un proceso de “verificación con la realidad” de que los valores agregados no estén ni muy altos ni muy bajos. Es en esta etapa cuando se toman en cuenta los costos de inversión y explotación de las empresas reales.

85. Conforme a lo indicado en el “Informe Técnico: Fijación de fórmulas tarifarias para empresas concesionarias de servicio público de distribución”, la verificación de rentabilidad del artículo 108 de la ley arrojó los siguientes resultados :



	
	(M$ de dic. de 1999)

	VNR Agregado de la Industria
	$ 906.955.589

	Costo de Explotación Agregado de la Industria
	$ 446.961.516

	Ingreso Agregado de la Industria
	$ 575.960.961

	Tasa Interna de Retorno sobre la Inversión de la Industria (%)
	13,9%


86. La Superintendencia de Electricidad y Combustibles comunicó a la CNE, mediante los oficios números 7071, de 8 de noviembre de 2000, y 7135, de 10 de noviembre de 2000, los valores nuevos de reemplazo y los costos de explotación, respectivamente. 


El organismo fiscalizador fijó los valores anteriores en conformidad a sus atribuciones, sin perjuicio de que sintió el deber de efectuar una auditoría a uno de los estudios contratados para fijar los costos de explotación de las empresas concesionarias del servicio de distribución originalmente encomendado a la empresa Deuman Ingenieros para el proceso de fijación de tarifas del 2000. La auditoría fue practicada por Eleconsult S.A., en noviembre del 2000, no obstante que esta empresa consultora había participado en el estudio de valores agregados de distribución de tres áreas típicas como consultora de la CNE y aún cuando la misma consultora fue inhabilitada de calcular el valor agregado de distribución del área típica Nº 1 por mantener asesorías con Chilectra S.A
.


El artículo 108 de la ley entrega la responsabilidad a la Superintendencia de comunicar a la CNE los valores nuevos de reemplazo de las instalaciones de distribución y los costos de explotación correspondientes a la actividad de distribución. Dicho organismo puede contratar estudios a terceros para este fin, pero, durante la discusión en vuestra Comisión, se aclaró que la responsabilidad última en la fijación de dichos valores corresponde a dicho órgano de control
. 

87. En cambio, son las empresas las que deben determinar e informar los ingresos que percibirían a partir de las tarifas preliminares entregadas por la CNE. Las tarifas preliminares fueron entregadas a las empresas por la CNE en el documento “Ponderación de valores agregados de distribución y tarifas básicas preliminares”.


A partir de ellas, las empresas debían comunicar los ingresos que habrían percibido a partir de las tarifas preliminares entregadas por la CNE, si ellas hubieran sido aplicadas a la totalidad de los suministros efectuados mediante sus instalaciones de distribución, en el año inmediatamente anterior.


El inciso segundo del artículo 116 de la ley dispone que “son entradas de explotación, las sumas que percibirían las empresas distribuidoras por todos los suministros efectuados mediante sus instalaciones de distribución, si se aplicaran a dichos suministros las tarifas involucradas en el estudio y los ingresos efectivos obtenidos por los servicios de ejecución y retiro de empalmes, reposición de fusibles de empalmes, desconexión y reconexión de servicios, y colocación, retiro, arriendo y conservación de equipos de medida”.


De modo que, según lo anterior, la CNE no tiene facultades para polemizar los ingresos informados por las empresas y sólo corresponde depurar a esos ingresos aquéllos no mencionados en el inciso segundo del artículo 116. Es decir, correspondería depurar aquellos ingresos no regulados que no sean de aquellos cuatro ingresos indicados en la citada disposición, así como aquellos suministros por aquellas instalaciones que no se consideran de distribución. Entre estas últimas están todas las ventas en tensiones mayores a 23 kV tanto a clientes libres como a otras distribuidoras. 

88. Respecto de las ventas a otras distribuidoras, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles informó a vuestra Comisión, mediante el oficio Nº 4528, de 13 de julio de 2001, que para los efectos del cálculo de costos de explotación de 1999 para cada una de las concesionarias de distribución, “si bien no se identificó separadamente una partida que correspondiera a compras realizadas por la concesionaria destinada a ventas a otras empresas distribuidoras en niveles de tensión menores a 23 kV, sí se identificó una partida de costos por compras de energía y potencia destinada a clientes libres y otras distribuidoras de tensión mayor a 23 kV.- En efecto, tanto en los términos de referencia del contrato del estudio de Reich Ingeniería Ltda., así como en su informe, los costos de energía y potencia comprada para la actividad de distribución no consideran las compras destinadas a clientes libres y a otras distribuidoras de tensión mayor a 23 kV. De la misma forma, los costos de explotación de 1999 fijados por esta Superintendencia, no consideran dichas compras”. 


La distinción es importante, toda vez que se trata de compras de energía que tienen por objeto venderse a otras distribuidoras. De modo que si dichas compras están en los costos de explotación que calcula la Superintendencia, lo lógico es que también estén contemplados en los ingresos por concepto de venta al momento de hacer el chequeo de rentabilidad. Si no están incluidos en los costos de explotación, no deberían ser considerados en los ingresos al momento de hacer el chequeo de rentabilidad.


A la luz del oficio de la Superintendencia, mencionado anteriormente, dicha repartición no identificó separadamente las compras para otras distribuidoras en niveles menores de 23 kV, por lo que fueron incluidas en los costos de explotación y no debieran ser depuradas de los ingresos informados por las empresas. Las compras para otras distribuidoras efectuadas en las estaciones de subtransmisión también están en esta categoría, por lo que tampoco debieran ser depuradas de los ingresos informados por las empresas.
89. Del examen de las cartas informadas por las empresas y entregadas por la CNE a vuestra Comisión, en que se señalan los ingresos a partir de las tarifas preliminares y efectuadas las depuraciones correspondientes en conformidad a la consideración anterior, se puede concluir lo siguiente:

-
La suma de los ingresos informados por las empresas no cuadra con el ingreso agregado de la industria informado por la CNE al momento de hacer el chequeo de rentabilidad. Mientras la CNE informa un ingreso agregado de M$ 575.960.961, las cartas informadas por las empresas y entregadas por la CNE dan lugar a uno de M$ 592.252.390.


En miles de pesos ($ )
	
	Empresa
	Fecha carta acompañada a vuestra Comisión
	Ingresos depurados informados por empresas
	Ingresos depurados informados por CNE
	Diferencias
	Fechas última 

carta CNE

	
	
	
	IT
	IT(CNE)
	
	

	1
	EMELARI
	15 oct.
	8.604.903
	8.604.900
	-3
	

	2
	ELIQSA
	13 nov*
	11.527.488
	11.527.487
	-1
	

	3
	ELECDA
	15 oct.
	17.776.026
	17.776.025
	-1
	

	4
	EMELAT
	15 oct.
	11.072.317
	11.072.317
	0
	

	5
	EMEC
	23 oct.
	23.026.398
	23.017.722
	-8.676
	24 oct.**

	6
	CHILQUINTA
	15 oct.
	51.192.686
	51.208.243
	15.557
	11 nov.**

	7
	CONAFE
	25 oct.
	18.953.378
	19.270.310
	316.932
	10 nov.

	8
	EMELCA
	13 oct.
	446.669
	446.678
	9
	10 nov.**

	9
	LITORAL
	19 oct.*
	2.665.291
	2.665.292
	1
	

	10
	CHILECTRA
	14 oct.
	230.457.726
	213.244.398
	-17.213.328
	13 nov.**

	11
	RÍO MAIPO
	15 oct.
	33.488.500
	33.488.499
	-1
	

	12
	COLINA
	13 oct.
	1.297.477
	1.296.315
	-1.162
	20 oct.**

	13
	TIL-TIL 
	Sin carta
	328.357
	328.357
	0
	26 oct.**

	14
	PUENTE ALTO
	20 oct.
	4.004.106
	4.004.106
	0
	

	15
	LUZ ANDES
	13 oct.
	250.764
	248.776
	-1.988
	5 dic.**

	16
	PIRQUE
	14 oct.
	737.337
	737.291
	-46
	19 oct.**

	17
	EMELECTRIC
	15 oct.
	19.695.988
	19.695.988
	0
	

	18
	CGE
	23 oct.
	80.430.242
	80.438.876
	8.634
	13 nov.***

	19
	EMELPAR
	Sin datos
	
	
	
	

	21
	COOPELAN
	11 oct.
	1.193.261
	1.269.780
	76.519
	19 oct.**

	22
	FRONTEL 
	Sin fecha****
	16.470.413
	16.470.412
	-1
	

	23
	SAESA
	15 oct.
	30.291.703
	30.291.703
	0
	

	24
	EDELAYSEN
	Sin fecha****
	3.480.091
	3.480.092
	1
	

	25
	EDELMAG
	12 oct.*****
	8.556.193
	8.556.193
	0
	

	26
	CODINER
	15 oct.
	1.256.706
	1.256.707
	1
	

	27
	ELECOOP
	Carta sin cifras
	1.090.500
	1.090.500
	0
	20 oct.**

	28
	E CASABLANCA
	19 oct.
	950.952
	955.191
	4.239
	10 nov.

	29
	COOP CURICÓ
	Carta sin cifras
	1.099.090
	1,099.090
	0
	20 oct.**

	30
	EMETAL
	13 nov.*
	1.627.845
	1.627.845
	0
	

	31
	LUZ LINARES
	25 oct.* y **
	1.731.987
	2.208.328
	476.341
	

	32
	LUZ PARRAL
	25 oct.*
	1.185.180
	1.185.181
	1
	

	33
	COPELEC 
	Sin carta**
	3.144.042
	3.144.042
	0
	

	34
	COELCHA
	12 oct.*
	674.755
	674.755
	0
	

	35
	SOCOEPA
	15 oct.* y **
	717,507
	719,270
	1,763
	

	36
	COOPREL
	14 oct.
	779.206
	812.988
	33.782
	27 oct.* y **

	39
	CREO 
	Sin fecha****
	2.047.306
	2.047.306
	0
	

	
	
	
	M$ 592.252.390
	M$ 575.960.963
	-16.291.427
	



-
Cabe decir que no se disponía de antecedentes de la empresa Emelpar.

-
Con estos ingresos, la industria refleja una tasa de rentabilidad económica del 15,8 por ciento y no del 13,9 por ciento informado por la CNE. 
90. Con posterioridad a la entrega de las cartas a vuestra Comisión, la CNE rectificó un conjunto de datos haciendo referencia a otras versiones de cartas que no obraban en poder de aquélla. 


En particular, la CNE se defendió precisando que las inconsistencias radicaban en los siguientes datos:

-
“Chilectra: los ingresos presentados por la empresa, asociados a ventas a otras distribuidoras de tensión menor o igual a 23.000 volts, incluyen ventas a la empresa Río Maipo por M$ 18.748.795, que no constituyen ingresos efectuados desde instalaciones de distribución y, por lo tanto, debieron descontarse.

-
Luz Linares: la empresa omitió los ingresos por ventas a un cliente libre (Copihue) de tensión menor o igual a 23.000 volts, por lo que se solicitaron posteriormente, anexándose la respuesta.

-
Copelec: el valor presentado por la empresa en la hoja de resumen denominada Global, es inconsistente con el valor detallado (por opción tarifaria, comuna y mes) que se presenta en la hoja Ingresos, tanto para los suministros con precio regulado en baja tensión (BT) como en alta tensión (AT) de distribución.

-
Socoepa: el valor presentado por la empresa en la hoja de resumen denominada Global, es inconsistente con el valor detallado (por opción tarifaria, comuna y mes) que se presenta en la hoja Ingresos, para los suministros con precio regulado en baja tensión (BT) de distribución.

-
Cooprel: la empresa debió corregir el valor presentado originalmente para ingresos por recargos de factor de potencia, considerando que inicialmente presentó el valor realmente facturado durante 1999 y no el valor proporcional a las tarifas preliminares”.
91. Sin embargo, cabe decir que el conjunto de nuevas cartas suministradas tienen fechas que hacen cuestionar su validez. Nueve de ellas habrían sido enviadas en noviembre o diciembre por las empresas. Tres de esas cartas son de fecha10 de noviembre, una es del sábado 11 de noviembre, mientras que cuatro son del 13 de noviembre, el mismo día de la promulgación del decreto tarifario (nada menos que las de Chilectra, CGE, Eliqsa y Emetal que representan el 53,3 por ciento de los ingresos totales de la industria). La de CGE fue procesada el día 14 de noviembre con el decreto ya firmado. Una, incluso, tiene fecha de 5 de diciembre. ¿Cómo pudo haber sido considerada para el ingreso agregado informado por la CNE, si fue entregada a la CNE casi un mes después de la firma del decreto? 


Es más, diez de esas cartas -proporcionadas el 19 de julio de 2001 por la CNE a vuestra Comisión y que no coinciden con los antecedentes de que dispone esta última-, descansan sobre cifras que aparecen en documentos fechados el 17 de julio de 2001, cuando esta investigación parlamentaria ya se encontraba en pleno desarrollo y ya se había advertido sobre las inconsistencias en el chequeo de rentabilidad.


Según establece el artículo 111
 de la ley, la CNE debe informar al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción antes de dos meses del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias, las nuevas fórmulas acompañadas con un informe técnico. Lo anterior significa que la CNE tenía plazo hasta el 18 de octubre de 2000 para informar al Ministerio. 


Sin embargo, las empresas concesionarias de distribución proporcionaron antecedentes para el informe de la CNE, en particular los ingresos que obtendrían con las tarifas básicas preliminares, desde el 15 de octubre y hasta el 13 de noviembre de 2000, e incluso hasta diciembre del mismo año.


Desde luego, los plazos de la mencionada disposición no se cumplieron y las cartas que se entregaron a vuestra Comisión no cuadran con las que sirvieron de base para el chequeo de rentabilidad, lo que abre una interrogante sobre la consistencia de las mismas.

92. Asimismo, están las ventas efectuadas por Chilectra S.A. a Río Maipo por un monto equivalente a M$ 18.748.795 y que según la CNE no deben ser consideradas porque “no constituyen ingresos efectuados desde instalaciones de distribución”. A la luz del oficio de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles mencionado anteriormente, dicha depuración no es aceptable, toda vez que no se desagregaron dichas compras y la CNE no ha aportado antecedentes que demuestren que ellas no fueron consideradas en los costos de explotación. 
93. Por último, está la manera como se efectuó el cálculo de los flujos para el chequeo de rentabilidad. El 13,9 por ciento informado por la CNE es un valor que se obtiene calculando flujos que se percibirían de una sola vez y al final de cada período, lo cual no es efectivo en la realidad. Los ingresos se perciben mes a mes y cualquier cálculo normal consideraría dichos flujos en forma mensual o, a lo menos, a mitad del período de modo contrarrestar las distorsiones que se puedan producir por efecto de calcular los flujos de un modo irreal. De este modo, la rentabilidad económica de la industria no es del 13,9 por ciento sino mayor. 


La CNE se ha defendido afirmando que la modalidad del cálculo de los flujos es convencional y sólo se ha limitado a aplicar la metodología usada en otros procesos tarifarios. 
94. Más allá de lo anterior, cabe decir que nunca se ha llegado a niveles de rentabilidad para toda la industria que estén en el límite de la banda permitida por la ley. Los márgenes anteriores eran suficientes como para soportar las distorsiones que provoca el cálculo al final del período, esto es, cualquiera hubiere sido la fórmula de cálculo, la tasa de rentabilidad siempre habría estado dentro de banda. En este caso no es así.


Cuesta comprender las afirmaciones de la CNE respecto de los “errores” en los estudios de sus consultores que justificarían sus ajustes, cuando por efecto de las correcciones se lleva a la industria al límite de la rentabilidad legal permitida. Además, hay que agregar los incrementos en los valores de subtransmisión para evaluar cabalmente la manera como se han incrementado los ingresos de las distribuidoras.


Si se toma en cuenta que, aparte del cálculo de flujos, fue necesaria una corrección a los costos de explotación, sucesivas cartas de las empresas para recalcular sus ingresos, y todo ello con un decreto tarifario fuera de los plazos legales, se llega a la conclusión de que la tasa de rentabilidad del 13,9 por ciento merece una mayor justificación.


De no aportar antecedentes nuevos que demuestren que las compras de Chilectra S.A. para vender Río Maipo no estaban contempladas en los costos de explotación, las tarifas están definitivamente fuera de la banda y deben ser corregidas en conformidad a lo dispuesto por el artículo 108 de la ley. 

El decreto tarifario y la Contraloría General de la República

95. Está establecido que el decreto de fijación de fórmulas tarifarias de distribución, contenido en el decreto supremo Nº 632, de 13 de noviembre de 2000, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, se publicó más allá del cuadrienio que contempla el artículo 110 de la ley para el período de validez de las fórmulas anteriores. 


Como se ha señalado anteriormente, corresponde verificar el motivo de la demora y de si la Superintendencia de Electricidad y Combustibles veló por que se hubieran realizado las reliquidaciones correspondientes. 


En el caso que nos ocupa, se ha dado como razón que se contrató a un consultor para revisar los costos de explotación que debía establecer la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. Esta razón, aunque esté dentro de las atribuciones de ese organismo, no justifica la dilatación del proceso, pues estos costos pueden ser determinados con la debida antelación.


En todo caso, según lo informado por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, se impartieron instrucciones a las concesionarias respecto de los plazos, la forma y las condiciones en que éstas debían realizar las reliquidaciones con motivo del cambio del decreto tarifario y se realizaron inspecciones selectivas de boletas y facturas de clientes que confirmaron el cumplimiento de las reliquidaciones exigidas por la ley
. 

96. Sin embargo, el decreto tarifario tuvo la anomalía de que quien lo suscribió y quien actuó de ministro de fe, fue la misma persona.


El decreto supremo Nº 632, de 13 de noviembre de 2000, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción (publicado en el Diario Oficial Nº 36.813 de 15 de noviembre de 2000), que fijó las tarifas de distribución, tuvo la particularidad de que fue firmado por el subsecretario en calidad de ministro subrogante. El artículo 92 de la ley indica que las tarifas serán calculadas por la CNE, “de acuerdo a los procedimientos que se indican más adelante, y fijados mediante decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula ‘por orden del Presidente de la República’”. En conformidad con esta disposición es el ministro, titular o subrogante, el que debe actuar personalmente. Así se hizo en este caso.


Sin embargo, el mismo subsecretario es el que aparece transcribiendo el decreto para su publicación. La anomalía se presenta toda vez que el subsecretario aparece siendo su propio ministro de fe y firma dos veces.

97. Si ello no fuera suficiente, para la toma de razón del decreto que fijó las tarifas de distribución, la Contraloría sólo tuvo a la vista los siguientes documentos:

I.
Oficio CNE Nº 1075-00, de 13 de noviembre de 2000, de la Secretaria Ejecutiva de la CNE al ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción (s), señor Álvaro Díaz, que remite “Informe Técnico de Tarifas de Distribución”.

1.
“Informe Técnico: fijación de fórmulas tarifarias para empresas concesionarias de servicio público de distribución” (noviembre de 2000).

2.
El documento de la CNE “Definición de Áreas Típicas: Bases para el cálculo de las componentes del valor agregado de distribución (VAD)” (mayo de 2000) y sus anexos.

3.
El Informe de GTD Ingenieros Ltda. para la CNE “Definición de áreas típicas para la Comisión Nacional de Energía (CNE)” (mayo 2000) y sus anexos.

4.
Informe de GTD Ingenieros Ltda. para la CNE “Estudio de fórmulas tarifarias aplicables a suministros de energía eléctricos sujetos a fijación de precios máximos al nivel de distribución. Cuadrienio 2000-2004. Proceso de fijación año 2000”.

5.
“Factores de sectorización FTSCD y FTCF”.

6.
“Ejercicio de consistencia de rentabilidad de la industria” .

7.
“Condiciones de aplicación de las fórmulas tarifarias”.

II.
Oficio CNE Nº 1158-00, de 1 de diciembre de 2000, de la Secretaria Ejecutiva de la CNE al ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, por medio del cual informa rectificaciones al decreto supremo Nº 632 de 13 de noviembre de 2000.

III. Decreto supremo Nº 632, de 13 de noviembre de 2000, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que “Fija fórmulas tarifarias para las empresas eléctricas concesionarias de servicio público de distribución que señala”.

IV. Decreto supremo Nº 723, de 14 de diciembre de 2000, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que “modifica, para rectificarlo, el decreto de economía nº 632, de 13 de noviembre de 2000”.

98. En conformidad al inciso séptimo del artículo 10 de la ley Nº 10.336, orgánica constitucional de la Contraloría General de la República, los decretos de fijación de tarifas reguladas “podrán ejecutarse aun antes de su toma de razón, debiendo ser enviados a la Contraloría dentro de los treinta días de dispuesta la medida”. 


La toma de razón tanto del decreto supremo Nº 632, de 13 de noviembre de 2000, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción (publicado en el Diario Oficial       Nº 36.813 de 15 de noviembre de 2000), que fijó las tarifas de distribución, como del decreto supremo Nº 723, de 14 de diciembre de 2000, del mismo Ministerio, que lo “modifica, para rectificarlo”, fueron tomados de razón con fecha 25 de enero de 2001.

99. La Contraloría General de la República no dispuso de más información que la indicada en el considerando Nº 97. No se le enviaron los estudios de los consultores propios ni los de las empresas. Tampoco se le advirtió del detalle ni de la magnitud de los ajustes efectuados por la CNE.


La CNE ha afirmado que en ningún proceso anterior se le ha entregado todo ese material. Sin embargo, nunca antes se había efectuado el tipo y magnitud de cambios que se hicieron en esta oportunidad. Por lo demás, la misma Secretaria Ejecutiva de la CNE ha afirmado que se retuvieron honorarios a los consultores de la CNE hasta diciembre justamente para tenerlos disponibles para despejar las dudas que la Contraloría pudiera tener al momento de hacer la revisión del proceso tarifario
. La Contraloría, a su vez, ha afirmado que no tuvo la información suficiente para detectar y evaluar la magnitud de las decisiones discutidas por vuestra Comisión y que normalmente actúa a partir de una presunción de buena fe de los actos de la administración
.


En este contexto queda evidente la responsabilidad de la CNE de no haber advertido adecuadamente a la Contraloría General de la República del conjunto de sus determinaciones para permitirle a este organismo contralor ejercer debidamente sus funciones y poder evaluar la legalidad del proceder de la CNE.


Es más, el informe medular que explicó la naturaleza de los ajustes efectuados a los valores agregados de distribución proviene de un consultor (GTD Ingenieros Ltda.), cuyas funciones nunca fueron objeto de toma de razón por parte de la Contraloría. Este organismo contralor no tenía cómo conocer y evaluar, a lo menos lo siguiente:


-la procedencia de la asesoría de GTD Ingenieros Ltda. y la lógica que guió sus ajustes; 


-quiénes y cómo fueron contratados los consultores de valores agregados de distribución de la CNE y el mérito de sus conclusiones; 


-la determinación de la CNE respecto a los derechos municipales; 


-la naturaleza de las modificaciones al área típica Nº 1 (Chilectra), 


-las inconsistencias entre el estudio de GTD Ingenieros Ltda. con los de los consultores de la CNE para el área típica Nº 6; 


-el balance de los factores de coincidencia con los ingresos de las empresas que se emplearon como referencia y la demanda estimada por la CNE para efectuar sus diversos cálculos; 


-y, en general, la legalidad del proceder de la CNE.

100. Es discutible cuáles son los efectos de que una persona firme dos veces un decreto (como autoridad que lo promulga y como ministro de fe), sobre todo por el hecho de que la transcripción fue posterior al decreto que, en su versión original, llegó a la Contraloría General de la República. Sin embargo, el problema radica en quién asume finalmente la responsabilidad de los cambios introducidos en el proceso tarifario. El Presidente de la República no concurre por expresa disposición legal. El ministro titular no estaba presente. El subsecretario firma dos veces y la Contraloría sólo dispuso de una información limitada respecto del alcance y profundidad de los cambios introducidos por la CNE. 


En definitiva, el proceso tarifario tiene la vulnerabilidad de que se pueden terminar haciendo cambios sustantivos sin que exista la posibilidad de velar por el correcto cumplimiento de la ley o la posibilidad de que se adviertan los problemas a tiempo de poder corregirlos.


¿Quién asume la responsabilidad de que se cumpla con la ley y de que los valores empleados sean correctos? La responsabilidad descansa en la CNE quien debió haber advertido al organismo contralor el detalle de los cambios, sobre todo si pretendía ajustes que nunca se habían hecho en otros procesos tarifarios similares. Si la CNE consideraba que tenía atribuciones para proceder del modo que lo hizo, resulta elemental que exista un ente contralor independiente que permita evaluar si dicha autoridad procedió correcta o incorrectamente. La Contraloría General de la República no dispuso de la información necesaria para cumplir con su obligación legal.

Recargos de subtransmisión (Synex y otros estudios)
101. La CNE no ha explicado claramente qué metodología empleó para determinar los recargos de subtransmisión de las empresas distribuidoras. Por un lado se ha dicho que se utilizó la misma metodología de 1992, la cual consideraba determinar los recargos mediante la simulación de líneas radiales desde las subestaciones de transporte de alta tensión a las subestaciones de distribución. Se habría, además, agregado un “factor de enmallamiento” para dar cuenta de los respaldos de las líneas que unen líneas radiales. Lo anterior significaría utilizar fundamentalmente la metodología desarrollada por la consultora Synex para la CNE en 1997. Sin embargo, los valores fijados no concuerdan con los resultados obtenidos en esta consultoría. Según Synex, los recargos en redes urbanas bajaban y no subían.


Posteriormente, el gerente general de GTD Ingenieros Ltda. informó a vuestra Comisión que esta consultora desarrolló unas bases para la CNE, para que las empresas entregaran sus valores. Según dicha persona “la metodología que aparece en las bases de subtransmisión (de la CNE) es una metodología de costos de desarrollo a largo plazo, no es de costo incremental”
. GTD habría propuesto una metodología de costo incremental en un estudio para Chilectra en 1997 (documento Informe Ejecutivo: Cálculo de costos y tarificación del sistema de subtransmisión de Chilectra S.A.”, julio de 1998, en adelante también Informe Ejecutivo GTD-Chilectra S.A.).


Pero lo cierto es que, a pesar de todo lo anterior, los distintos estudios que la CNE ha tenido a la vista para fundar sus valores de subtransmisión llevan a conclusiones contradictorias, subsistiendo la inquietud respecto de cuál fue la metodología que llevó a que los valores de los recargos de subtransmisión subieran, casi en forma pareja, en el 50 por ciento para todas las empresas del país. La justificación de los montos y la forma de revalorizar aún permanece incierta. La CNE ha invocado un compromiso desde 1996 de recalcular los valores de 1992. Pero las autoridades de la época nunca han concedido que había un compromiso para revalorizar los recargos de subtransmisión hacia el alza. Es más, sus estudios indicaban que el crecimiento de los sistemas justifican una baja en los mismos, a lo menos en las zonas urbanas.

102. No se sabe si la metodología empleada para los valores de subtransmisión responde a un modelamiento eficiente. No queda claro si la CNE se limitó a valorizar las instalaciones existentes a partir de ciertos supuestos definidos por la autoridad o efectivamente cumplió el mandato legal de definir un modelo, asignarle un estándar racional de calidad de suministro y a partir de ahí definir un valor para la subtransmisión de cada sistema.


Al parecer, la CNE envió las bases a las empresas para que valorizaran sus instalaciones existentes.

103. Las empresas, efectivamente, valorizaron sus instalaciones. Pero no basta eso para que la autoridad lo exprese en valores de subtransmisión, sobre todo cuando en el tiempo transcurrido entre los años 1992 y el 2000 había ocurrido un crecimiento de los sistemas y de la demanda, por lo que los costos unitarios disminuyeron. El estudio Synex sobre subtransmisión es claro en reconocer esta caída en los valores de subtransmisión de los sistemas urbanos, mientras aumentó los valores de los sistemas rurales. Sin embargo, la CNE aumenta los precios de subtransmisión en todo el país.


¿Cuán adaptado es el sistema? No lo sabemos y queda la duda de cuáles han sido los parámetros empleados de modo de ilustrar cada fijación semestral de precio de nudo hacia el futuro. Asimismo, subsiste la duda respecto de qué objetivos perseguía la CNE por la vía de definir una “metodología” y dejar su proceso de cálculo fundamentalmente en manos de las empresas, sin un adecuado sistema de control.


Informe de GTD (subtransmisión)
104. Según GTD Ingenieros Ltda, el estudio que dicha consultora hace para Chilectra en materia de subtransmisión es distinto al estudio hecho para la CNE.


Estudio GTD-Chilectra: “En 1997, hicimos un estudio para Chilectra, que presentamos a la CNE, en 1998. Este estudio simulaba costos y tarifas de subtransmisión. Se propuso una metodología, cálculo y valor agregado de subtransmisión. 


La tesis que sostenía Chilectra, como el sistema de subtransmisión no está específicamente ligado ni a la transmisión ni la distribución, sino como en tierra de nadie, era que debía valorizarse igual que los valores agregados de distribución. Ellos tenían la idea de que podría hacerse una tarificación similar al sector sanitario.....


....nunca habíamos desarrollado una metodología a costo incremental de desarrollo en electricidad. Se desarrolló esa metodología innovadora y, desde el punto de vista técnico, GTD tuvo que crear dos desarrollos: uno, la creación de los factores de penalización de pérdida media para que fueran aplicables a esto y, segundo, los factores de participación analítica en los costos. Elementos que se desarrollaron para que fuera aplicable esta metodología. Para llevar estos números se tomaron los VNR y costos de explotación que informó Chilectra....”
.


A la inversa, el estudio que GTD Ingenieros Ltda. hace para la CNE tendría otra lógica, aun cuando también buscaba tarificar el segmento de subtransmisión:


Estudio GTD-CNE: “Las bases del estudio de tarifas de subtransmisión de la CNE, no tienen nada que ver con el trabajo de Chilectra. A la Comisión se le hizo un marco conceptual que está escrito en las bases con un procedimiento y cómo entregar la información.


...Por ejemplo, la metodología que aparece en las bases de subtransmisión es una metodología de costos de desarrollo a largo plazo, no es de costo incremental. Me hubiese gustado hacer una metodología de costo incremental para la subtransmisión, pero, en realidad, conceptualmente, económicamente me demostraron en la CNE que no era adecuada. Ellos pidieron, como especificación de eso, desarrollar una metodología basada en costos de desarrollo de largo plazo....”. (se entiende costo medio de largo plazo)
. 

105. Con la lógica anterior, GTD Ingenieros Ltda. sólo habría efectuado para Chilectra una propuesta metodológica basada en costos incrementales de desarrollo, que no fueron recogidos por la CNE en su decisión definitiva.


Sin embargo, una lectura del Informe Ejecutivo GTD-Chilectra S.A. lleva a una conclusión contraria: GTD Ingenieros Ltda. no sólo desarrolló una propuesta para Chilectra sobre la base de costos incrementales de desarrollo, sino que también sobre la base de costos medios: “en este informe se han utilizado ambas metodologías para calcular los costos de subtransmisión de Chilectra, tal como se muestra en el Capítulo IV”. (páginas 15-16 del Informe Ejecutivo GTD-Chilectra S.A.).


En ambos casos se estructuran tarifas de subtransmisión como se comprueba en el Capítulo V.1 (“Estructura de Tarifas Medias”) y V.2 (“Estructura de Tarifas Eficientes a Nivel de Sectores”). Es más, en el Numeral V.3 (“Tarifas Propuestas”) hasta se incluye el concepto de “costo medio del sistema de subtransmisión” y se calcula su valor en 1455.0413 $ /kW/mes (página 47).


Al final, se llega a “dos estructuras tarifarias alternativas que permiten recaudar los mismos costos totales de subtransmisión. La primera de ellas corresponde a una formulación de tarifas medias sobre la base de costos medios optimizados del sistema de subtransmisión, cuyo procedimiento es similar al utilizado por la CNE. La segunda estructura de tarifas es tipo marginalista y está basada en costos incrementales de desarrollo del sistema de subtransmisión, ajustados al costo medio ex post a través de un factor de ajuste a la recaudación” (Informe Ejecutivo GTD-Chilectra, página 40).

106. En síntesis, es falso que GTD Ingenieros Ltda. se haya limitado a una metodología que no fue aceptada por la CNE en sus cálculos finales de subtransmisión. Por el contrario, el Informe GTD-Chilectra S.A. incluyó una metodología basada en “costos medios optimizados del sistema de subtransmisión”, haciendo la salvedad de la necesidad de recuperar las características propias del sistema de Chilectra (su condición enmallada o de “anillo”). Cabe decir que esto es justamente lo que la CNE hizo y que en definitiva se tradujo en los aumentos en los recargos de subtransmisión. 


Es más, la CNE se ha defendido afirmando que los cambios en los recargos de subtransmisión se han efectuado a partir de la misma metodología existente desde 1992 y sólo reconociendo el desarrollo de los sistemas a la fecha. Pues bien, esto es justamente lo que propone el Informe Ejecutivo GTD-Chilectra cuando se refiere a la metodología de “costos medios optimizados del sistema de subtransmisión”.


Otra demostración de lo anterior, lo constituye que el Informe Ejecutivo GTD-Chilectra S.A. desarrolla un modelo de costo total basado en el concepto de “densidad de corriente óptima incluyendo intervalos de reposición de los conductores” (página 35-36). Este modelo de cálculo es coincidente con el que se entregó a las empresas concesionarias en el marco definido por la CNE para que hicieran sus recargos de subtransmisión. Este modelo no estaba contemplado en la metodología vigente en 1992 y, si bien Synex algo menciona respecto del concepto de densidad de corriente, nunca desarrolló el concepto de “intervalo de reposición de los conductores” como sí lo hace el Informe Ejecutivo GTD-Chilectra S.A. y que fue recogido por la CNE en este proceso tarifario.

Enmallamiento
107. Refuerza lo anterior, el que la CNE haya asignado sólo para Chilectra un factor de enmallamiento que da cuenta de los respaldos a las líneas radiales de los sistemas de subtransmisión y justifique dicho factor a partir de estándares de calidad de servicio que la autoridad le fija al sistema de Chilectra para diferenciarlo del resto.


En palabras de la CNE, los sistemas enmallados son aquellos que “cuentan con elementos redundantes o adicionales que permiten la doble alimentación de las subestaciones que suministran la energía al sistema de distribución” y que gracias a ello “presentan una cantidad ostensiblemente menor de interrupciones de suministro así como una mejor regulación de tensión. Como contrapartida, dichos sistemas presentan necesariamente mayores costos de inversión y de operación”.

108. La CNE se ha justificado en que la metodología que introdujo el concepto de sistema enmallado proviene de estudios previos a la actual administración. Sin embargo, los estudios previos en poder de la CNE reconocían este carácter “enmallado” no sólo a Chilectra, sino a Chilquinta y a CGE. Sin embargo, sólo Chilectra termina con dicho valor. Chilectra presentó un estudio, hecho por GTD Ingenieros Ltda., para justificar su propio “anillo”.


Así, el Informe GTD-Chilectra S.A. justificó la existencia de este “anillo” en que el sistema cuente “con más de una posibilidad de alimentación a cada subestación, ya sea, a través de la duplicación de instalaciones o el enmallamiento del sistema”. Dicho sistema “se comporta como un sistema solidario” y “a diferencia de sistemas de transmisión radiales como el sistema troncal, la configuración en anillo ofrece la flexibilidad de sustituir las rutas de suministro en situaciones de falla, lo que aporta una alta seguridad de suministro para todos los consumos, lo que no sería posible lograr con sistemas radiales en el abastecimiento a áreas de alta densidad de carga. (Un sistema radial tiene sentido técnico económico cuando los flujos son preeminentemente unidireccionales, cuando los niveles de tensión son muy altos y los tramos muy largos, y las probabilidades de falla de cada elemento individual muy bajas)” (página 12, Informe Ejecutivo GTD-Chilectra S.A.).

109. Según el decreto supremo Nº 583, de 30 de octubre de 2000, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción (publicado en el Diario Oficial Nº 36.801 de 31 de octubre de 2000 y rectificado en el Diario Oficial Nº 36.823 de 27 de noviembre de 2000), las líneas enmalladas son “el conjunto de subestaciones y líneas de 110 kV que circunda el área metropolitana del Gran Santiago”. En particular:


-Cerro San Cristóbal 110 kV


-San Cristóbal-Los Almendros 110 kV


-Los Almendros-Florida 110 kV


-Florida-Alto Jahuel 110 kV


-Buin-Lo Espejo 110 kV


-Lo Espejo-Ochagavía 110 kV


-Ochagavía-Florida 110 kV


-Chena-Cerro Navia 110 kV


Estas líneas enmalladas corresponden al “anillo” identificado en el Informe Ejecutivo GTD-Chilectra S.A. (Capítulo III “El sistema de subtransmisión de Chilectra”, página 20).


El recargo que la CNE finalmente le reconoce a Chilectra por enmallamiento es del 31,3 por ciento en el decreto supremo Nº 583, de 30 de octubre de 2000, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y, un mes después, fue rectificado al 70,7 por ciento.


El estudio de la consultora Synex sólo reconocía el 20 por ciento de recargo para una empresa teórica que tuviere sistemas enmallados. Los estudios preliminares en poder de la CNE le reconocían ese carácter a tres empresas: Chilectra, Chilquinta y CGE.

110. La CNE justifica esta discriminación en la exigencia que se le pone al sistema que circunda el área metropolitana del Gran Santiago de “responder por estándares de calidad de suministro notoriamente más elevados que los exigidos al resto del sistema”. De modo que la CNE le fija a los Nudos Cerro Navia y Alto Jahuel un estándar máximo de 0,1 horas al año de interrupción de suministro permitido a nivel de subtransmisión.


Lo anterior contrasta con 6,54 horas al año para Concepción y 3,82 horas al año para Quillota. ¿Sobre qué estadística previa se establecieron estas diferencias?

111. La Superintendencia de Electricidad y Combustibles informó a vuestra Comisión, mediante oficio Nº 4397 de 5 de julio de 2001, que “cuenta con una base de datos que contiene la información de las interrupciones de suministro a contar de diciembre de 2000... Para fines propios de su actividad, la Superintendencia ha comprometido el contar con registros y herramientas adecuadas para fiscalizar las interrupciones a partir del segundo semestre del 2002”. 


Es decir, no existían estadísticas de cortes e interrupciones en el momento de la fijación tarifaria (octubre de 2000), que permitieran justificar recargos especiales que velaran por una seguridad diferenciada de suministro. Estas estadísticas no existirán hasta fines del próximo año. Como nada indica que Santiago, Valparaíso y Concepción tuvieran (a octubre de 2000) diferencias en su calidad efectiva de suministro, sólo queda concluir que los habitantes de Santiago terminaron pagando un recargo por una misma calidad de servicio que, en otras ciudades del país no se paga (a pesar de las evidentes economías de escala que presenta el sistema de subtransmisión de Chilectra).


Por lo demás, no habiendo la CNE tenido a la vista la estadística efectiva de interrupciones para fijar sus exigencias diferenciadas, surge la pregunta: ¿de dónde la sacó?, ¿cuál es la racionalidad detrás de ellas? La sola idea de someter a Santiago a una nivel mayor en calidad de servicio, no basta para cumplir con la exigencia legal de un “sistema económicamente adaptado”, ya que la autoridad, por esta vía, podría llegar a establecer exigencias hasta el infinito solamente sobre la base de suponer características especiales al área metropolitana o a cualquier otra que le parezca. 


Un análisis de costo-beneficio en materia de sistemas diferenciados habría exigido especificar cuánto le cuesta al usuario en cada sistema tener un corte y cómo se conjuga ese costo con las inversiones necesarias para evitarlo. Ese análisis de costo no ha sido suministrado a vuestra Comisión y los datos disponibles llevan a la conclusión de que el recargo adicional no tiene sustento para Chilectra toda vez que no hay nuevas inversiones requeridas para una exigencia nueva, sino un mayor valor para las mismas instalaciones que suministran igual calidad que otros sistemas parecidos. 

Resumen de subtransmisión
112. En síntesis, en materia de subtransmisión queda abierta la pregunta de: ¿cuáles son los costos eficientes que los usuarios deberían pagar? La falta de respuesta invita a dejar este tema al arbitrio de la CNE en cada fijación de los precios de nudos, introduciendo un nuevo factor de incertidumbre al largo plazo que no tiene justificación. 


El que los valores finales de la CNE hayan representado aumentos del orden de un 50 por ciento en todo el país, mientras sus estudios previos (incluido enmallamiento) decían que dichos valores debían bajar (a lo menos para el área urbana), genera la contradicción evidente de que un “sistema adaptado” no puede encarecerse y abaratarse al mismo tiempo y por la misma razón.


Cuando la ley exige un modelamiento lo hace para alcanzar un grado de eficiencia en base a una determinada racionalidad. No es ni eficiente ni racional un ejercicio que lleva a resultados tan contradictorios.

113. Tal es así que el propio Informe GTD-Chilectra S.A. en sus “Conclusiones y recomendaciones” del Capítulo II “La tarificación de sistemas de subtransmisión”, se queja de que “no hay una metodología discutida transparentemente ni sancionada legalmente que regule el proceso; de hecho, la metodología de cálculo de costos, la periodicidad de recálculo de los recargos, y la forma en que la autoridad recaba y entrega información a las empresas han sido decisiones esencialmente discrecionales. Esto genera incertidumbre para el inversionista, lo que puede desfavorecer un adecuado desarrollo de los sistemas... En resumen, no constituye un procedimiento transparente para la fijación de un precio que en algunos sistemas significa una porción relevante del precio final” (página 17).


Esta crítica sigue vigente luego de analizado el proceso llevado adelante por la CNE para el cálculo de las tarifas de subtransmisión de 2000.

114. La conclusión más grave que se desprende de los estudios de subtransmisión es que, a pesar de lo dicho por la CNE y GTD Ingenieros Ltda. ante vuestra Comisión, la metodología, los procedimientos de cálculo y resultados propuestos en el Informe GTD-Chilectra S.A. guardan directa relación con lo hecho por la CNE para el proceso de cálculo de las tarifas de subtransmisión (no sólo en enmallamiento). Mientras otros estudios daban lugar a rebajas en los valores de subtransmisión, solamente este coincide con el incremento que la CNE finalmente practicó.


En cuanto al enmallamiento, llama la atención la discrecionalidad de asignarlo sólo a Chilectra y no a otras empresas con sistemas enmallados, como fue propuesto por Synex; asimismo, el que los recargos asociados a líneas enmalladas se hayan establecido a partir de una estadística de corte inexistente.

115. Cabe decir, por lo demás, que el alza de los recargos en subtransmisión tiene impacto sobre el nivel de competencia entre las generadoras y distribuidoras por captar clientes libres.


Existe un considerable número de clientes libres (clientes con potencia conectada superior a 2.000 kilowatts), que se encuentran ubicados en zonas de concesión de las empresas distribuidoras, interconectados tanto a redes de subtransmisión como de distribución. La ley asume que dichos clientes tienen el poder de negociar sus suministros tanto con la empresa distribuidora (propietaria de las líneas a las que se conectan), como con empresas generadoras (que pagan peaje por las redes que utilizan para llegar a los respectivos clientes).


En general, el peaje que las empresas generadoras deberán pagar por las redes de subtransmisión que utilicen, se encontrará relacionado, en forma directa con los recargos de subtransmisión que se hayan fijado. Entonces, si los recargos de subtransmisión se fijan con valores altos, en relación con los costos eficientes de las empresas distribuidoras, éstos actuarán como una barrera a la entrada para los generadores que quieran acceder a los clientes libres. Así los clientes libres, en zonas de concesión de distribuidoras, tendrán menos posibilidades de competencia por su suministro, debiendo pagar así precios más altos de los que obtendrían si los recargos hubieran sido calculados en forma correcta. Precios más altos de subtransmisión significan menos competitividad para la industria y, por tanto, reducción en el bienestar de la sociedad como un todo.

Consideraciones sobre probidad

116. Ha quedado establecido que la Secretaria Ejecutiva de la CNE prestó servicios para GTD Ingenieros Ltda. y percibió honorarios hasta el mes de julio del año 1999 (según certificados de sueldos y rentas aportados por esa consultora a vuestra Comisión).


Dicha autoridad había intervenido, como persona natural y antes de asumir sus funciones, como directora ejecutiva de GTD Ingenieros Ltda. en diversos estudios en el ámbito ambiental, sanitario y eléctrico. Incluso participó en la precalificación de una asesoría organizacional a una entidad rectora ambiental del Gobierno de Panamá con GTD Ingenieros Ltda, precalificación que se envió con fecha 6 de marzo de 2000 y de la que (según la Secretaria Ejecutiva de la CNE) se desligó en febrero en vísperas de asumir sus funciones actuales
. Según GTD Ingenieros Ltda., la fecha en que la actual Secretaria Ejecutiva de la CNE se desvincula de esta asesoría es en marzo de 2000
 (punto 5.d de la carta del gerente general de GTD Ingenieros Ltda., de 22 de junio de 2001, al Presidente de vuestra Comisión).


La contratación de GTD Ingenieros Ltda. para intervenir en las bases del proceso tarifario de 2000 se adoptó entre el 17 y el 22 de marzo de 2000, pocos días después de que la actual titular de la CNE asumiera sus funciones.

117. También ha quedado establecido que la Secretaria Ejecutiva de la CNE intervino como consultora de GTD Ingenieros Ltda. en un estudio sobre subtransmisión para la empresa Chilectra S.A.. Dicho estudio tuvo por objeto proponer a la autoridad de la época cambios en los valores de subtransmisión. Tanto la empresa Chilectra S.A. como GTD Ingenieros Ltda. y las autoridades de la CNE de la época, reconocieron la existencia del estudio y la participación de la actual Secretaria Ejecutiva de la CNE en la calidad mencionada y su intervención directa ante la CNE de entonces. 


En palabras del gerente general de GTD Ingenieros Ltda. “todo trabajador de GTD representa a GTD” y “la señora Vivianne Blanlot es dueña intelectual de los aspectos económicos de la metodología” sugerida en el estudio
.


Independientemente del juicio que se tenga respecto a la modalidad que se adoptó para contratar a GTD Ingenieros Ltda. y el alcance de su asesoría a la CNE, lo cierto es que el estudio mencionado sobre subtransmisión tenía finalidades tarifarias, según lo explicó el gerente general de GTD Ingenieros Ltda. ante vuestra Comisión
.


Por lo mismo, resulta inexplicable que la Secretaria Ejecutiva de la CNE no haya advertido esta circunstancia y que no se haya inhabilitado en un tema (subtransmisión) en que había actuado como consultora particular para una empresa que la había contratado para una asesoría destinada a la misma autoridad. La misma circunstancia de que las metodologías para los recargos en subtransmisión no queden adecuadamente despejados y de que los estudios, que la CNE tuvo a la vista para revalorizarlos, hayan llevado a conclusiones tan disímiles refuerza el cuestionamiento y genera una duda adicional acerca de los fundamentos de las determinaciones adoptadas.


El artículo 64 de la ley Nº 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado, modificado por la ley Nº 19.653, sobre probidad administrativa aplicable a los órganos de la administración del Estado, establece que “contravienen especialmente el principio de probidad administrativa, las siguientes conductas: 6...Asimismo, participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad” (inciso segundo). Después la misma norma indica “las autoridades y funcionarios deberán abstenerse de participar en estos asuntos, debiendo poner en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecta”. Esto último no ocurrió.

118. A su vez, ya ha quedado establecido de que GTD Ingenieros Ltda. participó tanto en la elaboración de las bases técnicas como en la modificación de los valores agregados de distribución, en contravención a las inhabilidades establecidas en el momento de contratar su asesoría (Memorándum Interno, de 17 de marzo de 2000, y los “Términos de Referencia” de las Bases Técnicas)
.


Resulta cuestionable la magnitud del rol encomendado a GTD Ingenieros Ltda. en el proceso tarifario de 2000, tanto de distribución como de subtransmisión, considerando los vínculos que había mantenido con la Secretaria Ejecutiva de la CNE hasta muy poco antes de su contratación y las asesorías efectuadas por GTD Ingenieros Ltda. para una empresa sujeta a fijación tarifaria en materias que habían sido objeto de la misma asesoría (balance de potencia y subtransmisión) y efectuadas en un período que no pudo haber sido sino destinado a influir en el actual proceso tarifario.

119. GTD Ingenieros Ltda. hizo una “Propuesta metodológica para (la) tarificación de sistemas subtransmisión (del) área metropolitana” en 1997, en la cual participó la actual Secretaria Ejecutiva de la CNE. 


Además, esta empresa consultora hizo un balance de potencia para Chilectra S.A. en 1999 (“Apoyo profesional para cálculo de balance físico de potencia a nivel de distribución para efectos de peajes por uso de redes en niveles de Dx”). Este trabajo fue presentado por GTD Ingenieros Ltda. como uno de sus “estudios sobre temas tarifarios para empresas concesionarias de servicio público” (Anexo A “Principales trabajos realizados” de la memoria “GTD Ingeniería Limitada Ingenieros Consultores”). Sin embargo, ante vuestra Comisión dicha empresa consultora declaró lo contrario y que sólo tuvo por objeto determinar las demandas físicas. Ahora bien, la propia empresa consultora confiesa que dichas demandas físicas fueron usadas para el cálculo de los factores de coincidencia y de horas de utilización. (“Estos valores fueron calculados por GTD Ingeniería Ltda. en base a balances, utilizando para ello la información solicitada por la Comisión a todas las empresas concesionarias...”. (página 50 del “Estudio de fórmulas tarifarias aplicables a suministros de energía eléctricos sujetos a fijación de precios máximos al nivel de distribución. Cuadrienio 2000-2004. Proceso de fijación año 2000”).

120. Resulta cuestionable que si a GTD Ingenieros Ltda. se le contrató adicionalmente para proponer los valores agregados definitivos, no se le hayan aplicado en su asesoría a la CNE las mismas inhabilidades que se aplicaron a los consultores valores agregados de distribución de la CNE. En efecto, los consultores contratados por la CNE debían comprometerse “a no prestar servicios de consultoría a terceros dentro del país, en materias relativas a la fijación de tarifas eléctricas de distribución, dentro del período comprendido en el contrato” (según el contrato y las bases de licitación). Tenían la obligación de asumir un compromiso escrito en este sentido. 


Sin embargo, GTD Ingenieros Ltda. efectuó durante el 2000, a lo menos, las siguientes asesorías en clara contravención a este principio:

-
Para Chilectra S.A., un curso de “Interpretación y aplicación del marco regulatorio vigente, en relación con cálculo de precios de nudos en sistemas de subtransmisión”.

-
Para la Empresa Eléctrica Puente Alto Ltda., la “aplicación de decreto tarifario vigente a diciembre del año 1999; precios de nudo, recargos por transformación y distancia; valores en puntos de retiro del sistema de subtransmisión de la Empresa Eléctrica Puente Alto Ltda.”. 

121. Sólo en 1999 GTD Ingenieros Ltda. efectuó las siguientes asesorías a empresas distribuidoras y que no podían sino tener impacto en el proceso tarifario del 2000:

-
Para Chilquinta “Análisis crítico de parámetros tarifarios”.

-
Para Emec S.A. “Análisis crítico de parámetros tarifarios”.

-
Para Emec S.A. “Criterios de asignación de costos de explotación”.


Las asesorías de 1999 son importantes ya que según las mismas bases administrativas o de licitación de los estudios de los valores agregados de distribución mencionadas en el considerando Nº 7, se estipula que:


“La Comisión se reserva el derecho de inhabilitar como ejecutor del estudio al proponente que mantenga contratos de asesoría, suscritos con anterioridad a la emisión de estas bases, con empresas distribuidoras que pertenezcan al área típica sobre la cual se efectúa propuesta. La existencia de tal situación deberá ser declarada formalmente y por escrito por el consultor proponente en su oferta técnica”.

122. Cabe decir que GTD Ingenieros Ltda. no advirtió formalmente a la CNE la circunstancias de mantener estas asesorías con empresas distribuidoras, como tampoco el estudio de balance de potencia ni el de subtransmisión con Chilectra S.A.. Resulta difícil pensar que la Secretaria Ejecutiva de la CNE no conociera de las asesorías de esta empresa consultora.


El propio gerente general de GTD informó a vuestra Comisión que “... la CNE estaba en conocimiento de que yo había hecho ese estudio en 1997 (subtransmisión), por cuanto en 1998 expuse esa metodología a los mismos funcionarios que están hoy en esa entidad. Ellos nos contrataron sabiendo que habíamos desarrollado esa metodología para Chilectra. No le ocultamos nada a nadie”
.


Sin embargo, respecto de las asesorías mencionadas en los considerandos 117 y 118, la Secretaria Ejecutiva de la CNE afirma ante una pregunta sobre el mismo tema que “no tengo información respecto de las consultorías hechas por GTD para otras instituciones durante el año 2000, o previamente. Me parece que es una pregunta que se le debe formular a ellos”
.

123. Tampoco le pareció relevante a la CNE, aun cuando asesorías semejantes de los consultores de valores agregados de distribución contratados por la CNE determinaron su exclusión del estudio de ciertas empresas de referencia con las que mantuvieron asesorías
. Sin embargo, GTD Ingenieros Ltda. intervino en los valores agregados de distribución y no se le aplicaron las mismas condiciones que a los consultores contratados para calcularlos.

124. Por último, en 1999, GTD Ingenieros Ltda. se presentó a participar para la CNE en los siguientes estudios que finalmente no se ejecutaron:

-
Elaboración de una norma relativa a balances de potencia a nivel de distribución” (6 de julio de 1999).

-
“Estudio sistema de precios de subtransmisión en electricidad” (17 de diciembre de 1999).


Sin embargo, resalta que hayan sido contratados sólo cinco meses después para efectuar la “determinación de contenidos y elaboración de Bases Técnicas para el cálculo de los Precios de Nudo en Puntos de Retiro de Sistemas de Subtransmisión”. (Resolución exenta Nº 151 de la CNE, de 29 de mayo de 2000).


Si bien la CNE afirma que contrató a GTD en ejercicio de atribuciones que le permiten contratar directamente y amparada en la justificación de la escasez de técnicos calificados en las materias objeto de sus asesorías, hay que destacar que ninguna de ellas pasó por el proceso de toma de razón de la Contraloría General de la República ni fueron materia de acuerdo del Consejo Directivo de la CNE, sino que correspondió una decisión de exclusiva responsabilidad de la Secretaria Ejecutiva de la CNE.

Proceso tarifario y rol regulador del Estado
125. La ley indica un procedimiento para determinar tarifas eficientes. A la CNE no le corresponde evaluar el mérito de los valores entregados en sus estudios, más allá de las atribuciones comentadas al fijar las bases técnicas, empresas modelos, áreas típicas, determinar sus consultores y velar por el cumplimiento de las pautas entregadas. Tampoco al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Ni siquiera el Presidente de la República.


El procedimiento legal para determinar el valor agregado de distribución o las tarifas finales no contiene sesgo alguno a favor o en contra de las empresas distribuidoras. Tampoco respecto de los usuarios. 


Sin embargo, cualquier infracción a dicho procedimiento debiera permitir a los afectados reclamar el cumplimiento de la ley. Las empresas concesionarias disponen del inciso segundo del artículo 93, y del artículo 94 de la ley para velar por sus derechos. Así lo hicieron en 1996, cuando sintieron que otras supuestas discrecionalidades de la CNE producían resultados que las perjudicaban (tarifas muy bajas). El problema surge cuando los resultados son objetados por los usuarios, que sienten que las infracciones al procedimiento los perjudican (tarifas muy altas).


Del mismo modo que las empresas tienen el legítimo derecho a reclamar lo que les perjudica, el público tiene derecho a invocar las normas que están establecidas en su beneficio (inciso segundo, artículo 94 de la ley). Sin embargo, la capacidad de reacción no es la misma que las empresas.


Se supone que la CNE velará por todas las partes involucradas y que en el cumplimiento del procedimiento de fijación tarifaria no discriminará a nadie, fuera de los márgenes indicados en la legislación vigente. Sin embargo, no es lo mismo que la CNE suba tarifas por sobre lo estipulado en la ley, a que decida fijarlas por debajo de la misma.

126. La pregunta que fluye como una consecuencia lógica de lo anterior es: ¿quién defiende a los consumidores? Frente a un proceso altamente complejo, cabe advertir la existencia de un desequilibrio manifiesto entre la capacidad de litigar que tienen las empresas (que se protegen frente a rebajas arbitrarias en las tarifas) y el público (que no tiene la misma capacidad, ni la misma protección, frente a un aumento arbitrario de las mismas). En teoría, estos últimos deberían estar protegidos por una “neutralidad” de la propia CNE.


Un proceso altamente complejo, sin que haya una adecuada participación de todos los actores afectados se expone a excesos o a la interposición de recursos judiciales que deterioran la confianza y la credibilidad de las instituciones llamadas a intervenir en el mismo.


Ante la falta de una participación directa de los usuarios en el proceso tarifario, el Estado tiene el deber de velar por el público y sus intereses. En este caso, dicha obligación se confunde con el cumplimiento estricto de la ley.

127. La CNE se ha defendido afirmando que “... es una gran falacia querer creer que el resultado del estudio de un consultor tiene característica de peritaje” 
.


Cabe decir que el proceso tarifario eléctrico difiere del procedimiento vigente para el sector sanitario y de telecomunicaciones, donde existen comisiones periciales para dirimir diferencias entre la autoridad y las empresas sujetas a tarifas reguladas. Las comisiones periciales también existen en el sector eléctrico tratándose de desacuerdos en la determinación, cada cuatro años, por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, del valor nuevo de reemplazo de cada concesionario en particular, en conformidad al artículo 118 de la ley. En todos estos casos, la ley entrega a la autoridad, como tal, un margen importante en la determinación de los valores finales. Las empresas disponen de la posibilidad de discrepar y dichas discrepancias se resuelven en una comisión pericial.


En cambio, el proceso de fijación de tarifas de distribución difiere de lo anterior, en tanto la ley no entrega a la autoridad el mismo margen de discreción y otorga a todas las partes el derecho a participar por vía de consultores independientes seleccionados por ellas. No hay punto de comparación entre un régimen y otro. Eso es muy distinto a afirmar que los estudios de los consultores de la CNE y de las empresas carecen de valor legal y que el artículo 107 de la ley no tiene el mérito que claramente fluye de su tenor literal.

128. Se ha afirmado que el procedimiento contemplado en la ley para la determinación de las tarifas de distribución, estimula la divergencia entre los estudios de las empresas y de la CNE. Un “estímulo perverso” que “invita a las empresas a intentar subir los precios, y al Regulador, a bajarlos. En vez de aplicar un procedimiento técnico de modelación y determinación de costos de una empresa eficiente operando en el país, los estudios se desarrollan más en función de estimar lo que hará la otra parte y persiguiendo un resultado que atiende los valores vigentes” (“Experiencias Regulatorias de una Década. Balances y propuestas para el futuro” del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Capítulo “Evolución de las tarifas eléctricas desde el año 1990” página 167. Ediciones LOM- noviembre 2000).


Sin embargo, según la misma fuente las diferencias máximas entre doce estudios de valores agregados de distribución en los procesos tarifarios de 1984 a 1996 no superaron el 95 por ciento por áreas típicas, lo que sólo ocurrió en 1992
.


Es justamente esta suposición de divergencias, la que lleva a que la ley otorgue valor a los estudios de los consultores de la CNE equivalente a 2/3 del valor final. El ponderador de 2/3 actúa como catalizador de este problema.


Entonces surge la pregunta: ¿qué sentido tiene construir un valor agregado de distribución propio, después de conocer los estudios de las empresas, para acto seguido ponderar? Con esta lógica la autoridad puede hacer cualquier cosa. Si se puede hacer cualquier cosa, ¿qué sentido tiene el ponderador fijado en la ley? Pierde todo sentido. La única explicación al ponderador del artículo 107 de la ley, es que la autoridad encargada de hacer el cálculo final (la CNE) lo cumpla.

129. La peculiaridad de las materias sujetas al estudio de vuestra Comisión consiste en que normalmente las empresas han polemizado decisiones de la autoridad que ha tendido a fijar tarifas por debajo de sus pretensiones. Los problemas han sido con las empresas. Hasta ahora nadie se había imaginado que el regulador (CNE) terminaría polemizando sus propios estudios por considerarlos “subvalorados” y terminara fijando tarifas por sobre lo que indicaban los estudios exigidos por ley.


Las tarifas expresadas en el decreto supremo Nº 632, de 13 de noviembre de 2000, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción (y su modificación posterior), son el resultado de un valor agregado de distribución que no es fruto de la ponderación indicada en el artículo 107 de la ley. 


Una vez recibidos los estudios por parte de la CNE, ésta se sintió en el deber de recalcular el valor agregado de distribución para cuatro áreas típicas. Si eso no fue suficiente, modificó sus estimaciones para las horas de uso y factores de coincidencia en magnitudes que terminaron por asignar mayores ingresos totales a las empresas de referencia de cuatro áreas típicas. A dos de ellas, les terminaron por quitar ingresos.


Gracias a estas modificaciones, la rentabilidad de la industria llegó al límite o sobre lo permitido en la ley. Esto nunca había ocurrido. Para llegar a esa cifra, fue necesario que la Superintendencia de Electricidad y Combustibles calculara dos veces los costos de explotación para toda la industria. Aún subsiste la inquietud de que los ingresos considerados para la tasa de rentabilidad económica no cuadran con los costos estimados por dicho órgano de control en el momento de calcular los costos de explotación.


Adicionalmente, la CNE terminó por elevar considerablemente los recargos de subtransmisión a partir de metodologías que aún no están claras. 


La magnitud de los cambios para dar lugar a los resultados finales obliga a vuestra Comisión a evaluar la procedencia de las decisiones de la autoridad y ponderar los argumentos que han pretendido justificarlas. Los controles preventivos no prosperaron porque el órgano contralor no dispuso de la información que le permitiera cumplir con su mandato legal.


Finalmente, las tarifas eléctricas han estado bajo controversia pública y los mecanismos para que el público haga valer sus derechos son débiles y sólo se podrían expresar una vez que se comprenda adecuadamente la magnitud del problema que ha sido objeto de esta investigación parlamentaria.

Efecto en las tarifas de distribución.

Comparación 1996-2000
130. Vuestra Comisión ha encontrado cambios en las tarifas de distribución entre lo que ocurrió en el año 2000 y lo que habría ocurrido si se hubiera cumplido estrictamente el procedimiento contemplado en la ley.

131. En cambio, las empresas distribuidoras y la CNE han afirmado que en el proceso del año 2000 se produjo una de las mayores rebajas a las tarifas de distribución que se han efectuado bajo el amparo de la actual normativa. 


La CNE ha afirmado que el proceso de 2000 ha representado bajas netas en las tarifas de distribución y que las alzas a los usuarios sólo se explican por los aumentos en los precios de nudo.


Chilectra S.A. afirmó ante vuestra Comisión, por medio de su gerente general, que “lo que es claro e indesmentible es que la rebaja, para Chilectra, ha sido ... la mayor rebaja histórica que nunca Chilectra ha tenido a lo largo de las fijaciones tarifarias”.


Sin embargo, Chilectra S.A. declaró mediante inserción en el diario “El Mercurio” de 22 de abril de 2001, que “un examen histórico muestra que en las tres últimas fijaciones de tarifas de distribución, las rebajas que ha experimentado Chilectra en sus ingresos han sido muy similares:

	Año de Revisión Tarifaria
	Disminución de los ingresos 

por venta de energía

	1992
	-4,6%

	1996
	-4,7%

	2000
	-4,6%



Como se puede apreciar, el año 2000 no fue el año de mayor rebaja para Chilectra. Lo anterior sólo puede explicarse por los aumentos en los valores de subtransmisión en el año 2000 (que no fueron modificados en 1996) y aun con ellos, no logra satisfacer la afirmación previa en esta consideración.


En general, se ha planteado por la CNE que éste ha sido el proceso tarifario con mayor disminución de tarifas. Sin embargo dicha afirmación no se compadece con los efectos resultantes a nivel de usuarios finales provocados por la fijación de tarifas de distribución y simultáneamente por los cambios en las tarifas de subtransmisión. Esto ha significado, para empresas como Chilectra (y, por lo tanto, para sus clientes) disminuciones de precios de la electricidad, en promedio, incluso menores a las experimentadas en otros procesos tarifarios.

132. Efectivamente, las tarifas de distribución han bajado en cada fijación tarifaria desde 1984. En el caso del período 1996 al 2000 hubo algunos cambios que justifican esta baja:

-
La determinación de desagregar a Chilectra (la más grande del sistema) y modelarla en un área típica propia, la llevó a su nivel de máxima eficiencia. Esto iba a producir caídas de ingresos que se tenían que sincerar de alguna manera.

-
La ley Nº 19.613, de 8 de junio de 1999, que introdujo multas más severas e incrementó las facultades de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para ejercer sus funciones y disponer de mejor información sobre el manejo de las empresas concesionarias.

-
Un nuevo Reglamento de la Ley General de Servicios Eléctricos (decreto supremo    Nº 327, del Ministerio de Minería) en 1997, que iba en la misma línea.

-
Un nuevo sistema de cuentas a partir de 1998 que obligó a las empresas a cuadrar la información suministrada a la Superintendencia y la que contenían sus propias fichas estadísticas codificadas uniformes (FECU).

-
Las comisiones periciales que dirimieron diferencias entre las empresas y la Superintendencia, en 1999, al calcular el valor nuevo de reemplazo en cada caso, también introdujeron, en algunos casos, mayores grados de eficiencia.


Sólo en el caso de Chilectra, todo lo anterior la llevó voluntariamente y por su propia cuenta, a bajar la estimación de sus ingresos de $ 91.500 millones anuales con las tarifas vigentes al año 1999, para reconocer caídas que llevan esos ingresos anuales a $ 58 mil millones, utilizando los antecedentes de costos de inversión, operación-mantenimiento y costos fijos de atención a clientes, proporcionados por Chilectra a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles el mismo año 1999. Lo anterior son los valores entregados por la propia empresa sin optimizar. Cualquier optimización, lógicamente debería llevar a valores inferiores.


Si la propia empresa reconocía que sus ingresos debían bajar, la pregunta siguiente es: ¿cuánto? Por lo demás, esta información estuvo disponible para la CNE y sus consultores durante todo el proceso tarifario. Fue una información detallada y sustentada en los nuevos sistemas de cuentas diseñados por ese organismo fiscalizador.

Comparación CNE 2000-ley vigente 2000
133. Los siguientes cuadros explican lo que ocurrió en el proceso tarifario de 2000 en términos de los ingresos de las empresas de referencia y también lo que debiera haber ocurrido si la CNE no hubiera modificado los valores de sus consultores y hubiera aplicado correctamente los factores de coincidencia.

134. Todos estos resultados son aplicables solamente a las empresas de referencia, ya que el aVNR + COyM sólo se calcula para la empresa modelo. Para estimar el efecto de los factores de coincidencia hace falta el balance de potencia de las restantes empresas concesionarias, lo que no se dispone. Sin embargo, el solo hecho de concluir que no se ha cumplido con los procedimientos legales para calcular correctamente el valor agregado de distribución, así como la aplicación correcta de los factores de coincidencia, permite afirmar la existencia de un impacto para todas las otras empresas no-modelos en dimensiones que vuestra Comisión no puede precisar.

Lo que efectivamente calculó la Comisión Nacional de Energía
135. En la tabla siguiente, la Columna A corresponde al resultado de aVNR + COyM + Costos Fijos calculado por los consultores de la CNE. La columna B indica el valor adoptado por la CNE luego de modificar los estudios de sus consultores. La columna C indica el resultado obtenido por los consultores de las empresas. La columna D muestra el resultado obtenido por la CNE luego de ponderar los valores modificados por ella con los estudios de las empresas, y la columna F muestra el resultado final de ingresos fijado por la CNE luego de aplicar los factores de coincidencia definidos por ella (valores finales expresados en el decreto tarifario):

	
	A
	B
	C
	D
	F

	
	
	
	
	(2/3xB+1/3xC)
	

	ÁREA
	Consultores CNE
	CNE Modificado
	Consultores Empresa
	Ponderado Usado por CNE
	Ingresos por Decreto de Tarifas

	1
	38.870.289
	52.874.325
	82.015.827
	62.588.159
	71.639.254

	2
	21.664.311
	26.159.969
	30.393.631
	27.571.190
	30.382.193

	3
	8.226.743
	7.682.411
	11.457.342
	8.940.722
	9.841.425

	4
	7.233.276
	7.233.276
	9.807.125
	8.091.226
	8.936.653

	5
	1.046.045
	1.046.045
	1.537.858
	1.209.983
	1.046.200

	6
	1.797.640
	2.108.683
	
	2.108.683
	1.767.178


136. En términos de impactos, lo anterior muestra lo que efectivamente ocurrió en términos de los ingresos de las empresas de referencia. En efecto, la CNE modificó los estudios encargados a sus consultores para luego ponderarlos con los estudios encargados por las empresas distribuidoras. 


Posteriormente, mediante una aplicación de los factores de coincidencia, que contraviene el artículo 105 de la ley, logró incrementar el ingreso que había determinado para las empresas de referencia de las áreas típicas 1, 2, 3 y 4, por sobre el valor ponderado de su aVNR+COyM + Costos Fijos. Contrariamente, en las áreas 5 y 6, la aplicación de factores de coincidencia significó una disminución de los ingresos de la empresa de referencia respecto de los costos ponderados de la empresa modelo.

Lo que debió haber calculado la Comisión Nacional de Energía
137. La tabla siguiente muestra (en la columna E) lo que efectivamente debió haber ocurrido si la CNE hubiera actuado de acuerdo a lo señalado en el artículo 107 de la ley, ponderando en cada área los resultados obtenidos por sus consultores y los de las empresas:

	
	A
	C
	E

	
	
	
	(2/3xA+1/3xC)

	ÁREA
	Consultores CNE
	Consultores Empresa
	Ponderado sin Cambio Estudios

	1
	38.870.289
	82.015.827
	53.252.135

	2
	21.664.311
	30.393.631
	24.574.085

	3
	8.226.743
	11.457.342
	9.303.610

	4
	7.233.276
	9.807.125
	8.091.226

	5
	1.046.045
	1.537.858
	1.209.983

	6
	1.797.640
	
	1.797.640


El impacto de los cambios.
138. La tabla siguiente mide el impacto en los ingresos de las empresas de referencia en cada una de las áreas, como consecuencia de la modificación de los estudios de los consultores de la CNE y de la aplicación de factores de coincidencia:

	
	D
	E
	F
	G
	H
	I
	

	
	(2/3xB+1/3xC)
	(2/3xA+1/3xC)
	
	(D-E)
	(F-D)
	(G+H)
	

	Área
	Ponderado usado por CNE
	Ponderado sin cambio 

estudios
	Ingresos definidos por CNE
	Efecto cambio estudios
	Efecto 

factores de coincidencia
	Efecto total anual
	Impacto porcentual en tarifas

	1
	62.588.159
	53.252.135
	71.639.254
	9.336.024
	9.051.095
	18.387.119
	34,5%

	2
	27.571.190
	24.574.085
	30.382.193
	2.997.105
	2.811.003
	5.808.108
	23,6%

	3
	8.940.722
	9.303.610
	9.841.425
	-362.888
	900.703
	537.815
	5,8%

	4
	8.091.226
	8.091.226
	8.936.653
	0
	845.427
	845.427
	10,4%

	5
	1.209.983
	1.209.983
	1.046.200
	0
	-163.783
	-163.783
	-13,5%

	6
	2.108.683
	1.797.640
	1.767.178
	311.043
	-341.505
	-30.462
	-1,7%


-
En el área 1, el efecto de cambio de estudios significa un mayor ingreso para Chilectra de $ 9.336 millones al año. Por la aplicación errónea de factores de coincidencia, un mayor ingreso adicional de $ 9.051 millones al año. Ambos efectos combinados significan un mayor ingreso agregado para la empresa (que pagan los usuarios) de $ 18.387 millones por año.

-
En el área 2, el efecto de cambio de estudios significa un mayor ingreso para CGE de  $ 2.997 millones al año. Por la aplicación errónea de factores de coincidencia, un mayor ingreso adicional de $ 2.811 millones al año. Ambos efectos combinados significan un mayor ingreso agregado para la empresa (que pagan los usuarios) de $ 5.808 millones por año. 

-
En el área 3, el efecto de cambio de estudios significa un menor ingreso para Emec de $ 363 millones al año. Por la aplicación errónea de factores de coincidencia un mayor ingreso de $ 901 millones al año. Ambos efectos combinados significan un mayor ingreso neto para la empresa (que pagan los usuarios) de $ 538 millones por año. 

-
En el área 4, no hubo cambio en los estudios de los consultores. Pero el efecto de la aplicación errónea de factores de coincidencia significó un mayor ingreso para la empresa Emelectric de $ 845 millones al año que pagan los usuarios.

-
En el caso del área 5, tampoco hubo cambio en los estudios en los consultores. Pero la aplicación errónea de factores de coincidencia significa una disminución anual de ingresos para la empresa Luz Linares de $ 164 millones que también es traspasado a usuarios. 

-
En el área 6, el efecto de cambio de estudios significa un mayor ingreso para Coopelec de $ 311 millones al año. Por la aplicación errónea de factores de coincidencia, una disminución de $ 341 millones al año. Ambos efectos combinados significan un menor ingreso neto que también es traspasado a usuarios.

Impacto en subtransmisión
139. La siguiente tabla presenta el impacto en subtransmisión, como resultado de los nuevos recargos aplicados por la CNE a las principales empresas de subtransmisión ligadas a empresas distribuidoras. En promedio, se produjo un incremento del orden del 50 por ciento de los ingresos por dicho concepto, traspasados a los usuarios mediante las tarifas. En términos de montos, el mayor incremento se produce en el caso de Chilectra que le reporta a la empresa un mayor ingreso de $ 11.665 millones anuales.

	
	INGRESOS Miles de $ 
	Diferencias

	Empresa
	Recargos Vigentes
	Nuevos Recargos
	Miles de $ 
	%

	Chilectra
	22.982.784
	34.648.199
	11.665.415
	51%

	CGE
	11.808.577
	17.616.504
	5.807.928
	49%

	Chilquinta
	5.690.681
	8.558.325
	2.867.644
	50%

	Saesa-STS
	3.885.385
	5.835.963
	1.950.577
	50%

	Conafe
	1.861.747
	2.794.302
	932.554
	50%


CONCLUSIONES
1.
Los procesos de fijación de tarifas de distribución de energía eléctrica han sido controvertidos tanto en el pasado como en el presente. Modificaciones a las bases técnicas, a los factores de coincidencia, el no respetar los estudios de valores agregados de distribución de sus consultores de costos y otros componentes, han generado disputas que comprometen el marco legal y el comportamiento de las autoridades al interpretar el alcance de sus atribuciones. A nuestro juicio, también en este último proceso de fijación tarifario, la Comisión Nacional de Energía se ha excedido en sus atribuciones, afectando con ello los artículos 106, 107 y 111 de la ley.


-Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

2.
Esta situación exige corregir, con urgencia, los vacíos existentes en la normativa vigente.


-Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

3.
Al contratar a GTD Ingenieros Ltda. para realizar los ajustes de los estudios de valores agregados de distribución y proponer estos últimos, la Comisión Nacional de Energía contravino sus propias determinaciones, expresadas en los Términos de Referencia de las Bases Técnicas y los Memorándum Internos, de 17 y 24 de marzo de 2000, que prohibían, a quien elaboraba las bases técnicas y la clasificación de áreas típicas, participar bajo cualquier modalidad en la determinación del valor agregado de distribución.


Asimismo, la Comisión Nacional de Energía no aplicó a GTD Ingenieros Ltda. las mismas inhabilidades que a los consultores de los valores agregados de distribución, no obstante mantener esta empresa consultora asesorías pendientes con empresas concesionarias de distribución durante el proceso de fijación tarifaria 2000 y asesorías previas que pudieron comprometer su imparcialidad.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

4.
En la determinación de los factores de coincidencia y horas de uso de las empresas de referencia, la Comisión Nacional de Energía fijó tarifas que establecieron ingresos que resultaron en algunos casos mayores y, en otros, menores a los costos de utilización por parte de los usuarios de los recursos en el nivel de distribución, en contravención de los artículos 105 de la ley y 300 del reglamento.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

5.
La Comisión Nacional de Energía no cumplió los plazos para efectuar un correcto cálculo de rentabilidad económica de la industria, en conformidad a los artículos 111 de la ley y 301 y 303 del reglamento, declarando el 53 por ciento de los ingresos totales de la industria el mismo día de la promulgación del decreto tarifario. 


Por primera vez, desde la entrada en vigencia de la ley, las tarifas están en el límite de la rentabilidad legal. Los ingresos de la explotación utilizados por la Comisión Nacional de Energía para el cálculo de la tasa de rentabilidad económica de la industria, en el caso de Chilectra S.A., no son consistentes con los costos de explotación informados previamente por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para esa misma empresa. De no aportar antecedentes nuevos que demuestren que las compras de Chilectra S.A. para vender a Río Maipo no estaban contempladas en los costos de explotación, las tarifas están definitivamente fuera de la banda y la Comisión Nacional de Energía habría contravenido los artículos 108 de la ley y 303 y 304 del reglamento, que la obligaban a corregirlas al límite más próximo superior.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

6.
La Contraloría General de la República, en el momento de efectuar la toma de razón del decreto tarifario, no dispuso de la información necesaria para advertir y evaluar la procedencia legal de la magnitud de los cambios introducidos por la Comisión Nacional de Energía en el proceso tarifario que ha sido objeto de esta investigación parlamentaria. Dicha entidad no informó correctamente al organismo contralor acerca del conjunto de sus determinaciones, ni de la naturaleza y el origen de la contratación de GTD Ingenieros Ltda., de modo que hubiera permitido al organismo de control ejercer debidamente sus funciones y velar por el cumplimiento de la ley.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

7.
Los cambios en los recargos en subtransmisión representaron aumentos en un 50 por ciento en todo el país y compensaron efectos de rebaja de tarifas en el nivel de distribución en aquellas empresas concesionarias propietarias de instalaciones de subtransmisión. 


Dicho impacto, en el caso de las principales empresas distribuidoras que son propietarias de sistemas de subtransmisión, se resume en lo siguiente:


-En Chilectra significa un mayor ingreso anual de 11 mil 665 millones de pesos. 


-En CGE significa un mayor ingreso anual de 5 mil 808 millones de pesos.


-En Chilquinta significa un mayor ingreso anual de 2 mil 868 millones de pesos.


-En STS significa un mayor ingreso anual de 1 mil 951 millones de pesos.


-En Conafe significa un mayor ingreso anual de 933 millones de pesos. 


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

8.
Los cambios en subtransmisión no obedecieron a un proceso de cálculo transparente ni a una metodología previsible en el tiempo. Se fundaron en estudios contradictorios, de modo que no existe claridad respecto de si la Comisión Nacional de Energía cumplió con el mandato legal de definir un sistema económicamente adaptado, según lo determinan el  Nº 6 del artículo 99 y la letra i) del artículo 150 de la ley y el artículo 281 del reglamento.


La Comisión Nacional de Energía, discrecionalmente, asignó a Chilectra recargos especiales por concepto de enmallamiento, que no fueron reconocidos a otros sistemas de similares características, sin disponer de una estadística de corte que los hubiera justificado, sin evaluaciones del impacto de dichos cortes en los usuarios y a partir de estudios que provenían de la propia empresa beneficiaria.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

9.
Resulta inexplicable que, en el momento de calcular los valores de subtransmisión, la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía no haya advertido la inhabilidad que se desprende de la circunstancia de haber actuado como consultora de GTD Ingenieros Ltda. en una asesoría efectuada a Chilectra S.A., destinada a la misma autoridad, a través de la cual proponía subir los valores de subtransmisión. Ello comprometía su imparcialidad en los términos indicados por el Nº 6 del artículo 64 de la ley Nº 19.653, sobre Probidad Administrativa aplicable a los órganos de la administración del Estado. Esta circunstancia también afectaba a GTD Ingenieros Ltda. en materias de subtransmisión, toda vez que apoyó a la Comisión Nacional de Energía en el proceso de fijación de tarifas de subtransmisión del año 2000.


La Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía estuvo vinculada a GTD Ingenieros Ltda. como directora ejecutiva y consultora de dicha empresa en asesorías nacionales y extranjeras hasta marzo de 2000, por lo que no es aceptable que haya desconocido las anteriores circunstancias inhabilitantes.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

10. El impacto en los ingresos de las empresas de referencia, que representan sobre el 70 por ciento de la industria, en cada una de las áreas típicas, como consecuencia de la modificación de los estudios de los consultores de la CNE y de la aplicación de factores de coincidencia son las siguientes:


-En el área 1 (Chilectra) el efecto neto significa un mayor ingreso agregado para la empresa de 18 mil 387 millones de pesos por año.


-En el área 2 (CGE), el efecto neto significa un mayor ingreso agregado para la empresa de 5 mil 808 millones de pesos por año. 


-En el área 3 (Emec), significa un mayor ingreso neto para la empresa de 538 millones de pesos por año. 


-En el área 4 (Emelectric), no hubo cambio en los estudios de los consultores. Pero, el efecto de la aplicación de factores de coincidencia significó un mayor ingreso para la empresa de 845 millones de pesos al año.


En el caso del área 5 (Luz Linares), tampoco hubo cambio en los estudios en los consultores. La aplicación de factores de coincidencia significó una disminución anual de ingresos para la empresa de 164 millones de pesos.


-En el área 6 (Coopelec), el efecto neto significó un menor ingreso neto de 30 millones 462 mil pesos.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

11. Los efectos de las infracciones anteriores en las tarifas de distribución, se pueden apreciar solamente en las empresas de referencia, considerando que los ingresos se estiman a partir de las empresas modelos y que los balances de potencia no se conocen para las demás concesionarias. 


En el caso de las restantes empresas que representan alrededor del 30 por ciento, el solo hecho de concluir que no se ha cumplido con los procedimientos legales para calcular correctamente el valor agregado de distribución, así como la aplicación correcta de los factores de coincidencia, permite afirmar la existencia de un impacto para todos las otras empresas no-modelos en dimensiones que vuestra Comisión no puede precisar.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

RECOMENDACIONES

Se hace necesario colocar las sugerencias en su debida perspectiva. El decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos, descansa en el concepto de “empresa modelo”, que ya lleva 20 años de implementación. Cada proceso tarifario ha representado una evolución en relación con los anteriores. De este modo, se han perfeccionado las bases técnicas y los sistemas de cuentas, así como también las exigencias de calidad de servicio. Si en 1996 existía poca capacidad para velar por el contenido de los estudios de las empresas, el reglamento de la ley, aprobado mediante decreto supremo   Nº 327, de 1998, del mismo Ministerio, otorgó atribuciones para velar por la supremacía de las bases técnicas y que dichos estudios se ciñeran a ellas.


Sin embargo, los problemas detectados en las últimas fijaciones tarifarias (y que motivaron recursos judiciales en 1996 por las empresas y una investigación parlamentaria por el proceso del año 2000) dicen relación con la forma de valorar ciertos componentes de una empresa modelo, así como la manera en que la autoridad ejerce o pondera sus atribuciones, en temas tales como modificaciones a las bases técnicas, criterios de definición de áreas típicas, cálculo de factores de coincidencia, cálculo de la tasa interna de retorno, tratamiento de los derechos municipales, la calidad de servicio, los sistemas de auditoría, etcétera.


Algunos han considerado que este debate muestra las debilidades del sistema y proponen una modificación sustantiva del modelo tarifario en el sector eléctrico. Sin embargo, justo es reconocer que los problemas actuales no son la manifestación de un modelo defectuoso, sino (al revés) la expresión del perfeccionamiento en la información acumulada. Tampoco es la expresión de una legislación poco clara o ambigua. Por lo mismo, hay que tener cuidado en introducir cambios que -en vez de resolver problemas conocidos-, introduzcan inestabilidad hacia fórmulas con efectos desconocidos o cambios que retrotraigan claros avances de los últimos años.


La información acumulada por los organismos fiscalizadores es la fuente a partir de la cual se han descubierto inconsistencias entre los estudios o cuestionamientos a los criterios empleados. En síntesis, lentamente las tarifas eléctricas han dejado de ser un tema de unos pocos entendidos y se hace necesario dar paso a una mayor transparencia a partir del mismo modelo. Dar expresión institucional a un público que merece participar y que siente que estos procesos tarifarios se desenvuelven bajo modalidades de mucha complejidad y hermetismo, en un momento en que existe mayor conciencia ciudadana a su respecto.


Por lo anterior, este informe tiene especial cuidado de no hacer grandes proposiciones de cambio en el régimen tarifario, ni en las instituciones que intervienen, ni en el procedimiento. La autoridad no tiene por qué sentir que las normas en este sector no son claras. Deben respetarlas. Sin embargo, de mantenerse el actual modelo, se hace necesario efectuar ciertas adecuaciones que permitan disminuir el grado de conflicto asociado a cada fijación, así como el que todas las partes que intervengan lo hagan sobre supuestos comunes y debidamente conocidos. Sólo así se introducirá el ingrediente que falta, que coopere en la debida eficacia de la ley y un sano equilibrio entre los sectores afectados. 

1.
Para evitar que se produzca un excesivo estímulo a la divergencia entre estudios de valor agregado de distribución, el flujo de información disponible sobre la industria debe obedecer a un modelo auditable y permanente en el tiempo. Por lo tanto, es necesario crear un sistema de contabilidad regulatoria en el sector eléctrico que, además, sea congruente con los otros sectores de servicios públicos. También debe existir información disponible tanto para los diversos actores que participan en el proceso como para las empresas y el público en general. Se trata de evitar que la determinación de los costos de explotación, del valor nuevo de reemplazo y del valor agregado de distribución se efectúe a partir de supuestos o antecedentes distintos. No es aceptable que la Comisión Nacional de Energía, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y las empresas tengan insumos contradictorios para la elaboración de sus estudios o valores.


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

2.
Los antecedentes de los procesos tarifarios, durante su desarrollo y una vez concluidos, deben hacerse públicos y ponerse a disposición de todos los interesados, de modo de ponderarlos para que sean coherentes con los procesos posteriores.


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

3.
Resulta necesario mejorar el funcionamiento de los controles preventivos. La Contraloría General de la República debería recibir toda la información involucrada de los procesos de fijación tarifaria -no sólo la relativa a los valores finales- y contar con algún procedimiento que le permita velar por el cumplimiento de la ley en todas las fases del proceso. La información suministrada a la Contraloría es insuficiente y el control de legalidad practicado por el ente fiscalizador es incompleto, puesto que se presume una actuación correcta y regular, por parte de la autoridad, en las etapas más complejas de la fijación tarifaria.


No basta que la Comisión Nacional de Energía informe de manera general sobre sus valores, ni que ponga a disposición de la Contraloría General de la República el conjunto de antecedentes sin una adecuada explicación del detalle de cómo se llegó a los valores finales. 


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

4.
Considerando que la toma de razón es posterior a la vigencia de las tarifas, la Contraloría General de la República debería establecer algún procedimiento formal que permita alertar de cualquier problema, sin necesidad de depender de recursos judiciales -como fue en 1996- o de una comisión investigadora -como fue para el caso del 2000-. Las dos experiencias deberían servir de alerta de que se hace necesario un mayor control preventivo hacia el futuro.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

5.
Los usuarios deberían tener una participación formal en el proceso tarifario.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

6.
Se debe regular en forma clara hasta cuándo y en qué magnitud se pueden hacer cambios a las bases técnicas de los estudios de valores agregados de distribución. También se debería estipular un procedimiento objetivo y formal para ello. Las aclaraciones no deben ser el instrumento para que la Comisión Nacional de Energía haga cambios sustantivos a sus propias bases técnicas.


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

7.
Los factores de coincidencia, los factores de sectorización, las zonas de distribución y demás parámetros tarifarios deberían formar parte de las bases técnicas, conjuntamente con las áreas típicas y la determinación de las diversas empresas modelos. Es injusto mantener un tema de esta importancia al exclusivo arbitrio de la autoridad, más aún si se fijan cuando ya se han entregado los estudios y en función de ellos.


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

8.
La autoridad debe despejar de manera anticipada la potencia (demanda) estimada para los diversos estudios. No es aceptable que sea fuente de inconsistencias o divergencias con sus propios cálculos y con la información que las empresas han suministrado a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles respecto de sus compras y ventas de energía. 


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

9.
La Comisión Nacional de Energía debiera establecer un régimen transparente de contratación de sus estudios y consultorías. Además, debiera existir un sistema claro de inhabilidades para quienes han estado como integrantes o como consultores de empresas reguladas. 


Debería estudiarse una norma análoga al artículo 58 de la ley Nº 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado, modificado por la ley Nº 19.653, sobre probidad administrativa aplicable a los órganos de la administración del Estado, que impide a ex autoridades o ex funcionarios de una institución fiscalizadora desempeñarse en entidades privadas sujetas a fiscalización hasta seis meses después de haber expirado en sus funciones. Se debería estudiar, a la inversa, una norma para aquellos que han asesorado previamente a empresas en materias que después inciden directamente en la esfera de su competencia como reguladores.


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

10. Dado que la ley atribuye un valor legal a los estudios de los consultores de valor agregado de distribución, es lógico que se debe velar por la independencia de dichos estudios y evitar contaminaciones con otros procesos que inciden directa o indirectamente en el proceso tarifario. De este modo, no es aceptable que consultores intervengan en el cálculo de los costos de explotación (por empresa y por industria) después de haber intervenido en el cálculo del valor agregado de distribución.


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

11. Asimismo, si la ley le entrega al Consejo de ministros de la Comisión Nacional de Energía la responsabilidad de efectuar ciertas contrataciones que superen cierto umbral, no es lógico que se burle esa disposición por medio de sucesivas contrataciones a la misma consultora, en que cada una de ellas está por debajo del límite máximo, pero que, consideradas en su conjunto, lo superan ampliamente. El límite debería ser evaluado, a lo menos, anualmente por ejercicio presupuestario. Si la Comisión Nacional de Energía desea concentrar sus contrataciones en un solo consultor, ello debería pasar por el Consejo de ministros respectivo y no depender de la sola firma del Secretario Ejecutivo de la entidad.


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

12. Deberían cumplirse los plazos para calcular la tasa de rentabilidad económica de la industria y velar por que los ingresos estimados por las empresas corresponden a los que resultan de aplicar las tarifas básicas preliminares, con todos los factores de coincidencia definitivos. No debería haber sucesivos cambios en función de los factores de coincidencia. El chequeo de rentabilidad de la industria debería admitir controversia antes de la entrada en vigencia de las tarifas, de modo de evitar que toda la industria sufra las consecuencias de errores de cálculo en determinadas empresas.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos.

13. Se hace indispensable reglamentar los procedimientos de determinación de recargos de subtransmisión y la seguridad de servicio implícita en ellos, de modo que en definitiva no dependan en forma exclusiva de la autoridad de turno. Se sugiere estudiar la incorporación de comisiones periciales para dirimir diferencias entre la autoridad y las empresas en su determinación. La extensión de estas comisiones periciales en el sector eléctrico y en la determinación de las tarifas de distribución debe cuidar de establecer resguardos para garantizar su independencia y transparencia en el procedimiento. 


-Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

ENVÍO DE ANTECEDENTES
1.
Se hace indispensable que la Contraloría General de la República revise los antecedentes y las conclusiones de este informe. Para ello, vuestra Comisión considera pertinente enviarle todos los antecedentes recibidos durante el ejercicio de su labor, incluyendo copia del informe y las actas de las sesiones.

2.
Asimismo, en relación con la conclusión Nº 5, corresponde enviar este informe y copia de los antecedentes relativos al cálculo de tasa de rentabilidad de la industria, a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 108, 110 y 138 de la ley.

3.
Por último, en conformidad al inciso final del artículo 301 del Reglamento de la Corporación, corresponde enviar copia de este informe a S.E. el Presidente de la República, como asimismo, a la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía.

XIII. PROPUESTA APROBADA SOBRE EL LITORAL CENTRAL.

Considerando:

a)
La situación que afecta a los habitantes de las comunas del litoral central derivada del incremento significativo de las tarifas de suministro eléctrico;

b)
La circunstancia de que ello se ha originado por un traspaso de la concesión de parte de Chilquinta a la Empresa Eléctrica del Litoral S.A., con la consecuencia de que las tarifas se fijan en relación con el consumo máximo de los meses de verano y que tal recargo se aplica exclusivamente a los usuarios de esta última empresa;

c)
Que ello afecta a personas de menores recursos que habitan en las comunas del litoral central durante todo el año, y

d)
Que la situación ha causado conmoción pública y que son frecuentes las protestas y manifestaciones de diversa índole por parte de los afectados.


La Comisión de Minería y Energía acuerda proponer a la honorable Cámara de Diputados la aprobación de la siguiente propuesta:

1.
Solicitar de S.E. el Presidente de la República que arbitre las medidas tendientes a solucionar la situación denunciada, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, haciendo uso de la facultad conferida en el inciso segundo del artículo 92 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos.

XIV. CONSTANCIAS.

De acuerdo con lo prevenido en el artículo 301 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:

1.
Por acuerdo de la Comisión, forman parte de las conclusiones y recomendaciones aprobadas, las consideraciones que les sirven de fundamento.

2.
Se deja constancia, por acuerdo de la Comisión, de que los diputados señores Leal, Valenzuela y Vilches suscribieron la propuesta del diputado señor Molina y que la diputada señora Ovalle hizo lo mismo en relación con la proposición del diputado señor Jocelyn-Holt.

3.
Igualmente, se hace constar que el diputado señor Leay concurrió con su voto a la aprobación de las conclusiones números 1 y 2 del informe.

-o-


Se designó diputado informante al señor Mulet, don Jaime.


Sala de la Comisión, a 6 de noviembre de 2001.


Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 14, 15 y 16 de mayo; 4, 5, 12, 18 y 19 de junio; 3, 4, 16, 17, 18 y 31 de julio; 14 de agosto y 5 y 11 de septiembre; 2, 9, 16 y 30 de octubre, y 6 de noviembre de 2001, y en reuniones en comité de fechas 4, 11 y 30 de julio del mismo año, con la asistencia del diputado señor Mulet, don Jaime (Presidente), de las diputadas señora González, doña Rosa, y Ovalle, doña María Victoria, en reemplazo del señor García-Huidobro, don Alejandro, y de los diputados señores Jocelyn-Holt, don Tomás, en reemplazo del señor Jiménez, don Jaime; Leal, don Antonio; Leay, don Cristián; Molina, don Darío; Mora, don Waldo; Prokurica, don Baldo; Rincón, don Ricardo; Rocha, don Jaime; Valenzuela, don Felipe, y Vilches, don Carlos.


Asistieron, por la vía del reemplazo, los diputados señores Ascencio, don Gabriel;      Dittborn, don Julio; Hernández, don Miguel; Silva, don Exequiel; Tuma, don Eugenio;    Velasco, don Sergio, y Villouta, don Edmundo.


Concurrieron, además, los diputados señores Elgueta, don Sergio; Lorenzini, don Pablo; Navarro, don Alejandro; Pareto, don Luis, y Recondo, don Carlos. 


(Fdo.): ELENA MELÉNDEZ URENDA, Abogada Secretaria de la Comisión”.

ANEXO DE DOCUMENTOS
1.
Presentación en data show efectuada por el diputado señor Tomás Jocelyn-Holt titulada “Investigación de tarifas eléctricas 2000-2001”. (sesión 105ª, 14.05.01).

2
Documento elaborado por la Comisión Nacional de Energía denominado “Fijación de tarifas eléctricas. Período 2000-2001”. (sesión 105ª, 14.05.01).

3.
Minuta de la Comisión Nacional de Energía sobre “La fijación de tarifas eléctricas (y por qué la acusación de un grupo de diputados es errónea)”. (sesión 105ª, 14.05.01).

4.
Presentación en data show efectuada por el Jefe del Área Eléctrica de la Comisión Nacional de Energía, señor Rodrigo Iglesias, titulada “Fijación de Tarifas Eléctricas período 2000-2001”. (sesión 107ª, 15.05.01).

5.
Tres anexos entregados por la Comisión Nacional de Energía con copias de contratos celebrados con diversas empresas consultoras y sus respectivos antecedentes, entre el 24 de marzo y el 31 de agosto de 2000. (sesión 107ª 15.05.01).

6.
Certificados de rentas y cotizaciones previsionales de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía, señora Vivianne Blanlot, en el período comprendido entre agosto de 1997 y julio de 1999. (sesión 107ª, 15.05.01).

7.
Cuadro de comparación de ingresos por ventas en nivel de distribución (Fijación 1996-Fijación 2000). (sesión 108ª, 16.05.01).

8.
Dos currículos de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía, señora Vivianne Blanlot. (sesión 108ª, 16.05.01).

9.
Exposición en data show del gerente general de GTD Ingenieros Ltda., señor Héctor   Lagunas. (sesión 108ª, 16.05.01).

10. Documento reservado titulado “Estudios Contratados por Área Eléctrica Comisión     Nacional de Energía, período 1994-2001”, de mayo de 2001. (sesión 108ª, 16.05.01).

11. Oficio Nº 48-01, de 15.05.01, de la Superintendencia de Valores y Seguros, sobre composición accionaria de las empresas generadoras transmisoras y distribuidoras de energía eléctrica. (sesión 109ª, 04.06.01).

12. Documento de la exposición del señor Andrés Alonso, ex Jefe del Área Eléctrica de la Comisión Nacional de Energía. (sesión 110ª, 04.06.01).

13. Parámetros utilizados en las fórmulas tarifarias -Resolución Nº 023-97 P/CTE. (sesión 110ª, 04.06.01).

14. Fallo de 12.11.99, que resuelve el recurso de protección interpuesto por dieciséis empresas en contra del Presidente de la República y de los ministros de Minería y de Economía, Fomento y Reconstrucción. (sesión 110ª, 04.06.01).

15. Comunicación de Eleconsult S.A., de 04.06.01, que contiene una síntesis de los trabajos realizados por encargo de la Comisión Nacional de Energía en el período comprendido entre marzo de 1994 y junio de 200, con indicación de la fecha de los contratos, el modo de contratación y el plazo de ejecución de los mismos, así como también las nóminas de socios de la empresa y de los consultores externos que han sido contratados. (sesión 111ª, 05.06.01).

16. Oficio reservado Nº 490, de 12.06.01, de la Comisión Nacional de Energía, que adjunta la siguiente documentación:

a)
Informes sobre fijación de precios de nudo en el Sistema Interconectado del Norte Grande (SING), de abril de los años 2000 y 2001 e informe técnico preliminar de la fijación de precios de nudo en el Sistema Interconectado Central (SIC), correspondiente al mes de octubre de 2000 (caja 1);

b)
Estudios sobre cálculo de los precios de nudo en puntos de retiro de los sistemas de subtransmisión (cajas 2 y 3);

c)
Antecedentes de la Comisión Nacional de Energía sobre sistemas de subtransmisión y de transmisión (caja 4);

d)
Estudios del sistema de precios de subtransmisión de la Comisión Nacional de Energía realizados por Synex; estudio de costos de servidumbres prediales en sistemas de subtransmisión, efectuado por Maximiliano Sánchez y Cía Ltda. y documento de la Comisión Nacional de Energía titulado “Actualización de los recargos de subtransmisión”, de octubre de 2000, (caja 5);

e)
Estudio del cálculo del valor agregado de distribución (área típica Nº 1) elaborado por las empresas Inecom, Ingenieros y Economistas Consultores S.A. (cajas 6 y 7);

f)
Estudios del cálculo del valor agregado de distribución para las empresas integrantes de las áreas de distribución típicas números 2 y 3, efectuado por Hagler Bailly S.A.; para las empresas del área de distribución típica Nº 4, elaborado por Constar Ingenieros Consultores y Price Waterhouse e Inversiones Serra Ltda. y para las empresas del área de distribución típica Nº 5, confeccionado por estas dos últimas (caja 8);

g)
Estudio de cálculo del valor agregado de distribución para las áreas típicas números 1, 4 y 5, elaborado por el Consorcio Soluciones Integrales y Mega-Red Ingenieros Ltda. (caja 9);

h)
Estudio de los componentes del valor agregado de distribución para las áreas típicas 2, 3 y 6 Eleconsult, Ingenieros Eléctricos Consultores S.A. y por la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile) (caja 10);

i)
Antecedentes de ingresos por aplicación de tarifas preliminares de las empresas de distribución (caja 11);

j)
Recurso de protección interpuesto por la empresa Chilectra S.A. ante la I. Corte de Apelaciones en contra de la Comisión Nacional de Energía e informe de este último organismo;

k)
Sentencia de 31.01.97 de la I. Corte de Apelaciones de Santiago, que falla los recursos roles 3542-96/3600-96 y 3670-96;

l)
Sentencia de la Excma. Corte Suprema de 28.04.97, y

m)
Nombres de las empresas, miembros de los directorios y/o socios y consultores de las mismas, contratados por la Comisión Nacional de Energía durante el año 2000 y hasta mayo de 2001. (sesión 112ª, 12.06.01).

17. Oficio reservado Nº 491, de 12.06.01, de la Comisión Nacional de Energía, que adjunta la siguiente documentación:

a)
Nómina de la totalidad de las empresas que, a partir del 11.03.90, han participado en calidad de consultores externos en la fijación de tarifas eléctricas;

b)
Cuadro comparado que consigna los informes entregados por las empresas concesionarias de distribución y los cálculos aritméticos ponderados de los valores agregados resultantes de los estudios efectuados por la CNE;

c)
Nómina de las entidades y personas que tuvieron participación en la promulgación del decreto tarifario publicado con fecha 17.11.00. (sesión 112ª, 12.06.01),

18 Oficio reservado Nº 492, de 12.06.01, de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual remite antecedentes relativos a la cantidad de contratos celebrados por la Comisión Nacional de Energía desde 1994 a junio de 2001, incluyendo detalles de los participantes. (sesión 112ª, 12.06.01). 

19. Oficio reservado Nº 493, de 12.06.01, de la Comisión Nacional de Energía, que adjunta la siguiente documentación: 

a)
Banda de precios (comparación de precios contra precio a cliente libre);

b)
Proceso completo de licitación del estudio de valores agregados de distribución para el año 2000;

c)
Informe técnico de la Comisión Nacional de Energía denominado “Fijación de fórmulas tarifarias para empresas concesionarias de servicio público de distribución”, de noviembre de 2000, (caja 12), que contiene:

i.
Definición de Áreas Típicas: Bases para el Cálculo de las Componentes del Valor Agregado de Distribución (VAD).

ii.
Informe GTD del estudio: “Definición de Áreas Típicas para la Comisión Nacional de Energía”.

iii. Informe final GTD: “Estudio de Fórmulas Tarifarias Aplicables a Suministros de Energía Eléctrica Sujetos a Fijación de Precios Máximos al Nivel de Distribución” y documentos con rectificaciones a los decretos Nº 632 y 723, de noviembre y diciembre de 2000, ambos del Ministerio de Economía.


-Informe técnico definitivo de la Comisión Nacional de Energía sobre fijación de precios de nudo en el Sistema Interconectado Central, con un anexo sobre actualización del valor del costo de falla.


-Estudio de factores de penalización en el Sistema Interconectado Central (contrato Comisión Nacional de Energía-Endesa).


-Estudios realizados por GTD Ingenieros Ltda. sobre cálculo de factores de penalización de la energía y potencia.


-Bases para el cálculo de las componentes del valor agregado de distribución y definición de áreas típicas, modificaciones y correspondencia asociada.

d)
Opinión de la Comisión Nacional de Energía sobre los derechos municipales y fundamentos de la misma, así como copias de correspondencia asociada y las bases de los estudios pertinentes.

e)
Oficio Nº 02547-2000, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en que solicita considerar un número aproximado de 35 aspectos en el decreto tarifario.

f)
Oficio Nº 07071-2000, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, mediante el cual informa sobre proporción de aportes de terceros y valores nuevos de reemplazo de concesionarias de servicio público de distribución de energía eléctrica.

g)
Oficio Nº 07135-2000, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, por el cual informa costos de explotación para las empresas concesionarias de servicio público de distribución. (sesión 112ª, 12.06.01).

20. Documento elaborado por el Consorcio Soluciones Integrales S.A. y Mega-Red Ingenieros Ltda. titulado “Estudio del VAD-Año 2000”, de junio de 2001. (sesión 112ª, 12.06.01).

21. “Antecedentes de Mega-Red Ingenieros Ltda.”, de septiembre de 2000. (sesión 112ª, 12.06.01).

22. Boletas de honorarios pagados por la Comisión Nacional de Energía al señor Juan Cembrano, de Mega-Red, por concepto del estudio plan de obras del Sistema Interconectado Central, según resolución Nº 212, de noviembre de 1995. (sesión 112ª, 12.06.01).

23. Documento reservado enviado por Mega-Red Ingenieros Ltda., titulado “Estudio del valor agregado por concepto de costos de distribución. Bases técnicas-borrador 2”. (sesión 112ª, 12.06.01). 

24. Documento reservado de Mega-Red Ingenieros Ltda. titulado “Bases para el estudio de valores agregados de distribución. Definición de áreas típicas de distribución”, de abril de 1996 (sesión 112ª, 12.06.01). 

25. Antecedentes reservados entregados por Mega-Red Ingenieros Ltda., en que constan:

i.
Informes elaborados por dicha empresa consultora:

a)
“Análisis de costos de inversión de empresas concesionarias de servicio público de distribución”, de febrero de 2000;

b)
“Análisis preliminar de los costos de generación diesel en la isla Robinson Crusoe”;

c)
“Estudio Programa de Obras de Generación y Transmisión del Sistema Interconectado Central”;

d)
“Bases para el Reglamento de interconexión eléctrica y el suministro de energía eléctrica entre la República de Chile y la República Argentina. Etapa 1”;

e)
“Estudio Sistema de precios de subtransmisión de electricidad. Etapa 1: Modelo preliminar para costos”;

f)
“Reglamentación del protocolo de interconexión eléctrica con Argentina. Etapa técnica”:

g)
Informe final “Grupo de Trabajo de regulación documento interno”;

h)
“Estudio de Valores Agregados de Distribución, de agosto de 1996”, y

ii.
Documento elaborado por Consorcio Soluciones Integrales S.A. y Mega-Red Ingenieros Ltda., titulado “Estudio de VAD, de áreas típicas 1, 4 y 5”. (Caja Mega-Red). (sesión 112ª, 12.06.01).

26. Carta de la Comisión Nacional de Energía con aclaraciones en respuesta a las observaciones formuladas por las empresas concesionarias y por consultores respecto de las bases para el cálculo del valor agregado de distribución. (sesión 112ª, 12.06.01).

27. Escrito presentado por el representante de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles en los autos sobre recursos de protección deducidos por las empresas distribuidoras en contra de la dicho organismo (1996-2000) y fallo de la Corte Suprema, de 28.04.97 (sesión 114ª, 18.06.01).

28. Resumen estadístico de contratos de la Comisión Nacional de Energía. (sesión 114ª, 18.06.01).

29. Rectificaciones efectuadas por la Comisión Nacional de Energía a las expresiones vertidas por el ex Jefe del Área Eléctrica, señor Andrés Alonso, en la Comisión. (sesión 114ª, 18.06.01).

30. Copia del acta de la sesión del consejo de la Comisión Nacional de Energía, de 09.06.00 (sesión 114ª, 18.06.01).

31. Copia de la Resolución Nº 13, de 09.05.85, que modifica la resolución Nº 01/81, ambas de la Comisión Nacional de Energía. (sesión 114ª, 18.06.01).

32. Documento titulado “Informe Final: Costos de Explotación 1999 Empresas Distribuidoras de Electricidad Análisis informe Deuman Ingenieros”, elaborado por Eleconsult Ingenieros Eléctricos Consultores S.A., enviado por el Ministerio de Minería y Energía. (sesión 117ª. 03.07.01).

33. Oficio reservado Nº 561, de 03.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, que adjunta la siguiente documentación:

a)
Minuta explicativa de la naturaleza de la participación de los señores Daniel Salazar y Jorge Muñoz en el proceso de fijación de tarifas del año 2000, y

b)
Minuta explicativa de todos los pagos efectuados por la Comisión Nacional de Energía, por concepto de incentivos o premios, respecto de asesorías y consultorías contratadas a partir de1994. (sesión 117ª, 03.07.01).

34. Oficio reservado Nº 562, de 03.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, por el cual remite copia del contrato de prestación de servicios entre dicho organismo y GTD Ingenieros Consultores Ltda. y la Resolución exenta Nº 99, de 30.03.00, que lo aprueba y otros antecedentes. (sesión 117ª, 03.07.01). 

35. Oficio Nº 563, de 03.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, por el cual remite los siguientes documentos relativos a la información requerida sobre la preparación de antecedentes para las bases técnicas en el estudio del valor agregado de distribución, contratado por la Comisión Nacional de Energía a Mega Red, en 1995:

a)
Copia del documento titulado “Bases para el Cálculo de las componentes del Valor Agregado de Distribución (VAD) de los procesos tarifarios de los años 1984, 1988, 1992, 1996 y 2000”, y

b)
Documento “Preparación de Antecedentes para Bases Técnicas Estudio Valor Agregado de Distribución” contratado por la Comisión Nacional de Energía a Mega-Red en 1995. (sesión 117ª, 03.07.01).

36. Oficio Nº 564, de 03.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual remite un cuadro elaborado por dicho organismo, que contiene una comparación de fijaciones tarifarias en el período 1996-2000, criterios y metodologías empleadas. (sesión 117ª, 03.07.01).

37. Oficio Nº 565, de 03.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, que adjunta siguiente documentación:

a)
Información respecto del ránking de las propuestas técnicas y económicas que sirvieron de base para la adjudicación de los estudios de los valores agregados de distribución, acompañando copia de los contratos y del acta del Consejo de ministros en la que se adjudica el estudio del valor agregado de distribución;

b)
Registro de los consultores para los estudios de valor agregado de distribución de las empresas y antecedentes que sirvieron de base para la confección de dicho registro, y sistema de acreditación de las empresas consultoras para formar parte de dicha nómina, y

c)
Cuadro sobre cálculo de rentabilidad de la industria. (sesión 117ª, 03.07.01).

38. Oficio Nº 2774, de 25.06.01, del Servicio de Impuestos Internos, que informa respecto de los criterios que se utilizan para contabilizar los derechos municipales que deben pagar las empresas. (sesión 117ª, 03.07.01).

39. Documento secreto enviado por Mega-Red Ingenieros Ltda. titulado “Revisión de los indicadores de Calidad de Servicio en los sistemas de Distribución”. (sesión 117ª, 03.07.01). 

40. Antecedentes enviados por la Compañía General de Electricidad S.A., en relación con: 

a)
Variación porcentual del Valor Agregado de Distribución (VAD), Tarifa de Compra (Precio Nudo) y tarifa final CGE (tarifa a público), y

b)
Desagregación de tarifa final a público por consumos tipo en zonas de concesión de CGE (residencial-industrial). (sesión 117ª, 03.07.01).


41. Minuta del Instituto de Ingenieros de Minas. (sesión 117ª, 03.07.01).

42. Minuta explicativa de la Comisión Nacional de Energía en respuesta a la preocupación manifestada por el Instituto de Ingenieros de Minas en relación con las modificaciones introducidas a la metodología del cálculo de precio de nudo. (Oficio Nº 030, de 08.01.01) (sesión 117ª, 03.07.01).

43. Estadística hidrológica del Sistema Interconectado Central. (sesión 117ª, 03.07.01).

44. Minuta de la Asociación Chilena de Municipalidades titulada “Tarifa Eléctrica para el Alumbrado Público”. Conclusiones de la Comisión de Servicios Eléctricos y Energía en el marco del V Congreso de la ACHM. (reunión en comité, 04.07.01).

45. Fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago, dictado el 15.01.01, que resuelve el recurso de reclamación interpuesto por Chilectra S.A. en contra de la Resolución exenta Nº 878, de 15.05.00, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, por no haber dado lugar al recurso de reposición interpuesto por esa empresa en contra de la resolución exenta Nº 314 de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. (reunión en comité, 04.07.01).

46. Resolución exenta Nº 314, de 09.02.00, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, que aplica sanción a Chilectra S.A. por transgredir normativa vigente que indica. (reunión en comité 04.07.01).

47. Fallos de la Corte Suprema que resuelve el recurso de apelación interpuesto en contra de la mencionada sentencia. (reunión en comité 04.07.01).

48. Fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago, de 09.03.96, que resuelve el recurso de protección interpuesto por Chilectra S.A. en contra de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles por la dictación de la resolución exenta Nº 049, de 17.01.96. (reunión en comité, 04.07.01).

49. Carta del señor Alcalde de El Tabo, de 09.07.01, mediante la cual expone la situación que afecta al litoral central, en relación con las altas tarifas que deben pagar los habitantes de esa zona por concepto de electricidad (reunión en comité 11.07.01).

50. Observaciones de la Comisión Nacional de Energía a la minuta entregada el 18.06.01 por el diputado Jocelyn-Holt (sesión 118ª, 16.07.01).

51. Exposición efectuada por representantes de Chilectra S.A., mediante el sistema data show (sesión 118ª, 16.07.01).

52. Oficio Nº 590, sin fecha, de la Comisión Nacional de Energía, que adjunta la siguiente documentación: 

a)
Resolución exenta Nº 88, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 30.05.01, que resuelve divergencias en el centro de despacho económico de carga del sistema interconectado central, y

b)
Oficio Nº 406, de 11.05.01, de la Comisión Nacional de Energía al ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual remite un informe referente a la divergencia suscitada en relación con “Tratamiento que debe darse en el balance de valorización de transferencias de energía a consumos que se realicen y se constate que no tienen contrato de suministro y a las acciones y medidas operativas que debe adoptar la Dirección de Operación, habida consideración su impacto en la seguridad global de servicio y la garantía de los derechos de servidumbre de paso de energía”. (sesión 118ª, 16.07.01).


53. Oficio reservado Nº 591, de 11.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, que adjunta la siguiente documentación:

a)
Copia de las cartas enviadas a cada empresa distribuidora con objeto de remitir las tarifas básicas preliminares correspondientes a la fijación de fórmulas tarifarias para las empresas concesionarias de servicio público de distribución.

b)
Formato de la información solicitada a las empresas distribuidoras. (sesión 118ª, 16.07.01)

54. Oficio reservado Nº 592, de 11.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual remite:

a)
Informe elaborado por GTD Ingenieros Consultores Ltda. para la Comisión Nacional de Energía titulado “Determinación de Contenidos y Elaboración de Bases Técnicas para el cálculo de los precios de nudo en puntos de retiro de sistemas de subtransmisión”.

b)
Informe elaborado por GTD para Chilectra S.A. titulado “Cálculo de costos y Tarificación del sistema de subtransmisión de Chilectra S.A.”, de julio de1998. (sesión 118ª, 16.07.01). 

55. Oficio reservado Nº 593, de 11.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual se remite un informe titulado “Algunos Antecedentes Relevantes para la Tarificación de Distribución del año 1996”, de Mega-Red, de noviembre de 1995. (Sesión 118ª, 16.07.01). 

56. Oficio Nº 4396, 05.07.01, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, que adjunta la siguiente documentación:

a)
Oficio Nº 3970, de 30.09.92, enviado a la Comisión Nacional de Energía comunicando costos de explotación de 1991.

b)
Estudio realizado por consultor GTD Ingeniería Ltda. en proceso de Fijación de Costos de Explotación de 1995.

c)
Oficio Nº 3853, de 16.10.96, enviado a la Comisión Nacional de Energía comunicando Fijación de Costos de Explotación de 1995, basado en informe de GTD.

d)
Estudio interno titulado “Estudio de Ingresos por Venta y Compra de Electricidad en Empresas Distribuidoras”, que corrige fijación de Costos de Explotación de 1995, por deficiencias en estudio de GTD.

e)
Oficio Nº 2166, de 20.06.97, enviado a la Comisión Nacional de Energía comunicando la corrección de Fijación de Costos de Explotación de 1995.

f)
Estudio para fijación de costos por compras de Energía y Potencia, realizado por el consultor Reich Ingeniería Ltda.

g)
Estudio titulado “Estudio de Costos de Explotación de Empresas Concesionarias del Servicio de Distribución”, realizado por consultor Deuman Ingenieros, de septiembre de 2000. (sesión 118ª, 16.07.01).

57. Oficio Nº 4397, de 05.07.01, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, mediante el cual se adjunta el pronunciamiento emitido por ese organismo a comisiones periciales del valor nuevo de reemplazo, sobre los derechos municipales y resultados de peritajes. (sesión 118ª, 16.07.01).


58. Oficio Nº 4428, de 09.07.01, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, que adjunta la siguiente documentación:

a)
Informe sobre los pagos de compensaciones que se han efectuado a los usuarios, en virtud de lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 99 bis de la ley general de Servicios Eléctricos y del estado de los juicios correspondientes, y

b)
Cuadro de juicios sobre compensaciones. (sesión 118ª, 16.07.01).

59. Oficio Nº 4528, de 13.07.01, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, por el cual informa acerca de los costos de explotación de 1999, calculados para cada concesionaria y respecto de la especificación de los mismos. (sesión 118ª, 16.07.01).

60. Oficio reservado Nº 2001/103, de julio de 2001, de Chilectra S.A., que adjunta la siguiente documentación:

a)
Informe elaborado por GTD Ingenieros Consultores Ltda. titulado “Metodología y Cuantificación Balance de Potencia Sectorial de Chilectra S.A.”.

b)
Auditoría de la Consultora Inecon titulada “Estimación Horas de Uso Clientes BT-1. Chilectra S.A.”, de octubre de 1996. (sesión 118ª, 16.07.01). 

61. Documento Nº 156-01, de 22.06.01, elaborado por GTD Ingenieros Consultores Ltda., por el cual remite archivador que contiene: 

a)
Anexo 1: Estudios y proyectos en materia de electricidad.

b)
Anexo 2: Brochure de GTD Ingenieros Consultores Ltda.

c)
Anexo 3: Currículum Vitae del señor Héctor Lagunas.

d)
Anexo 4: Listado de estudios efectuados por GTD Ingenieros Consultores Ltda. para la Comisión Nacional de Energía.

e)
Anexo 5: Nómina de socios de GTD Ingenieros Consultores Ltda.

f)
Anexo 6: Nómina de consultores externos contratados por GTD Ingenieros Consultores Ltda.

g)
Declaraciones, pago de cotizaciones y certificados de sueldos y rentas de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía, señora Vivianne Blanlot emitidos por GTD Ingenieros Consultores Ltda. (sesión 118ª, 16.07.01).

62. Carta reservada de 12.06.01, de Mega-Red Ingenieros Ltda., por la cual remite los estudios encargados por la Comisión Nacional de Energía, durante los últimos cinco años, incluyendo nómina de los socios de la empresa y de los consultores externos que se han contratado. (sesión 118ª, 16.07.01).

63. Carta, de 12.07.01, de Mega-Red Ingenieros Ltda., mediante la cual informa respecto de entrega de dos estudios VAD sobre bases distintas, razones para haber emitido ambos, origen de dichos estudios, diferencias, oportunidad en que fueron elaborados, solicitantes, objeto, ¿a solicitud de quién? y conformidad de dichos estudios, con las bases, especialmente en lo relativo a derechos municipales. (sesión 118ª, 16.07.01).

64. Oficio EC-2001/170, de 13.07.01, de Eleconsult, que adjunta la siguiente documentación: 

a)
Anexo 1: Minuta Proceso de Fijación de Tarifas Eléctricas de Distribución 1996.

b)
Anexo 3: Documentos contrato Comisión Nacional de Energía-Gabriel Inostroza, de julio de 1995.

c)
Anexo 4: Documentos contrato Comisión Nacional de Energía-Eleconsult S.A., de diciembre de 1995.

i)
Programación de actividades del proceso de fijación de tarifas de distribución 1996.

ii)
Precalificación, licitación y adjudicación del estudio de valores agregados de distribución de 1996.

iii) Bases técnicas del estudio de valor agregado (Eleconsult y Mega-Red).

iv) Definición de Áreas Típicas de Distribución. (sesión 118ª, 16.07.01).

65. Presentación efectuada ante la Comisión por la ex Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía, señora María Isabel González (sesión 119ª, 17.07.01)

66. Gráfico entregado por el ex ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Óscar Landerretche, titulado “Costo Marginal y Precio de Nudo en el SIC 1986-2001” (sesión 119ª, 17.07.01).

67. Información respecto de los precios y el riesgo de desabastecimiento eléctrico, así como del anuncio de la baja en las tarifas eléctricas (sesión 119ª, 17.07.01).

68. Presentación en data show titulada “Aclaraciones Solicitadas a GTD” (sesión 120ª, 18.07.01).

69. Oficio Nº 3089, de 20.07.01, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que contiene:

a)
Copia simple de cometido funcionario del ministro de Economía, de 06.11.00.

b)
Copia certificada ante notario del decreto supremo Nº 632, de 13.11.00, que fija fórmulas tarifarias para las empresas eléctricas concesionarias del servicio público de distribución que señala.

c)
Copia simple de decreto supremo Nº 219, de 27.04.01, que fija precios de nudo. (sesión 121ª, 30.07.01)

70. Oficio Nº 4645, de 20.07.01, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, por el cual informa en relación con la situación originada con motivo de los problemas que han tenido varias distribuidoras que no han podido celebrar contratos de suministro de energía eléctrica, como asimismo lo obrado por dicho organismo en relación con la aplicación de eventuales sanciones u otras acciones pertinentes (sesión 121ª, 30.07.01).

71. Oficio reservado Nº 626, de 19.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, a través del cual envía documento titulado “Antecedentes del Chequeo de Rentabilidad Fijación Tarifaria de Distribución año 2000” (sesión 121ª, 30.07.01). 

72. Oficio Nº 627, de 19.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, por cuyo intermedio envía sendos informes en derecho de los abogados, profesores universitarios señores Ramiro Mendoza, de la Escuela de Derecho de la U. Católica, y Pablo Ruiz-Tagle Vial, de la Escuela de Derecho de la U. de Chile, quienes se pronuncian sobre aspectos legales que han sido objeto de la investigación (sesión 121ª, 30.07.01).

73. Oficio reservado Nº 628, de 19.07.01, de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual envía una nómina de los consultores convenidos con las empresas distribuidoras que precalificaron para el último proceso tarifario, en conformidad con la ley general de Servicios Eléctricos (sesión 121ª, 30.07.01).

74. Informe elaborado por la Comisión Nacional de Energía, de 31.07.01, que contiene:

a)
Anexo 1:
Presentación a la Cámara de Diputados.

b)
Anexo 2:
Informes en Derecho.

c)
Anexo 3:
Gestión del proceso de fijación de fórmulas tarifarias para empresas concesionarias de servicio público de distribución.

d)
Anexo 4:
Factores de coincidencia y horas de uso.

e)
Anexo 5:
Derechos Municipales, empresas concesionarias de distribución y empresa modelo.

f)
Anexo 6:
Observaciones de la Comisión Nacional de Energía a Minuta entregada el 18.06.01 por el diputado señor Jocelyn-Holt. (sesión 122ª, 31.07.01).

75. Oficio Nº 661, de 01.08.01, de la Comisión Nacional de Energía, que adjunta la siguiente documentación: 

a)
Copia de la publicación del Diario Oficial, de 27.11.00, que contiene la rectificación realizada a la publicación del decreto supremo Nº 645, de 16.11.00, que modifica el decreto supremo Nº 583, de 2000, que fija el precio de nudo del período octubre de 2000.

b)
Copia que entregó el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción al Diario Oficial que contiene la información correcta (artículo 4º cuadro a)) y el error de transcripción. (sesión 123ª, 14.08.01).

76. Antecedentes que dan cuenta de la evolución del precio de las acciones de Chilectra S.A. (sesión 123ª, 14.08.01).

77. Nota de la ex Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía, señora María Isabel González, mediante la cual plantea su preocupación en relación con las declaraciones vertidas por la señora Vivianne Blanlot, actual Secretaria Ejecutiva, en sesión de 31.07.01 (sesión 123ª, 14.08.01).

78. Carta de la empresa Mega-Red, mediante la cual manifiesta su malestar por los declaraciones efectuadas por la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía, en sesión de 31.07.01 (sesión 123ª, 14.08.01).

79. Antecedentes generales sobre el sector eléctrico y los procesos tarifarios realizados por la Comisión Nacional de Energía en los años 2000-2001.

80. Propuesta de consideraciones y conclusiones del diputado señor Tomás Jocelyn-Holt, agosto, 2001.

15. Moción de los diputados señores Juan Pablo Letelier y Montes.

Restringe las personas que pueden actuar como ministros de fe en el finiquito a que se refiere el artículo 177 del Código del Trabajo. (boletín Nº 2857-13)

1.
Introducción. Naturaleza, efectos y requisitos del finiquito.


El finiquito consiste en un documento en el cual deben quedar establecidos los pormenores, los detalles de las obligaciones extinguidas y las que, eventualmente, produce el término de la relación laboral. Tal instrumento debe otorgarse en forma inmediata al cese de la prestación de los servicios con las correspondientes formalidades legales y, sólo si las partes lo acordaren, podría establecerse un plazo para el pago.


Como consecuencia de lo anterior, el finiquito da fe del término de la relación laboral y de la extinción de las diferentes acciones y derechos que de el contrato de trabajo derivaren, creando en medio de prueba oponible entre las partes (empleador y trabajador), como también respecto de terceros ajenos a la relación laboral. El finiquito solamente deja constancia de que la relación laboral ha terminado y de las prestaciones pecuniarias que en él se consignan.


Actualmente el finiquito debe constar por escrito y debe firmarse por el interesado y por el presidente del sindicato o el delegado del personal o sindical respectivo, o ratificarse por el trabajador ante el inspector del trabajo, un notario público de la localidad, el Oficial del Registro Civil de la comuna o agrupación de comunas, o el Secretario municipal correspondiente.


No cumpliéndose tales formalidades, dichos documentos no podrán ser invocados por el empleador.

2.
Fuerza jurídica del finiquito. Crítica a la práctica generalizada de otorgar tal instrumento en formularios tipo. Análisis y perspectivas de la amplitud de quienes pueden dar fe del finiquito.


El finiquito ratificado por el trabajador ante los funcionarios o ministros de fe, antes mencionados, y sus copias autorizadas, tienen mérito ejecutivo respecto de las obligaciones pendientes que en él se contengan. Es decir, de esa manera se transforma en un documento que contiene una obligación líquida, determinada y actualmente exigible, no siendo necesario probar que el empleador adeuda dichas sumas. De esta manera se permite la elaboración de “finiquitos parciales”, en los cuales el trabajador formaliza su conformidad en el pago de una parte de las contraprestaciones adeudadas, reservándose el derecho de cobro posterior por el saldo no pagado.


El ejercicio de tan importante facultad ha sido limitado por la “generalizada práctica” de utilizar formularios de finiquitos ya impresos, de venta en establecimientos comerciales, formularios que sólo contienen en su letra pequeña una renuncia total a los derechos laborales. De allí, la inmensa mayoría de los trabajadores, creyendo que ésta es la única vía legal, que no hay alternativa, firman ante notario su total renuncia al ejercicio de futuras acciones, aunque no se les esté pagando plenamente las contraprestaciones o indemnizaciones adeudadas. Esta práctica agudiza la desinformación del trabajador respecto de sus facultades y posibilidades.1

Contribuye a lo anterior el que la irrenunciabilidad de los derechos laborales sólo opere mientras subsiste el contrato de trabajo, es decir, los derechos laborales pueden ser renunciados por el trabajador una vez terminado el contrato, precisamente en el finiquito, lo cual torna muchas veces ilusoria la defensa de los mencionados derechos. La urgencia económica de los trabajadores los obligará a suscribir finiquitos renunciando a otras contraprestaciones adeudadas, así ocurre en el mundo del trabajo, mientras aumentan las denuncias y reclamos por no pago de indemnizaciones, se reducen los finiquitos ratificados ante funcionarios de la Inspección del Trabajo, aumentando los suscritos ante Notario Público, práctica que facilita la infracción de las leyes laborales.

3.
Ideas matrices del proyecto.

a)
Fortalecer la fuerza jurídica del finiquito, en cuanto título ejecutivo.

b)
Terminar con la práctica generalizada de otorgar los finiquitos mediante formularios tipo, con las consecuencias desfavorables para los trabajadores al renunciar a derechos laborales.

c)
Restringir los ministros que pueden dar fe de tal instrumento quedando tal función radicada en el inspector del trabajo, quien puede dar garantía de la tutela a los derechos fundamentales del trabajador.

d)
Como consecuencia de lo anterior, dar una aplicación efectiva al principio de irrenunciabilidad de los derechos laborales.


El legislador no puede estar de espaldas a la realidad, aquí radica la misión del legislador crítico y democrático, esto es, la constante revisión de por qué se ha seleccionado tal relación social y se la ha fijado desvalorativamente de una forma determinada.


Es por eso, que sobre la base de estos antecedentes vengo en proponer a esta honorable Cámara, el siguiente proyecto de ley.


Artículo único.- Sustitúyase el artículo 177 del Código del Trabajo por el siguiente:


Es por eso, que sobre la base de estos antecedentes vengo en proponer a esta honorable Cámara el siguiente proyecto de ley:


Artículo único.- Sustitúyase el artículo 177 del Código del Trabajo por el siguiente:


“El finiquito, la renuncia y el mutuo acuerdo deberán constar por escrito. El instrumento respectivo que no fuere firmado por el interesado y por el presidente del sindicato o el delegado del personal o sindical respectivos, o que no fuere ratificado por el trabajador ante el inspector del trabajo, no podrá ser invocado por el empleador.


No tendrá lugar lo dispuesto en el inciso primero en el caso de contratos de duración no superior a treinta días salvo que se prorrogaren por más de treinta días o que, vencido este plazo máximo, el trabajador continuare prestando servicios al empleador con conocimiento de éste.


El finiquito ratificado por el trabajador ante el inspector del trabajo, así como sus copias autorizadas, tendrá mérito ejecutivo respecto de las obligaciones pendientes que se hubieren consignado en él”.

16. Oficio de la Corte Suprema.

“Santiago, 30 de noviembre de 2001.


Por oficio Nº 3570, de 6 de noviembre del año en curso, el señor Presidente de la Cámara de Diputados, ha remitido a esta Excelentísima Corte Suprema, de conformidad con el inciso 2º y 3º del artículo 74 de la Constitución Política de la República y artículo 16 de la ley 
Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para su informe, copia del proyecto de ley -iniciado en mensaje- sobre sistema de inteligencia del Estado y crea la Agencia Nacional de Inteligencia. (Boletín Nº 2811-02).


Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte del proyecto de ley indicado, en sesión del día 23 de noviembre en curso, presidida por el titular que suscribe y con la asistencia de los ministros señores Jordán, Garrido, Ortiz, Tapia, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez, Cury, Pérez, Álvarez Hernández, Medina, Kokisch, Juica, Segura y la señorita Morales, se acordó manifestar lo siguiente:


Conforme a las normas citadas en el oficio signado con el número 3570, de 6 de noviembre de 2001, del Presidente de la Cámara de Diputados, a este Tribunal le corresponde informar respecto de lo dispuesto en el artículo 30 del proyecto de ley, que señala: “Será competente para otorgar las autorizaciones antes referidas un ministro de Corte de Apelaciones que ejerza jurisdicción en el territorio en que se realizará la diligencia. Para ese efecto, cada Corte de Apelaciones designará a dos de sus miembros por el lapso de dos años y la solicitud podrá ser presentada ante cualquiera de ellos.


“La resolución que autorice el uso de técnicas intrusivas o métodos encubiertos se dictará sin conocimiento del afectado, y será siempre fundada. En caso de que la solicitud sea rechazada, la resolución será susceptible de recurso de reposición por parte del Jefe del Servicio de Inteligencia.


“Las medidas no podrán decretarse por un plazo superior a sesenta días, prorrogables por iguales períodos”.


Conforme al artículo 28 del citado proyecto de ley, se entiende por técnicas intrusivas y métodos encubiertos, aquellos procedimientos que en base a la simulación, disimulación, la observación o la tecnología, permiten acceder a información contenida en fuentes cerradas. Se agrega, a modo ejemplar, que la constituyen los siguientes: intervención de las comunicaciones telefónicas, informáticas, radiales y de la correspondencia en cualquiera de sus formas; escucha y grabación electrónica; allanamiento encubierto, levantamiento del secreto bancario, e intervención de sistemas y redes informáticas.


Como del tenor de las normas del proyecto de ley en comento, relativas al sistema de inteligencia, y que crea la Agencia Nacional de Inteligencia del Estado, aparece que la actuación de la judicatura no está enmarcada en un proceso de carácter judicial, que tienda a investigar la comisión de un hecho que revista los caracteres de delito y, por lo mismo, como no tiene carácter jurisdiccional la actividad consistente en conceder o denegar la autorización que solicite el Director o Jefe del Servicio de Inteligencia, y estimando que la utilización de las denominadas técnicas intrusivas y métodos encubiertos, puede afectar garantías consagradas en la Constitución Política de la República, se acordó informar desfavorablemente el proyecto de ley.


Los ministros señores Garrido, Ortiz, Tapia, Cury, Álvarez H. y Kokisch, fueron de opinión de informar favorablemente, por estimar que es necesario que la autoridad judicial tutele las garantías consagradas en la Carta Fundamental, evitando, de esa manera, que quede radicada exclusivamente en la autoridad administrativa, la facultad de usar las denominadas técnicas intrusivas o métodos encubiertos, lo que podría devenir en arbitrariedades. Sin perjuicio de lo anterior, son de opinión de que se determine en forma taxativa las actividades que son constitutivas de técnicas intrusivas y métodos encubiertos, eliminando de entre ellas el allanamiento encubierto. También son de parecer, que la autoridad administrativa debe informar a la autoridad judicial, acerca del resultado de las diligencias decretadas y, por último, que la determinación del ministro de la Corte de Apelaciones que debe otorgar la autorización, lo sea mediante un turno especial determinado por la propia Corte en forma secreta.


Es cuanto puede este Tribunal informar en torno al proyecto en examen.


Saluda atentamente a V.S.


(Fdo.): HERNÁN ÁLVAREZ GARCÍA, Presidente; CARLOS A. MENESES PIZARRO, Secretario”.

AL SEÑOR PRESIDENTE

CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.


17. Oficio de la Corte Suprema.

“Oficio Nº 003003.


Ant.: AD-17.734.


Santiago, 7 de diciembre de 2001.


Esa honorable Cámara de Diputados, por oficio de 6 de noviembre pasado y de conformidad a lo establecido en el artículo 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley Nº 18.916, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ha remitido a esta Corte Suprema, para su informe, copia de la indicación sustitutiva formulada por su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley -iniciado en moción-, que modifica la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar. (Boletín Nº 2318-18).


Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte Suprema el día 30 de noviembre último de la materia consultada, presidido por su titular don Hernán Álvarez García y con la asistencia de los ministros señores Jordán, Garrido, Ortiz, Benquis, Tapia, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez, Cury, Álvarez Hernández, Espejo, Kokisch, Juica y la señorita Morales, acordó informar lo siguiente:


De acuerdo con lo dispuesto en las normas citadas precedentemente a este Tribunal sólo le corresponde emitir opinión en lo relativo a la competencia y al procedimiento que regula el proyecto de ley que se examina.


Esta Corte, respecto de la competencia que se atribuye a los juzgados civiles por el artículo 4º del proyecto de ley, informa que mientras no se creen los tribunales de familia, no existen observaciones que formular a dicho artículo. No obstante lo anterior, atendida la recargada competencia de los juzgados civiles -situación que se hizo presente mediante oficio        Nº 001541, de 26 de octubre de 1993- y la necesidad de dar una cobertura integral a los conflictos que se generan al interior de las familias, acordó hacer presente que resulta de extrema urgencia crear los tribunales de familia.


Se estima, además, que no existen observaciones que formular a las normas que regulan el procedimiento, contenidas en los artículos 5º al 18º del proyecto de ley, salvo que se considera conveniente que se deje expresa constancia que en contra de las sentencias que se dicten no procederá el recurso de casación.


El Presidentes señor Álvarez García y los ministros señores Gálvez, Espejo, Kokisch y Juica, fueron de opinión de informar desfavorablemente el proyecto de ley que se examina, porque, en su concepto, los conflictos a que da origen la comisión de maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su naturaleza, no es una materia que deba quedar radicada en los juzgados que conocen de asuntos de orden civil, razón por la que no resulta aconsejable insistir en esta radicación. Abona la conclusión anterior, la experiencia que se ha adquirido a través de la aplicación de las disposiciones de la ley de violencia intrafamiliar por los actuales juzgados civiles.


Es cuanto puede este Tribunal informar en torno al proyecto en examen a la honorable Cámara.


Saluda atentamente a V.S.,


(Fdo.): HERNÁN ÁLVAREZ GARCÍA, Presidente, CARLOS A. MENESES PIZARRO, Secretario”.

AL SEÑOR SECRETARIO

COMISIÓN DE FAMILIA

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.

18. Oficio de la Corte Suprema.

Ant.: AD-17.678.


Santiago, 13 de diciembre de 2001.


Por oficio Nº 3.553, de 17 de octubre último, el señor Presidente de la Cámara de Diputados, ha remitido a esta Corte Suprema, de conformidad con los incisos segundo y tercero del artículo 74 de la Constitución Política de la República, y el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para su informe, copia del proyecto de ley   -iniciado por moción- referido a las “acciones constitucionales de amparo o habeas corpus y de protección”. (Boletín Nº 2809-07).


Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte, en sesión del día cinco de diciembre en curso, presidida por el titular que suscribe y con la asistencia de los ministros señores Jordán,    Garrido, Ortiz, Benquis, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez, Pérez, Álvarez Hernández, Marín, Yurac, Espejo, Kokisch, Juica, Medina, Segura y Srta. Morales, se acordó manifestar lo siguiente:


El proyecto de ley de que se trata consta de cuatro títulos: disposiciones preliminares, la acción constitucional de amparo o habeas corpus, el recurso y la acción de protección, y la jurisdicción internacional.


En el caso del recurso de amparo, está vigente el Título V del Libro Segundo, Primera Parte, del Código de Procedimiento Penal, que en sus artículos 306 a 317 bis trata “del procedimiento de amparo”. En las regiones en que ha entrado en vigencia el nuevo Código Procesal Penal, esta preceptiva no rige ni existen normas para regular el ejercicio de la acción del artículo 21 de la Constitución Política.


Respecto de la protección, el recurso contemplado en el artículo 20 de la Carta Fundamental carece de una normativa legal, y la tramitación y demás aspectos procesales están regidos por un Auto Acordado de esta Corte Suprema. Han existido varios proyectos de ley sobre el tema, los que fueron oportunamente informados por este Tribunal en los años 1992, 1997 y 1998, los dos primeros a la honorable Cámara de Diputados, y el último al honorable Senado de la República.


En cuanto a la llamada “jurisdicción internacional”, parece ser el primer intento de legislar acerca de la materia.


Luego de un estudio minucioso del proyecto de ley que se ha sometido a la consideración de esta Corte Suprema, y efectuando un detenido análisis jurídico de sus disposiciones, el Tribunal ha llegado a la conclusión de que -en la forma actual del proyecto- se hace imposible prestar su asentimiento, dado que en él se advierten serios inconvenientes tanto de forma como de fondo, al presentar vacíos y omisiones trascendentes y fundamentales para un texto que busca reglamentar instituciones constitucionales, a través de procedimientos judiciales. Al mismo tiempo, contiene disposiciones que se oponen entre sí, de modo tal que la contradicción de los preceptos no permite discernir la real voluntad del legislador sobre esos puntos. Finalmente, existe confusión respecto de expresiones, conceptos jurídicos y sobre el rol jurisdiccional que cabe a los Tribunales de Justicia, en varios de sus artículos.


Por vía ejemplar se puede mencionar la carencia de pronunciamiento sobre las siguientes materias:

a)
Anuncia una serie de medios para restablecer la vigencia de derechos asegurados por la Constitución y los tratados, pero sólo se refiere a dos, sin decir nada de los restantes cuatro (artículo 2º);

b)
No se señala la forma como conoce el tribunal colegiado en primera instancia, para fallar tanto el amparo (artículos 15 y 24), como la protección (artículo 50);

c)
No se contempla procedimiento ni oportunidad para “determinar” los daños y perjuicios causados, cuando en la protección no se pueda restablecer al agraviado en el goce de su derecho (artículo 52);

d)
No se especifica si esta decisión sobre daños, produce también cosa juzgada formal, como el fallo de protección (artículos 52 y 55);

e)
No indica cuáles serían los derechos irrenunciables que impiden el desistimiento en la protección (artículo 49);

f)
No hay normas sobre la suspensión de la vista de la causa en la apelación del fallo de protección (artículo 58);

g)
Prohíbe suspender los procedimientos si no es en un caso que esta misma ley contemple (artículo 8º), olvidando la facultad constitucional en el recurso de inaplicabilidad, para suspender cualquier gestión o juicio;

h)
En el amparo, el proyecto da la facultad para citar a actor y autoridad o persona que detuvo, a una misma audiencia, sin señalar su objeto, y dispone que finalizada la audiencia el tribunal dicta sentencia. Se trata de un tribunal colegiado y debió establecer cómo procede en este caso y qué hace si no es posible citar a las partes a esa audiencia especial (artículo 15 inciso 3º); y

i)
No se pone en el caso del régimen intertemporal por la aplicación gradual de la Reforma, como por ejemplo en cuanto al Ministerio Público aludido en el artículo 33 B, que aún no existe en todo el país, ni los tribunales penales del artículo 12.


En lo que respecta a contradicciones evidentes del texto, algunas que se pueden señalar, son:

a)
Se afirma que los procesos serán informales (artículo 8º); pero a continuación se establecen innumerables trámites y formalidades, tanto para la interposición de los recursos como en el procedimiento, en la dictación de la sentencia y en los recursos;

b)
Se dispone que la sentencia en el amparo, se dictará de inmediato; sin embargo, luego se dice que el plazo para dictarla es de 24 horas, desde el estado de fallo (artículo 28);

c)
Se señala que el recurso de protección se deduce “sin formalidad alguna”; pero luego se indican once requisitos que debe cumplir el escrito (artículos 32 y 34).

d)
Establece que la protección se puede pedir hasta sesenta días después que cesan los efectos agraviantes (artículo 33), y después se dice que es inadmisible si ha terminado la amenaza, perturbación o privación del ejercicio del derecho (artículo 35 letra a);

e)
Fija plazo para que el recurrente de protección subsane defectos; sin embargo, al mismo tiempo, ordena que el tribunal los subsane de oficio (artículo 34);

f)
Si en la protección hay hechos controvertidos, recibe a prueba en una audiencia, pero en seguida dice que en ella se oye directamente a las partes y los terceros, a pesar de ser para presentar pruebas (artículo 47 inciso 2º);

g)
En la protección, la prueba debe apreciarse “libremente”; pero después se agrega que debe respetar y no contradecir una serie de reglas y principios (artículo 9º inciso 2º);

h)
La acción de protección debe tramitarse con prontitud y expedición, y el plazo para fallarla se cuenta desde su interposición; no obstante, si se apela de la suspensión provisoria, la apelación se concede en ambos efectos -al no limitarla al devolutivo-, lo que paralizaría, de hecho, la tramitación (artículos 8º, 50 y 57); y

i)
Ordena cumplir el fallo de protección en 48 horas, pero antes, en un caso, se estableció un plazo de treinta días para que la autoridad agraviante cumpla, ejecute o reglamente lo que ordena un precepto jurídico (artículos 54 y 51).


Como circunstancias demostrativas de las confusiones que se constatan en el proyecto de ley se podría citar:

a)
Emplea a veces la expresión “recurso de amparo”, en otras “acción de amparo”. Igualmente “protección”, “acción de protección” y “demanda de protección”, dando la impresión en ocasiones que son instituciones alternativas, y en otras que son lo mismo (artículos 11, 29, 30, 32, 33, 33, 32 B, 33 B, 37, 50, etc.);

b)
Se establece la acción de protección para los derechos asegurados en la Constitución, tratados y en las leyes, lo cual incluye cualquier conflicto del tipo que sea; por lo que esto reemplazaría a todos los procedimientos judiciales (artículo 30);

c)
Se dice que en la interposición verbal de la protección, el acta la levantará “la secretaria del tribunal”, no contemplando la posibilidad de que el cargo esté servido por un varón (artículo 32 B);

d)
Si el Tribunal debe salvar las omisiones del recurso de protección, y el defecto consiste en no indicar “las peticiones concretas que se solicitan al Tribunal”, sería la propia Corte la que se pide a sí misma que se acoja el recurso (artículos 32 y 34);

e)
Dice que “el juez” puede decretar medidas para mejor resolver en la protección, en circunstancias que el tribunal competente es una Corte de Apelaciones (artículo 48);

f)
Se habla de declarar “con lugar” (?) la protección, si el informe confirma la efectividad de los hechos invocados, sin que se permita al tribunal considerar la legislación que rige la materia. Al parecer, no habrá aplicación del derecho, sino sólo confirmación de los hechos aludidos (artículo 47);

g)
La apelación de la sentencia de protección se resuelve en la vista de la causa “oyendo a las partes”, sin que se explique qué significa eso (artículo 58);

h)
Se afirma que el recurso de amparo puede deducirse ante “cualquier tribunal de la jurisdicción criminal”, lo que podría incluir a los colegiados del juicio oral -que son de convocatoria formal-, y a los del crimen que continúan conociendo procesos antiguos después de aplicada la Reforma (artículo 12);

i)
El artículo 23 repite lo que dice el 20, y hay dos artículos Nº 32 y dos Nº 33;

j)
Habla de derechos “colectivos o difusos”, que deben amparar los tribunales, y ésos son conceptos discutidos en cuanto a su existencia y contenido (artículo 3º);

k)
Además, el proyecto desconoce el sentido de instituciones procesales básicas, como la “libre convicción” en materia de apreciación de la prueba, confundiéndola con el sistema de sana crítica (artículo 9º);

l)
Lo que es grave, impone a los tribunales una forma de interpretar la ley que afecta a la libertad jurisdiccional y la independencia judicial en este tópico, llegando incluso a negar las potestades constitucionales que se han entregado al Poder Judicial, y rompe la igualdad de las partes ante la justicia (artículo 2º);

ll)
También permite que se recurra de protección contra resoluciones judiciales no emanadas de la Corte Suprema, convirtiendo esta acción de protección de derechos, en un medio de impugnación de resoluciones judiciales (artículo 35 Letra c));

m)
Y por último, junto con ignorar la fuerza y eficacia de la cosa juzgada que es la base del supuesto de las sentencias judiciales, de la estabilidad jurídica y de la certeza de las normas legales, crea una jurisdicción internacional ajena a nuestra institucionalidad constitucional.


En resumen, esta Corte Suprema considera que la trascendencia de las materias respecto de las cuales se requiere legislar, amerita efectuar una revisión concienzuda y detallada del proyecto de ley de que se trata, a fin de reformularlo adecuadamente y así elaborar un texto apropiado a los fines propuestos por sus patrocinadores.


En el evento de que se legisle respecto de la tramitación que corresponde dar al recurso de protección, se estima que debe considerarse la normativa reglamentaria acordada por esta Corte y contenida en el Auto Acordado adoptado en la sesión llevada a cabo el día 4 de mayo de 1998, en razón de que el procedimiento que se regula para la tramitación de la protección, se aplica satisfactoriamente y perfila a esta acción en su recta naturaleza.


Es todo cuanto puede informar este Tribunal en torno a la presentación legislativa contenida en la moción parlamentaria de esa honorable Cámara de Diputados.


Saluda atentamente a V.S.,


(Fdo.): HERNÁN ÁLVAREZ GARCÍA, Presidente; MARCELA PAZ URRUTIA   CORNEJO, Secretaria subrogante”.

AL SEÑOR

PRESIDENTE DE LA

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.


19. Oficio de la Corte Suprema.

“Transcribe acuerdo.


Santiago, 26 de diciembre de 2001.


Para su conocimiento y fines que corresponda, transcrito a V.S., el acuerdo del Tribunal Pleno de esta Corte Suprema, que es del siguiente tenor:


En Santiago a veintiuno de diciembre de dos mil uno, se reunió el Tribunal Pleno bajo la presidencia de su titular don Hernán Álvarez García y con la asistencia de los ministros señores Jordán, Garrido, Libedinsky, Ortiz, Benquis, Tapia, Chaigneau, Rodríguez, Cury, Pérez, Álvarez Hernández, Marín, Yurac, Espejo, Medina, Kokisch, Juica, Segura y señorita Morales.

Elección presidente de la Excelentísima Corte Suprema


Teniendo en consideración que el período del actual Presidente del máximo Tribunal, don Hernán Álvarez García, vence el 5 de enero de 2002, se acordó efectuar votación para elegir Presidente por el próximo bienio.


La elección el siguiente resultado:

1. Don Mario Garrido Montt
13 votos

2. Don Marcos Libedinsky Tschorne
5 votos

3. Don Servando Jordán López
1 voto

4. Don José Benquis Camhi
1 voto


En consecuencia, resultó elegido Presidente de esta Corte Suprema, don Mario Garrido Montt por el período antes indicado.


Comuníquese esta designación a su Excelencia el Presidente de la República, a los Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados, al señor ministro de Justicia, al Decano del Cuerpo Diplomático, al Contralor General de la República y a las demás autoridades que correspondan.


Para constancia se extiende la presente acta”.


Saluda atentamente a V.S.,


(Fdo.): HERNÁN ÁLVAREZ GARCÍA, Presidente; MARCELA PAZ URRUTIA   CORNEJO, Secretaria subrogante.

AL SEÑOR PRESIDENTE

DON LUIS PARETO GONZÁLEZ

CÁMARA DE DIPUTADOS

PRESENTE”.

�	El proyecto de acuerdo fue presentado por los diputados Acuña, don Mario; Ascencio, don Gabriel; Elgueta, don Sergio; Jocelyn-Holt, don Tomás; Ovalle, doña María Victoria; Palma, don Joaquín; Reyes, don Víctor; Rincón, don Ricardo; Velasco, don Sergio, y Vilches, don Carlos.


�	Dicho proyecto de acuerdo fue suscrito por los diputados Aguiló, don Sergio; Bustos, don Juan; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Luksic, don Zarko; Muñoz, doña Adriana; Ojeda, don Sergio; Pérez, don José; Salas, don Edmundo, y Valenzuela, don Felipe.


�	Oficios números 490, 491, 492 y 493, de 12 de junio; 561 y 562, de 3 de julio; 591, 592 y 593, de 11 de julio, y 626 y 628, de 19 de julio, todos de 2001. 


�	El decreto supremo Nº 583, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, publicado el 30 de octubre de 2000, fija los valores de subtransmisión, conjuntamente con los precios de nudo, por un período de seis meses, de conformidad con lo prescrito en los artículos 98 y 103 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, ley general de Servicios Eléctricos, en adelante la ley.


�	El inciso primero del artículo 90 de la ley, dispone: “Están sujetos a fijación de precios los suministros de energía eléctrica y los servicios que a continuación se indican:


	1.- Los suministros a usuarios finales cuya potencia conectada es inferior o igual a 2.000 kilowatts, ubicados en zonas de concesión de servicio público de distribución o que se conecten mediante líneas de su propiedad o de terceros a las instalaciones de distribución de la respectiva concesionaria;


	2.- Los suministros a usuarios finales de potencia conectada inferior o igual a 2.000 kilowatts, efectuados desde instalaciones de generación o transporte de una empresa eléctrica, en sistemas eléctricos de tamaño superior a 1.500 kilowatts en capacidad instalada de generación;


	3.- Los suministros que se efectúen a empresas eléctricas que no dispongan de generación propia, en la proporción en que estas últimas efectúen a su vez suministros sometidos a fijación de precios. Lo anterior cuando se trate de sistemas eléctricos de tamaño superior a 1.500 kilowatts en capacidad instalada de generación.


	4.- Los servicios no consistentes en suministros de energía, prestados por las empresas sean o no concesionarias de servicio público que, mediante resolución de la Comisión Resolutiva, creada por el decreto ley Nº 211, de 1973, dictada a solicitud de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles o de cualquier interesado, sean expresamente calificados como sujetos a fijación de precios, en consideración a que las condiciones existentes en el mercado no son suficientes para garantizar un régimen de libertad tarifaria.”


�	El Centro de Despacho Económico de Carga es el “organismo encargado de determinar la operación del conjunto de centrales generadoras y líneas de transporte de un sistema eléctrico, de modo que el costo del abastecimiento eléctrico sea el mínimo posible, compatible con una seguridad prefijada”. (letra b) del artículo 150 de la ley).


�	Es una persona jurídica de derecho público, funcionalmente descentralizada, con patrimonio propio y plena capacidad para adquirir y ejercer derechos y contraer obligaciones, que se relaciona directamente con el Presidente de la República (artículo 1º del decreto ley Nº 2224, de 1978).


�	Letra f) del artículo 4º del mismo cuerpo legal.


�	El cuerpo normativo está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 88, de 1953.


�	Letra f) del artículo 4º del decreto ley Nº 2.224, de 1978, e inciso primero del artículo 92 de la ley.


�	El inciso tercero del artículo 92 establece: “El Fisco deberá compensar mensualmente a los concesionarios afectados, dentro de un plazo de treinta días, contado desde la presentación de los antecedentes por parte de éstos al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en un monto equivalente a la diferencia entre la facturación efectiva registrada y la que hubiere resultado en el respectivo mes, de haberse publicado los precios calculados por la Comisión”.


�	Artículo 2º de la ley Nº 18.410, de 22 de mayo de 1985. 


�	Ver cita Nº 6.


�	Ver cita Nº 5.


�	Nº 1 del artículo 96 de la ley y artículo 271 del decreto supremo Nº 327, del Ministerio de Minería, de 1997, que aprueba el reglamento eléctrico, en adelante el reglamento.


�	Nº 2 del artículo 96 y artículo 294 del reglamento.


�	Artículos 103 de la ley y 289 del reglamento.


�	Artículos 97 de la ley y 269 del reglamento.


�	Nº 2 del artículo 99 de la ley.


�	Nº 3 del mismo artículo 99.


�	El artículo 98 de la ley, en su párrafo segundo, prescribe: “Estos precios se reajustarán en conformidad a lo estipulado en el artículo 104, cuando el precio de la potencia de punta o de la energía, resultantes de aplicar las fórmulas de indexación que se hayan determinado en la última fijación semestral de tarifas, experimente una variación acumulada superior a diez por ciento”.


�	Nº 4 del mismo artículo 99.


�	Inciso segundo del artículo 101 de la ley y 285 del reglamento.


�	El Sistema Interconectado Central (SIC) se extiende entre la ciudad de Taltal, en la II Región, hasta la localidad de Quellón, en la X Región. En tanto, el Sistema Interconectado del Norte Grande (SING) comprende la ciudad de Arica, por el norte, y la localidad de Coloso, por el sur, cubriendo las regiones I y II.


�	Artículos 100 de la ley y 282 del reglamento.


�	Inciso primero del artículo 101 de la ley e inciso segundo del artículo 282 del reglamento.


�	Inciso segundo del artículo 101 de la ley y artículos 286 y 287 del reglamento.


�	Artículos 102 de la ley y 288 del reglamento.


�	Incisos primeros de los artículos 103 de la ley y 290 del reglamento.


�	Artículos 106 de la ley y 294 del reglamento.


�	El inciso primero del artículo 297 del reglamento estatuye: “Tanto el estudio de costos encargado por la Comisión, como el o los estudios que contraten las empresas, deberán ajustarse a las bases que determine la Comisión, las que informará a las empresas antes de seis meses del término de la vigencia de las fórmulas de las tarifas en aplicación. 


�	Inciso tercero del artículo 111 de la ley e inciso primero del artículo 298 del reglamento.


�	El inciso segundo del artículo 298 del reglamento preceptúa: “La Comisión revisará los estudios encargados por las empresas que previamente hayan calificado dentro de bases y, con la conformidad previa de ellas, podrá efectuar las correcciones a que haya lugar. Si no se produjere acuerdo, primará el criterio de las empresas respecto de los valores obtenidos en el o los estudios encargados por ellas”.


�	Inciso segundo del artículo 107 de la ley y 299 del reglamento.


�	Se entiende por valor nuevo de reemplazo “el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos destinados a dar el servicio de distribución, en las respectivas concesiones, incluyendo los intereses intercalarios, los derechos, los gastos y las indemnizaciones pagadas para el establecimiento de las servidumbres utilizadas, los bienes intangibles y el capital de explotación. Entre los derechos no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación”. (inciso quinto del artículo 116 de la ley).


�	Son costos de explotación “el valor de la energía y potencia requerida para la actividad de distribución, calculado con los precios de nudo que rigen en el punto de conexión con las instalaciones de distribución, los costos de operación del sistema de distribución de la energía, los de conservación y mantenimiento, administración y generales, gravámenes y contribuciones, seguros, asesoramiento técnico y demás que la Superintendencia considere necesarios para la explotación del servicio en la zona de concesión. No podrán incluirse en los costos de explotación las depreciaciones, los déficit de ganancias en ejercicios anteriores, ni ningún costo financiero como los impuestos y contribuciones por dividendos de acciones o el servicio de intereses y amortización de préstamos, bonos y otros documentos.” (inciso tercero del mismo artículo 116).


�	El artículo 105 de la ley señala: “La estructura de los precios a nivel de distribución considerará los precios de nudo establecidos en el punto de conexión con las instalaciones de distribución, y el valor agregado por concepto de costos de distribución, adicionándolos a través de fórmulas que representen una combinación de dichos valores, de tal modo que el precio resultante de suministro corresponda al costo de la utilización por parte del usuario de los recursos a nivel producción-transporte y distribución empleados.”


�	El inciso tercero del artículo 300 del reglamento dispone: “Las fórmulas tarifarias podrán considerar factores de coincidencia y horas de utilización de la potencia, que reflejen la diversidad de la demanda de potencia de los clientes de tarifas binominales y de los clientes de tarifa simple de energía, respectivamente. Las horas de utilización de la potencia y los factores de coincidencia deberán estar debidamente fundados.”


�	Ver cita anterior.


�	Se entiende por tasa de rentabilidad económica “la tasa de actualización que iguala, para el conjunto de todas las concesionarias de distribución, los márgenes anuales antes de impuestos actualizados en un período de treinta años, con los VNR de las instalaciones de distribución, incluidas aquellas aportadas por terceros. Se entiende por margen anual antes de impuesto la diferencia entre las entradas de explotación y los costos de explotación correspondientes a la actividad de distribución en el año calendario anterior al que se efectúa el estudio.” (inciso primero del artículo 116 de la ley).


�	El inciso segundo del artículo 108 prescribe: “Si las tarifas básicas preliminares así determinadas, permiten al conjunto agregado de las instalaciones de distribución de las empresas concesionarias obtener una tasa de rentabilidad económica antes de impuestos a las utilidades, que no difiera en más de cuatro puntos de la tasa de actualización definida en el artículo 106, los valores agregados ponderados que les dan origen serán aceptados. En caso contrario, los valores deberán ser ajustados proporcionalmente de modo de alcanzar el límite más próximo superior o inferior”.


�	Artículos 109 de la ley y 305 del reglamento.


�	Artículos 112 y 113 de la ley y 306 del reglamento.


�	Artículo 115 de la ley.


�	Chilectra sincera sus propios costos, motivada por las modificaciones incorporadas en la mencionada ley Nº 18.410, orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, que contemplan elevadas multas y mayores facultades de fiscalización, y la promulgación del reglamento eléctrico, que fue objeto de polémica en los tribunales de justicia.


�	No tiene racionalidad que la Comisión reconozca para Chilectra horas de uso inferiores a lo que la propia empresa declaró haber calculado en 1996 y 1997, cuando recurrió a los tribunales de justicia.


�	El artículo 92 de la ley estatuye: “Los precios máximos de que trata este Título serán calculados por la Comisión de acuerdo con los procedimientos que se establecen más adelante, y fijados mediante decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


	Excepcionalmente, por decreto supremo fundado, dictado por el Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que deberá ser suscrito, además, por el ministro de Hacienda, podrá fijarse precios máximos diferentes a los calculados por la Comisión, siempre que la ley de Presupuestos del Sector Público autorice la compensación a que se refiere el inciso siguiente y considere los recursos presupuestarios pertinentes, a través de la creación de un ítem especial en la Partida Tesoro Público.


	El Fisco deberá compensar mensualmente a los concesionarios afectados, dentro de un plazo de treinta días, contado desde la presentación de los antecedentes por parte de éstos al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en un monto equivalente a la diferencia entre la facturación efectiva registrada y la que hubiera resultado en el respectivo mes, de haberse publicado los precios calculados por la Comisión.


	No obstante lo dispuesto en el inciso segundo, si los concesionarios no recibieren dentro de un plazo de sesenta días la compensación contemplada en el inciso anterior, por el solo ministerio de esta ley, serán aplicables con efecto retroactivo las tarifas calculadas por la Comisión”.


�	Se refiere a los consorcios Soluciones Integrales-Mega-Red y Eleconsult-Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Universidad de Chile contratados para estudiar los valores agregados de distribución de las áreas típicas 1, 4 y 5, y 2, 3 y 6, respectivamente.


�	Ver cita Nº 47.


�	El artículo 106 de la ley preceptúa: “El valor agregado por concepto de costos de distribución se basará en empresas modelo y considerará:


	1.- Costos fijos por concepto de gastos de administración, facturación y atención del usuario, independientes de su consumo;


	2.- Pérdidas medias de distribución en potencia y energía;


	3.- Costos estándares de inversión, mantención y operación asociados a la distribución, por unidad de potencia suministrada. Los costos anuales de inversión se calcularán considerando el Valor Nuevo de Reemplazo, en adelante VNR, de instalaciones adaptadas a la demanda, su vida útil, y una tasa de actualización, igual al 10% real anual”.


�	El artículo 107 de la ley, señala: “Las componentes indicadas en el artículo anterior se calcularán para un determinado número de áreas de distribución típicas, que serán fijadas por la Comisión, oyendo previamente a las empresas. Las componentes para cada área típica se calcularán sobre la base de un estudio de costos encargado a una empresa consultora por la Comisión. Dicho estudio de costos se basará en un supuesto de eficiencia en la política de inversiones y en la gestión de una empresa distribuidora operando en el país. Las empresas concesionarias de distribución, como conjunto o individualmente, podrán contratar el mismo estudio, aplicado a las mismas áreas de distribución típicas definidas anteriormente, a otra empresa consultora, elegida por ellas de entre una lista de empresas acordadas con la Comisión. En este caso la Comisión podrá revisar el o los estudios encargados por las empresas, y efectuar con la conformidad previa de ellas, las correcciones a que dé lugar esta revisión. Si no se produjere acuerdo, primará el criterio de las empresas respecto de los valores obtenidos en el o los estudios encargados por ellas.


	La Comisión calculará para cada área el promedio aritmético ponderado de los valores agregados resultantes de los estudios de la Comisión y de las empresas a que se ha hecho referencia anteriormente. Los coeficientes de ponderación serán: dos tercios para los que resulten del estudio encargado por la Comisión y un tercio para los valores que resulten del estudio encargado por las empresas como conjunto, o para el promedio de los valores resultantes en los estudios encargados individualmente por las empresas, si los hubiera”.


�	El artículo 292 del reglamento dispone: “La Comisión calculará los precios máximos a nivel de distribución aplicables a usuarios finales cuya potencia conectada sea inferior o igual a 2.000 kilowatts, en sistemas eléctricos de tamaño superior a 1.500 kilowatts en capacidad instalada de generación, sea que dichos usuarios:


	a) Se ubiquen en zonas de concesión de servicio público de distribución; 


	b) Se conecten mediante líneas de su propiedad o de terceros a las instalaciones de distribución de la respectiva concesionaria; o 


	c) Su suministro sea efectuado desde instalaciones de generación o transporte de una empresa eléctrica”.


�	La letra m) del artículo 150 de la ley establece: “Para los efectos de la aplicación de la presente ley se entiende por: m) Áreas típicas de distribución: áreas en las cuales los valores agregados por la actividad de distribución para cada una de ellas son parecidos entre sí”.


�	El artículo 64 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, en su Nº 6, prescribe: “Contravienen especialmente el principio de la probidad administrativa las siguientes conductas: ...Asimismo, participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad. Las autoridades y funcionarios deberán abstenerse de participar en estos asuntos, debiendo poner en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecta”.


�	“La fijación de tarifas eléctricas (y por qué la acusación de un grupo de diputados es errónea)”, documento remitido por la Jefa de Gabinete de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía a los integrantes de la honorable Cámara de Diputados, por correo electrónico, el 17 de abril de 2001, página 4.


�	Se entiende por costo de racionamiento “el costo por kilowatt-hora incurrido, en promedio, por los usuarios al no disponer de energía y tener que generarla con generadores de emergencia si así conviniera” (Nº 2 del artículo 99 de la ley).


�	El cálculo de los factores de penalización de energía y de potencia de punta a que se refieren los números 4 y 5 respectivamente del presente artículo, se efectúa considerando las pérdidas marginales de transmisión en energía y potencia de punta respectivamente, para el sistema de transmisión operando con un nivel de carga tal que dicho sistema esté económicamente adaptado”. (Nº 6 del mencionado artículo 99).


�	Asistió, además, a la sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001. En el acápite VIII de este informe se inserta lo sustancial de lo declarado por la señora Blanlot en dicha oportunidad.


�	Ver cita Nº 56.


�	Se lo trató con un precio estacional, que tiene modificaciones que dependen del comportamiento de mercado en Argentina. Se resolvió utilizar un precio estabilizado anual, que constituye el valor promedio anual del gas, en vez de hacer fluctuaciones semestrales, que no guardaban relación con la realidad del país.


�	El inciso primero del artículo 273 del reglamento preceptúa: “El cálculo de precios de nudo deberá considerar la calidad de servicio exigida en este reglamento y las normas técnicas y el costo de falla, tanto a nivel de generación como a nivel de transporte”.


�	Ver cita Nº 48.


�	En el último proceso tarifario, se pagaron 190 millones a Eleconsult-Universidad de Chile (áreas 2, 3 y 6) y 240 millones a Mega-Red-Solint (áreas 1, 4 y 5).


�	Documento de la Comisión Nacional de Energía “Antecedentes generales sobre el sector eléctrico y sobre los procesos tarifarios realizados por la CNE en los años 2000-2001”, página 5.


�	Sesión 117ª, ordinaria, de 3 de julio de 2001, páginas 7 a 9.


�	Ver cita Nº 56.


�	Cuando se pidieron ejemplos de las zonas más impactadas, se mencionó la comuna de San Antonio, que tuvo un aumento del 22 por ciento en el factor de penalización de energía, que se traduce en el 7 por ciento en el precio de nudo y en el 3,5 por ciento en la tarifa final al usuario.


�	Sesión 109ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 40.


�	Se trata de un estudio de mercado realizado por la Escuela de Ingeniería y Ciencias de la Universidad de Chile, en el cual se concluye que la falla de un kilowatt le significa al país incurrir en aproximadamente 160 milésimas de dólar por cada kilowatt-hora. Ese valor en dólares se mantuvo fijo durante todas las fijaciones de precio de nudo hasta abril de 2000.


�	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, página 32.


�	El segmento de subtransmisión o de transmisión secundaria comprende el conjunto de líneas de transmisión y subestaciones de transformación destinado a transportar la energía eléctrica desde el sistema de transmisión principal o troncal hasta los puntos de abastecimiento de las empresas distribuidoras y de grandes clientes. Los sistemas enmallados cuentan con elementos redundantes o adicionales que permiten la doble alimentación de las subestaciones que suministran la energía al sistema de distribución. Como consecuencia de ello, presentan una cantidad ostensiblemente menor de interrupciones de suministro, así como una mejor regulación de tensión.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, páginas 9, 10 y 41. 


�	Sesión 120ª, ordinaria, de 18 de mayo de 2001, páginas 21 y 22.


�	El documento se denomina “Informe Ejecutivo: Cálculo de costos y tarificación del sistema de subtransmisión de Chilectra S. A., julio 1998”.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 43.


�	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, páginas 10 y 11.


�	El mencionado informe se denomina “Estudio del Sistema de Precios de Subtransmisión de Electricidad”.


�	Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001, página 11.


�	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, páginas 36 y 37.


�	La primera condición dice relación con que hubiera una calificación sobre la necesidad de que, en una determinada zona de distribución del país, la calidad de servicio, dada la magnitud o concentración de los consumos, hiciera necesario que en el ámbito de subtransmisión hubiera mallas, lo cual implica más de una vía de alimentación para una subestación de entrada de esclusa. La segunda, implica que efectivamente se desarrollara la malla, porque podría ocurrir que hubiera una zona donde la autoridad definiera parámetros de calidad y disponibilidad de servicio que hicieran necesario que hubiera malla, pero esa malla no existiera y fuera necesario desarrollarla. La tercera, se refiere a la utilidad de la malla, para cumplir la condición de seguridad de servicio. 


�	Sesión 117ª, ordinaria, de 3 de julio de 2001, página 15.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, páginas 6 y 7.


�	Sesión 117ª, ordinaria, de 3 de julio de 2001, página 5.


�	Sesión 117ª, ordinaria, de 3 de julio de 2001, página 12.


�	“La fijación de tarifas eléctricas (y por qué la acusación de un grupo de diputados es errónea)”, documento remitido por la Jefa de Gabinete de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía a los integrantes de la honorable Cámara de Diputados, por correo electrónico, el 17 de abril de 2001, página 4.


�	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, páginas 47 y 48.


�	Publicó un artículo en el diario “La Nación”, en el cual afirma que el precio de nudo no le asegura rentabilidad a nadie y que es un error conceptual. Lo que hace, dado el proceso de oferta y de demanda que se optimiza, es dar una señal de precios en épocas donde llega el gas natural y en que existen empresas interesadas en construir la primera central de ciclo combinado. Por ello, en un momento en que no se preveían sequías anormales, los precios de nudo bajaron antes de que asumiera su cargo.


�	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, página 12.


�	Sesión 106ª, especial, de 14 de mayo, de 2001, página 57.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, páginas 4 y5.


�	En 1988, se hicieron estimaciones de factores de pérdidas distintas de las que habían estimado los consultores y se introdujo, además, una estimación de costos por suministros incobrables según criterios totalmente distintos de los que se habían establecido en las bases. En 1992, las bases establecieron que se realizarían estudios para tres áreas típicas. Sin embargo, cuando se entregaron los estudios de los consultores, se descubrió que había diferencias demasiado grandes en los costos de las empresas que estaban en el área típica 2. Se resolvió en ese momento, sin que estuviera establecido en las bases, que había que definir un valor agregado de distribución para una nueva área típica, que se llamó 2 A. Esta nueva área dio cuenta de las tarifas de aproximadamente la mitad de las áreas que están constituidas alrededor de empresas de mediano tamaño. En 1996, se estableció en las bases que la demanda debía tomar en cuenta los consumos regulados y eliminar los consumos no regulados de la empresa modelo. Sin embargo, cuando el proceso estaba terminando, la Comisión se dio cuenta de que, al considerar solamente los consumos regulados, subían en forma desproporcionada los costos respecto de lo que se había esperado que fueran los costos medios. En ese momento se les pidió a las empresas que recalcularan todo en función de la demanda total, considerando los consumos no regulados. Las empresas dijeron que no lo podían hacer, porque estaba fuera de bases. Sin embargo, la Comisión fijó su propio valor agregado de distribución, considerando la totalidad de los consumos.


�	Sesión 107ª, ordinaria, de 15 de mayo de 2001, páginas 19 y 20.


�	La distribución de las áreas típicas es la siguiente: el área 1 corresponde a Chilectra; el área 2 a la Compañía General de Electricidad (CGE); el área 3 a Emec; el área 4 a Emelectric; el área 5 a Luz Linares, y el área 6 a Copelec.


�	Los resultados son los esperados. Es Chilectra la empresa que tiene el menor valor agregado de distribución de 2000: 10.56 $ /kilowatt-hora contra 11,45 $ /kilowatt-hora de la empresa que le sigue. Chilquinta presenta un aumento en las tarifas de distribución respecto de 1996, lo cual constituye un caso especial, debido a que había estado ubicada en un área que no le correspondía; al reasignarla, subieron los costos.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, página 28.


�	El procedimiento estaba concebido para determinar la metodología de selección de empresas. La ley señala que ello sirve para establecer valores agregados para áreas típicas de distribución y que en esas áreas se tendrán valores agregados similares. La idea no era calcular un valor agregado para todas y cada una de las empresas, como se hace en el sector sanitario, sino que calcularlo sólo para una muestra representativa de ellas. Su metodología está basada en el valor agregado de distribución, que había que crear a partir de los valores nuevos de reemplazo aprobados por la Superintendencia y los informados en 1999, con lo cual se dio origen a valores agregados ficticios sobre potencias vendidas.


�	Sesión 115ª, de 19 de junio de 2001, páginas 5 y 6.


�	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 201, páginas 34 y 35.


�	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, páginas 35, 36 y 50.


�	Sesión 111ª, ordinaria, de 5 de junio de 2001, página 16.


� 	Sesión 111ª, ordinaria, de 5 de junio de 2001, páginas 7 a 11 y 23.


� 	Sesión 112ª, ordinaria, de 12 de junio de 2001, páginas 38 y 47.


� 	Página 35 de la misma sesión.


� 	Sesión 112ª, ordinaria, de 12 de junio de 2001, página 14.


� 	Sesión 112ª, ordinaria, de 12 de junio de 2001, página 9.


� 	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, páginas 11 y12.


� 	Ello está ratificado por sendos informes en derecho solicitados a los abogados Pablo Ruiz-Tagle y Ramiro Mendoza, en julio de 2001, en los cuales explican y fundamentan por qué los actos de la Comisión en estos procesos tarifarios son plenamente legales y ajustados a derecho.


� 	Cuando le preguntó al señor Gastón Held, consultor de Solint, por qué había subestimado groseramente las remuneraciones si se las compara con los resultados obtenidos por consultores de otra empresa modelo, le contestó que había trabajado con un estudio de mercado que hace la empresa auditora y que no tenía información para cambiar ni para modificar.


�	Ver cita Nº 63.


� 	El informe del abogado señor Ramiro Mendoza concluye que la CNE puede modificar los estudios de los consultores, por cuanto, si puede exigir informes explicativos, ello implica que puede revisar dichos estudios. Además, un estudio de esta naturaleza no es un examen pericial que, cuando los hay, en los términos previstos en las leyes respectivas, son vinculantes para la autoridad. Por su parte, el informe del abogado señor Pablo Ruiz-Tagle, concluye que, si entre las potestades públicas de la CNE, en el proceso de fijación tarifaria, según lo dispone el artículo 107, está la de “revisar el o los estudios de las empresas y efectuar con la conformidad previa de ellas, las correcciones a que dé lugar esta revisión”, con mayor razón, puede revisar o corregir los informes de los consultores que ella ha encargado para dichos fines.


� 	Ver cita Nº 51.


� 	Sesión 114ª, especial, de 18 de junio de 2001, página 26.


� 	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, páginas 17 y 59.


�	En razón de lo anterior, se fijó un valor agregado de distribución para Chilectra y para la Compañía General de Electricidad superior al que estimaban los consultores en sus informes originales. A diferencia de lo ocurrido con el área típica Nº 1, en que el consultor no quiso o no pudo efectuar las correcciones en las otras áreas, éstos pudieron desarrollar ese trabajo. De hecho, entregaron un addendum a sus propios cálculos, como sucedió en el área Nº 6. Por lo tanto, lo que se consideró fue el dato final que entregó el consultor, incluyendo dicho documento.


� 	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 23.


� 	Sesión 109ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 10.


� 	Sesión 118ª , especial, de 16 de julio de 2001, páginas 27, 29 y 31.


� 	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, página 43.


� 	Páginas 5 y 6 de la misma sesión.


�	 Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001, páginas 16 y 17.


� 	Sesión 118ª, especial, de 16 de julio de 2001, páginas 47 y 48.


� 	Ver cita Nº 51.


�	Sesión 113ª, especial, de 18 de junio de 2001, páginas 17 y 18.


�	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, páginas 29 y 30.


� 	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, páginas 49 y 50.


�	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, páginas 24 y 25.


�	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 17.


� 	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de diciembre de 2001, páginas 18 y 19.


� 	Si al valor agregado de distribución calculado por Mega-Red, de 34 mil millones de pesos, es decir, sin derechos municipales, se le agregan los 13 mil millones de pesos de corrección que propuso GTD, se llega a una cantidad aproximada de 47 mil millones de pesos. Si a esa cantidad se le hubiesen agregado los 4 mil millones de pesos, que eran estrictamente teóricos, se habría efectuado un ajuste a Chilectra mucho mayor que a cualquier otra empresa.


�	Sesión 109ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 14.


�	La Comisión efectuó una aclaración de las bases, por medio de la carta CNE Nº 658, de 20 de julio de 2000, en que se dice que deberán incluirse derechos municipales “que no estén considerados bajo las exclusiones indicadas en la Contraloría General de la República Nºs 40.458/80 y 30.818/84”. Posteriormente, expresa que “para su determinación los consultores deberán utilizar los valores de derechos efectivamente pagados, que correspondan a los conceptos indicados en los dictámenes mencionados”.


�	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 20.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, páginas 38 y 39.


�	El estudio de GTD entregó un monto, aplicadas las correcciones, de alrededor de 51.600 millones para la empresa modelo, que incluye el costo de derechos municipales teóricos de las comisiones periciales. Por su parte, la Comisión fijó un valor más bajo, de 48 mil millones de pesos, teniendo presente la incertidumbre que se crearía en este tema.


�	Sesión 121ª, especial, de 30 de junio de 2001, páginas 3 y 4.


�	Ver cita Nº 131.


�	Sesión 113ª, especial, de 18 de junio de 20001, páginas 21 y 22.


�	Reunión en comité, de 4 de julio de 2001, página 12.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 23.


�	La CNE contrató a GTD con objeto de “elaborar las bases técnicas para los estudios de valor agregado de distribución, así como para la definición y clasificación de las áreas de distribución típicas”, según consta de las resoluciones exentas números 95 y 99, de 24 y 30 de marzo de 2000, respectivamente, que reproducen los contratos suscritos con dicha empresa por montos equivalentes a $ 11.300.000, en un caso, y $ 12.338.000, en el otro. Se contrató, igualmente, a GTD para un estudio sobre el análisis y coordinación del soporte técnico en la determinación de los valores agregados de distribución y de fórmulas tarifarias correspondientes a la fijación de fórmulas tarifarias para empresas concesionarias de distribución del año 2000, lo cual consta en la resolución exenta Nº 255, de 31 de agosto de 2000, por $ 17.000.000.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 58.


�	Sesión 114ª, especial, de 18 de junio de 2001, páginas 28 y 29.


�	En 1990, se hicieron siete estudios con trato directo; en 1991, 13 estudios con trato directo; en 1992, 15 estudios: 11 con trato directo y dos con licitaciones privadas; en 1993, 32 estudios mediante trato directo; en 1994, 34 estudios con trato directo; en 1995, 26 estudios: 25 con trato directo y uno por licitación privada; en 1996, 23 estudios: 22 con trato directo y uno con licitación privada; en 1997, 53 estudios: 50 con trato directo y tres con licitación privada; en 1998, 23 estudios: 21 con trato directo y dos con licitación privada; en 1999: 41 estudios con trato directo, y en 2000, 25 estudios: 23 con trato directo y dos con licitación privada.


�	El artículo 9º del decreto ley Nº 2224, de 1978, dispone que “corresponderá al secretario ejecutivo adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y ejecutar o celebrar cualquier acto o contrato tendiente directa o indirectamente al cumplimiento del objetivo de la Comisión Nacional de Energía”.


�	Sesión 114ª, especial, de 18 de junio de 2001, página 49.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, página 19.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 47.


�	En el caso de Chilectra, se trata de un curso de interpretación y de aplicación del marco regulatorio vigente, en relación con el cálculo de precios de nudo y sistemas de subtransmisión. La Empresa Eléctrica Puente Alto se capacita sobre la aplicación del decreto tarifario vigente a diciembre de 1999, precios de nudo, recargos por transformación a distancia y valores en punto de retiro de sistemas de subtransmisión de dicha empresa.


�	Se refiere a las contrataciones autorizadas por resoluciones números 166, de 14 de julio de 1995; 212, de 28 de agosto de 1995, y 348, de 22 de diciembre de 1995, de la entonces Secretaria Ejecutiva, señora María Isabel González.


�	Sesión 111ª, ordinaria, de 5 de junio de 2001, página 36.


�	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 25.


�	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, páginas 30 y 31.


�	Los factores de coincidencia son valores que expresan la forma de asignar el uso de cada usuario de las instalaciones compartidas de generación-transporte y distribución. Reflejan la demanda de potencia de cada usuario, lo que termina por dimensionar las instalaciones. En el caso de los clientes de tarifas binominales, se aplican los factores de coincidencia. A los clientes de tarifas simples de energía se aplican las horas de uso.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 20.


� 	Sesión 107ª, ordinaria, de 15 de mayo de 2001, página 22.


� 	En el área típica Nº 1, se originan mil millones de pesos en favor de Chilectra; en el área típica Nº 2, 2.811 millones de pesos en beneficio de CGE; en el área típica Nº 3, Emec obtiene 900 millones de pesos; en el área típica Nº 4, representa 845 millones de pesos para Emelectric, y en el área típica 5, se produce una baja de 173 millones de pesos en perjuicio de Luz Linares.


� 	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, páginas 7 y 8.


� 	Ver cita Nº 37.


� 	Cómo es posible que los estudios de Chilectra entreguen una suma de 79 mil millones de pesos, en circunstancias de que los costos asociados son de la empresa real y toda la información origina sólo un valor de 58 mil millones de pesos al año, a partir de los datos que posee la Superintendencia. Alguien podría afirmar que una es la empresa real y otra es la empresa modelo, pero esta última no puede ser más onerosa que la empresa real, por economías de escala y por la naturaleza de los negocios que tiene en el extranjero.


� 	Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001, páginas 25 y 26.


� 	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, página 46.


� 	La mejor analogía que ha encontrado es el tema de los estadios. Éstos se construyen para enfrentar un partido de fútbol que es la hora peak. Esto nos indica que no existe razón por la cual las horas de uso de un estadio pequeño no puedan ser mayores que las de un estadio de la Región Metropolitana. Es posible que las horas de uso del estadio de Melipilla sean mayores que las del Estadio Nacional.


� 	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, página 7.


� 	Ver cita Nº 37.


� 	Ello significa que no se puede pagar la red completa por usarla entre las 6 de la tarde y las 11 de la noche, sino que se debe compartir con el cliente comercial o la oficina que la ocupa en un horario distinto al mayor uso de esa red.


� 	Sesión 112ª, especial, de 30 de julio de 2001, página 12.


� 	Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001, página 27.


� 	Sesión 115ª. ordinaria, de 19 de junio de 2001, páginas 28 y 30.


� 	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 11.


� 	Página 41 de la misma sesión.


� 	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 20.


� 	Son sectores de distribución las “áreas territoriales en las cuales los precios máximos de distribución a usuarios finales, son los mismos”. (letra n) del artículo 150 de la ley).


� 	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 22.


� 	El artículo 111 de la ley, en el párrafo final del inciso cuarto, establece: “La Comisión efectuará los ajustes de valores agregados a que dé lugar la aplicación de los procedimientos establecidos en los artículos 108 y 109 y determinará las fórmulas tarifarias definitivas para cada empresa y sector de distribución”.


� 	Sesión 118ª, especial, de 16 de julio de 2001, página 52.


� 	Ver cita Nº 40.


� 	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 39.


� 	Ver cita Nº 41.


� 	Ver citas números 50 y 51.


� 	Sesión 109ª, especial, de 4 de junio de 2001, páginas 20 y 21.


� 	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de junio de 2001, página 37.


� 	Esta venta alcanza un monto de 18.748.795 pesos.


� 	Sesión 111ª, ordinaria, de 5 de junio de 2001, página 26.


� 	Sesión 118ª, especial, de 16 de julio de 2001, página 47.


� 	Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001, página 32.


� 	Sesión 114ª, especial, de 18 de junio de 2001, página 30.


� 	El artículo 113 de la ley, señala: “El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, fijará las fórmulas tarifarias de acuerdo a lo establecido en el artículo 92º, mediante publicación en el Diario Oficial antes del término del período de vigencia de las fórmulas tarifarias anteriores”.


� 	Sesión 117ª, ordinaria, de 3 de julio de 2001, página 22.


� 	En oficio Nº 3089, de 20 de julio de 2001, complementa su exposición, en orden a que no es posible sostener que el mencionado decreto haya sido suscrito en dos ocasiones por la misma persona; que la publicación aparecida en el Diario Oficial corresponde a una copia del original y que se trata de dos actos de naturaleza distinta: dictación del decreto y orden de publicación.


� 	Sesión 114ª, especial, de 18 de junio de 2001, páginas 7 y 8.


� 	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, páginas 24 y 25.


� 	La otra opción era hacer una licitación privada para resolver a quién contratar para la elaboración de las bases y la definición de áreas típicas. Sin embargo, todas las empresas sabían que, si calificaban para hacer dicho trabajo, estaban precalificadas para la licitación.


� 	Sesión 113ª, especial, de 18 de junio de 2001, página 8.


� 	Estuvo integrada, entre otros, por los señores Alejandro Jadresic y Gregorio San Martín, con objeto de elaborar una propuesta de nueva institucionalidad para la regulación de la prestación de servicios de utilidad básica, del medio ambiente y de protección de la libre competencia.


� 	Sesión 114ª, especial, de 18 de junio de 2001, página 32.


� 	El artículo 240 del Código Penal, en su inciso primero, dispone: “El empleado público que directa o indirectamente se interesare en cualquiera clase de contrato u operación en que debe intervenir por razón de su cargo, será castigado con las penas de reclusión menor en su grado medio, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del diez al cincuenta por ciento del valor del interés que hubiere tomado en el negocio”.


� 	Sesión 106ª, especial, de 14 de mayo de 2001, páginas 47 y 48.


� 	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, página 21.


� 	Sesión 118ª, especial, de 16 de julio de 2001, página 51.


� 	Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001, página 35, y sesión 118ª, especial, de 16 de julio de 2001, página 40.


� 	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, página 40.


�	Sesión 112ª, ordinaria, de 12 de junio de 2001, página 43.


� 	Sesión 113ª, ordinaria, de 18 de junio de 2001, páginas 40 y 42.


� 	Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001, páginas 10 y 11.


� 	Sesión 109ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 51.


� 	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 24.


� 	Sesión 111ª, ordinaria, de 5 de junio de 2001, página 21.


� 	Sesión 118ª, especial, de 16 de julio de 2001, páginas 44 y 45.


� 	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, páginas 8 y 9.


�	En 1996, los ingresos de Chilectra ascendieron a 91.500 millones de pesos, por valor agregado de distribución, y a 139.300 millones de pesos, por compras de energía a las empresas generadoras, lo que representa la suma de 230,8 mil millones de pesos. En cambio, en la última fijación tarifaria, los ingresos disminuyeron a 71.600 millones de pesos y las compras a 135.000 millones de pesos. En 1996, los ingresos por subtransmisión eran de 22.000 millones de pesos; actualmente son de 34.600 millones de pesos. De este modo, la diferencia consolidada respecto del anterior proceso es de 4,6 por ciento.


� 	Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001, página 39.


�	Para un cliente residencial de Rancagua que consume 100 kilowatts-hora mensuales, el valor agregado de septiembre de 2000 era de 3 mil 93 pesos; en diciembre de 2000, bajó a 2 mil 852 pesos, y en junio de 2001, está en 2 mil 861 pesos. Para los mismos meses, eran 410 pesos en septiembre de ese año; 580 pesos en diciembre de 2000 y, en la actualidad, son 587 pesos. Como se puede apreciar, entre 410 y 587 pesos, hay un incremento importante. En cuanto al precio de nudo, para este mismo cliente, en septiembre de 2000, era de 2 mil 9 pesos; en diciembre de 2000, de 2 mil 387 pesos, y a la fecha es de 2.607 pesos. El resultado es que, entre septiembre de 2000 y junio de 2001, sube de 5.513 a 6.054 pesos.


� 	Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001, página 38.


�	Los costos de distribución en Valparaíso son muy distintos, por la topografía, los niveles de consumo y por la existencia de cerros, donde, para desplazarse de un lugar a otro, se tienen que hacer trayectos mucho más largos.


� 	Los alcaldes de Algarrobo, El Quisco y El Tabo, señores Jaime Gálvez, José Miguel Carrasco y Luis García, conjuntamente con el concejal de Algarrobo, señor Alfredo Oyanedel, y el Presidente de la Comisión de Energía y Servicios de El Quisco, señor Sergio Cifón, asistieron a la reunión en comité celebrada con fecha 11 de julio de 2001. 


� 	Ver cita Nº 47.


� 	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 28.


�	Ver cita Nº 50.


�	Ver cita Nº 50.


�	Sesión 118ª, especial, de 16 de julio de 2001, página 22.


� 	El artículo 118 de la ley establece: “El VNR se recalculará cada cuatro años, en el año anterior al cual corresponda efectuar una fijación de fórmulas tarifarias.


	Para tal efecto el concesionario comunicará a la Superintendencia antes del 30 de junio de dicho año, el VNR correspondiente a las instalaciones de distribución de su concesión, acompañado de un informe auditado.


	La Superintendencia fijará el VNR, para lo cual podrá aceptar o modificar el valor comunicado por la empresa, en el plazo de tres meses. De no existir acuerdo entre el concesionario y la Superintendencia, el VNR será determinado por una comisión pericial. Esta comisión estará integrada por tres peritos ingenieros: uno nombrado por el Presidente de la República, otro designado por el concesionario y el tercero será el decano más antiguo en ejercicio del cargo, de una Facultad de Ingeniería, con asiento en la capital, de una Universidad estatal.


	La comisión pericial deberá pronunciarse sobre el VNR antes del 31 de diciembre del año en cuestión. A falta de comunicación del VNR y del informe auditado, este valor será fijado por la Superintendencia antes del 31 de diciembre de ese año, y no podrá ser apelado por el concesionario.


	En el plazo que medie entre dos fijaciones de VNR, éste será aumentado o rebajado en la misma proporción en que varíe el Índice General de Precios al Consumidor”.


�	Sesión 108ª , especial, de 16 de mayo de 2001, páginas 18 y 19.


� 	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 18.


� 	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 20.


�	Dictamen Nº 30.818, de 1984, de la Contraloría General de la República.


�	Dictamen Nº 40.548, de 1980, del mismo organismo de control.


�	Ver cita anterior.


�	Ver consideración Nº 42.


�	Ver consideración Nº 31.


�	Sesión 121ª, especial, de 30 de julio de 2001, páginas 5 y 6.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 19.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 28.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 62.


�	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, páginas 45 y 46.


�	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 46.


�	Ver cita Nº 51.


�	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 25.


�	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 26.


�	Ver cita Nº 51.


�	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 25.


�	Sesión 108ª ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 26.


�	El inciso segundo del artículo 3º de la ley Nº 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado estatuye: “La Administración del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, control, probidad, transparencia y publicidad administrativas, y garantizará la debida autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, en conformidad con la Constitución Política y las leyes”.


�	Sesión 114ª, especial, de 18 de junio de 2001, páginas 25 y 26.


�	Sesión 114ª, especial, de 18 de junio de 2001.


�	Ver cita Nº 51.


�	“El Sector Energía en Chile”, capítulo “4. Electricidad”, “Aspectos Generales” sobre “Sistema Tarifario Vigente”, Comisión Nacional de Energía, diciembre de 1993, Alerce Talleres Gráficos, página 47.


�	“La Nueva Regulación: Informe de la Comisión Presidencial de Modernización de la Institucionalidad Regulatoria del Estado” de Alejandro Jadresic Marinovic, Vivianne Blanlot Soza y Gregorio San Martín Ricci, Dolmen Ediciones, enero 2001, Volumen 1, página 89.


�	Sesión 111ª, ordinaria, de 5 de junio de 2001, página 30.


�	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 20.


�	Sesión 111ª, ordinaria, de 5 de junio de 2001.


�	Sesión 119ª, ordinaria, de 17 de julio de 2001, páginas 34 y 35.


�	Así lo afirmó el señor Bernstein en la sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 55.


�	Ver cita Nº 37.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 5.


�	Sesión 110ª, especial, de 4 de junio de 2001, página 55.


�	Se trata de las sesiones 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, y 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001.


�	Con el objeto de medir el impacto de los factores de coincidencia, los datos de la CNE contenidos en el cuadro son los propuestos por dicha entidad al construir las tarifas definitivas (valor CNE/GTD) y no se discuten en esta oportunidad.


�	Estudio de la CNE corresponde al valor final adoptado por la CNE por aVNR + COyM + costos fijos.


�	Corresponde a la ponderación del aVNR+COyM+ costos fijos del Estudio CNE (valor CNE/GTD) y del Estudio de cada empresa para cada área.


�	Ingresos simulados al año 1999 con las tarifas definitivas de la CNE (Fuente CNE)


�	Este valor corresponde al finalmente adoptado por la CNE.


�	Ver consideración Nº 73.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001.


�	Corresponde a la ponderación del aVNR+COyM + costos fijos del Estudio CNE (valor CNE/GTD) y del Estudio de cada empresa para cada área.


�	Ingresos simulados al año 1999 con las tarifas definitivas de la CNE (Fuente CNE).


�	Cálculo de ingresos a partir de la potencia estimada por los consultores CNE y validada por GTD (considerando Nº 76).


�	Cálculo de ingresos a partir de la potencia estimada por los consultores de las empresas (tesis CNE sesión 122).


�	Ver cita Nº 37.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 55.


�	Sesión 118ª, especial, de 16 de julio de 2001.


�	Sesión 115ª, ordinaria, de 19 de junio de 2001.


�	Ver consideración Nº 6.


�	Sesión 113ª, especial, de 18 de junio de 2001.


*	Fecha recepción por la CNE señalada en el documento


** 	Cifras avaladas por un documento del 17 de julio de 2001.


*** 	Aparece procesada por la CNE el 14 de noviembre de 2000.


**** 	Cifras avaladas por un documento de 14 de octubre de 2000.


***** 	Cifras avaladas por un documento de 15 de octubre de 2000.


�	Ver cita Nº 174.


�	Se trata del oficio Nº 4397, de 5 de julio de 2001, que la Superintendencia de Electricidad y Combustibles envió a vuestra Comisión.


�	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001, página 46.


�	Sesión 114ª, especial, de 18 de junio de 2001, página 10.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, página 21.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, página 21.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, página 22.


�	Sesión 108ª, especial, de 16 de mayo de 2001.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, página 43.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, páginas 42 y 44.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001.


�	Considerandos 15 y 16.


�	Sesión 120ª, especial, de 18 de julio de 2001, página 27.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001, página 46.


�	Ver consideración Nº 6.


�	Sesión 122ª, ordinaria, de 31 de julio de 2001.


�	En 1996 : la diferencia mínima fue de 33 por ciento y la máxima de 50 por ciento.


	En 1992 : la diferencia mínima fue de 41 por ciento y la máxima de 95 por ciento.


	En 1988 : la diferencia mínima fue de 47 por ciento y la máxima de 53 por ciento.


	En 1984 : la diferencia mínima fue de 7 por ciento y la máxima de 29 por ciento.


	(Fuente: “Experiencias regulatorias de una década: balance y propuestas para el futuro” Ministerio de Economía-División Desarrollo de Mercados. Ediciones LOM - 2000. Página 209).


�	Sesión 118ª, especial, de 16 de julio de 2001, página 44.


1 	Cfr. Hernández Molina, Alfonso, “Nuestros Derechos Laborales”, p. 201, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, Editorial Universidad de Valparaíso, 2000.





*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido   Radical Social Demócrata; IND: Independiente.
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